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Objetivos y cobertura de la REVISTA SAAP

Revista SAAP. Publicación de Ciencia Política de la Sociedad
Argentina de Análisis Político es la revista científico-académica
de la Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP). Tiene
como objetivo principal satisfacer necesidades académicas y
profesionales de científicos políticos y académicos en gene-
ral, de la Argentina y también del exterior del país, interesa-
dos en estudiar fenómenos políticos tanto domésticos como
internacionales.

La Revista SAAP busca la publicación de artículos de la
más alta calidad académica posible, de naturaleza teórica y/o
empírica, concernientes a temas sustantivamente importantes
de la vida política argentina y mundial. También son bienve-
nidas comunicaciones que refieran a discusiones sobre temas
controversiales, conceptos y/o cuestiones metodológicas.

Todos los artículos son sometidos a referato anónimo rea-
lizado por expertos en las diferentes áreas temáticas. Las ins-
trucciones para enviar colaboraciones se encuentran al final

de cada número.
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Editorial

Las nuevas autoridades de la SAAP decidieron mantener el proyecto
de una publicación institucional, iniciativa que se estrenara en 1995 con
el Boletín SAAP bajo la presidencia de Eugenio Kvaternik. Celebramos la
decisión, conscientes de la importancia científica de que la comunidad
politológica tenga canales regulares de comunicación, actualización y
diálogo.

Bajo la dirección del Dr. Arturo Fernández, la Revista SAAP publicó
ocho números, cuya calidad fue reconocida por el CONICET, que resolvió
incorporarla a su “Núcleo Básico de Publicaciones Periódicas Científicas
y Tecnológicas Argentinas”.

Según los datos aportados por el estudio realizado por la Profesora
Nélida Archenti en el VIII Congreso Nacional de Ciencia Política (y
publicados en el número anterior de esta revista), entre nuestros colegas,
el 72 por ciento de los encuestados (y el 98 por ciento de los socios)
conoce la Revista SAAP, el 89 por ciento de quienes la conocen la cataloga
como buena o muy buena, un 95 por ciento considera bueno o muy
bueno su nivel académico, y un 65 por ciento (70 por ciento entre los
socios) dice utilizarla en sus trabajos y/o investigaciones. De cara al futuro,
el desafío consiste sin dudas en mantener estos niveles tanto de calidad
como de presencia entre los miembros de la comunidad politológica.

Este reto se presenta dado que la nueva Comisión Directiva de la
SAAP también ha decidido separar la dirección de la revista de la
conducción de la asociación, tal como sucede en muchas otras
asociaciones de politólogos del mundo. En virtud de ello ha designado
como director de la revista a quien escribe estas líneas, quien se
desempeñaba como co-director hasta el número anterior.

En este nuevo número, la Revista SAAP sigue presentando artículos
de muy buen nivel, según los referees anónimos que los han evaluado, y
muy diferentes entre sí en términos de enfoques, metodologías,
pertenencias y trayectorias de los autores, lo cual es muestra de la
amplitud y la calidad de la disciplina en nuestro país.

Esperamos contar en adelante con contribuciones que sigan siendo
de utilidad para socios y colegas, y que continúen haciendo de la Revista
SAAP un espacio importante de contribución al crecimiento de la ciencia
política en Argentina.

Dr. Martín D’Alessandro
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¿Por qué son importantes las regiones?
Especificidades regionales y difusión de la democracia
a escala regional*

SCOTT MAINWARING
Universidad de Notre Dame
smainwar@nd.edu

ANÍBAL PÉREZ–LIÑÁN
Universidad de Pittsburgh
asp27@pitt.edu

En este artículo ofrecemos una defensa de los estudios regionales en
política comparada.  Se debaten dos problemas que requieren un foco deta-
llado en regiones específicas: la heterogeneidad causal y las pautas de difu-
sión intra-regionales. La primera sección sostiene que las tres estrategias
analíticas clásicas en política comparada (estudios de caso, estudios com-
parativos y análisis cuantitativo) generalmente han fallado en
conceptualizar la esfera regional de manera sistemática. En las secciones
dos y tres ilustramos el problema de la heterogeneidad causal, mostrando
que los efectos del ingreso per cápita sobre la democracia han sido diferen-
tes en América Latina y en otras regiones del mundo. Las secciones cuarta
y quinta exploran la difusión intra-regional de los regímenes políticos.
Demostramos que, al menos en América Latina, la difusión intra-regional
ha sido más fuerte que la difusión interregional. Las conclusiones enfatizan
la necesidad de evitar generalizaciones simplistas sobre las regiones del
mundo como entidades homogéneas.

Durante décadas el subcampo de la política comparada estuvo orga-
nizado principalmente en regiones. El mercado de trabajo de la política
comparada todavía está estructurado predominantemente en regiones,
aunque no tanto como en las décadas del ’70 y ’80. Cerca del 70 por ciento
de los artículos publicados durante los últimos quince años en las tres
revistas académicas más importantes de política comparada pusieron el
foco, exclusivamente, en una región geográfica (Munck y Snyder, 2005:

* Originalmente publicado en Munck, Gerardo (comp.), Regimes and Democracy in Latin
America. Theories and Methods, Oxford, Oxford University Press, 2007. Reproducción autori-
zada por los autores y Oxford University Press. Los autores agradecen especialmente la
cuidadosa traducción de Javier Zelaznik.

Revista SAAP (ISSN 1666-7883) Vol. 3, Nº 3, agosto 2009, 523-566
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8–9)1. Varias prestigiosas revistas académicas en ciencia política están orga-
nizadas en regiones2. Resulta curioso que, a pesar de la tradicional organiza-
ción de la política comparada según regiones, casi no haya habido una de-
fensa explícita de los motivos por los cuales las regiones son importantes. Se
les ha dado más atención a quienes critican la organización de la política
comparada en regiones que a quienes defienden los motivos por los cuales
las regiones son importantes. Por ejemplo, la crítica a los estudios de área
desarrollada por Robert Bates (1996, 1997) puede ser vista como una crítica
a la organización de la política comparada en regiones3.

En este artículo desarrollamos una defensa explícita de la importancia
de las regiones en la política comparada y en la política mundial4. No
pretendemos argumentar que las regiones deberían ser la principal uni-
dad de análisis de la política comparada o que el análisis de las regiones es
mejor que otros diseños de investigación. Lo que sostenemos es que las
regiones tienen una importancia sustantiva, y que la ciencia política no ha
analizado adecuadamente las razones de esa importancia. Según cuál sea
el objetivo de la investigación, el estudio de regiones puede tener una
utilidad sustantiva.

En este artículo presentamos dos motivos por los que la política compa-
rada debería tomar en serio a las regiones. En primer lugar, las regiones
poseen dinámicas y procesos políticos particulares que son específicos a la
región. En ciencias sociales, las generalizaciones que se basan en muchos
casos, o en unidades de análisis interregionales o de escala mundial, deben
prestar atención a esas especificidades regionales; de lo contrario se genera-
lizará en instancias en que no se debería. Por supuesto que la mayoría de las
generalizaciones tienen excepciones o casos desviados. Pero aquí no argu-
mentamos que deberían evitarse las generalizaciones debido a la existencia
de ocasionales excepciones, sino que diferentes regiones pueden poseer
patrones causales distintivos y sistemáticos que pueden ser oscurecidos por el
supuesto de homogeneidad causal. El efecto es sustantivo, de allí la necesi-

1 Munck y Snyder codificaron los 319 artículos publicados en Comparative Politics, Comparative
Political Studies, y World Politics entre 1989 y 2004. La región que recibió mayor cobertura es
Europa Occidental (22 por ciento de los artículos), seguida por América Latina (16 por
ciento). Tres de cada cuatro artículos focalizaban en cinco países o menos (Munck y Snyder,
2005, cuadros 5 y 12).
2 Por ejemplo, European Journal of Political Research, Latin American Politics and Society, Post-
Soviet Affairs, y West European Politics.
3 Coincidimos con Bates respecto de las serias limitaciones que presentan los tradicionales
estudios de área que focalizan en un solo país o región sin hacer referencias a teorías o a una
literatura más amplia.
4 Este artículo es parte de un proyecto sobre las tendencias regionales respecto de la
democracia y el autoritarismo en América Latina desde 1945. Aquí formulamos una pregun-
ta metodológica vinculada al proyecto: ¿por qué focalizar en una región?
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dad de ser cautelosos cuando las excepciones a una generalización son re-
giones enteras antes que algunos países.

En segundo lugar, el desarrollo político en un país puede tener un fuer-
te impacto en las políticas y el régimen político de otros países de la misma
región, tal como han sostenido muchos estudios durante los últimos años
(Brinks y Coppedge, 2006; Brown, 2000; Gleditsch, 2002; Gleditsch y Ward,
en prensa; Huntington, 1991: 100–106; Kopstein y Reilly, 2000; Levitsky y
Way, en prensa; Lowenthal, 1991; O’Laughlin et al,. 1998; Pevehouse, 2002a,
2002b, 2005; Pridham, 1991; Pridham, Herring y Sanford, 1994; Starr, 1991;
Starr y Lindborg, 2003; Whitehead, 1986, 1991, 1996)5. Esas influencias
internacionales son especialmente importantes al interior de las regiones. Si
nuestra unidad de análisis es siempre el país y no tomamos en cuenta efec-
tos y dinámicas regionales, pasaremos por alto esos efectos y, en consecuen-
cia, no podremos entender el proceso causal.

Esos dos motivos implican que la política comparada debería conside-
rar la importancia de poner el foco sobre las regiones como unidad de aná-
lisis. Sin embargo, pocos trabajos en ciencia política han examinado
especificidades regionales y efectos de difusión regional.

A nivel empírico, en este artículo mostramos la importancia de las re-
giones para el estudio de la democratización. Sostenemos que hay impor-
tantes especificidades regionales en el impacto causal que tiene el nivel de
desarrollo sobre la democracia, por lo que las inferencias causales basadas
en muestras de alcance mundial no nos permitirían comprender adecuada-
mente los factores que promueven la democratización en algunas regiones.
También mostramos que es imposible entender las transiciones y rupturas
democráticas si no enfatizamos factores de escala regional. Los análisis que
ignoran las influencias regionales suelen cometer alguno de los siguientes
errores (o ambos): sobreestiman la importancia de los factores domésticos, o
concluyen en que el cambio de régimen es un proceso principalmente
idiosincrásico.

Antes de entrar en detalle conviene clarificar brevemente a qué nos re-
ferimos por “regiones del mundo”. Usamos ese concepto de la misma ma-
nera que se lo entiende en el habla cotidiana para referirnos a partes del
planeta vinculadas geográficamente, a las que se las suele ver ocupando la
misma parte del mundo. América Latina, Europa, África, el Medio Oriente

5 La literatura sobre diseminación y difusión está más desarrollada que la escasa literatura
sobre especificidades regionales. Los modelos sobre democratización han ido incluyendo
cada vez más, como variable de control, a los efectos de la difusión internacional (Boix y
Stokes, 2003; Gasiorowski y Power, 1998; Przeworski et al., 2000) y regional (Bernhard,
Reenock, y Nordstrom 2003; Gasiorowski, 1995; Gasiorowski y Power, 1998; Pevehouse,
2002a; Starr, 1991).

Scott Mainwaring y Aníbal Pérez-Liñán
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y Asia son regiones del mundo. Esta lista no es ni exhaustiva ni permanente.
Al igual que las “naciones” (Brubaker, 1996), las regiones del mundo son
construcciones simbólicas, y a lo largo del tiempo existen cambios acerca de
qué es lo que se considera una región. Sin embargo, la construcción simbó-
lica de las “regiones”, más que la de los países, no está sujeta a cambios
constantes. Una vez creada, la idea de “región” puede durar siglos. Por ejem-
plo, durante siglos ha existido la idea de que América Latina o Europa son
regiones, aun cuando se discuta cuáles son los límites de Europa, y haya
habido cambios después de 1989.

Las regiones en política comparada

Casi ningún estudio de política comparada ha elaborado una justifica-
ción para llevar a cabo estudios basados en regiones. Como contraste, varios
autores han promovido otras estrategias de investigación en política compa-
rada (por ejemplo, estudios de caso, estudios con un número intermedio de
casos y estudios cuantitativos con muchos casos) y las han justificado. Hay
justificaciones sofisticadas para los estudios de caso (Eckstein, 1975; George,
1979; George y Bennett, 2005), análisis de muchos casos (King, Keohane y
Verba, 1994), comparaciones intranacionales (Linz y De Miguel, 1966;
Putnam, 1993; Snyder, 2001a, 2001b), y comparaciones interregionales
(Huber, 2003). No hay justificaciones con una sofisticación comparable para
el estudio de regiones. De ahí que haya una disyunción entre la tradicional
organización de la política comprada por regiones y la casi inexistencia de
desarrollos teóricos sobre la importancia de las regiones (para una excep-
ción, ver Gleditsch, 2002).

De acuerdo a una encuesta reciente (España-Nájera, Márquez y Vásquez,
2003), sólo uno (Cardoso y Faleto, 1979) de los treinta libros más usados en
seminarios de doctorado y en lecturas para exámenes comprensivos en po-
lítica comparada tiene un foco consistente en una región (América Latina) y
toma en cuenta las especificidades regionales. Aunque es común que los
modelos estadísticos incluyan controles por legado colonial o situación
periférica, es raro que se ocupen de las especificidades regionales aunque
sólo sea a través de una simple variable regional dicotómica6.

En los últimos años, la máxima defensora de la idea de tomar en cuenta
las especificidades regionales en ciencia política ha sido Bunce (1995, 1998,
2000), quien sostuvo, a partir de la comparación de países postcomunistas

6 Entre los estudios de muchos casos citados en este artículo sólo Coppedge (1997),
Gasiorowski y Power (1998) y Ross (2001) hacen uso de variables dicotómicas.
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y de América Latina, que hay diferencias regionales en los procesos de de-
mocratización7. Otra excepción, ya fuera de moda, la constituyen los traba-
jos que derivan las especificidades regionales a partir de la cultura política,
como por ejemplo, los estudios de Wiarda (2001) sobre la cultura política
católico-ibérica. Tanto los estudios de Wiarda como la mayoría de los traba-
jos de su género tienen defectos, incluyendo la incapacidad para explicar
importantes diferencias entre naciones dentro de una misma región8. Si la
cultura política católica e ibérica es el principal factor explicativo en política,
no debería haber ninguna razón obvia por la cual en los países ibéricos
(España y Portugal) el impacto sea menor que en los países de América
Latina. A pesar de ello, el régimen político, los resultados sociales, y el nivel
de desarrollo de España es, hoy en día, muy diferente del de Bolivia, Hon-
duras y Nicaragua, para hablar de tres países pobres de América Latina.

Hay varios estudios de política comparada que examinan países de una
misma región, (por ejemplo Collier y Collier, 1991, en América Latina, o
Kitschelt, 1994, en Europa Occidental); sin embargo, no cumplen con nin-
guno de nuestros tres criterios para tomar en serio a las regiones. En primer
lugar, no examinan las especificidades regionales. Por ejemplo, Kitschelt
sólo incluye países de Europa Occidental en su estudio de partidos social-
demócratas, pero no hace referencia a las especificidades regionales de Eu-
ropa Occidental. En segundo lugar, esos estudios no analizan efectos regio-
nales, como la diseminación y la difusión. En tercer lugar, no desarrollan de
manera explícita los motivos por los cuales eligen una región en particular
como criterio para seleccionar los países bajo análisis.

Estos comentarios no buscan criticar esos importantes estudios, sino
resaltar la idea de que la política comparada no ha teorizado adecuadamen-
te las regiones. Si la razón para la selección de casos es la semejanza en las
variables dependientes o independientes, entonces la inclusión de casos
ajenos a la región podría hacerse con el único costo de tener que estudiar

7 Para argumentos similares a los de Bunce, ver Howard (2003); Kwon (2004); Linz y
Stepan (1996); McFaul (2002). A pesar de la importante convergencia que hay entre los
argumentos de Bunce y los nuestros, los enfoques son diferentes. Mientras Bunce desarrolla
su argumento sobre la base de comparaciones cualitativas entre regiones, nosotros lo hace-
mos con datos cuantitativos. Se puede llegar al argumento central de este artículo tanto desde
enfoques cualitativos como cuantitativos: las regiones son importantes en política. Mientras
Bunce analiza principalmente los legados de los regímenes postcomunistas y sólo de manera
secundaria las influencias y especificidades regionales; nosotros analizamos las regiones
como constructos geográficos. Si la variable independiente clave para explicar diferencias en
los resultados es el tipo de régimen autoritario previo, la región es sólo un proxy del tipo de
régimen previo. Esto es, los efectos de la región serían espurios.
8 Para un enfoque cultural más sutil respecto de las especificidades regionales, ver Inglehart
y Carballo (1997), quienes son más receptivos de las diferencias entre regiones que la
mayoría de los culturalistas.

Scott Mainwaring y Aníbal Pérez-Liñán



Revista SAAP . Vol. 3, Nº 3

528

casos adicionales. Los problemas prácticos de pasar de un estudio basado
en una región a un estudio interregional pueden ser considerables, pero no
existen motivos teóricos para no agregar esos casos. Bajo esas circunstan-
cias, estaría justificado limitar la selección de países a una región en particu-
lar, pero esos motivos (eficiencia, conocimiento previo, familiaridad con el
lenguaje, etc.) no serían teóricos.

Democracia, heterogeneidad regional
y difusión: un modelo empírico

Nuestra hipótesis es que existen dos motivos por los que las regiones
tienen una importancia sustantiva para los procesos de democratización.
Primero, existen diferencias regionales en el proceso causal que impulsa la
democratización. En segundo lugar, las tendencias de alcance regional afec-
tan la propensión de los países vecinos hacia un desenlace democrático. En
esta sección analizamos las tendencias de alcance mundial sobre la base de
la primera hipótesis.

Nuestro análisis de la heterogeneidad causal pone el foco en la relación
entre nivel de desarrollo y democracia, una tema clásico en la ciencia políti-
ca y en la sociología política. Casi todos los estudios de muchos casos sobre
el tema muestran que el nivel de desarrollo económico, generalmente
operacionalizado por el ingreso per cápita, es un poderoso predictor de
democracia (Boix, 2003; Boix y Stokes, 2003; Bollen, 1980; Bollen y Jackman,
1985; Burkhart y Lewis-Beck, 1994; Coppedge, 1997; Dahl, 1971: 62–80;
Diamond, 1992; Hadenius, 1992; Huntington, 1984; Jackman, 1973; Lipset,
Seong, y Torres, 1993; Londegran y Poole, 1996; Przeworski y Limongi,
1997; Przeworski et al., 2000; Ross, 2001)9. La mayor parte de la literatura
asume que el nivel de desarrollo tiene un impacto regionalmente uniforme
sobre la democracia. En términos estadísticos, asume homogeneidad causal
a escala global. El supuesto es que el impacto del nivel de desarrollo sobre la
democracia es más o menos similar en las diferentes regiones (las diferencias
entre regiones no deberían ser estadísticamente significativas).

Sin embargo, hay algunos estudios que sostienen la posibilidad de que
los resultados obtenidos a nivel global no sean aplicables a América Latina,
donde podría haber efectos regionales específicos. (Collier, 1975; Landman,
1999; O’Donnell, 1973). Mainwaring y Pérez-Liñán (2003) sostienen que
en América Latina la relación entre desarrollo y democracia no es lineal, sino

9 Un excepción parcial a ese consenso es Acemoglu et al. (en prensa), quienes usan mode-
los de efectos fijos. Como controlan por factores específicos de los países sin especificar, el
nivel de desarrollo no ayuda a dar cuenta de los cambios en el nivel de democracia.
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que tiene la forma de una N. En América Latina, cuando el nivel desarrollo
es muy bajo y cuando el nivel de ingreso es alto, un mayor ingreso per cápita
está asociado con mayores niveles de democracia. Por el contrario, cuando
el nivel de desarrollo es intermedio, y en un rango de ingreso per cápita
bastante amplio, un mayor nivel de desarrollo está asociado con menores
niveles de democracia.

La posibilidad de que en esa relación haya efectos regionales específicos
tiene importantes implicaciones para la política comparada. A pesar de ello,
es poco frecuente que los estudios testeen efectos específicos de las regiones
en la relación entre nivel de desarrollo y democracia, y raramente le han
dado importancia a los hallazgos sobre especificidades regionales10. Si el
impacto del nivel de desarrollo sobre la democracia es homogéneo en todo
el mundo, algunos de los argumentos sobre las ventajas de estudiar regiones
se verían afectados en forma negativa.

Para responder esa pregunta recopilamos información sobre 156 países
entre 1950 y 2003. Dado que los países se incorporan a la muestra en dife-
rentes momentos, y que hay información perdida, el número total de obser-
vaciones es 5.745. En el Apéndice se lista los países y el número de años
(observaciones) analizados en cada caso. La variable dependiente (nivel de
democracia) está medida a partir de la escala Polity IV, que va desde -10
(extremadamente autoritario) a +10 (muy democrático). Para minimizar el
número de valores perdidos se utilizó una versión corregida de Polity IV, que
toma a los años de transición como una progresión lineal entre el punto de
inicio y el punto final de la transición (Marshall, Jaggers, y Gurr, 2005)11.

Variables independientes

Incluimos cinco variables independientes que cambian con el tiempo, y
nueve variables independientes que no cambian con el tiempo. El primer
grupo de predictores varía entre países y a lo largo del tiempo (anualmente).
Incluye una medida de modernización (PBI per cápita) y dos variables de

10 Landman (1999) y Mainwaring y Pérez-Liñán (2003) registran especificidades regionales
en América Latina. Ross (2001) sostiene que existen especificidades regionales en Medio
Oriente. Coppedge (1997) estudió las especificidades regionales, concluyendo que no existen.
11 Los puntajes de Polity se computan restando el puntaje de autoritarismo (0-10) del
puntaje de democracia (0-10). Esos puntajes reflejan la competitividad y apertura del reclu-
tamiento del ejecutivo, la competitividad y regulación de la participación política, y los límites
sobre el jefe de gobierno. El puntaje Polity corregido recodifica los valores perdidos en
puntajes convencionales dentro del espectro (-10, 10). Las transiciones de régimen (codifica-
das como -88 en la base de datos original) se prorratean linealmente durante el curso de la
transición, los casos de intervención extranjera (-66) son tratados como perdidos, y los casos
de “interregno” o anarquía (-77) son convertidos en un puntaje “neutral” de 0 (Marshall y
Jaggers, 2002: 15-16).
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control relacionadas (desempeño económico y tamaño de la población), más
una medida de difusión regional (el porcentaje de países de la región que
son democráticos en cada año) y una variable de control relacionada (el
porcentaje de países que son democráticos en el mundo). Los predictores
estables, que se discuten más abajo, varían entre países pero no en cada país
a lo largo del tiempo. Entre ellos se incluyen medidas de heterogeneidad
étnica y religiosa, legado colonial británico, y ubicación regional.

Modernización. El PBI per cápita entre 1960 y 2003 se obtuvo de World
Development Indicators. Para los años entre 1950 y 1959, que no están cubier-
tos por World Development Indicators pero sí por Penn World Tables (PWT),
estimamos el PBI per cápita a partir de la tasa de crecimiento reportada por
PWT con la fórmula

it

it
it C

PBI
PBI


 11

donde PBIit es el PBI reportado por el Banco Mundial para el país i en el
momento t (por lo general, 1960), y C es la tasa de crecimiento reportada
por PWT. Aplicamos la fórmula de manera retrospectiva hasta 1950 para
obtener los valores perdidos entre 1950 y 1959. Los datos de los dos países
que están excluidos de World Development Indicators son de Penn World Tables
(10 años de Cuba y 46 de Taiwán). En esos casos, los valores fueron medidos
como PBI per cápita (estimaciones Laspeyres) a dólares constantes de 1996.

Dado que no esperamos que el ingreso per cápita tenga un impacto
lineal sobre la democracia, modelamos el efecto como una función cuadrática
del PBI per cápita. Es por ello que incluimos dos términos en la ecuación:
PBI per cápita y PBI per cápita al cuadrado. De acuerdo con las teorías
convencionales de la modernización, el coeficiente del primer término de-
bería ser positivo y significativo (hasta cierto punto, el nivel de democracia
crece en la medida que crece el PBI per cápita) y el coeficiente del segundo
término debería ser negativo pero pequeño, indicando rendimientos decre-
cientes en el ingreso per cápita (Jackman, 1973)12.

Crecimiento económico. Varios estudios sostienen que el desempeño
económico afecta la durabilidad de la democracia (Diamond, 1999: 77–93;
Diamond y Linz, 1989: 44–46; Gasiorowski, 1995; Geddes, 1999; Haggard
y Kaufman, 1995; Lipset et al., 1993; Przeworski et al., 2000). Las tasas de
crecimiento fueron estimadas como el promedio del crecimiento en el PBI

12 Mainwaring y Pérez-Liñán (2003) modelan esta función no lineal usando un polinomio
cúbico y uno de cuarto grado. Los problemas de colinearidad impiden seguir esa estrategia
en nuestro análisis.
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per cápita reportado por Penn World Tables (estimaciones Laspeyres y Chain).
Para disminuir posibles problemas de endogeneidad (por ejemplo, en caso
de que la democracia promueva un mayor crecimiento), en todos los mode-
los utilizamos el valor retrasado del crecimiento, Cit-1.

Población. Población es una variable de control que da cuenta del argu-
mento de que la democracia es más viable en sociedades pequeñas y homo-
géneas. Usamos el logaritmo natural de la población medido en miles por-
que, por lo general, el impacto causal de la población no es lineal (un creci-
miento de la población de 1 millón a 11 millones es más importante que un
incremento de 1.000 millones a 1.010 millones). Los datos son de World
Development Indicators, Penn World Tables, y Banks Cross-National Times Series
Dataset (Banks, 2005; Heston, Summers, y Aten, 2002; Banco Mundial, 2005).
Lamentablemente, la base de datos Polity excluye microestados con menos
de medio millón de habitantes, por lo que los coeficientes para esa variable
pueden estar artificialmente disminuidos.

Tendencias democráticas a escala mundial. Para estimar la influencia
de las tendencias democratizadoras a escala mundial (“olas” y “contraolas”
de democracia), calculamos el porcentaje de países que son democráticos
(excluyendo el país en cuestión) para cada año a nivel mundial. Considera-
dos que un país es democrático cuando su puntaje en Polity es mayor que 5.

Difusión democrática regional. De la misma manera, para estimar los
efectos de la difusión democrática regional calculamos el porcentaje de paí-
ses que son democráticos (excluyendo el país en cuestión) en cada año a
nivel regional. Clasificamos a los países en siete regiones que se describen
abajo. Las conclusiones acerca de la difusión regional se mantienen aun
cuando utilizamos una clasificación alternativa de región, basada en un
número mayor (16) de agrupamientos regionales.

Además, incluimos algunas variables independientes que varían entre
países pero no a lo largo del tiempo en los países. En esas variables, cada país
recibe el mismo puntaje todos los años. Existen dos factores que explican la
falta de variación en eses variables independientes: 1) hay algunas propieda-
des que no cambian a lo largo del tiempo (ejemplo, ubicación geográfica del
país, o si el país fue una colonia británica); y 2) en algunos casos, la informa-
ción disponible indica las propiedades generales del país, pero no las fluctua-
ciones marginales anuales de esas variables (ejemplo, fragmentación étnica).

Ex colonias británicas. Esta variable dicotómica indica si un país fue
una colonia británica antes de mediados del siglo XX. Codificamos la infor-
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mación sobre la base de varias fuentes, pero no discriminamos los
asentamientos de colonos migrantes del resto de las colonias británicas
(Bernhard, Reenock y Nordstrom, 2004; Teorell y Hadenius, 2004). Los
países de nuestra muestra que están en esa categoría son: Australia, Bahrein,
Bangladesh, Bután, Botswana, Canadá, Chipre, Egipto, Emiratos Árabes
Unidos, Eritrea, Estados Unidos de América, Fiyi, Gambia, Ghana, Guyana,
India, Irak, Israel, Jamaica, Jordán, Kenya, Kuwait, Lesotho, Malawi, Malasia,
Mauricio, Namibia, Nigeria, Nueva Zelanda, Omán, Pakistán, Sierra Leona,
Singapur, Islas Salomón, Somalia, Sudáfrica, Sri Lanka, Sudan, Suiza,
Tanzania, Trinidad y Tobago, Uganda, Yemen, Zambia, y Zimbabwe.

Fragmentación étnica y religiosa. La fragmentación étnica y religiosa
es medida por dos variables que promedian los valores obtenidos por Anthony
Annett y James Fearon (Annett, 2001; Fearon, 2003; Fearon y Laitin, 2003).
Los autores calculan los mismos valores usando la misma fórmula:

1 - n
i=1  pi

2

donde pi es la proporción de la población de cada uno de los n grupos
sociales en el país (grupos etnolingüísticos o denominaciones religiosas).
Cuando los valores se acercan a 0 indican homogeneidad étnica y religio-
sa, mientras que los valores que se acerca a 1 indican fragmentación extre-
ma. Aunque los datos de Annett están ordenados por década y los de
Fearon están presentados en una serie de tiempo anual para 1945-1999,
ambos usan fuentes estáticas y sus datos no muestran variación a lo largo
del tiempo. Ambos autores usan fuentes similares y sus valores son prácti-
camente idénticos13.

Regiones. Creamos una variable dicotómica para cada región del mun-
do menos para Europa Occidental y Meridional, que es nuestra categoría
de referencia. Para limitar el número de variables independientes clasifica-
mos a los países en siete regiones: África Subsahariana (44 países), Medio
Oriente y Norte de África (18 países), Europa Occidental y Meridional (17
países), Ex Unión Soviética y Europa del Este (18 países), América Latina
(20 países), América del Norte y Caribe Anglófono (5 países), y Asia (34
países en Asía del Sur, Asia del Este y Oceanía). Usamos Europa Occidental
y Meridional como categoría de referencia en todos los modelos. En el Apén-
dice está la lista con la clasificación regional para cada país.

13 La información sobre el pasado colonial británico y la fragmentación social fueron origi-
nalmente recopilados para el proyecto “The Effects of US Foreign Assistance on Democracy Buil-
ding”, con el apoyo de USAID (Finkel, Pérez-Liñan, y Seligson, 2005).
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Estimación

Empecemos con un modelo simple de modernización y difusión regio-
nal, en el cual se espera que las características de cada país (i) en un año
determinado (t) determinen al nivel de democracia Yit. La ecuación 1 pre-
senta la estructura básica del modelo, donde:

[1] Yit = b00 + b1(PBIit) + b2(PBI2
it) + b3(Cit-1) + b4(Poblaciónit) +

b5(Difusión mundialit) + b6(Difusión regionalit) + Ui + eit .

En la ecuación 1, PBI es el PBI per cápita y difusión regional es el porcen-
taje de países democráticos en la región. De acuerdo con la teoría de la
modernización, b1 debería tener un valor positivo, dando cuenta del creci-
miento inicial del nivel de democracia a medida que el PBI per cápita crece,
y b2 debería tener un valor pequeño negativo, dando cuenta de la subsi-
guiente nivelación del puntaje en la escala Polity a medida que el PBI per
cápita crece más allá de cierto nivel. En caso de que los efectos regionales
fuesen fuertes b6 debería tener un valor positivo y significativo. El modelo
incluye tres variables de control: C es la tasa anual de crecimiento económi-
co, Población es el logaritmo natural de la población (medida en miles), y
difusión mundial es el porcentaje de países democráticos en el mundo. Dado
que en t0 los países entran en la muestra con diferentes niveles de democra-
cia, el modelo permite que cada país se desvíe de la constante de la categoría
de referencia (b00). Si asumimos que esas desviaciones tienen una distribu-
ción normal y que no están correlacionadas con los predictores, los efectos
de las unidades pueden ser tratados como un componente (Ui) del termino
de error, creando un modelo de efectos aleatorios en el que cada país tiene
una constante única, b0i=b00+Ui. De allí que la ecuación 1 pueda ser repre-
sentada con una nueva notación:

[2] Yit = b0i + b1(PBIit) + b2(PBI2
it) + b3(Cit-1) + b4(Poblaciónit) +

b5(Difusión mundialit) + b6(Difusión regionalit) + eit .

Es muy probable que el nivel inicial de democracia de cada país no
tenga una distribución aleatoria sino que refleje características subyacentes
de cada caso. Por ejemplo, las sociedades fragmentadas pueden tener una
menor capacidad para construir instituciones democráticas; las colonias
británicas pueden tener alguna ventaja en la creación de la democracia; o
países ubicados en diferentes regiones pueden enfrentar condiciones histó-
ricas distintas. Si ese es el caso, podemos modelar la constante particular de
cada país b0i como el producto de ecuaciones a nivel de los países:
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[2] b0i = b00 + b01(Africai) + b02(Norte Américai) + b03(Latinoamérica) +
b04(Medio Orientei) + b05(Asiai) + b06(URSS-Europa del Estei) +
b07(Fragmentación religiosai) + b08(Fragmentación étnicai) +
b09(Ex colonia británicai) + Ui

donde Ui representa la variación residual en las constantes de los países.

Sustituyendo la ecuación 2b en la ecuación 2a, obtenemos un modelo
mixto con un término de error complejo:

[2c] Yit = b00 + b1(PBIit) + b2(PBI2
it) + b3(Cit-1) + b4(Poblaciónit) +

b5(Difusión Mundialit) + b6(Difusión Regionalit) + b01(Áfricai) +
b02(Norte_Américai) + b03(Latinoamericai) + b04(Medio Orientei) +
b05(Asiai) + b06(URSS-Europa del Estei) + b07(Fragmentación
religiosai) + b08(Fragmentación étnicai) + b09(Ex Colonia Británicai) +
Ui + eit.

A diferencia de la ecuación 1, la ecuación 2c no sólo captura los efectos
de corto plazo que tienen las variables independientes que se modifican con
el tiempo sobre la democratización, sino también los efectos de largo plazo
que tienen las características del país y de su ubicación regional sobre el
nivel total de democracia para cada país. Sin embargo, la ecuación 2c es
incapaz de abordar una cuestión crucial: la heterogeneidad causal.

Si la heterogeneidad causal afecta la relación entre desarrollo económi-
co y democracia, el tamaño de los coeficientes b1 y b2 pueden variar de país
en país. Más aún, si nuestro argumento sobre las especificidades regionales
es correcto, el tamaño de los coeficientes puede variar sistemáticamente
entre las regiones. La ecuación 3a permite variabilidad a nivel de país no
sólo en la constante (b0i), sino también en los coeficientes de PBI per cápita
(b1i and b2i):

[3] Yit = b0i+ b1i (PBIit) + b2i (PBI2
it) + b3(Cit-1) + b4(Poblaciónit) +

b5(Difusión mundialit) + b6(Difusión tegionalit) + eit.

La variabilidad en las constantes puede ser modelada según la ecuación
2b, mientras que la variabilidad en los coeficientes puede ser capturada por
medio de dos ecuaciones a nivel del país en las cuales b1i y b2i varían por
región. Por ejemplo:

[3] b1i = b10 + b11(Áfricai) + b12(Norte_Américai) + b13(Latinoamericai) +
b14(Medio Orientei) + b15(Asiai) + b16(URSS-Europa del Estei).
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Una ecuación equivalente puede aplicarse para modelar b2i. Por susti-
tución, el modelo mixto es:

[3c] Yit = b00 + b10(PBIit) + b20(PBI2
it) + b3(Cit-1) + b4(Poblaciónit) +

b5(Difusión mundialit) + b6(Difusión regionalit) + b01(Áfricai) +
b02(Norte_Américai) + b03(Latinoamericai) + b04(Medio Orientei) +
b05(Asiai) + b06(URSS-Europa del Estei) + b07(Fragmentación
religiosai) + b08(Fragmentación étnicai) + b09(Ex colonia
británicai) + b11(Áfricai*PBIit) + b12(Norte Américai*PBIit) +
b13(Latinoaméricai*PBIit) + b14(Medio Orientei*PBIit) +
b15(Asiai*PBIit) + b16(URSS-Europa del Estei*PBIit) +
b21(Africai*PBI2

it) + b22(Norte_Américai*PBI2
it) +

b23(Latinoaméricai*PBI2
it) + b24(Medio Orientei*PBI2

it) +
b25(Asiai*PBI2

it) + b26(URSS-Europa del Estei*PBI2
it) + Ui + eit.

La ecuación 3c es un modelo jerárquico en el cual las variables indepen-
dientes que varían con el tiempo operan a nivel del país-año (nivel 1), mien-
tras que los predicadores estables dan forma a la constante, y la región me-
dia los efectos del PBI a nivel del país (nivel 2). Por una cuestión de simpli-
cidad, el coeficiente de todas las otras variables independientes que varían
con el tiempo (crecimiento, población, y difusión) es tratado como un efec-
to “fijo” (es decir, constante para todos los países).

La Tabla 1 presenta los resultados del análisis basado en las ecuaciones
1 (modelo con constante aleatoria) y 3c (heterogeneidad causal). En conso-
nancia con lo que sostiene la literatura, el primer modelo muestra que el
PBI per cápita tiene un impacto positivo y significativo (aunque no lineal)
sobre la democracia. También muestra que hay efectos tanto regionales como
globales, lo cual es consistente con la creciente literatura sobre difusión.
Finalmente, muestra que los países tienen constantes significativamente di-
ferentes, lo que quiere decir que su propia historia particular afecta su pro-
pio nivel de democracia. Este modelo simple ofrece un apoyo preliminar al
argumento que postula la importancia de las influencias regionales e inter-
nacionales sobre la democratización.
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Tabla 1
Modelos de heterogeneidad causal regional

Nota: La variable dependiente es la escala Polity IV. Las negritas indican que los
coeficientes son significativos al nivel del 5%. El R2 reportado es el cuadrado de la
correlación entre los valores predichos por cada modelo y los valores observados de la
variable dependiente.
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El modelo 3c muestra que las características regionales explican parte
de la variación en las constantes y en el coeficiente del PBI. El impacto del
desarrollo económico sobre la democracia es muy diferente en África
Subsahariana, América Latina y el Medio Oriente que Europa Occidental y
Meridional (la categoría de referencia). En Medio Oriente los coeficientes
b14 son negativos, lo que cancela el efecto positivo de referencia que tiene un
mayor ingreso per cápita sobre la democracia (b10), lo que a su vez explica la
pendiente más bien plana (en realidad, ligeramente negativa). En esa re-
gión, los países son algo menos democráticos a medida que el ingreso per
cápita aumenta. En los países de África Subsahariana y América Latina, los
efectos interactivos negativos son más fuertes (b11 y b13), lo que invierte la
dirección del coeficiente de referencia. Los signos negativos de b11 y b13,
combinado con los signos positivos de b21 y b23, indican un patrón en forma
de U. En esas dos regiones, los países son, en promedio, algo más democrá-
ticos cuando el nivel de desarrollo es bajo, y empiezan a ser menos demo-
cráticos cuando el nivel de ingreso per cápita es intermedio. Finalmente, los
niveles de democracia tienden a mejorar a medida que los países cruzan
cierto umbral de ingresos. El impacto que tiene el PBI per cápita sobre el
nivel de democracia es diferente en América Latina y África Subsahariana si
se compara con Europa del Este y Asia, donde no se aprecian diferencias
significativas respecto del patrón de Europa Occidental.

En ambos modelos, los efectos de difusión regional son positivos y sig-
nificativos aun después de controlar las tendencias a escala mundial. Para
verificar ese hallazgo, desarrollamos un modelo más estricto, que se presen-
ta en las últimas dos columnas. Este test asume una estructura causal
autorregresiva en la cual el término de error en el momento t está
correlacionado con término de error del año previo (t-1), de manera que

[4]     eit=reit-1+eit.

En este modelo, la mayoría de los otros predictores pierden su significa-
ción estadística. Las únicas excepciones son los términos de difusión. Aun-
que el tamaño absoluto de los coeficientes de difusión aparece disminuido
cuando se los compara con los modelos 1 y 3, los efectos regionales y globales
se mantienen positivos y significativos. El hecho de que estas variables sean
significativas aun introduciendo un residuo autorregresivo muestra que los
efectos internacionales alteran de manera significativa la suerte de los pro-
cesos de democratización. Este hallazgo es consistente con los de Brinks y
Coppedge (2006) y Gleditsch (2002).

Para ilustrar las implicaciones sustantivas de estos hallazgos, ejecuta-
mos simulaciones basadas en el modelo 3c. El Gráfico 1 presenta los puntajes
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de Polity predichos para cuatro países hipotéticos ubicados en tres regiones
(Medio Oriente, Europa Occidental y América Latina) con diferentes nive-
les en su ingreso per cápita. La simulación asume que los países no han sido
colonias británicas y que tienen una población equivalente al país promedio
en cada región. También asume que los coeficientes de crecimiento econó-
mico y de fragmentación étnica y religiosa no son distinguibles de 0 (este
supuesto es consistente con los resultados de la Tabla 1), y que la mitad de
los países en el mundo son democráticos. Para facilitar la comparación, la
proporción de países democráticos en Europa Occidental y Medio Oriente
(es decir, el ambiente regional) es fijado en 30 por ciento. En ese escenario,
el puntaje de democracia predicho para los países en Europa Occidental
empieza a un nivel relativamente alto (5,2 puntos en la escala Polity) y au-
menta monotónicamente con el ingreso per cápita, alcanzando un puntaje
predicho de 9,1 cuando se alcanza los 20.000 dólares. Por el contrario, el
puntaje de democracia esperado en Medio Oriente empieza en un nivel
relativamente bajo (-1,5) y decrece con un mayor ingreso per cápita (cuando
el ingreso es 20.000 dólares, el valor predicho es -2,5). Junto con las diferen-
cias tajantes que hay en los coeficientes de las variables PBI y PBI2 entre
regiones, el Gráfico 1 demuestra que hay marcadas diferencias en el impac-
to causal del PBI per cápita sobre el puntaje de Polity predicho. Es posible
que las diferencias regionales disminuyan si agregamos otras variables inde-
pendientes, pero parece muy improbable que desaparezcan.

Resumiendo, existen importantes diferencias regionales en el impacto
del nivel de desarrollo sobre la democracia. A pesar de ello, los estudios
cuantitativos sobre modernización y democracia han prestado poca aten-
ción a los efectos regionales distintivos, con la excepción de los países ricos
en petróleo. El hecho de que haya efectos regionales distintivos significa
que es importante tomar en serio las especificidades regionales.

Ragin (2000) sostiene que los análisis cuantitativos suelen olvidarse de
la heterogeneidad causal, esto es, la idea de que un factor causal puede
tener un impacto determinado en un contexto pero un impacto diferente
en otro. Tiene razón en que muchos análisis cuantitativos no prestan sufi-
ciente atención a esas diferencias, pero por lo general los métodos cuantita-
tivos pueden testear la heterogeneidad causal de manera más precisa y clara
que los métodos cualitativos14.

14 Ver Bartels (1996) para la discusión de la manera en que las ciencias sociales cuantitativas
puede ser concientes de la heterogeneidad causal.
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Gráfico 1
Heterogeneidad regional: cuatro casos hipotéticos
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Para evaluar la relevancia sustantiva de los efectos de difusión regional,
en el Gráfico 1 comparamos dos escenarios para América Latina. En el pri-
mero, sólo el 10 por ciento de los países en la región son democráticos; en el
segundo, el 60 por ciento de los países son democráticos. En ambos escena-
rios, América Latina expone un patrón burocrático-autoritario distintivo
(marcado por un claro declive en el nivel esperado de democracia en los
niveles intermedios de desarrollo). El contexto político regional más favora-
ble produce un cambio positivo de 5,6 puntos en la escala Polity. Este hallaz-
go muestra una fuerte influencia regional en la democratización, lo que es
consistente con otros estudios recientes. Este punto se analiza en más deta-
lle en otra sección. Primero, sin embargo, analizaremos las implicaciones
que tienen las diferencias entre regiones en el impacto del nivel de desarro-
llo sobre la democracia.

Heterogeneidad causal y especificidades regionales

Para muchos politólogos, tanto las especificidades regionales como otros
factores contextuales, no son importantes. Paul Pierson (2004: 167) sostie-
ne que el contexto “se ha vuelto, para muchos científicos sociales, un mala
palabra, un sinónimo de descripción densa, y un obstáculo para el análisis
científico de los fenómenos sociales. De hecho, durante las últimas décadas
las ciencias sociales pasaron por lo que puede ser apropiadamente denomi-
nado como una revolución descontextualizadora”.

En una afirmación universalizadora con intenciones provocadoras, King
(1996: 160), sostiene que “el objetivo profesional de todo científico debería
ser intentar demostrar que el contexto no produce ninguna diferencia”15.
No estamos de acuerdo con esa afirmación. Nuestra posición es que a veces
el contexto (como la región) es importante, y que los politólogos deberían
intentar entender de qué manera importa. Ser receptivo al contexto permite
que el investigador pueda detectar subpoblaciones específicas regidas por

15 En la misma línea, Bates (1997: 166) sostiene que “los científicos sociales buscan identi-
ficar regularidades en forma de ley, las cuales (…) no deben estar ligadas al contexto”. Otro
claro ejemplo de un argumento universalizador que se contrapone a la importancia de las
especificidades contextuales (o la heterogeneidad causal) es King, Keohane, y Verba (1994:
93): “la noción de homogeneidad de la unidad de análisis (o el supuesto menos demandante
de efectos causales constantes) está en la base de toda investigación científica”. En contra de
esa afirmación, hay una gran cantidad de investigaciones cuantitativas que, usando términos
interacción y exponenciales, demuestran que la investigación científica no depende de la
homogeneidad de las unidades de análisis o de los efectos causales constantes. Para otro
argumento según el cual las ciencias sociales deben apoyarse en argumentos universales, ver
Ferejohn y Satz (1995).
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procesos causales distintivos. En el caso de las especificidades regionales, no
se trata sólo de que el valor de alguna variable dependiente difiera de una
región a otra (por ejemplo, desigualdades en el nivel de ingreso). Más bien,
y aquí reside el problema del argumento de King, son los procesos causales
(es decir, el modelo estructural subyacente que explica el resultado que nos
interesa) los que difieren en distintas regiones.

Coincidimos en que es deseable entender los factores específicos que
dan cuenta de la heterogeneidad causal según el contexto. En este sentido,
compartimos el punto de vista de King según el cual sería deseable eliminar
estadísticamente la significatividad de las variables contextuales, tales como
la región, y remplazarlas con variables con un contenido claramente sustan-
tivo. Sin embargo, explicar por qué es importante el contexto no es lo mismo
que afirmar, como hace King, que no es importante.

King (1996) da el ejemplo de dos “varones conservadores pobres y blan-
cos, que se identifican con el Partido Republicano, prefieren aumentar el
gasto en defensa, y piensan que el gobierno federal debe balancear el presu-
puesto de manera inmediata. Ambos temen que alguien prohíba la portación
de armas, esperan que se termine con las políticas de bienestar, y creen que
Rush Limbaugh debería ser presidente”. En el ejemplo que da King, dadas
estas características ambos votarán de la misma manera, sin importar que
vivan en un bastión liberal o en uno conservador. Sin embargo, los valores
sociales y políticos (en el ejemplo de King, la probabilidad de que sean con-
servadores, se identifiquen con el Partido Republicano, prefieran un mayor
gasto en defensa, etc.) de dos votantes con similares características demo-
gráficas (por ejemplo, varones blancos y pobres) se ven afectados por el
barrio en que viven, lo que a su vez influye sobre su voto. Es más probable
que tenga valores conservadores y vote a los republicanos en las elecciones
presidenciales un hombre blanco y pobre que vive en el sur rural, que un
hombre blanco y pobre que vive en San Francisco o Nueva York. Que las
opiniones políticas cambien con el contexto explica por qué el contexto es
importante, y no debería tomarse como una muestra de que, en política, el
contexto no implica ninguna diferencia16.

Como científicos sociales no sólo nos debería importar el hecho de que
las especificidades regionales cuestionen el supuesto de universalidad y
homogeneidad causal, sino también cuál es la causa de esas especificidades

16 En otras palabras, el lugar en que vive el votante tiene efectos indirectos (es decir, media-
dos por el impacto en los valores) y efectos directos sobre la votación. Para una argumento
persuasivo según el cual los científicos sociales deberían prestar atención a los efectos indi-
rectos y evitar combinar los efectos directos e indirectos en la misma ecuación (tal como hace,
de manera implícita King), ver Shanks y Miller (1990), quines concluyen que las variables
demográficas (tales como clase, sexo o domicilio) no tienen ningún impacto.
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regionales. En este sentido, este artículo es el punto de partida de una nue-
va, e importante, pregunta de investigación que no podemos responder
aquí: ¿por qué hay regiones que son particulares? Como sostiene King, si
fuera posible cuantificar todas las variables explicativas de una manera váli-
da y confiable, el objetivo más importante sería eliminar las diferencias re-
gionales estadísticamente significativas (ver también Przeworski y Teune,
1970)17. De esa manera podríamos explicar de manera cabal qué es lo que
produce las especificidades regionales. En este artículo no explicamos cua-
les son los factores específicos que hacen que algunas regiones sean diferen-
tes18. En todo caso, nuestra contribución es tomar nota de esas especificidades
y señalar que se necesitan más investigaciones sobre las razones por las cua-
les diferentes regiones tienen diferentes dinámicas. Aunque no podamos
explicar de manera total las especificidades regionales, para las ciencias so-
ciales es muy importante poder identificarlas.

La ciencia política le ha prestado mucha atención a la imposibilidad de
generalizar a partir de muestras muy pequeñas (King et al., 1994: 208–
230). Se le ha dado menos atención a la necesidad de ser cauto cuando se
pasa de generalizaciones basadas en muestras globales a muestras bastante
grandes (regiones) que constituyen un segmento de la población global. A
veces esa cautela es apropiada. Este llamado a la cautela no es una invitación
a la selección de unidades de análisis cada vez más pequeñas, ni a evitar
cualquier generalización. Eso va en contra de la forma en que entendemos
la investigación social. A pesar de eso, las especificidades contextuales (Adock
y Collier, 2001), la heterogeneidad causal (Ragin, 1987, 2000), las “generaliza-
ciones limitadas” (Bunce, 2000) y las restricciones del dominio son parte im-
portante de la caja de herramientas de la metodología en ciencias sociales.

El énfasis en la importancia de las regiones no significa adoptar una
postura en contra de que la investigación social generalice sobre la base de
muchos casos. Tomamos una posición intermedia: las generalizaciones son
importantes, aunque en las ciencias sociales hay pocos casos de hallazgos
realmente universales19. La mayoría de las generalizaciones en ciencias so-

17 Ese es un ideal que no puede ser alcanzado fácilmente. Aun en caso de que, idealmente,
pudiésemos identificar todas las fuentes de especificidades regionales, y tratarlas como varia-
bles nomotéticas, en la práctica los factores que hacen de América Latina una región diferen-
te a las otras están muy marcados por el problema de dependencia histórica (path-dependence)
para ser totalmente elucidados. Ver Hall (2003) para una discusión acerca de los desafíos del
problema de path-dependence a los supuestos convencionales de causalidad.
18 Una razón obvia de las especificidades de América Latina es el impacto que tiene Estados
Unidos en la región. América Latina tiene otras especificidades que podrían ayudar a dar
cuenta de las dinámicas particulares apuntadas en este artículo, incluyendo mayores des-
igualdades que otras regiones del mundo.
19 Los hallazgos universales se mantienen en la mayoría de las muestras representativas de
la misma población (esto es, del conjunto relevante de casos). Pero la definición de población
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ciales están limitadas por el contexto geográfico e histórico20. Las
especificidades regionales no son la única manera de limitar las generaliza-
ciones en ciencias sociales. Sin embargo, es útil delimitar las generalizacio-
nes por regiones ya que son grandes porciones del mundo con dinámicas e
influencias intraregionales particulares.

Afirmar que una región tiene dinámicas específicas lleva inevitablemente a
comparar con otras regiones o con el resto del mundo. No es una invitación al
tipo de comparación interregional más común en la política comparada (com-
parar uno o un pocos países de una región con uno o unos pocos de otra, por
ejemplo, Haggard y Kaufman, 1995; Marx, 1998), ni a las comparaciones
intraregionales. No es posible establecer especificidades regionales si no se com-
para entre regiones (Karl y Schmitter, 1995). De allí que estudiar las especificidades
regionales no implique focalizar exclusivamente en un área del mundo. Al con-
trario, un buen trabajo sobre especificidades regionales debe comparar entre
regiones, además de tener en cuenta cuestiones teóricas más amplias. La im-
portancia de la restricción del dominio en términos de región queda clara sola-
mente comparando países de una región con un conjunto más amplio de casos.

Diseminación y difusión de la democracia

Nuestro segundo argumento a favor de la importancia de las regiones
pone el foco sobre los efectos regionales de demostración y difusión, una
vez más, relacionados con la democracia. Un ambiente regional favorable
puede mejorar las oportunidades de la democracia, mientras que un am-
biente político regional poco propicio puede jugar en contra.

Para explorar el impacto del ambiente político regional sobre la demo-
cracia realizamos un análisis de transiciones y rupturas democráticas en 19
países de América Latina entre 1946 y 1999. La variable dependiente para
todos los regímenes autoritarios es si, en cada año, el régimen cambia por
una democracia o semidemocracia. La variable dependiente para todos los
regímenes democráticos o semidemocráticos es si, en cada año, el régimen
cae y es sustituido por el autoritarismo. Usamos la escala tricotómica desa-
rrollada por Mainwaring, Brinks, y Pérez-Liñán (2001). Esa medición clasi-
fica a los regímenes como democráticos, semidemocráticos o autoritarios.
Combinamos los casos de democracia y semidemocracia en una categoría
de regímenes electorales y competitivos, y analizamos qué factores ayudan a
explicar el quiebre de esos regímenes.

en sí misma es una tarea analítica (Ragin, 2000: 43-63). Por ejemplo, “universal” puede
significar todos los votantes estadounidenses en la segunda mitad del siglo XX.
20 Para un buen ejemplo de la manera en que los hallazgos presuntamente universales
pueden estar históricamente condicionados, ver Boix y Stokes (2003).
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Usamos dos variables independientes para examinar los efectos regio-
nales en el cambio de régimen. Una variable (“región”) evalúa el impacto del
contexto político regional latinoamericano sobre la probabilidad de que el
régimen continúe o cambie. Medimos el ambiente político regional tenien-
do en cuenta, para cada año, el número de países estrictamente democráti-
cos en la región, excluyendo al país en cuestión en caso de que sea democrá-
tico. La codificación de esta variable independiente se basa en nuestra me-
dida tricotómica de democracia. El valor de la variable va, teóricamente,
desde 0, si ninguno de los otros 19 países en la región (excepto Cuba) es
democrático en un año en particular, a 19, si el resto de los 20 países es
democrático en ese año. Excluimos el país en cuestión para evitar proble-
mas de endogeneidad. La expectativa es que un ambiente regional más de-
mocrático promueva la democracia.

La otra variable regional es la política exterior de los Estados Unidos.
Como potencia hegemónica en América, los Estados Unidos pueden afectar
las probabilidades de transición hacia un régimen competitivo, así como las
de ruptura democrática. Codificamos como 0 a los años en que la política
exterior de los Estados Unidos subordina la democracia a otras cuestiones
(1945-1776, 1981-1984), y 1 a los años en que la democracia es una prioridad.

Como variable de control usamos el nivel de desarrollo económico, la
estructura de clases, el desempeño económico, la fragmentación del siste-
ma de partidos y la polarización del sistema de partidos. Medimos el nivel
de desarrollo económico usando el PBI per cápita en dólares de 1995, de
acuerdo al World Development Indicators (Banco Mundial, 2001). Utilizamos
el porcentaje de mano de obra en la industria manufacturera como un indi-
cador aproximado de la influencia numérica de la clase trabajadora.

Dos variables miden el desempeño económico del régimen: cambios en
el ingreso per cápita (es decir, la tasa de crecimiento económico) y el índice
de precios al consumidor (inflación). Tanto para crecimiento como para
inflación usamos medidas de corto plazo (el año previo) y de mediano plazo
(crecimiento o inflación promedio de un régimen dado desde su inicio,
hasta un máximo de 10 años)21. Para evaluar si los regímenes presidenciales
con sistemas de partidos más fragmentados son más propensos a la ruptu-
ra, creamos una variable dicotómica que adopta el valor de 1 si el número
efectivo de partidos en la cámara baja (o única) es igual o mayor a 3,0 en un

21 El impacto de la inflación en los cambios de régimen debería ser no lineal, dado que en
nuestra muestra de América Latina hay muchos casos de tasas de inflación de 3 y 4 dígitos
(Gasiorowski, 1995, 1998). Por esa razón, usamos el logaritmo natural de la inflación. La
fórmula empleada es: ln[1+i(t-1)] para cualquier caso de ie0 y -ln[1+|i(t-1)|] en caso de
que i<0 (es decir, deflación), donde i es el porcentaje anual de cambio en el índice de precios
al consumidor (Gasiorowski, 2000: 326).
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año dado. El número efectivo de partidos (NEP) es un cálculo matemático
que pondera a los partidos de acuerdo a su tamaño, e indica el nivel de
fragmentación del sistema de partidos. Un número de partidos efectivo
igual o mayor a 3,0 es una clara indicación de multipartidismo22. El indica-
dor que utilizamos es dicotómico por motivos teóricos, y porque hay infor-
mación perdida sobre el número exacto de partidos en Ecuador en la déca-
da del ’50, y en Perú a mediados de la década del ’4023. En once países
(Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México,
Perú, Uruguay y Venezuela) usamos el índice de Coppedge (1998: 556-57)
para medir la polarización del sistema de partidos en regímenes democráti-
cos y semidemocráticos. El índice va de 0 (cuando todos los votos en una
elección están ubicados en el centro del espectro político) a 100 (cuando
todos los votos están divididos de manera equitativa entre los partidos de
extrema izquierda y extrema derecha). Desafortunadamente no disponemos
de los puntajes para los 8 países restantes en nuestra muestra24.

Nuestra base de datos cubre un total de 19 países sobre 54 años (1946-
1999), lo que provee información sobre 1.026 años-país. Modelamos los cam-
bios de régimen con una regresión logística de eventos raros (RELogit), una
técnica estadística diseñada para variables dependientes en la que la distribu-
ción de los resultados dicotómicos es muy despareja. Ese es el caso de cambio
de régimen. En nuestra base de datos con 1.026 años-país hay sólo 53 cam-
bios de régimen (32 transiciones a la democracia o semidemocracia y 21 rup-
turas democráticas).

En medio del creciente interés que tienen los efectos de difusión y dise-
minación internacional sobre la democracia, nuestro estudio tiene dos
especificidades. Se trata de uno de los primeros artículos en examinar los
efectos de difusión y diseminación regional en términos de regiones con-
vencionales (ver también Teorell y Hadenius, 2004). Brinks y Coppedge
(2006) y Gleditsch (2002) estudian efectos regionales, pero distinguen a las
regiones en términos de la proximidad geográfica de un país respecto de los
otros. Esa es una proxy razonable para medir región, pero nuestro enfoque,
que mira a las regiones tal cual son convencionalmente entendidas (aunque
de manera menos precisa), también es valioso. En segundo lugar, la mayoría
de los estudios recientes pone el foco en la difusión y diseminación de la
democracia (para una excepción, ver Sánchez, 2003); mientras que noso-
tros además estudiamos la difusión y diseminación del autoritarismo.

22 La fórmula de número efectivo de partidos es 1/p2, donde sigma indica la suma de p2, la
proporción de bancas obtenidas por cada partido al cuadrado (Laakso y Taagepera, 1979).
23 Un umbral de 3,0 es un indicador más fuerte de multipartidismo que un número menor,
pero un umbral de 2,5 no altera los resultados.
24 Por motivos operacionales, asumimos que la polarización ideológica puede cambiar en
cada elección, pero permanece constante entre las elecciones.
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Transiciones a la democracia y semidemocracia

Entre 1946 y 1999 hubo 32 transiciones desde regímenes autoritarios
en la región. En la Tabla 2 se presentan dos modelos estadísticos de transi-
ciones del autoritarismo a la democracia o semidemocracia para el período
1946-1999, basados en regresiones logísticas de eventos raros. Se codifica
con un 1 a los años en que hubo una transición a la democracia, de lo
contrario se asigna un 0. El primer modelo incluye predictores de democra-
cia estructurales y macroeconómicos, además de la variable política regio-
nal. La variable región es muy significativa y tiene el coeficiente positivo
esperado: cuando en un año hay un número grande de democracias, se
fortalece la posibilidad de que algún régimen autoritario inicie una transi-
ción democrática. Es la única variable estadísticamente significativa. Otras
variables independientes que para algunos estudios parecen ser importan-
tes para explicar transiciones de régimen, tales como el desempeño econó-
mico del régimen, no tienen ningún efecto. El modelo 2.2 incluye a la polí-
tica exterior de Estados Unidos como un elemento aparte de los otros efec-
tos del contexto regional. Los resultados son muy parecidos a los del mode-
lo 2.1: la región es la única variable significativa.

De esta manera, los efectos regionales ayudan a explicar la ola de demo-
cratización que se expandió en América Latina desde fines de la década del
’70 hasta principios de los ’90. Sobre la base de los resultados presentados
en el modelo 2.1, estimamos la probabilidad esperada de que haya transicio-
nes desde el gobierno autoritario en dos periodos históricos (1946-1977 y
1978-1999). Asumiendo que, con la excepción del contexto regional, todas
las variables independientes permanecieron en sus valores medios históri-
cos (es decir, entre 1946-1999), la probabilidad esperada de que el régimen
autoritario típico inicie una transición fue de 4,5 por ciento para el período
1946-1977 (cuando el número de democracias promedio alrededor del los
enclaves autoritarios era 4,4), y subió al 8,7 por ciento para 1978-1999 (cuan-
do el número promedio de democracias era de 7,1).

Un contexto político regional favorable ayudó más que cualquiera de las
otras variables a mejorar la tasa de transiciones hacia regímenes competitivos
después de 1977. Sólo en algunas ocasiones la transición a la democracia fue
impulsada por factores internacionales. En nuestra base de datos el único
ejemplo claro es Panamá (1990), donde la invasión de Estados Unidos depu-
so un régimen autoritario e instaló a un presidente democráticamente electo.
Pero los factores internacionales pueden alterar significativamente las proba-
bilidades de que las transiciones tengan éxito o fracasen. Este hallazgo es
consistente con las conclusiones de Brinks y Coppedge (2006) y Gleditsch
(2002), basadas en una muestra más grande de países.
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Tabla 2
Predictores de transición democrática en América Latina, 1946-1999

* Significante al nivel del 10%
** Significante al nivel del 5%
*** Significante al nivel del 1%
Nota: Las entradas son los coeficientes de la regresión logística de eventos raros
(errores estándar robustos ajustados por agrupamientos por país) El pseudo R2 corres-
ponde a un modelo logístico estándar con una especificación equivalente.

Aunque el interés de nuestro artículo son las especificidades regionales,
es de notar que varios análisis previos han sostenido que lo que afecta la
durabilidad del régimen es el desempeño económico del régimen (Diamond,
1999: 77-93; Diamond y Linz, 1989: 44-46; Gasiorowski, 1995; Geddes,
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1999; Haggard y Kaufman, 1995; Lipset et al., 1993; Przeworski et al., 2000).
Nosotros no encontramos tal efecto en la durabilidad de los regímenes au-
toritarios de América Latina. Así que, también en este tema, parece que
América Latina tiene dinámicas políticas distintivas.

Ruptura y estabilidad democrática

También nos interesa el impacto del contexto político regional sobre los
cambios de régimen en la otra dirección: de la democracia al autoritarismo.
Nuestra base de datos contiene 525 años-régimen de democracia y
semidemocracia entre 1946 y 1999. Tenemos información de todas las va-
riables independientes discutidas previamente para 517 casos (para 344 casos,
si incluimos el índice de polarización del sistema de partidos, disponible
sólo para 11 países). Durante esos 517 años-régimen de democracia o
semidemocracia hubo 21 rupturas de régimen.

La Tabla 3 muestra el resultado de una regresión logística de eventos
raros que predice los cambios de regímenes democráticos o semidemocráticos
a autoritarios en cualquier año-régimen para todo el período 1946-1999. Como
ya se señaló, en el modelo 3.1 un contexto regional más democrático reduce la
probabilidad de ruptura democrática (p<.001). El modelo 3.2 incluye el índi-
ce de polarización ideológica de Coppedge (1998), que está disponible para
11 países. El contexto político regional sigue siendo importante para explicar
la probabilidad de una ruptura democrática. El modelo 3.3 distingue la polí-
tica exterior de Estados Unidos respecto de los otros efectos del contexto po-
lítico regional. Mientras la variable región es significativa para explicar las tran-
siciones aun cuando la política exterior de Estados Unidos es analizada por
separado, en el caso de las rupturas democráticas la variable sobre la política
de Estados Unidos es más importante, lo cual es consistente con los resulta-
dos de Sánchez (2003).

Los cambios en el contexto internacional permiten explicar la mayor
estabilidad de los regímenes democráticos y semidemocráticos después de
1978. El contexto regional pasó de tener un promedio de 4,2 democracias
entre 1946 y 1992 a 9,2 entre 1978 y 1999. Tomando como referencia al
modelo 3.2, y asumiendo que todas las otras variables permanecen en sus
valores medios de 1946-99, mientras la variable regional pasó de 4,2 a 9,2, la
probabilidad de ruptura de una democracia o semidemocracia en un año
cualquiera cayó desde 5,6 por ciento a 0,04 por ciento. Ninguna otra varia-
ble tiene un impacto tan grande a la hora de explicar la mayor estabilidad
que tienen los regímenes democráticos después de 1978.
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Tabla 3
Predictores de quiebre democrático, América Latina, 1946-99

* Significante al nivel del 10%
** Significante al nivel del 5%
*** Significante al nivel del 1%
Nota: Coeficientes RELogit (errores estándar ajustados por agrupamientos por país).
El pseudo R2 corresponde al modelo logístico estándar con una especificación equi-
valente.

Un contexto político regional más favorable (medido a través de la va-
riable región o a través de la política de Estados Unidos) es fundamental
para entender la abrupta caída en la tasa de rupturas después de 1978. Los
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cambios en las otras variables independientes no tienen mucho efecto en la
probabilidad de quiebre democrático. Una vez más, el contexto político re-
gional es la variable explicativa central. Ello implica que las influencias do-
mésticas e internacionales modelan el resultado del régimen de manera con-
junta. Los comparativistas que estudian regímenes deben tener en cuenta el
contexto político regional.

La Tabla 3 muestra una especificidad regional. Przeworski et al. (2000)
encuentran que, a nivel global, la probabilidad de que los gobiernos demo-
cráticos duren es mayor cuando el nivel de ingreso per cápita es alto. Sus
hallazgos son consistentes con una vasta literatura que sostiene que los paí-
ses más desarrollados tienen más probabilidades de ser democráticos. Sin
embargo, en América Latina, tener un nivel de desarrollo alto no tiene un
impacto inmunizador para las democracias. Los regímenes democráticos y
semidemocráticos fueron vulnerables a las rupturas aun a niveles conside-
rablemente altos de desarrollo. Este hallazgo es consistente con el argumen-
to de O’Donnell (1973), según el cual, en los ’60 y ’70, los países más desa-
rrollados de América del Sur fueron especialmente propensos al autoritaris-
mo burocrático; y con nuestro hallazgo (ver arriba) según el cual, para un
amplio espectro de niveles de ingreso las probabilidades de que los países de
América Latina sean democráticos es menor cuando el nivel de desarrollo
es mayor (ver también Landman, 1999).

¿Por qué hay efectos de diseminación y difusión regional?

Cada vez más estudios han reconocido la importancia de los efectos de
diseminación y difusión en los regímenes políticos (Gleditsch, 2002; Gleditsch
y Ward, en prensa) y de las influencias políticas regionales en la toma de deci-
siones (Meseguer, 2002; Weyland, 2004). Pero, ¿cuáles son los mecanismos a
través de lo cuales ocurre la diseminación y la difusión? El análisis estadístico
previo no responde esta pregunta. Meseguer (2002) y Weyland (2004) estu-
dian el tema en relación con las ideas de política económica, Pevehouse (2002a,
2002b, 2005) estudia la manera en que la membresía en organizaciones regio-
nales impactó sobre la difusión democrática, y Gleditsch (2002) y Gleditsch y
Ward (en prensa) analizan las influencias regionales sobre la democratización.
Aquí sólo mencionamos tres mecanismos causales regionales en relación con
las olas de democracia y autoritarismo en América Latina: la diseminación de
normas e ideas, la presencia de actores trasnacionales, y las políticas de las
potencias hegemónicas regionales y de los organismos internacionales. Esos
mecanismos no agotan todas las explicaciones posibles sobre las tendencias
de escala regional, pero ofrecen un sustento teórico a los patrones de difusión
regional identificados en la sección previa.
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En primer lugar, la diseminación de normas e ideas afecta la forma en
que los actores domésticos perciben sus intereses políticos y puede, en con-
secuencia, afectar sus preferencias sobre el régimen y su comportamiento
político. Por ejemplo, la diseminación a escala regional de ideologías
anticomunistas durante la Guerra Fría reforzó la predisposición de ciertos
actores a apoyar golpes militares en América Latina. La amplia disemina-
ción de normas prodemocráticas en las últimas décadas ha aumentado el
costo de los golpes. La diseminación de normas entre naciones también
inspiró a los militantes de derechos humanos a pelear por la restauración de
la democracia, allí donde no existía (Htun, 2003; Keck y Sikkink, 1998). La
diseminación de normas e ideas establece el encuadre con el que los actores
políticos perciben al régimen, y a sus propios intereses y preferencias políti-
cas. La diseminación de normas puede legitimar y dar poder a algunos
grupos domésticos en detrimento de otros.

Hay canales de diseminación y comunicación internacional de políticas
que son más potentes dentro de una misma región que entre regiones. Al-
gunos actores que tienen un efecto importante sobre los regímenes políticos
actúan principalmente, o exclusivamente, en una región particular (por ejem-
plo, la Organización de Estados Americanos, OEA). En una región con un
lenguaje común, como América Latina, la comunicación entre naciones es
más fácil, y permite explicar por qué la comunicación y difusión regional de
ideas es tan fuerte, independientemente de la comunicación y disemina-
ción entre regiones.

El segundo mecanismo a través del cual actúa la difusión es la existen-
cia de actores internacionales que trabajan en varios, o en todos, los países
de la misma región. Aunque esas organizaciones tienen un impacto diferen-
te en cada país, los cambios en su orientación a lo largo del tiempo pueden
afectar al régimen político en diferentes países. Por ejemplo, en muchos
países de América Latina los cambios en la Iglesia Católica afectaron el con-
texto político regional a favor de la democracia. Tradicionalmente, la Iglesia
ha sido un actor de importancia política en la mayoría de los países de Amé-
rica Latina, y hasta los años ’60 solía apoyar a los sectores autoritarios. A
partir de los años ’70, la Iglesia Católica ha apoyado con frecuencia la demo-
cratización (Huntington, 1991: 74-85). Con los cambios del Concilio Vati-
cano II (1962-1965) la Iglesia empezó a aceptar y promover la democracia
en la mayor parte de la región25. En Brasil, Chile, El Salvador, Perú y Nicara-
gua, la Iglesia fortaleció la coalición que trabajaba para la transición a la
democracia. Los cambios en la Iglesia Católica también influyeron en las
perspectivas de la democracia de otras regiones, pero América Latina es la

25 Hay algunas excepciones a esa generalización. Por ejemplo, la Iglesia en Argentina y Gua-
temala apoyó a los regímenes represivos y autoritarios en los años ’70 y principios de los ’80.
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única región predominantemente católica, de allí que los cambios en la Igle-
sia Católica hayan afectado más en América Latina que en otras regiones26.
Es más, aunque la Iglesia Católica tiene un alcance global, tiene
especificidades regionales que se derivan de la combinación de la necesidad
de dar respuesta a ciertas oportunidades y desafíos regionales específicos,
un liderazgo regional (el Consejo Episcopal Latinoamericano), y la comuni-
cación regional entre teólogos, curas, religiosos y obispos.

El tercer mecanismo de difusión es el hecho de que poderosos actores
externos, como Estados Unidos, puedan influir en la probabilidad de gol-
pes y transiciones democráticas de varias maneras: 1) persuasión moral que
cambia las actitudes y comportamiento de actores domésticos, 2) gestos sim-
bólicos que dan coraje a algunos actores, fortalecen sus posiciones y debili-
tan a otros actores, 3) sanciones contra los gobiernos, 4) conspiraciones con-
tra los gobiernos, 5) acciones militares que derrocan al régimen e instalan
uno nuevo. En los tres primeros tipos de influencia, los actores externos dan
forma al cambio de régimen influyendo sobre los actores domésticos; en el
último, los actores externos determinan de manera directa el cambio de
régimen. Esta última posibilidad ha sido excepcional en América Latina,
pero los actores externos, especialmente el gobierno de Estados Unidos y,
desde 1990, la Organización de Estados Americanos, con frecuencia han
influido sobre la lógica, costos y beneficios de los actores domésticos a través
de los tres primeros tipos de influencia. Por ese medio, Estados Unidos y la
OEA han afectado significativamente el contexto político regional.

Durante los años ’60 y ’70 Estados Unidos apoyó varios golpes en Amé-
rica Latina, y ayudó a crear un contexto ideológico en el que los actores
conservadores creían que Estados Unidos no se opondría en caso de que
apoyaran golpes (Robinson, 1996; Sanchez, 2003). Durante la mayor parte
del período posterior a 1977, Estados Unidos ha apoyado las transiciones
hacia regímenes competitivos, y se ha opuesto a las rupturas de tales regí-
menes. Sus posturas han aumentado el costo de los golpes de Estado para
los potenciales golpistas. En ese caso, algunos jugadores que probablemen-
te habrían apoyado golpes, no lo han hecho. La amenaza de sanciones por
parte de Estados Unidos y la OEA hacen que la relación esperada entre los
costos y los beneficios de apoyar un golpe sea desfavorable. Estados Unidos
tiene más influencia en América Latina que en otras regiones del mundo:
otro motivo para la existencia de importantes influencias regionales sobre la
democratización.

26 Si la Iglesia Católica fuese el único actor con un impacto a lo largo de América Latina, y si
además tuviese un impacto similar en países que están fuera de América Latina, sería más
apropiado pensar en un impacto de la Iglesia antes que de la región. En realidad, muchos
actores importantes tienen un impacto entre las naciones de América Latina.
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Las organizaciones multilaterales como la Organización de Estados
Americanos también pueden ejercer una influencia de alcance regional so-
bre los regímenes políticos (Pevehouse, 2002a, 2002b, 2005). Por supuesto,
eso no significa que su influencia sea homogénea en todos los países de la
región.

A partir de 1991, la OEA ha influido significativamente en varios des-
enlaces sobre el régimen político en América Latina. En 1991 la OEA apro-
bó la Resolución 1080 que establecía la convocatoria de los ministros de
relaciones exteriores de los países del hemisferio occidental dentro de los
primeros días de una ruptura democrática, y legitimó la intervención de la
OEA en esos casos. La Resolución 1080 desencadenó la intervención de la
OEA en Haití (1991), Perú (1992) Guatemala (1993) y Paraguay (1996). En
diciembre de 1992, en las postrimerías de la aprobación de la Resolución
1080, la OEA aprobó el Protocolo de Washington, que permite a su Asam-
blea General suspender la membresía de cualquier país miembro que haya
sufrido un golpe (Burrell y Shifter, 2000; Perina, 2000). La Resolución 1080
aumentó los costos de un golpe y en varios momentos críticos alteró los
cálculos y comportamientos de los actores políticos domésticos. En Améri-
ca Latina, la amenaza de sanciones internacionales contra los golpistas fue
clara cuando dieron marcha atrás en Paraguay (1996) y Guatemala (1993)
tras enfrentar la posibilidad de sanciones, y cuando Fujimori (Perú, 1992)
respondió a las presiones internacionales restableciendo las elecciones
(Pevehouse, 2005).

Los gobiernos democráticos en América Latina han apoyado los es-
fuerzos para fortalecer la democracia e imponer sanciones contra regíme-
nes autoritarios. De manera colectiva, las ONG, las agencias multilaterales, y
los gobiernos de América Latina, Europa Occidental y América del Norte,
han establecido una norma de rechazo al autoritarismo y apoyo a la demo-
cracia, ideológica o materialmente. Esas normas están acompañadas con
sanciones que pueden dañar los intereses de los golpistas.

Hay otras organizaciones subregionales que ayudan a explicar por qué
ocurre la difusión. En julio de 1996, los presidentes de los países del Mercosur
(Brasil, Argentina, Uruguay, Paraguay, más Bolivia, y Chile), firmaron un
acuerdo que establecía que cualquier miembro sería expulsado en caso de
ruptura democrática. Las presiones de los vecinos del Mercosur ayudaron a
evitar un golpe en Paraguay, en abril de 1996. En una era de creciente inte-
gración económica internacional, los gobiernos autoritarios enfrentan la
posibilidad de sanciones económicas, tales como las que deterioraron la eco-
nomía en el Panamá de Noriega, y en Haití después del golpe militar que
destituyó a Aristide. Juntos, Estados Unidos, la OEA y el Mercosur han
elevado los costos de los golpes y el regreso al gobierno autoritario.
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Conclusión: regiones en política comparada

A pesar de la tradicional organización de la política comparada según
regiones, se ha hecho muy poco por construir un argumento sobre la im-
portancia sustantiva de las regiones. En un libro excelente, Gleditsch (2002)
sostiene que las regiones son importantes para comprender la política mun-
dial, especialmente en relaciones internacionales. Aquí hemos extendido
ese argumento a la política comparada. Las regiones del mundo son impor-
tantes para comprender fenómenos políticos importantes tales como el ni-
vel de democracia y los cambios de régimen político.

A nivel empírico hemos desarrollado el argumento observando dos
tipos diferentes de evidencia. En primer lugar, las especificidades regiona-
les son importantes para comprender los procesos políticos entre regiones
(ver también Bunce, 1995, 1998, 2000). El impacto del nivel de desarrollo
sobre la democracia difiere entre regiones. Los países exportadores de pe-
tróleo del Medio Oriente son gobernadas por autocracias a pesar de los
altos niveles en el ingreso per cápita. En América Latina, el ingreso per
cápita tiene un particular impacto no monotónico sobre el nivel de demo-
cracia.

En segundo lugar, las dinámicas regionales son importantes al dar for-
ma a las perspectivas de la democracia (Gleditsch, 2002). De allí que sea
imposible entender el cambio de régimen focalizando sólo sobre países in-
dividuales o tendencias globales. El régimen político ha sido un tema de
estudio de los comparativistas que focalizan en procesos domésticos, pero
las dinámicas del régimen no están guiadas exclusivamente por factores
domésticos. Sea por las especificidades regionales o por las influencias re-
gionales, los científicos sociales y los historiadores deben prestar atención a
la importancia de las regiones en política.

 Al defender la importancia de las regiones en política comparada hemos
defendido algunos enfoques para estudiar regiones y criticado otros. Recha-
zamos el supuesto de que las regiones son relativamente homogéneas, así
como rechazamos las generalizaciones burdas sobre las regiones como un todo,
a menos que haya evidencia empírica que lo apoye. Nuestro enfoque estudia
las especificidades y mecanismos de difusión regionales, a pesar de lo cual
considera que cada país tiene características distintivas. Tratamos a cada país
de manera diferente asignándole a cada uno un puntaje distinto en cada
variable independiente y dependiente. En una región tan heterogénea como
América Latina, el supuesto de homogeneidad dificulta la comprensión. Es
posible (aunque es poco común en la investigación social) reconocer la pro-
funda heterogeneidad dentro de una región y simultáneamente considerar
que las regiones son importantes. Asimismo, la única manera de verificar el
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hecho de que una región tenga dinámicas particulares es compararla con
otras regiones o con un conjunto más amplio de casos.

Metodológicamente, nuestro estudio sobre especificidades regionales
se ubica entre dos posiciones extremas en la ciencia política. Por un lado,
nuestro énfasis en las especificidades regionales nos aleja de los enfoques
universalizantes de la ciencia política que niegan la importancia del contex-
to. Las generalizaciones son importantes, pero la ciencia política también
debe prestar atención a la heterogeneidad causal (Hall, 2003; Ragin, 2000:
88-119) y a las diferencias contextuales (Adock y Collier, 2001; Bunce, 1998,
2000)27. En ciencias sociales, ciertos enfoques universalistas pretenden ser
más científicos que otros enfoques (Bates, 1997; Ferejohn y Satz, 1995). Sin
embargo, tener en cuenta la heterogeneidad causal es algo totalmente con-
sistente con el rigor científico, y a la hora de mejorar la comprensión de
temas cruciales puede ser superior a los enfoques universalistas (Beck y
Katz, 2004; Luke, 2004; Raudenbush y Bryk, 2002). Si un mecanismo cau-
sal funciona en algunas circunstancias pero no en otras, es mejor que las
ciencias sociales sean conscientes de ello.

Por otro lado, el estudio de las regiones también nos aleja de los enfo-
ques individualizantes que buscan una comprensión detallada de cada caso.
Compartimos con los enfoques individualizantes el reconocimiento de la
importancia de las diferencias nacionales al considerar, por medio de análi-
sis cuantitativos, que cada país posee diferentes atributos en cada año dado.
Pero nuestro interés está centrado en tendencias que van más allá de un sólo
país y en las diferencias entre regiones, lo que marca un profundo quiebre
respecto de las ciencias sociales individualizantes28.

27 La búsqueda de una teoría universal puede a veces dificultar la comprensión en las
ciencias sociales (Green y Shapiro, 1994). Downs (1957) presentó, implícitamente, en térmi-
nos universales su teoría de motivaciones partidarias (ganar votos) y comportamiento parti-
dario (adoptar una posición ideológica que aumenta la capacidad de ganar votos). Innova-
ciones posteriores mejoran su trabajo de muchas maneras, pero la mayoría de esos trabajos
posteriores que modelaban espacialmente la competencia partidaria mantuvieron la idea de
que el foco de todos los partidos es ganar votos o bancas, maximizar utilidades en el juego
electoral. Sin embargo, en contextos de democracia inestable, donde los actores podrían
preferir un gobierno autoritario, los partidos podrían sacrificar votos y bancas para maximizar
su resultado preferido en un juego de régimen —preservar o destruir la democracia—. En
esos contextos, es imposible comprender los objetivos y comportamiento de los partidos con
un análisis que enfoca exclusivamente sobre la competencia electoral (Mainwaring, 2003).
La teoría original universalista podría ser concebiblemente revisada de una manera más
abarcadora, pero debería ser un teoría universalista que dependa más del contexto.
28 Los estudios de casos pueden hacer contribuciones valiosas a las ciencias sociales. Para
argumentos sobre especificidades contextuales, y cómo combinarlas con generalizaciones,
ver Adock y Collier (2001: 534–536) y Verba (1967). Fishman (2005) argumenta de manera
persuasiva que el enfoque central de Max Weber en ciencias sociales es un balance entre los
esfuerzos en construir teorías generales y un sutil conocimiento de las especificidades de los
diferentes casos —un posición que apoyamos totalmente—.
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Las ciencias sociales deben basarse sobre la diversidad de estrategias de
investigación, a veces poniendo el acento en la generalización más allá de las
especificidades (aunque tales estudios deben también prestar atención a las
especificidades), otras prestando más atención a las especificidades sin de-
jar de lado perspectivas comparativas y teóricas más amplias (Fishman, 2005).
En ciencias sociales, el uso de diferentes unidades de análisis contribuye a
mejorar la imagen acerca de cómo funciona la política y la sociedad. Así
como los análisis de muchos casos y los estudios de caso ayudan a entender
esa imagen más amplia, el foco en regiones hace lo propio respecto de cier-
tas preguntas de investigación. De hecho, es imposible aprehender algunas
dinámicas políticas importantes si no se es consciente de las especificidades
e influencias regionales.

En esa concepción de las ciencias sociales, una de las estrategias menos
desarrolladas en el estudio de regímenes políticos (así como en otros cam-
pos) es la de observar un número intermedio de casos. Son raros los estu-
dios sobre democratización de escala regional que sean receptivos a las dife-
rencias entre regiones (para una excepción, ver Bratton y Van de Walle,
1997)29. Tanto la estrategia de un número intermedio de casos como el
diseño de investigación a escala regional, que en principios son distintos
pero que aquí los hemos combinado, complementan los estudios de mu-
chos y de pocos casos que dominan de manera abrumadora los estudios
sobre democratización.
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Abstract
In this paper we build a defense of the study of regions in comparative
politics. We discuss two analytical problems that demand a detailed focus
on specific regions: causal heterogeneity and intra-regional diffusion
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patterns. The first section of the paper argues that the three major analytical
strategies in comparative politics (case studies, comparative studies and large-
N work) have for the most part failed to conceptualize regions in a systematic
way. In sections two and three we illustrate the issue of causal heterogeneity,
showing that the effects of per capita income on democracy have been
different in Latin America and in other regions of the world. Sections four
and five address intra-regional diffusion of regime types. We show that, at
least in the Latin American case, intra-regional dissemination has been
stronger than cross-regional dissemination. Our conclusions emphasize the
need to avoid simplistic generalizations about regions as homogeneous
entities.
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¿Réquiem para la guerra en la Región Andina?
Límites al conflicto en las relaciones
entre Colombia y Venezuela
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El artículo analiza las condiciones que favorecieron la resolución pacífica de
la  crisis desatada por la incursión de tropas colombianas en Ecuador en
marzo de 2008. Se sostiene que la convergencia de las siguientes cinco con-
diciones contribuyó a una salida negociada de la crisis: 1) alto nivel de
congruencia en el balance Estado-Nación, 2) orientación interna de las
misiones de las fuerzas armadas, 3) tradición regional de resolución pacífica
de controversias, 4) crecientes niveles de interdependencia y 5) alto grado de
dificultad militar para pelear una guerra. Estos factores establecieron límites
a la escalada militar y elevaron el costo de pelear una guerra. Sin embargo,
este contexto desfavorable para la guerra no suprime por completo la proba-
bilidad de un enfrentamiento militar focalizado y de corta duración entre
ambos estados. Para evitar el deterioro de los vínculos regionales y el regreso
de concepciones ancladas en la rivalidad y el conflicto se requiere profundi-
zar la institucionalización de mecanismos de cooperación en defensa y segu-
ridad y crear otros para la prevención de conflictos.

La resolución pacífica de la crisis desatada por la incursión de tropas
colombianas en territorio ecuatoriano, es un nuevo ejemplo de la naturale-
za de las relaciones interestatales en la región andina: los conflictos entre
estados se resuelven generalmente sin apelar al uso de la fuerza.

Venezuela y Colombia han atravesado periodos de conflicto y de coope-
ración desde la formación de los estados en la segunda mitad del siglo XIX.
La crisis actual fue precedida por incidentes importantes como el que ocu-
rrió en el Archipiélago de los Monjes en 1952, la crisis de la corbeta Caldas
en 1987, o el secuestro en Caracas del guerrillero de las FARC Rodrigo
Granda, en diciembre de 2004 (Ramírez, 2003). Todas ellas fueron resueltas
por la vía diplomática, como la mayoría de las crisis en América del Sur.

Sudamérica es la región que ha experimentado la menor cantidad de
crisis interestatales entre 1918 y 2005, un 3,6 por ciento del total mundial
(ver Cuadro 1). El 70 por ciento de esas crisis se ha resuelto sin apelar al uso
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de la fuerza, un porcentaje que supera ampliamente al del resto del mundo
donde sólo el 25 por ciento tuvo ese desenlace. Un 22 por ciento concluyó
en guerras, mientras que en América del Sur sólo el 6 por ciento tuvo ese
final. Esta perspectiva comparada permite afirmar que las crisis entre países
de la región son raras; los enfrentamientos militares poco probables y las
guerras muy improbables.

Cuadro 1
Crisis internacionales, 1918-2005 (n=448)

Fuente: Center for International Development and Conflict Management, Universi-
dad de Maryland.

Esta tendencia a la resolución pacífica de las disputas ha sido analizada
desde distintas perspectivas que emplean como variable independiente el efecto
estabilizador de la presencia hegemónica de Estados Unidos, el equilibrio del
poder en la región, el impacto del tipo de régimen o la existencia de una
sociedad de estados (Domínguez con otros, 2004; Martin, 2006, Kacowicz,
1998; Mares, 2001). El objetivo principal del artículo es complementar los
enfoques anteriores mediante el análisis de distintas condiciones que han fa-
vorecido el desenlace pacífico de la crisis de marzo de 2008. El artículo se
centra en los casos de Colombia y Venezuela, debido a que la militarización de
la disputa alcanzó allí la mayor intensidad. Las condiciones son: 1) el alto
nivel de congruencia en el balance Estado-Nación; 2) la orientación interna
de las misiones de las fuerzas armadas; 3) la tradición regional de resolución
pacífica de controversias; 4) los crecientes niveles de interdependencia; y 5) el
alto grado de dificultad militar para pelear una guerra.

Primera condición: un alto nivel de congruencia
Estado-Nación favorece la paz

La teoría del balance Estado-Nación es un intento reciente de explicar
las causas estructurales de la guerra y la paz desde una perspectiva estatal
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(Miller, 2007). Este enfoque no es novedoso, sus fuentes se encuentran en
los estudios sobre geografía étnica que se multiplicaron en los años ’90 para
explicar la multiplicación de conflictos en África.

Esta teoría sostiene que el grado de congruencia entre la división de
una región en estados territoriales y las aspiraciones nacionales e identifica-
ción política de sus habitantes es la variable principal para explicar la proba-
bilidad de una guerra interestatal. Un elevado nivel de congruencia supone
una fuerte identificación de los habitantes de un territorio con su Estado y
la aceptación de los límites soberanos establecidos por el mismo. Por el con-
trario, el desequilibrio, o incongruencia, entre el Estado y la nación es la
principal motivación para la guerra. Estados con alto niveles de congruen-
cia tienden a establecer relaciones pacíficas con sus vecinos, independiente-
mente del tipo de régimen o del balance de poder entre ellos1. Los dilemas
de seguridad son menos intensos cuando las divisiones territoriales son bá-
sicamente aceptadas por las sociedades.

Altos niveles de incongruencia fomentan la aparición de grupos
revisionistas, nacionalistas o regionales que desafían el estatu quo territorial.
Estos grupos pueden contribuir a transformar crisis diplomáticas en
enfrentamientos o guerras generalizadas. Su ausencia, en cambio, favorece
la resolución pacífica de las crisis.

América del Sur es una región con altos niveles de congruencia en el
balance Estado-Nación, por ello, es una zona pacífica. Ningún Estado ha
desaparecido o ha sido creado como resultado de la violencia en el siglo XX,
y los cambios en las fronteras nacionales han sido menores. Colombia y
Venezuela no escapan a esta caracterización. El nivel de congruencia del
Estado-Nación en ambos países es muy elevado: no existen fuerzas étnicas o
subnacionales secesionistas o un revisionismo pannacionalista. La esencia
de la supervivencia de un Estado, su territorio, no corre peligro.

Como ha quedado de manifiesto en la última crisis, altos niveles de
congruencia en el balance de Estado-Nación no explican la ocurrencia de
crisis, ellas se producen independientemente de si existe o no congruencia;
este equilibrio, en cambio, aclara por qué las crisis no se transforman en
guerras.

1 Miller (2007) sostiene que las teorías neorealistas y liberales son débiles porque no
consideran el contexto político de las guerras regionales. Factores como el balance de poder
o el dilema de seguridad adquieren importancia sólo cuando existe un desequilibrio en el
balance del Estado-Nación. Cuando no hay desequilibrio, el tipo de régimen o el grado de
interdependencia adquieren mayor importancia.

Jorge M. Battaglino
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Segunda condición: los militares sudamericanos
prefieren la paz interestatal

Los militares sudamericanos han estado volcados a lo interno desde su
nacimiento como institución en el siglo XIX. Han sido un actor importante
en los procesos de construcción del Estado y han adoptado el rol de garan-
tes de la constitución y del orden interno, que se mantiene inalterado en la
mayor parte de los países de la región. Paradójicamente, es esta orientación
interna la que ha favorecido el largo periodo de paz interestatal que disfruta
América del Sur (Martin, 2006; Centeno, 2002).

El ejército colombiano se crea y consolida más en función de la seguri-
dad interna que de las amenazas externas. Su principal interés como insti-
tución estuvo centrado a lo largo de la historia en lo doméstico (protesta
social, disputas partidistas o las guerrillas liberales). Esta tendencia histórica
fue reforzada durante el Frente Nacional y más tarde con el surgimiento de
los distintos grupos armados internos (Trinkunas, 2005). Estos sucesos re-
forzaron aún más la función de mantenimiento del orden interno de los
militares.

Las fuerzas armadas de Venezuela siguieron una trayectoria similar a las
de Colombia. La orientación interna predominó desde sus orígenes. Desde
el gomecismo, pasando por el trienio, la dictadura de Pérez Jiménez o el
puntofijismo, la politización e inclinación interna de los militares nunca
dejó de estar presente. En la etapa actual, esta orientación se manifiesta a
través de una creciente militarización del Estado y la sociedad. La adopción
de la doctrina asimétrica como estrategia para enfrentar una eventual agre-
sión de Estados Unidos puede ser analizada tanto en términos militares
como en relación al impacto que tiene sobre la organización militar (Jacome,
2006)2. El proceso de militarización representa una formidable oportuni-
dad de expansión y fortalecimiento institucional. Gracias a ella, los militares
han pasado a tutelar un gran número de aspectos de la vida del país3. En
términos doctrinarios, las fuerzas armadas conciben a la nueva estrategia en
términos de unidad cívico-militar que implica la fusión de ambas esferas
como un mecanismo esencial para potenciar la seguridad del Estado frente
a amenazas externas (Jacome, 2006).

El rol interno fue fomentado también por la influencia de las misiones
militares europeas y norteamericanas durante los procesos de profesionalización

2 Un análisis actual de las relaciones civiles en Venezuela puede encontrarse en Irwin y
Langue (2005).
3 Existe una creciente incorporación de militares activos y retirados en todas las esferas del
gobierno y, en general, una militarización de distintas instancias los espacios civiles, ver
Jacome (2006).
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militar. Las dos olas de profesionalización en la región, la de fines del siglo
XIX y la que comienza en la década del ’50, orientaron doctrinariamente a las
fuerzas armadas hacia la política interna. Miguel Centeno demuestra que esta
orientación doméstica y la falta de interés por la guerra interestatal se reflejan
en el escaso espacio otorgado en las principales revistas militares al análisis de
cuestiones vinculadas a la posibilidad de una guerra interestatal con un Esta-
do vecino. En ningún caso este espacio fue superior al 1 por ciento del total
de los artículos. A las cuestiones internas, en cambio, se le ha dedicado un
porcentaje superior (Centeno, 2002).

La orientación interna de las fuerzas armadas de Colombia y Venezuela
tiene una explicación racional. El conflicto interno y la militarización son
excelentes oportunidades para el fortalecimiento y la expansión
organizacional. Por el contrario, embarcarse en una aventura militar, de re-
sultado incierto, podría provocar consecuencias negativas para la institu-
ción. Asimismo, el patrón paradójico de paz externa y violencia interna que
ha prevalecido en Sudamérica también puede ser explicado en términos de
la existencia de un “cálculo elitista” de la institución militar (Centeno, 2002;
Martin, 2006).

Dos experiencias bélicas del siglo XX parecen ser centrales para el resul-
tado de este cálculo. La Guerra del Chaco (1932-1935) y la de Malvinas
(1982). En el primer caso, los dos contendientes, Paraguay y Bolivia, experi-
mentaron severas revoluciones sociales y constante inestabilidad política luego
del conflicto. Esencialmente, la guerra causó un elevado costo organizacional
y humano para los militares que sólo pudo ser revertido luego de varias
décadas. La derrota de las Fuerzas Armadas argentinas en Malvinas tuvo
consecuencias igualmente negativas para la institución militar. Una drástica
reducción del presupuesto, un divorcio profundo con la sociedad civil y una
crisis de identidad militar. Ambas experiencias indicaron al resto de los mili-
tares del continente que la guerra no era el mejor medio para incrementar
su bienestar como organización, su rol dentro de la sociedad y su influencia
política, sino que podía provocar el efecto contrario.

El cálculo elitista no tendría mayor efecto en el proceso de toma de
decisiones si los países de la región tuvieran un fuerte control civil sobre los
militares; en este caso, la decisión de participar en una guerra sería tomada
por las autoridades políticas independientemente de la opinión militar. Sin
embargo, los militares sudamericanos conservan altos niveles de autonomía
e influencia sobre el poder político, en especial, en las cuestiones vinculadas
a la defensa y la seguridad. Esta combinación —alto nivel de influencia más
cálculo elitista— representa una importante barrera contra la escalada bélica.

Esta situación no está exenta de riesgos. Aunque la guerra interestatal
es poco probable, la larga tradición regional de golpes de Estado y gobiernos
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militares, combinada con la consolidación y legitimación de una orienta-
ción interna para los militares, representa un serio peligro para la calidad de
las democracias de la región. Esta inclinación puede favorecer, y de hecho lo
está haciendo en varios países, mayores grados de influencia y poder militar
que afectan el proceso democrático de toma de decisiones.

Tercera condición: el peso de la tradición
de resolución pacífica de las controversias

La resolución pacífica de la crisis entre Colombia, Ecuador y Venezuela
no constituye una excepción sino el destino que corren la mayoría de las
disputas internacionales en la región. América Latina ha resuelto de forma
pacífica la mayor cantidad de diferendos territoriales en el mundo, un total
de 151 entre 1820 y 1970 (Miller, 2007). Esta tendencia es para algunos
autores el resultado del consenso que existe sobre un conjunto de valores,
reglas e instituciones formales e informales que ponen freno a la escalada
militar y al enfrentamiento bélico.

Aunque Sudamérica no reúne aún todos los requisitos de una “socie-
dad de estados”, posee algunos de sus atributos principales. En especial, ha
desarrollado un fuerte respeto por el principio de soberanía y la solución
pacífica de las controversias, reglas que están profundamente arraigadas en
la tradición del derecho internacional regional. Asimismo, ha contribuido a
desarrollar una tradición mundial de control de armas, seguridad colectiva
y construcción de medidas de confianza mutua, a través de la firma de
acuerdos muy tempranos que datan de finales del siglo XX, como la desmi-
litarización del Estrecho de Magallanes (1881) o los Pactos de Mayo de 1902
entre la Argentina y Chile. La región, de esta manera, ha sido líder en la
formulación y adhesión a medidas de avanzada en las áreas de control de
armamento y construcción de la confianza (Kacowicz, 1998).

Los valores, reglas e instituciones que consagran el principio de no in-
tervención, descartan el uso de la fuerza y favorecen la resolución pacífica
de las controversias, se expresan institucionalmente en organismos
hemisféricos como la OEA y a través de acuerdos multilaterales o bilaterales.
La OEA ha jugado un rol central evitando que las crisis entre estados esca-
len a conflictos bélicos. En este sentido, Jorge Domínguez afirma que la
OEA fue más efectiva que la Organización de la Unión Africana, la Liga
Árabe y la ONU en la resolución de crisis internacionales durante la segun-
da mitad del siglo XX (Domínguez con otros, 2004).

La OEA alcanzó en 1991 el “Compromiso de Santiago”, el cual refleja la
voluntad de los estados americanos de avanzar en la eliminación de las hi-
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pótesis de conflicto, desarrollar capacidades preventivas y mecanismos de
cooperación, respaldar colectivamente la estabilidad de las instituciones
democráticas, el control civil de las fuerzas armadas y la transparencia de las
políticas de defensa. Desde entonces, la OEA y su Comisión de Seguridad
Hemisférica han trabajado, con grado variable de éxito, para desarrollar la
agenda acordada en el “Compromiso de Santiago”.

La OEA y la acción de otros países de la región han jugado un papel
central en la resolución de las principales crisis que atravesaron Colombia y
Venezuela. En agosto de 1987 se generó el incidente más importante, cuan-
do una embarcación colombiana, la corbeta Caldas, que navegaba en aguas
que Colombia considera en litigio y Venezuela como aguas soberanas, fue
interceptada por naves de guerra venezolanas. La situación, que estuvo a
punto de ocasionar un enfrentamiento militar, se solucionó luego de la in-
tervención del secretario general de la OEA y de algunos países amigos
(Ramírez, 2003). Del mismo modo, la OEA desempeñó un activo papel en
la resolución de la crisis desatada por la incursión de tropas colombianas en
territorio ecuatoriano. La resolución aprobada por el organismo contó con
el apoyo de todas las partes y reafirmó “el principio de que el territorio de
un Estado es inviolable y no puede ser objeto de ocupación militar ni de
otras medidas de fuerza tomadas por otro estado, directa o indirectamente,
cualquiera fuera el motivo, aún de manera temporal”.

Una dimensión significativa del proceso de construcción de normas e
instituciones comunes se originó a partir de los compromisos asumidos en
las Cumbres de las Américas. En el marco de estos encuentros, se decidió
convocar a las dos Conferencias Regionales sobre Medidas de Confianza y
de la Seguridad, una en Chile (1995) y la otra en El Salvador (1998) y a las
siete Conferencias de Ministros de Defensa de las Américas. Estos encuen-
tros han favorecido un aumento significativo de las relaciones entre los miem-
bros de las fuerzas armadas y de los funcionarios de los ministerios de de-
fensa de los países de la región, en especial los del Cono Sur (Rojas Aravena,
1996). Asimismo, un total de 9 países de la región publican hoy Libros Blan-
cos de la Defensa, que contienen información sobre capacidades bélicas,
despliegue de fuerzas, gasto militar y percepción de amenazas4. A estas ini-
ciativas se agregan las declaraciones producidas por las diferentes Cumbres
Sudamericanas, siendo las dos principales la Declaración de Seguridad Ciu-
dadana en Sudamérica (2005) y la Declaración de Zona de Paz Sudamerica-
na (2002).

El proceso de construcción institucional en la Región Andina tiene dos
diferencias claves respecto al del Cono Sur. La primera es un mayor nivel de

4 Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay.
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heterogeneidad en los países andinos respecto a la percepción de amenazas
y la respuesta a las mismas. Con la excepción de Venezuela y Bolivia, existe la
tendencia a adoptar la agenda de Estados Unidos e incorporar al terrorismo
y al narcotráfico como prioridades de la seguridad y a legitimar el empleo de
las fuerzas armadas para combatirlas (Ramírez, 2004). La segunda diferen-
cia es que en el Cono Sur se ha desarrollado un nivel de cooperación militar
muy superior al de la Región Andina. En esta última no se ha logrado cum-
plir con los objetivos de cooperación establecidos en las distintas cumbres y
reuniones subregionales (Bonilla, 2003). No se han establecido sistemas efec-
tivos de confianza mutua y existe una escasa cooperación militar entre los
países que se reduce, principalmente, al intercambio de información de in-
teligencia (Bonilla, 2003).

Pese a estas diferencias, la región andina, y en especial Colombia y Vene-
zuela, han avanzando en la construcción de una relación bilateral de seguri-
dad fundada en tres políticas distintas: 1) a través de la firma de acuerdos
bilaterales de no agresión y resolución pacífica de controversias, 2) mediante
el permanente apoyo a intentos subregionales de institucionalizar las rela-
ciones de defensa y seguridad, 3) aceptando el rol mediador de la OEA
cuando una crisis estalla.

Los gobiernos de Colombia y Venezuela han firmado tempranamente
un acuerdo de resolución pacífica de las controversias. Ambos países suscri-
bieron en 1939 el Tratado de No Agresión, Conciliación, Arbitraje y Arreglo
Judicial, que prohibía el uso de la fuerza en la relación binacional y establecía
una comisión permanente de conciliación para examinar y conciliar litigios.
En 1941 se reforzó esta norma mediante la firma del Tratado Binacional
para la Solución Pacífica de las Controversias. Ambos tratados siguen vigen-
tes en la actualidad (Ramírez, 2003).

Desde la década del ‘50, la relación bilateral ha estado signada por pe-
riodos de cooperación y conflicto. En los años ‘80 y ‘90 predominó la co-
operación y ambos países avanzaron en la construcción de la confianza
mediante la realización de reuniones periódicas de presidentes y cancilleres.
Además, se conformaron dos comisiones presidenciales para analizar meca-
nismos de diálogo y negociación. Las negociaciones no se detuvieron con
los cambios de gobierno en ambos países a finales de los ‘90, aunque su
agenda y periodicidad comenzaron a estar sometidas a las tensiones que
emergían en la relación entre ambos estados.

En el plano multilateral, Colombia y Venezuela han participado activa-
mente en el proceso de institucionalización de las relaciones de defensa y
seguridad que comienza en 1989 con la Declaración de Galápagos (1989), y
continúa luego con la Declaración de Cartagena (1991); la Carta Andina
para la paz y la seguridad, limitación y control de gastos destinados a la
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defensa externa (2002); la Conferencia de Ministros de Relaciones Exterio-
res y de Defensa de los miembros de la Comunidad Andina; los Lineamientos
de la Política de Seguridad Externa Común Andina (que crea la Red Andina
de Seguridad en 2004); la Declaración de San Francisco de Quito sobre el
establecimiento y desarrollo de la zona de paz andina (2004) (Celi, 2007).

Estas declaraciones y acuerdos contienen compromisos explícitos hacia
el respeto del principio de soberanía, la resolución pacífica de las controver-
sias, la creación de medidas de confianza, el control de armamentos y la
limitación de los presupuestos de defensa. Estos acuerdos han contribuido
a fijar un conjunto de principios políticos, instancias institucionales y meca-
nismos de acción que expresan un fuerte compromiso para afianzar la paz,
la seguridad y la cooperación en la subregión. Ello ha permitido identificar
áreas de convergencia y divergencia, unificar lenguajes, favorecer el conoci-
miento mutuo de militares y especialistas de seguridad y de sus visiones e
intereses. Los acuerdos alcanzados establecen parámetros para futuras ne-
gociaciones, aunque avanzar en alguno de ellos parece ser una tarea por
momentos difícil, romperlos por completo puede significar un alto costo en
términos de prestigio e imagen internacional.

Asimismo, es poco probable que el proceso creciente de institucionali-
zación de las relaciones de seguridad entre Colombia y Venezuela no altere,
en alguna medida, las visiones, significados e interpretaciones de los políti-
cos, militares y académicos de ambos países. En todos los acuerdos alcanza-
dos, existe el supuesto de la existencia de desafíos comunes que pueden ser
la base para una futura y progresiva homogeneización de las políticas de
defensa y de seguridad. De esta manera, las visiones de aislamiento, compe-
tencia y rivalidad podrían ir perdiendo peso frente a las nociones de interde-
pendencia y destino común.

Cuarta condición: las guerras son difíciles de pelear
debido a la paridad militar, los límites materiales
y la geografía difícil

La paz entre Colombia y Venezuela no sólo es el resultado del alto nivel
de congruencia del Estado-nación, de la orientación interna de los militares
y de la tradición de resolución pacífica de las controversias, sino además de
la presencia de factores en el plano militar que desincentivan el estallido de
un conflicto bélico. Estos factores son: a) la escasa certidumbre sobre quién
obtendría la victoria, b) las limitaciones materiales de las fuerzas armadas y
del gobierno para sostener un esfuerzo de guerra prolongado, y c) una geo-
grafía que dificulta el desarrollo de operaciones militares.
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Las guerras suelen iniciarse cuando alguno de los bandos tiene certi-
dumbre o percibe que la victoria militar está a su alcance. Una evaluación de
las capacidades militares de ambos países establece la existencia de una vir-
tual paridad entre ellos. El ranking de poder militar ubica a Venezuela en el
quinto puesto con 316 puntos, seguida de cerca por Colombia con 3035.
Colombia despliega más fuerzas terrestres, con un ejército altamente entre-
nado y con décadas de experiencia en combate. En cambio, la fuerza aérea
de Venezuela es superior desde el punto de vista tecnológico. Existe equili-
brio, en cambio, en las fuerzas navales. De todas formas, estas ventajas par-
ciales deberían relativizarse tanto en el caso del ejército colombiano, que ha
sido definido como “una organización con bajos niveles de entrenamiento y
alistamiento para guerras convencionales”6 como en el de la fuerza aérea de
Venezuela que aún no ha recibido la totalidad de los SU-30 y cuyos pilotos
no tienen aún suficiente entrenamiento. Esta situación de virtual paridad,
en la que ninguno de los países posee una ventaja decisiva, aumenta la in-
certidumbre respecto al resultado de un eventual conflicto y, por lo tanto,
constituye un fuerte incentivo para evitarlo.

Los límites materiales a la escalada militar son aquellos relacionados con
la posibilidad de sostener en el tiempo el esfuerzo de guerra y se vinculan
principalmente con el grado de disponibilidad y mantenimiento del
equipamiento. Ambos países destinan escasos recursos a la renovación del
material bélico (Venezuela 15 por ciento y Colombia 6 por ciento), en cambio,
gran parte del presupuesto se destina al pago de salarios y jubilaciones (Resdal,
2007). Esta situación es la principal causa de que una proporción importante
del material militar se encuentre en desuso o en mal estado. En el caso de
Venezuela, existe un porcentaje importante de las naves de la armada con
problemas de mantenimiento. Por otra parte, el traslado de tropas hacia la
frontera con Colombia reveló los problemas logísticos que experimenta el ejér-
cito venezolano. Se ha informado respecto a la escasa disponibilidad de muni-
ciones, que sólo serían suficientes para pocos días de combate. Colombia atra-
viesa problemas similares con parte de su armamento destinado a operacio-
nes convencionales, dado que es el menos utilizado para enfrentar a los gru-
pos guerrilleros7. En suma, los límites materiales imponen un serio obstáculo
para el desarrollo de un conflicto prolongado. En cambio, el escenario es más
favorable para enfrentamientos cortos y de alta intensidad.

Finalmente, existen evidentes limitaciones geográficas al desarrollo de
una guerra en la región andina. Las operaciones en gran escala son difíciles

5 En www.militarypower.com.br/ranking.
6 Fundación Seguridad & Democracia, Balance militar sudamericano en
www.seguridadydemocracia.org/allSeguridadRegional.asp: 32.
7 Diario El Universal, 5 de febrero de 2008.
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de conducir en ambientes selváticos, la ausencia de infraestructura limita la
posibilidad de utilizar blindados o de desplazar grandes cantidades de tro-
pas. Los problemas logísticos se multiplican. Los conflictos que estallan en
este tipo de geografía tienden a transformarse en interminables confronta-
ciones de pequeñas unidades militares apoyadas, no siempre con demasia-
do éxito, por la fuerza aérea. El conflicto termina por estancarse ante la
imposibilidad de obtener ganancias claras en el terreno8.

Una guerra sería difícil de pelear para Colombia y Venezuela. Hasta el
momento, nada indica que la paridad militar, las capacidades materiales o
las características geográficas se estén alterando.

Quinta condición: creciente interdependencia económica

La teoría de la interdependencia también puede contribuir a explicar la
ausencia de escalada militar en el conflicto entre Colombia y Venezuela. Las
relaciones económicas entre ambos países han aumentado considerablemente
en los últimos años, incluso se han llevado a cabo proyectos conjuntos de
inversión en áreas de gran sensibilidad para la seguridad nacional como lo
es la energía.

La prolongada situación de conflicto entre ambos países parece no ha-
ber afectado el intercambio económico que ha aumentado considerable-
mente desde 2000. Colombia es el segundo mercado para las exportaciones
de Venezuela y viceversa. Las exportaciones de Colombia a Venezuela au-
mentaron 92,9 por ciento en 2007. Venezuela es el primer comprador de
manufacturas colombianas y más de un millón de empleos de la industria
venezolana dependen de las exportaciones a ese país. El comercio bilateral
superará los 6.000 millones de dólares en 20089. Este monto sería superior
si se consideran las exportaciones no registradas que pasan por la frontera,
lo que podría incrementar el comercio en un 30 por ciento10. Todo indica
que el comercio seguirá aumentado por las ventajas arancelarias (se firmó
un acuerdo bilateral de comercio en 2006), los bajos costos del transporte y
el alto grado de complementariedad de las economías. Estos datos parecen
indicar que, frente a un escenario de baja probabilidad de conflicto militar,
los actores económicos han optado por profundizar el comercio bilateral
antes que buscar fuentes alternativas de provisión de bienes.

Las inversiones de Venezuela en Colombia aumentaron 268 por ciento
entre 2005 y 2006, y las de Colombia se multiplicaron por seis entre 1999 y

8 Tal fue el caso del conflicto entre Perú y Ecuador en 1995. Ver Weidner (1996).
9 “Vecinos con fuertes lazos comerciales”, en news.bbc.co.uk/hi/spanish/business.
10 Ídem.
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2006. En octubre de 2007 se inauguró el primer tramo del Gasoducto
Transcaribeño Venezuela-Colombia, que abastece de gas colombiano a todo
el occidente venezolano y a la estratégica ciudad de Maracaibo. En especial,
la literatura considera que el tipo de interdependencia económica que con-
templa el suministro masivo de energía a una región importante de un país
sugiere un compromiso de largo plazo de los gobiernos respecto a la estabi-
lidad regional.

La disrupción de estos vínculos a través del uso de la fuerza puede
imponer considerables costos económicos, sociales y políticos. Las relacio-
nes comerciales crean y consolidan coaliciones y grupos de interés en favor
del mantenimiento y profundización del intercambio. De hecho, las cáma-
ras de comercio de ambos países han reiterado la necesidad de mantener la
paz dado que un país es socio fundamental del otro. Es poco probable que
esta compleja red de intereses y relaciones económicas, y el potencial daño
que hubiera provocado su ruptura, no haya sido considerada por los líderes
de ambos países durante la crisis.

Comentarios finales

Las cinco condiciones analizadas establecen límites a la escala mili-
tar y elevan los costos de una guerra. En Colombia y Venezuela no exis-
ten actores internos secesionistas que transformen una crisis diplomáti-
ca en una guerra generalizada. Las fuerzas armadas no practican un
militarismo expansionista sino que su acción es predominantemente in-
terna, orientada a ocupar espacios en el Estado y la sociedad. La tradi-
ción de resolución de conflictos se encuentra muy arraigada en la re-
gión. Las condiciones en las que se pelearía un potencial conflicto tam-
poco son favorables a que éste se desate. Finalmente, existen coaliciones
domésticas en ambos países muy beneficiadas por las relaciones econó-
micas bilaterales.

Este contexto desfavorable a la guerra no suprime la probabilidad de un
enfrentamiento militar focalizado y de corta duración entre ambos estados.
Paradójicamente, cabe la posibilidad de que las cinco condiciones analiza-
das, y en especial la fuerte tradición de resolución de disputas, fomente
estrategias de negociación coercitiva debido a que el riesgo de una guerra
generalizada es reducido por la segura intervención del sistema
interamericano de resolución de conflictos y por la acción limitadora de un
conflicto de las cuatro condiciones restantes.

En este contexto, el desafío que enfrenta Sudamérica es cómo aprove-
char estas condiciones para preservar y proyectar el que quizás sea su prin-
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cipal capital político internacional: una zona de paz, libre de armas de des-
trucción masiva y volcada principalmente al desarrollo de sus sociedades.
Las condiciones para la paz pueden reforzarse deliberadamente, sobre todo
aquellas que coexisten naturalmente con una democracia plena, pero tam-
bién pueden ser afectadas por procesos que conduzcan al deterioro de los
vínculos regionales y al regreso de concepciones ancladas en la rivalidad y el
conflicto. Para evitarlo, se requiere profundizar la institucionalización de
mecanismos de cooperación en defensa y seguridad y crear otros para la
prevención de conflictos.
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Abstract
This article analyzes the conditions that fostered the pacific resolution of
March 2008 Colombian-Ecuadorian crisis. I hereby sustain that five
conditions contributed to a negotiated resolution of the crisis, namely: 1)
high level of congruence in the Nation-State balance, 2) predominance of
internal missions in the armed forces, 3) regional tradition of pacific resolution
of disputes, 4) increasing level of interdependence and 5) high military
difficulty to fight a war. These factors established limits to military escalation
and increased the cost of fighting a war. In spite of discouraging a war, the
probability of a short and focused military clash has not been totally
eliminated. In order to avoid the deterioration of regional linkages and the
return of rivalry conceptions, it is necessary to strengthen institutionalized
mechanisms of defense and security cooperation as well as to create systems
for conflict prevention. 
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Este artículo se propone contribuir al debate sobre la evolución re-
ciente del sistema partidario en la Argentina. El texto analiza el comporta-
miento político-electoral en la Ciudad de Buenos Aires, con especial acen-
to sobre una porción del electorado (los antiguos votantes del Frente Gran-
de/Frepaso) y sobre las estrategias adoptadas por los actores políticos para
captar a estos electores tras la crisis de dicha fuerza. A través del análisis de
transferencias electorales entre 1995 y 2005, el objetivo es indagar si se ha
producido un realineamiento del sistema de partidos, por el cual la preemi-
nencia del clivaje peronismo-antiperonismo hubiera sido desplazada por la
emergencia de una dimensión de conflicto entre izquierda y derecha. El
análisis empírico mediante regresión ecológica sugerirá la persistencia del
clivaje peronismo-antiperonismo, pero también la importancia creciente,
al menos para un sector del electorado (y para algunas nuevas fuerzas
políticas), del eje izquierda-derecha.

“Mainly preoccupied with the reality, I therefore concentrate less on
parties —superficial and continuously changing categories— than on the
basic tendencies”.

ANDRÉ SIEGFRIED (citado en Bartolini, 2007: 11).

Luego de la profunda crisis de los años 2001-2002, el debate sobre el
funcionamiento del sistema de partidos argentino trascendió su habitual
confín en los claustros académicos y se trasladó a los medios de comunica-
ción. Los inéditos comicios presidenciales de 2003, en los que el Partido
Justicialista no presentó oficialmente ningún candidato (aunque autorizó a
tres de sus principales dirigentes a competir “por fuera” de la estructura
oficial) y la Unión Cívica Radical no superó el 3 por ciento de los votos,

* Una versión preliminar de este trabajo fue presentada en el VIII Congreso Nacional de
Ciencia Política de la Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP), Buenos Aires, 6-9 de
noviembre de 2007.
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estimularon una generalizada discusión sobre los cambios en la pauta de
competencia partidaria. Junto a este resquebrajamiento del bipartidismo y a
una marcada desnacionalización del sistema partidario, las subsiguientes
transformaciones del peronismo bajo el liderazgo del ex presidente Kirchner,
y su aparente intento de realinear el sistema de partidos en dos coaliciones
ideológicamente diferenciadas de centroizquierda y centroderecha, contri-
buyeron también a fomentar el interés por la temática1.

Este cambio en las etiquetas partidarias puede expresarse a nivel sistémico
de tres maneras sustancialmente distintas. Por un lado, el reemplazo de cier-
tas organizaciones partidarias por otras puede producirse sin que se genere
una alteración en la dinámica del sistema de partidos y en las líneas de divi-
sión fundamentales que cruzan al electorado. De este modo, aunque variaran
sus partes componentes, la dinámica del sistema permanecería mayormente
intacta, porque nuevas fuerzas representarían a las viejos polos del conflicto
principal (Mair, 1990, 1997). El crecimiento (o declive) de un partido puede
deberse simplemente al declive (o crecimiento) de otro partido dentro su mis-
mo “bloque”, sin implicar una alteración de la estructura de clivajes. Así, se-
gún sostiene Malamud (2004: 38): “lo que parece descongelarse no es el siste-
ma de interacción partidaria sino uno de sus dos campos, el no peronista”.

Otra alternativa sería que la modificación de los partidos que integran
el sistema refleje una transformación en la dinámica de éste. Así, la declina-
ción de las antiguas fuerzas y la emergencia de nuevos actores podrían im-
plicar una “normalización” del sistema partidario argentino2 (Abal Medina,
1995; Di Tella, 1998), el cual, durante décadas, ha girado en torno a dos
posiciones (el peronismo y el no peronismo) que rara vez constituyeron al-
ternativas ideológicas claramente definidas. Por el contrario, ambos sectores
han albergado en su seno posiciones heterogéneas e incluso radicalmente

1 Ejemplos del carácter relativamente masivo adquirido por este debate son los numerosos
reportajes o artículos de conocidos politólogos argentinos y extranjeros en medios de pren-
sa escrita, como los de Steven Levitsky (“Hay similitudes entre Kirchner y Menem”, en diario
La Nación, 04/01/2006), Juan Abal Medina (“Estamos a las puertas de un nuevo sistema de
partidos”, en diario Clarín, 14/08/2005), Andrés Malamud (“La nueva política huele a vieja”,
en diario Clarín 30/08/2005), Miguel De Luca (“La transversalidad no se inventó en los
tiempos K”, en diario Página/12, 30/07/2007), Natalio Botana (“Los caminos de la oposi-
ción”, en diario La Nación, 05/08/2004 y “Sufren los partidos una aguda crisis de
representatividad”, en diario La Nación, 20/10/2005), Marcelo Leiras (“Esta elección mostró
la enorme fragmentación de los partidos”, en diario Página/12, 10/06/2007), María Matilde
Ollier (“No se puede hablar de coaliciones”, en diario Página/12, 10-09-2007), y Franco
Castiglioni, Rosendo Fraga, Isidoro Cheresky y Torcuato Di Tella (“A ambos lados del cen-
tro”, en diario Página/12, 25/09/2005).
2 En palabras de Di Tella (1998: 343), “muy probablemente, en los próximos años, el
sistema político argentino cambiará de una manera casi irreconocible, pareciéndose más al de
Europa Occidental”, entendiendo por éste un “bipartidismo, o dos coaliciones” de orienta-
ciones de centroizquierda y centroderecha.
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diferentes, existiendo una mayor distancia ideológica dentro de cada una las
opciones que entre ellas (Ostiguy, 1998). Un indicador de la creciente rele-
vancia de esta dimensión podría estar dado por el hecho de que mientras
que a fines de los años ’80 alrededor de la mitad de los electores no podía
ubicarse en el eje izquierda-derecha (Catterberg y Braun, 1989), sólo una
década después el 75 por ciento de los encuestados ya se ubicaba en esta
dimensión (Nolte, 2004).

Finalmente, el declive de viejos partidos y el surgimiento de nuevas fuerzas
puede indicar un dealineamiento (Flanagan y Dalton, 1990) o incluso una
descomposición (Roberts, 2005) del sistema de partidos. La erosión de los
clivajes e identidades existentes se produciría, en este caso, sin la activación
de nuevas dimensiones de competencia que ordenaran la dinámica del sis-
tema y las posibilidades a disposición de los votantes. De este modo, el com-
portamiento electoral pasaría a caracterizarse por su carácter volátil y erráti-
co, no estructurado por ejes reconocibles de conflicto interpartidario. Esta
configuración puede ser transitoria y dar lugar a una eventual recomposición
del sistema, aunque éste es un proceso más improbable en vista de las trans-
formaciones en la economía, la estructura social y los medios de comunica-
ción de masas (Levitsky y Cameron, 2003).

Este artículo se propone contribuir al debate sobre la evolución reciente
del sistema partidario. Sin aspirar a dilucidar cuál de las tres configuracio-
nes enunciadas ha adoptado (o mejor dicho: está adoptando) la relación entre
los partidos, el trabajo pretende aportar un conocimiento más preciso sobre
el comportamiento político-electoral en una porción del territorio nacional
(la Ciudad de Buenos Aires)3, con especial acento en una porción del electo-
rado (los antiguos votantes del Frente Grande/Frepaso). El foco se centrará
en indagar si, tras la disolución de esta fuerza política, sus votantes conti-
nuaron optando por agrupaciones no justicialistas (como ARI o Recrear) o
si la apelación centro-izquierdista del Frente para la Victoria (kirchnerista)
ha inducido un “salto” hacia el polo peronista del clivaje tradicional. El pre-
dominio de uno u otro comportamiento permitirá esclarecer qué línea de
fractura es preeminente en el distrito, al menos para este importante4 sector
del electorado, y determinar en qué medida se mantiene o se modifica la
“anormalidad” de la política argentina en este territorio. Si se encontraran
transferencias no guiadas por estas dimensiones (por ejemplo, hacia can-

3 El acento estará puesto en las elecciones nacionales realizadas en dicho distrito. El impac-
to de la dinámica política subnacional sobre la arena nacional se analiza en Malamud y De
Luca (2005) y Calvo y Abal Medina (2001). A su vez, Leiras (2006) estudia las dificultades de
cooperación entre líderes de ambas arenas para explicar la reciente desnacionalización del
sistema partidario.
4 Como ya se verá, el Frente Grande/Frepaso triunfó en cinco comicios consecutivos en la
Ciudad de Buenos Aires.
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didaturas peronistas de derecha, como la de Carlos Menem en 2003) se
estaría en presencia del comportamiento errático propio de sistemas
dealineados. Anticipando las conclusiones, el análisis empírico mediante
regresión ecológica sugerirá la persistencia del clivaje peronismo-no
peronismo, pero también la importancia, al menos para un sector del elec-
torado, del eje izquierda-derecha. A su vez, los datos no indicarán que se
haya producido un dealineamiento de la competencia político-partidaria.

I. Marco teórico: el doble clivaje de la política argentina

Los sistemas de partidos pueden entenderse y analizarse desde múlti-
ples perspectivas. Distintos enfoques optan por concentrarse en el número
de partidos competitivos, en su nivel de penetración en la sociedad, en el
grado de estabilidad de la estructura de la competencia, en la vinculación
con diferentes elementos del diseño institucional o en la relación del sistema
partidario con los conflictos salientes de la estructura social (Abal Medina,
2002). Dentro de este último campo de literatura ocupa un rol preponde-
rante la noción de “clivaje social”, que desde hace varias décadas constituye
una herramienta habitual para explicar el funcionamiento de los sistemas
partidarios. Originariamente aplicado a Europa Occidental (Lipset y Rokkan,
1967) pero más recientemente utilizado también en América Latina (Dix,
1989; Abal Medina, 1995; Scully, 1995; Moreno, 1999; Roberts y Wibbels,
1999; Mainwaring y Torcal, 2000), el clivaje refiere a una fractura profunda
en la sociedad, que la divide en grupos enfrentados. La configuración de los
sistemas de partidos, se sostiene, está vinculada con la estructura de clivajes
propia de cierta sociedad.

Esta vinculación, sin embargo, puede entenderse de diferentes maneras
(Zuckerman, 1978; Mainwaring y Torcal, 2000). En interpretaciones más
“sociológicas” (ver, por ejemplo, Lipset, 1977), los sistemas partidarios pue-
den leerse como mero reflejo de divisiones ya existentes previamente en el
cuerpo social. Diferencias étnicas, de clase, religiosas, regionales o lingüísticas
son la base “estructural” que luego los partidos representarán en la esfera
política. Partidos obreros, confesionales, regionalistas o de minorías étnicas
son la traducción política de divisiones fundamentales de la sociedad. En
términos de Petrocik (1987: 354): “lo que el partido defiende y los asuntos
que sus candidatos tocan reflejan las preferencias de los grupos que consti-
tuyen el núcleo de apoyo del partido (…) La cara programática del partido
emerge de su constituency”.

Sin embargo, el determinismo de lo social sobre lo político pasa por alto
que estructuras sociales similares pueden generar resultados electorales muy
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distintos según cuál sea la oferta partidaria a disposición de los votantes
cuando deben decidir su voto5 (De Graaf y otros, 2001). Más aún, este enfo-
que no puede dar cuenta de por qué las mismas divisiones sociales se con-
vierten en algunos casos en clivajes políticamente relevantes, mientras que
en otros no influyen en los sistemas partidarios o el comportamiento electo-
ral (Chhibber y Kollman, 2004; Zielinski, 2002). En términos de Ferrara
(2005: 8), “estructuras de clivaje similares pueden producir sistemas de par-
tidos diferentes”. Por eso, en visiones (como la que adopta este artículo) que
ponen un acento más específicamente “político”, se entiende que los parti-
dos activan y modelan el sistema de clivajes, maniobrando estratégicamente
para potenciar aquellos asuntos que los benefician particularmente. Inclu-
so manteniendo la idea de que existe “algo” a nivel social que requiere ser
“traducido” en el plano político, “el problema es que algunos clivajes no son
siquiera traducidos. Más aún, la importancia de la noción de traducción radica en
la implicancia de que la traducción requiere traductores (…) La vieja sociología de
la política daba por sentado que los clivajes son reflejados en, y no producidos
por, el propio sistema político” (Sartori, 1990: 176, énfasis en el original). Aun
si los partidos políticos responden a una división social “objetiva”, también
es cierto que los partidos originados por cierta fractura intentarán mante-
nerla vigente para perpetuar su razón de ser, al tiempo que tratarán de
opacar otras que pudieran motivar el surgimiento de nuevos competidores.
Es decir, los partidos no son sólo objeto, también son sujeto (Sartori, 1990).

La conocida hipótesis del “congelamiento” de los sistemas de partidos de
Europa Occidental formulada por Lipset y Rokkan (1967) obedece en parte a
esta razón: “Precisamente porque el sistema de partidos y los partidos son, al
mismo tiempo, algo que emerge de las líneas de fractura histórica, pero que
también refuerza su naturaleza y fija su identidad, se ha podido hablar de una
congelación…” (Bartolini, 1991: 223). Aquí radica una de las principales difi-
cultades de cualquier intento de realineamiento. Al establecerse y cristalizarse
organizativamente (generalmente a través de partidos políticos), los clivajes
sociales se convierten en una instancia de cierre de las relaciones sociales y de
estabilización política, dado que presentan a los individuos un conjunto ya
definido y ordenado de alternativas a disposición (Bartolini, 2007). En el caso
argentino, la conformación de una dinámica interpartidista tras la incorpora-

5 A su vez, la oferta de partidos depende de los incentivos provistos a los dirigentes por el
diseño institucional, principalmente, por el sistema electoral. Dada la relativa estabilidad de las
variables institucionales desde el retorno de la democracia en 1983, este artículo no se concen-
trará en ellas para entender los (eventuales) cambios en la dinámica del sistema partidario. Sin
embargo, no puede dejar de apuntarse que los sistemas electorales generan incentivos para el
mantenimiento, el refuerzo o la reducción de la relevancia de los clivajes en la arena política
(Norris, 2004), y que el número de partidos depende tanto de los clivajes sociales como de las
reglas electorales (Ordeshook y Shvetsova, 1994; Amorin Neto y Cox, 1997).
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ción de las masas populares a la participación política mediante el peronismo
habría “saturado” el espacio de competencia y limitado la aparición de nuevas
identidades y opciones electorales (Coppedge, 1998).

La importancia de la estructura de clivajes deriva, por otra parte, de su
vinculación con la intensidad que adopta el conflicto político. Los distintos
clivajes pueden dividir en todas las cuestiones a los mismos grupos sociales,
o bien pueden alinear a distintas coaliciones en cada asunto particular. Se
ha señalado (Rae y Taylor, 1969; Lipset, 1977; Zuckerman, 1978) que la
existencia de este tipo de clivajes entrecruzados (cross-cutting) reduce la in-
tensidad de las divisiones, al generar pertenencias cruzadas en los indivi-
duos y al dificultar el surgimiento de una misma mayoría en todos los clivajes
activos. El entrecruzamiento —entendido como “el grado en que indivi-
duos que están en un mismo grupo en un clivaje están en otro grupo en
otro clivaje” (Rae y Taylor, 1969: 537)— está asociado, así, con políticas de
compromiso y acuerdo y una mayor probabilidad de estabilidad democráti-
ca. En cambio, el neto predominio de un solo clivaje (dependiendo de cuál
sea, evidentemente), o la existencia de clivajes superpuestos que se refuer-
zan mutuamente, facilitan la polarización de la sociedad.

Este trabajo adopta la propuesta de Ostiguy (1998, 2005, en prensa)
sobre un espacio político bidimensional que estructura el sistema partidario
argentino. El autor entiende que la fractura izquierda-derecha se encuentra
entrecruzada en la Argentina por un clivaje aún más poderoso, de caracte-
rísticas político- y socioculturales, que históricamente dividió a peronistas6

(en el polo “bajo” de este clivaje) de no peronistas (en el “alto”). En su cariz
sociocultural, este clivaje se vincula con “maneras, modales, modos de ha-
blar y vestir, gustos exhibidos en público” (Ostiguy, en prensa: 8), separando
estilos y apelaciones más populares y llanas de aquellas más refinadas o inte-
lectuales. Estas diferencias están presentes en numerosas sociedades, pero
no necesariamente son activadas y utilizadas como fuente de identidades
políticas; en la Argentina, en cambio, estas pautas se han constituido como
un eje de división política ya desde el siglo XIX, pero principalmente desde
el advenimiento del peronismo7.

6 Desde el temprano trabajo de Gino Germani (1996), la composición social del voto
peronista ha sido estudiada por Murmis y Portantiero (1987), Smith (1972), Mora y Araujo
(1975), Cantón y Jorrat (1978, 2001), Maronese, Cafiero y Waisman (1985), Gervasoni
(1998) y Tagina (2006), entre otros.
7 Es interesante notar que si este clivaje cultural contribuyó probablemente a nacionalizar
la competencia política en la Argentina, en Europa Occidental, por el contrario, la
homogeneización de los sistemas partidarios nacionales ocurrió cuando el clivaje izquierda-
derecha eclipsó a los anteriores conflictos de índole cultural (ver Caramani, 2004: 196; ver
también Bartolini, 2007, aunque este autor remarca que incluso el clivaje socioeconómico no
puede ser reducido a un aspecto puramente “material”, dado que los atributos ideológicos y
culturales son centrales en la conformación de un clivaje de clase).



587

En su cariz político-cultural, este clivaje tiene que ver con las formas de
liderazgo político y el modo de toma de decisiones auspiciado, distinguien-
do posturas más legalistas e impersonales de otras partidarias de liderazgos
personalistas y “fuertes”. El no peronismo generalmente ha propuesto8 una
autoridad política más procedimental, mediada, en tanto que el peronismo
generalmente ha valorizado la efectividad en la toma de decisiones por par-
te del conductor. En definitiva, las dos subdimensiones del eje cultural sepa-
ran posiciones más formalistas o “abstractas” de otras más concretas o “cru-
das”. Estas diferencias se reflejan, asimismo, en argumentaciones más
universalistas entre los primeros y posiciones más nacionalistas o telúricas
entre los segundos.

El eje izquierda-derecha cruza de forma autónoma este clivaje predomi-
nante, y también puede dividirse en dos subdimensiones. Por una parte,
una diferencia política entre izquierda y derecha, que separa posturas críticas
de las jerarquías y las autoridades tradicionales de aquellas posiciones que
defienden este tipo de valores y relaciones sociales. Por otra parte, una dife-
rencia socioeconómica, que diferencia sectores partidarios de una mayor igual-
dad en la distribución del ingreso de aquellos que apelan a una defensa más
estricta de la propiedad privada. En conjunto, ambas subdimensiones con-
figuran un eje izquierda-derecha9 que intercepta al político- y sociocultural,
definiendo así el mapa de la política argentina (ver Figura 1): un escenario
configurado por un conflicto principal entre peronismo y no peronismo,
entrecruzado por una división entre izquierda y derecha. Debe remarcarse
que el peronismo no es equivalente al cuadrante bajo, ya que ha habido
otros partidos (como el Modín de Aldo Rico) localizados en ese espacio. Al
igual que con las posiciones de izquierda y derecha, los espacios “alto” y
“bajo” existen como tales más allá de las fuerzas políticas que los expresen en
distintos momentos, y no son necesariamente una especificidad argentina.
De todas maneras, en aras de la simplicidad, y considerando el predominio
casi total que el peronismo ha tenido dentro del polo “bajo”, este artículo
utilizará referirá al clivaje “alto-bajo” y al clivaje peronismo – no peronismo
como equivalentes.

8 Como indica Ostiguy, que los sectores no peronistas propusieran (o se presentaran a sí
mismos) de esta forma no significa que su comportamiento efectivo se ajustara a ello.
9 También puede señalarse que, combinadas, las dos subdimensiones refieren a la pro-
puesta de Bobbio (1995), quien señala que la izquierda es la orientación genéricamente
favorable a la igualdad y la derecha a la desigualdad.
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Figura 1
El doble clivaje de la política argentina

Fuente: Elaboración del autor en base a la propuesta de Ostiguy (1998).
Nota: El eje horizontal ha sido sombreado para resaltar el predominio de la división
peronismo-no peronismo (es decir, que es más improbable “saltar” de un lado al otro
del eje horizontal que del eje vertical).

La utilidad de este enfoque radica en su capacidad explicativa de cier-
tos fenómenos a priori paradójicos. En un completo estudio sobre el com-
portamiento electoral reciente de la Argentina, Calvo y Escolar (2005) en-
cuentran que un tercio de quienes en 1989 votaron por la derechista Alianza
de Centro (Ucedé y fuerzas provinciales) optaron en 1995 por la candidatu-
ra centro-izquierdista del Frepaso. Aún más llamativo, los autores observan
que 79 por ciento de los electores de Acción por la República (también dere-
chista) en 1999 habían votado al Frepaso en 1995. Según Calvo y Escolar
(2005: 194-195), este comportamiento denota “una alta propensión al voto
estratégico. Bordón [Frepaso], por ejemplo, se transformó en un candidato
viable para un sector del voto antiperonista de derecha una vez que la Ucedé
fue absorbida por el menemismo”. Sin embargo, en la interpretación adop-
tada aquí sobre un doble clivaje que estructura la política argentina, este
comportamiento puede ser leído como sincero y no como estratégico: para
estos votantes, en 1995 el FG/Frepaso era sencillamente la opción más cer-
cana a sus preferencias, estructuradas por la dimensión bajo-alto (o
peronismo-no peronismo) antes que por el eje izquierda-derecha.
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II. Frente Grande: del realineamiento fallido al no peronismo

El origen del partido Frente Grande se encuentra, principalmente, en
la defección de un grupo de dirigentes peronistas que abandonaron el
Justicialismo en 1990 en rechazo a las políticas implementadas por el go-
bierno de Carlos Menem (Abal Medina, 2000, trata esto en profundidad).
Enfatizando el abandono por parte de Menem de las tradicionales políti-
cas estatistas y nacionalistas del justicialismo, inicialmente estos dirigen-
tes trataron de posicionarse como la expresión del peronismo verdadero.
Sin embargo, parece claro que a la hora de la competencia electoral en
1991, el Fredejuso (embrión del Frente Grande) ya había renunciado a esta
opción, colocando en sus principales candidaturas porteñas a dos claros
referentes del mundo no peronista de izquierda: Graciela Fernández Meijide
y Aníbal Ibarra10. En lugar de aspirar a desplazar a Menem y el PJ del polo
tradicionalmente peronista (personalista, decisionista, nacionalista), esta
reunión entre parte de la izquierda peronista y parte de la izquierda no
peronista sugiere la intención de activar el clivaje izquierda-derecha, en
desmedro del eje peronismo-no peronismo. Esta estrategia no resultó
exitosa electoralmente, pero como señala Ostiguy (en prensa: 48), “si el
Frente Grande se hubiera consolidado en una posición a la izquierda del
centro (en el eje izquierda-derecha) pero en el centro o en el bajo-modera-
do de la división alto-bajo, podría haber producido un claro realineamiento
de la política argentina, convirtiendo al eje izquierda-derecha en la princi-
pal división política”.

La noción de “realineamiento” está asociada a la de “coyuntura críti-
ca”, que su propulsor Key (1995) definiera como un comicio donde exis-
tiera, entre otras características, una “aguda alteración del clivaje preexis-
tente en el electorado (…) una elección en la que nuevos y duraderos
grupos electorales se formaran” (Key, 1955: 17). Este último fenómeno
puede deberse, sin embargo, a la satisfacción o insatisfacción de los votan-
tes con el desempeño de sus gobernantes, sin necesidad de que se produ-
jera un cambio en el eje de conflicto preponderante. Por el contrario, la
activación de una nueva línea de clivaje implica un realineamiento estruc-
tural, inducido por una transformación en la configuración misma del
conflicto social (MacDonald y Rabinowitz, 1987). Las dimensiones rele-
vantes para el electorado en la competencia política no están fijas, son
variables (Stokes, 1963). El fracaso en activar un polo de izquierda en los

10 Fernández Meijide era una activista de los derechos humanos, en tanto que Ibarra era un
ex fiscal que había renunciado a su cargo en oposición a los indultos de Menem a las juntas
militares. Claramente, su ubicación en el eje alto-bajo de Ostiguy se sitúa en el primer polo.
Ninguno provenía del peronismo.
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albores del menemismo impidió la aparición de este tipo de realineamiento
en la política argentina11.

Tras los magros resultados electorales de 1991, la dirigencia frentista
modificó su estrategia y concentró su apelación e identidad discursiva en
una posición definidamente “alta” en el clivaje peronismo-no peronismo
(Ostiguy, en prensa). Así, “a partir de 1992 (…) fueron centrando sus críti-
cas al gobierno en la subordinación del Parlamento por el Ejecutivo, los
intentos de reformar la Constitución con el solo objetivo de lograr la reelec-
ción, la degradación de la vida política provocada por la corrupción…”
(Novaro y Palermo, 1998: 92), relegando la crítica de izquierda por una de
tipo republicano y procedimentalista. Moderando su crítica económica en
el eje izquierda-derecha, el Frente Grande concentró su “oposición más frontal
al gobierno en el terreno republicano y en la independencia de los poderes”
(Abal Medina y Castiglioni, 1999: 322), “issues” tradicionales de la confron-
tación entre peronismo y no peronismo. Esta estrategia le permitió al parti-
do, especialmente en la Ciudad de Buenos Aires, disputar exitosamente al
radicalismo el electorado receptivo a ese discurso, sin alterar la línea de divi-
sión históricamente predominante. Si bien variaron los actores que encarna-
ron uno de los polos del clivaje, la fractura principal continuó siendo la
misma. De esta manera, y con apenas un par de años de existencia, el FG
logró enhebrar cinco triunfos consecutivos12 en la Ciudad de Buenos Aires,
con porcentajes que oscilaron entre 35 por ciento y 45 por ciento de los
votos entre 1994 y 1996 (ver Gráfico 1).

En 1991, con las candidaturas de Graciela Fernández Meijide a diputa-
da nacional y de Aníbal Ibarra a concejal, el recientemente creado Frente
por la Democracia y la Justicia Social (Fredejuso) obtenía en la Ciudad de
Buenos Aires el 4 por ciento de los sufragios (unos 70.000 votos). Dos años
después, en alianza con otros grupos políticos menores y ya bajo la denomi-
nación de Frente Grande, el líder partidario Chacho Álvarez obtenía en el
distrito capitalino el 13 por ciento de los votos (unos 260.000). Apenas un
año más tarde, en comicios de Convencionales Constituyentes, el FG prác-

11 El esquema espacial bidimensional que se utiliza en este artículo no contempla los costos
de transacción implicados en todo cambio político, y que pueden causar el fracaso de un
intento de realineamiento (Cox, 2004). De todas maneras, en una elección legislativa como
la de 1991, no concurrente con comicios presidenciales, y donde se utiliza un sistema electo-
ral proporcional combinado con magnitudes efectivas grandes en los cuatro distritos más
importantes (Provincia y Ciudad de Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba), difícilmente hayan
sido los constreñimientos del sistema electoral los que motivaran el fracaso del realineamiento.
12 En la única derrota en este período, en los comicios para Jefe de Gobierno de 1996, la
coalición Frepaso no presentó un candidato del Frente Grande, sino del Partido Socialista.
Fernández Meijide (FG), que encabezó en elecciones concurrentes la lista de candidatos a
constituyentes locales, sí triunfó en su categoría.
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Gráfico 1
Evolución electoral del Frente Grande en la Ciudad de Buenos Aires

Fuente: Elaboración del autor en base a datos del Ministerio del Interior.
Nota: Denominación partidaria en los distintos comicios. 1991 (Diputados Naciona-
les): Fredejuso. 1993 (Diputados Nacionales) y 1994 (Constituyentes Nacionales):
Frente Grande. 1995 (Presidencial, Diputados Nacionales y Senador Nacional) y
1996 (Constituyente de la Ciudad de Buenos Aires): Frepaso. Los comicios de Jefe de
Gobierno de 1996 no se incluyen dado que el candidato del Frepaso no pertenecía al
Frente Grande. En las elecciones de senador de 1992 el FG apoyó al Frente del Sur.

ticamente triplicaba su caudal electoral (700.000 sufragios, el 37 por ciento)
y obtenía un rotundo triunfo en la capital del país. En los comicios presi-
denciales de 1995, como líder de la confederación Frepaso, la fuerza era
apoyada por 900.000 porteños (45 por ciento). Unos meses después, en
comicios senatoriales, Fernández Meijide repetía esa performance. Ya en
coalición con un socio de mayor envergadura, la Unión Cívica Radical, diri-
gentes frentistas repetirían sus éxitos en el distrito: Álvarez alcanzaba el 57
por ciento de los sufragios en las legislativas de 1997, e Ibarra era electo Jefe
de Gobierno de la ciudad en 2000, con el 50 por ciento de los votos.

La Unión Cívica Radical fue quien sufrió especialmente el crecimiento
frentista (Canton y Jorrat, 2002). Si en el plano nacional un tercio de los
votantes radicales de 1989 optaron por el Frepaso en 1995 (Gervasoni, 1998;
Calvo y Escolar, 2005)13, el perfil de esos votantes sugiere que ese número
fue incluso superior en la Ciudad de Buenos Aires. Mientras que en 1989 el
candidato presidencial radical Eduardo Angeloz14 obtenía el 45 por ciento

13 Tanto Gervasoni (1998) como Calvo y Escolar (2005) arriban a ese valor, aun si el primero
utiliza datos individuales de encuesta y los segundos realizan inferencias ecológicas a partir de
datos agregados. Esta cifra constituye el 60 por ciento de los votos del Frepaso en 1995.
14 Angeloz fue apoyado por la lista de la Unión Cívica Radical (36 por ciento) y la de
Confederación Federal Independiente (9 por ciento).
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de los votos en la ciudad, en 1995 el candidato Horacio Massaccesi no supe-
raba el 11 por ciento de los sufragios. Tanto los “fugados de la UCR” como
los “atraídos al Freapso” (Gervasoni, 1998) poseían niveles educativos y
socioeconómicos superiores al promedio, y precisamente en la Capital Fede-
ral se encuentran los niveles más altos de ingreso y nivel educativo del país15.
Si a eso sumamos que el Frepaso era la fuerza mejor evaluada (y el PJ la peor)
por los primeros, y que éstos constituían también un sector muy crítico del
programa económico (sólo 28 por ciento de apoyo), es factible colegir su
opción mayoritaria por la fórmula Bordón-Álvarez.

A esta alineación del FG/Frepaso en el eje no peronista del clivaje socio-
y político-cultural, se suma una moderada ubicación de centroizquierda en
el eje ideológico. Teniendo que definirse en una escala de 1 a 10 (siendo 1 la
posición más a la izquierda y 10 la posición más a la derecha), sus votantes se
posicionaron en 4,36, un punto y medio a la izquierda de los electores radi-
cales y casi dos a la izquierda de los peronistas16 (Seligson, 2003). Si bien
menos críticos del modelo económico vigente que los votantes radicales
(Gervasoni, 1998; Seligson, 2003; Novaro y Palermo, 1998), los frepasistas
eran también los electores más favorables a la intervención estatal para redu-
cir las diferencias entre ricos y pobres (Seligson, 2003). Esta caracterización
nos permite situar la identidad frepasista en el esquema anteriormente pre-
sentado. Con un perfil marcadamente “alto” (o no peronista) en el conflicto
político- y sociocultural y una ubicación moderadamente inclinada a la iz-
quierda en el eje ideológico (ver Figura 2), el FG/Frepaso cosechó sus mejo-
res resultados en los sectores de clase media de cierto nivel educativo17.

15 Según el Censo de 2001, 35 por ciento de los porteños poseen educación universitaria o
terciaria, frente a menos de 17 por ciento del promedio nacional. Asimismo, la ciudad tiene
un ingreso per cápita que triplica el del promedio del país (Indec, 2002).
16 Los diputados nacionales del Frepaso (3,50) también se ubicaban a la izquierda de sus
pares radicales (4,53) y justicialistas (5,24), presentando asimismo una menor desviación
estándar (Rosas y Zechmeister, 2000). Es interesante advertir que los representantes de los
distintos partidos se posicionan a sí mismos alrededor de un punto a la izquierda de donde su
ubican sus votantes.
17 En términos ocupacionales, Canton y Jorrat (1997: 23) caracterizan el voto frepasista
como integrado por “Empleados (fundamentalmente los de 45 años y más, previsiblemente
los de mayor jerarquía), cuenta propia, técnicos y comerciantes, además de estudiantes”.



593

Figura 2
Ubicación del FG/Frepaso en los dos clivajes de la política argentina

Fuente: Elaboración del autor en base a la propuesta de Ostiguy (1998) y a
datos presentados en Gervasoni (1998), Novaro y Palermo (1998) y Seligson
(2003).

III. Los herederos del Frente Grande:
una nueva oportunidad de realineamiento

El FG/Frepaso accedió al gobierno nacional en 1999, tras formar una
coalición (la Alianza) con la Unión Cívica Radical, con quien compartía la
identidad “alta”. Sin embargo, las dificultades en la gestión motivaron la
rápida crisis de la fuerza18, cuyo líder Chacho Álvarez renunció a su cargo
de vicepresidente de la Nación a fines del año 2000 y se retiró de la política
activa. Luego de la caída del gobierno en diciembre de 2001, en un grave
contexto económico y social, el FG/Frepaso se fragmentó en múltiples sec-
tores y dejó de funcionar como un partido político. Esta crisis del FG/Frepaso
abrió la posibilidad para el surgimiento de nuevos actores partidarios, y para
que —ahora sí— se modificara la línea de división fundamental del electo-
rado. En los comicios presidenciales de 2003 compitieron tres candidatos

18 Abal Medina (2007) presenta una explicación basada en la organización partidaria para
entender la rapidez tanto del crecimiento como de la crisis del FG/Frepaso.
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justicialistas (Menem, Kirchner, Rodríguez Saá) y dos emigrados del radica-
lismo (López Murphy, Carrió), cada uno de los cuales tenía una ubicación
relativamente definida en el esquema político. Los candidatos peronistas,
como es de preverse, se presentaron compitiendo por el espacio “bajo” aun-
que separados por una amplia distancia entre sí, principalmente entre
Kirchner (más cercano al centro del espectro) y Rodríguez Saá (con una
posición marcadamente “baja”). Los candidatos de extracción radical, en
tanto, realizaron campañas acordes con el perfil republicano, formalista y
más “intelectual”19 propio del polo “alto” del clivaje. En cuanto al eje iz-
quierda-derecha, Carrió y Kirchner podían ser localizados a la izquierda del
centro, en tanto que Menem y López Murphy expresaban una posición más
derechista20 (Ostiguy, 2005).

De acuerdo a la propuesta de la Figura 2, el espacio dejado vacante por el
Frente Grande/Frepaso fue ocupado principalmente por el ARI de Elisa Carrió21,
y parcialmente por Recrear de Ricardo López Murphy (el espacio “alto” de
centro y centroderecha) y el Frente para la Victoria de Néstor Kirchner (en la
centroizquierda más cercana al polo “bajo”). Desde esta perspectiva, es factible
colegir que la mayoría de los votantes del FG/Frepaso optaron por alguna de
estas fuerzas, en tanto que los candidatos Menem y Rodríguez Saá práctica-
mente no deberían recibir apoyos frentistas. Pero una predominante opción por
las candidaturas de centroizquierda (Carrió y Kirchner) o por las candidaturas
“altas” (Carrió y López Murphy) tendría implicancias distintas para la dinámica
del sistema partidario: mientras que el último caso sugeriría la persistente
centralidad del clivaje peronismo-no peronismo, la primera posibilidad indica-
ría un eventual realineamiento del sistema según criterios ideológicos. Final-
mente, la existencia de transferencias electorales erráticas, no estructuradas por
ninguna de ambas dimensiones de conflicto, indicaría un dealineamiento o
incluso una descomposición (Roberts, 2005) del sistema partidario; esto podría
ocurrir si una eventual erosión del clivaje principal no fuera acompañada de un
nuevo eje estructurante y de nuevas identidades que anclaran el comporta-
miento de los votantes. Este artículo se propone desentrañar cuál de estos cami-
nos adoptó la competencia partidaria en la Ciudad de Buenos Aires.

La realización de encuestas a los mismos votantes a través del tiempo
sería una adecuada opción metodológica para responder a esta pregunta.
Sin embargo, la inexistencia de este tipo de panel data genera la necesidad de

19 Ambos candidatos habían adquirido protagonismo político tras desarrollar una larga tra-
yectoria académica y profesional: Carrió como abogada y López Murphy como economista.
20 Rodríguez Saá es el candidato más difícil de localizar en el eje ideológico, aunque durante
la campaña su discurso económico fue adoptando una posición claramente izquierdista.
21 De hecho, cuando el Partido Socialista (“alto” de centroizquierda) rompió con el FG su
alianza (Frepaso), se incorporó al ARI.
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apelar a los datos agregados que presentan los propios resultados electora-
les. La Ciudad de Buenos Aires está dividida en 28 circunscripciones electo-
rales, y el Ministerio del Interior brinda información sobre los comicios con
este nivel de desagregación. Sin embargo, esta cantidad de casos dificulta la
posibilidad de realizar regresiones ecológicas con suficiente robustez, por lo
que se optó por utilizar resultados con un mayor nivel de desagregación,
provenientes de 209 circuitos electorales en los que también se divide a la
ciudad (éste es el nivel más cercano a las mesas de votación)22.

Como es sabido, la inferencia ecológica supone la determinación de
comportamientos individuales a partir de datos agrupados, lo cual es pro-
blemático por la posibilidad de caer en la denominada falacia ecológica
(Robinson, 1950): es decir, atribuir a las subunidades de un grupo conduc-
tas propias del grupo como un todo. Sin embargo, en ausencia de datos
individuales resulta necesario efectuar esta inferencia, reconociendo la exis-
tencia de ciertos supuestos previos. Este trabajo utiliza la metodología de
inferencia ecológica propuesta por Goodman (1953, 1959; ver también
Freedman, 1999), que asume la existencia de una constancia en el comporta-
miento de los votantes a lo largo de las unidades territoriales estudiadas. Por
ejemplo, en nuestro caso se da por supuesto que los votantes del FG/Frepaso
no varían sistemáticamente su comportamiento según vivan en cierto cir-
cuito o en otro de la ciudad; así, si en la siguiente elección optan
mayoritariamente por el partido X, esa opción se asume como generalmen-
te uniforme en todo el territorio. Esta propuesta se contrapone a los llama-
dos neighborhood models, que suponen que la localización territorial de los
votantes es el factor más importante que explica su comportamiento23.

El modelo propuesto es el siguiente. Se conoce el porcentaje de votos
obtenidos por el FG/Frepaso en 1995 en cada uno de los 209 circuitos elec-

22 Dada la dificultad en obtener información a nivel de circuito, en este trabajo se han
debido comparar los resultados electorales de dos categorías distintas: mientras que de
1995 se toman los comicios a Diputados Nacionales, de 2003 se consideran las elecciones
presidenciales. Si bien metodológicamente esto no es óptimo, los resultados a nivel circuns-
cripción sugieren que la distribución de votos frepasistas no presenta mayores alteraciones
entre las categorías presidencial y legislativa (sí en términos absolutos, pero no en su distri-
bución, que es lo relevante en la regresión realizada).
23 El abanico de herramientas metodológicas existente para estos análisis es muy amplio.
Agnew (2002) presenta un abordaje geográfico alternativo al de los neighborhood models.
King (1997) presenta una metodología de inferencia ecológica que entiende como superadora
de la aquí utilizada, aunque se ha afirmado que “en la vasta mayoría de los casos” ambos
métodos generan resultados idénticos (Cho y Manski, 2008: 10). Aunque los neighborhood
models suponen un impacto del vínculo territorial que parece excesivo en una ciudad como
Buenos Aires (en la que una proporción significativa de la población realiza la mayoría de sus
actividades cotidianas fuera del barrio en el que reside), un análisis a nivel nacional del
sistema partidario debería incluir esta variable, considerando la creciente territorialización
del comportamiento electoral, especialmente en los comicios de 2003 (ver Leiras, 2006).
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torales, así como el porcentaje obtenido en 2003 por distintos partidos en
esos mismos circuitos. Lo que no se conoce es qué fracción de los votantes
frepasistas votó por cada uno de los distintos partidos en 2003. Veamos la
Tabla 1. Nosotros conocemos qué porcentaje de votos obtuvieron el Frepaso
en 1995 (Xi) y los distintos partidos (en este caso, el ARI) en 2003 (Yi) en
cierto distrito i. Lo que no conocemos y queremos saber es qué fracción de
Xi integra Yi, es decir, ß1

i.

Tabla 1

Si suponemos, como propone Goodman, que ß1
i y ß2

i se mantienen
constantes en todos los distritos (es decir, que ß1

i = ß1 y que ß2
i = ß

2), es
posible realizar mediante mínimos cuadrados una estimación de Yi en Xi
que no resulte sesgada. En la ecuación resultante

Yi = a + b.Xi + ei

ß2
i está dado por la ordenada al origen y ß1

i por la suma de la ordenada
y la pendiente (a + b), en tanto que e es un error que se asume como distri-
buido de modo normal entre los distritos. La Tabla 2 presenta los resultados
obtenidos tras correr esta regresión utilizando Stata 9.

Tabla 2
Regresión ecológica: votos FG/Frepaso (1995) y varios partidos (2003)

Número de observaciones: 209 circuitos electorales de la Ciudad de Buenos Aires.
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Estos valores presentan algunos problemas. El principal, y que ocurre
con cierta frecuencia utilizando esta técnica, es que el coeficiente para Re-
crear se encuentra fuera de los parámetros válidos (0,1) de la regresión
ecológica: tomado literalmente, significaría que un número negativo (-48
por ciento) de los votantes frepasistas optaron por Recrear, algo lógicamente
imposible. En este caso, incluso el intervalo presenta signo negativo, lo que
impide tomar ningún valor por encima de 0. El otro problema significativo
radica en el valor moderadamente bajo que presentan las R-cuadradas (ex-
cepto la del ARI), lo que impide atribuir un valor importante de la variación
encontrada a la variable independiente postulada (voto por el Frepaso en
1995). ¿Pero qué pasaría si incluimos entre las variables independientes a las
otras fuerzas relevantes de 1995? Es decir, ¿qué pasaría si dejamos de supo-
ner que todo el no voto Frepaso 95 (ß2

i) se comporta uniformemente? Los
resultados de la nueva regresión se presentan en la Tabla 3.

Tabla 3
Regresión ecológica 1995-2003 (a + b)

Para esta nueva regresión incluimos como variables independientes a
las cuatro listas que lograron colocar diputados nacionales en los comicios
de 1995: además de la del FG/Frepaso, la del Partido Justicialista (PJ), la de
la Unión Cívica Radical (UCR) y la de la Unión del Centro Democrático
(Ucedé), que, al igual que el PJ, postulaba a Menem en la boleta presiden-
cial. Mientras que la UCR tenía un posicionamiento en los dos ejes relativa-
mente similar al del FG/Frepaso (aunque un tanto menos definido, dados
los vaivenes del partido tras el Pacto de Olivos), el PJ y la Ucedé apoyaban a
un mismo candidato presidencial desde ubicaciones muy distintas en el eje
alto/bajo, ya que la Ucedé era un partido de derecha marcadamente no
peronista.
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En comparación con la anterior (Tabla 2), la nueva regresión presenta
valores similares para ARI (Carrió), Frente de la Lealtad (Menem) y Frente
del Movimiento Popular (Rodríguez Saá), mientras que Recrear (López
Murphy) y Frente para la Victoria (Kirchner) presentan diferencias. Menem
y Rodríguez Saá prácticamente no reciben apoyos frepasistas (en el caso de
Menem el valor se ubica fuera de los parámetros). Estos resultados son tam-
bién coherentes con nuestro esquema: la ubicación de centroderecha
peronista de Menem lo colocaba a una máxima distancia de la posición
frepasista (centroizquierda no peronista), y la posición marcadamente “baja”
de Rodríguez Saá (aunque más difusa en el eje izquierda-derecha) también
lo situaba lejos del votante mediano frentista. Como es de esperar, ambos
reciben la mayor parte de sus votos de la boleta del PJ 1995, la única que en
aquel entonces (a diferencia de las de Frepaso, UCR y Ucedé) se situaba en
el polo bajo.

El ARI es claramente la fuerza que recibe mayor proporción de los
votos frepasistas: alrededor de 60 por ciento de quienes optaron por el
Frepaso en 1995 lo hicieron por Elisa Carrió en las presidenciales de 2003.
El ARI “hereda” la posición de centroizquierda no peronista ocupada an-
teriormente por el FG/Frepaso, y por eso no es sorprendente la fuerte
correlación positiva en el voto de ambas fuerzas, reforzada además por
una importante R cuadrada. Esto indica que el voto frepasista de 1995
explica una importante proporción de la variación encontrada, y es así un
buen predictor del voto ARI 2003. Excepto por su líder Elisa Carrió, la
amplia mayoría de los dirigentes del ARI provenían del FG/Frepaso, y su
prédica republicana por la transparencia política acercaba indudablemen-
te el perfil de ambas fuerzas. La transferencia de electores de una fuerza a
otra indicaría, así, la permanencia de muchos ex votantes frepasistas en el
mismo espacio de la centroizquierda no peronista. Sin embargo, esta con-
tinuidad no nos permite saber si fue el carácter centro-izquierdista o el
carácter no peronista del ARI el más influyente en el comportamiento de
los electores.

Para responder esa pregunta debemos analizar a Recrear y al Frente
para la Victoria, que comparten una característica y difieren en la otra con
el FG/Frepaso: en un caso (Frente para la Victoria), coinciden en el eje
izquierda-derecha pero no en el eje peronismo-no peronismo; en el otro
(Recrear), comparten la posición “alta” pero no la ubicación ideológica. Si
el clivaje peronismo - no peronismo continuara siendo el conflicto predo-
minante en la política argentina, debería esperarse una asociación positiva
del voto frepasista con el de Recrear, pero no con el del Frente para la
Victoria; en cambio, si el eje ideológico izquierda-derecha explicara la
estructuración del sistema partidario la relación debería ser la opues-
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ta24. Los resultados de la Tabla 3 sugieren una interpretación intermedia y
algo más compleja.

En efecto, en la composición del voto de Recrear encontramos tres fuen-
tes principales: en primer lugar, una alta transferencia de los votos de la
Ucedé 1995, aunque este valor también excede los parámetros (0,1). Esta
transferencia también está en sintonía con nuestro esquema, dado que am-
bas fuerzas comparten una definida posición de centroderecha no peronista.
La segunda fuente de los votos de Recrear es la Unión Cívica Radical, otro
partido situado en el polo “alto” y del que provenía, precisamente, su candi-
dato López Murphy. Finalmente, Recrear recibe votos frepasistas, también
del cuadrante alto pero más alejados ideológicamente25. En cambio, no pre-
senta asociación positiva con el voto PJ 1995, claramente situado en el polo
peronista. Es decir, todas las fuerzas situadas en el sector “alto” transfieren
votos a Recrear, decreciendo la intensidad con que lo hacen a medida que se
alejan del centroderecha y se acercan al centroizquierda; en cambio, no reci-
be votos desde el polo “bajo”.

El Frente para la Victoria, en cambio, toma votos de ambos sectores del
eje alto-bajo y del eje izquierda-derecha. Tanto los votantes del Frepaso (“alto”
de centroizquierda) como los del PJ (“bajo” de centroderecha) se trasladan
en proporciones similares (poco más de un cuarto) hacia el Frente para la
Victoria, que también recibe votos radicales aunque no de la Ucedé. En
síntesis, solamente desde el cuadrante de la centroderecha no peronista (el
más alejado de su ubicación) no recibe votos, mientras que sí lo hace desde
el polo “bajo” y desde el centro y la centroizquierda “alta”. Este origen diver-
so de sus votantes puede obedecer al propio carácter heterogéneo de esa
fuerza. Si bien su fórmula presidencial (Kirchner-Scioli) estaba compuesta
por dos dirigentes peronistas que, a diferencia de la fórmula frepasista en
1995, no parecían interesados en romper con el Justicialismo26, el propio
Kirchner tenía un perfil sólo moderadamente bajo en el clivaje peronismo-
no peronismo (Ostiguy, 2005). Durante la campaña, incluso, el Frente para
la Victoria recibió algunos apoyos extrapartidarios (varios de ellos prove-

24 El análisis aquí propuesto toma como constantes ciertas variables que sin dudas influyen
en los outcomes electorales. Un votante podría tener más cercanía (en términos espaciales de
los dos ejes) con algún candidato o fuerza política y a pesar de eso optar por otro debido a su
carisma personal, la confianza que le despierta, etc. Aquí supondremos que la opción por
cierta candidatura es consecuencia de una mayor cercanía a su posicionamiento en los ejes.
25 El encuestador Rosendo Fraga lo presentaba a López Murphy, un mes antes de los
comicios, como “el candidato de la clase media (…) tras el derrumbe del Frepaso y la desarti-
culación de la UCR” (“Honestidad y eficacia en un solo candidato”, en diario La Nación, 22/
04/03). Sin embargo, los datos del Tabla 3 muestran que el ARI fue el principal receptor de
ese electorado.
26 De hecho, su principal respaldo estaba dado por el entonces presidente (peronista)
Eduardo Duhalde.
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nientes del FG/Frepaso) y del mundo intelectual tradicionalmente “alto”27.
Asimismo, la posibilidad de que dos candidatos ubicados en el centroderecha
como Menem y López Murphy accedieran a la segunda vuelta puede haber
incentivado, según se sostuvo en ese momento en la prensa28, a algunos
votantes de centroizquierda “altos” a votar por Kirchner, quien aparecía mejor
situado en las encuestas que la también centroizquierdista Carrió. Si este
último fuera el caso, el comportamiento estratégico de esos votantes deno-
taría la prioridad otorgada a la ubicación en el eje izquierda-derecha en des-
medro del eje peronismo-no peronismo, optando por el peronista de
centroizquierda Kirchner en lugar del no peronista de centroderecha López
Murphy. Pero esto, evidentemente, excede las posibilidades de constatación
empírica de este trabajo.

IV. Las estrategias de los actores
y el comportamiento electoral en 2005

Si, como fue señalado al comienzo de este artículo, la relevancia de los
distintos clivajes depende de su activación por parte de los actores políticos,
debemos analizar los comicios de 2005 para determinar en qué medida las
acciones del presidente Kirchner y de sus opositores impactaron en la es-
tructura de clivajes. La gestión de Kirchner (peronista, es decir, ubicado en
el polo “bajo”) se caracterizó, especialmente en sus primeros años, por el
importante rol otorgado a líderes políticos provenientes del FG/Frepaso (es
decir, del polo “alto”), quienes ocuparon distintos ministerios, secretarías,
subsecretarías, embajadas y listas legislativas oficialistas. Más aún, la casi
totalidad de los dirigentes partidarios que continuaron en política tras la
crisis del FG se enrolaron en el Frente para la Victoria (kirchnerista), con

27 La Dirección Nacional del Frente Grande no apoyó oficialmente a ningún candidato,
aunque dejó en libertad de acción a sus afiliados para votar por candidatos que representa-
ran “fragmentos de lo nuevo”, como Kirchner, Carrió y el socialista Bravo (Abal Medina,
2007). Numerosos dirigentes del FG sí dieron un apoyo explícito a Kirchner, como Juan
Pablo Cafiero (ex Ministro de Desarrollo Social de la Nación), Darío Alessandro (ex Presi-
dente del bloque de Diputados Nacionales del Frepaso), Eduardo Sigal (entonces Presidente
del FG de la Provincia de Buenos Aires) y autoridades partidarias de la Ciudad de Buenos
Aires (Ariel Schiffrin, Juan Manuel Abal Medina, Abel Fatala). Entre los intelectuales no
peronistas que apoyaron a Kirchner se encuentran los sociólogos Torcuato Di Tella y Julio
Godio y el periodista Martín Granovsky (ver “Kirchner presentó su libro, en busca de los
votos progresistas”, en diario Clarín, 16/04/03), así como el ex juez (y dirigente frepasista)
Eugenio Zaffaroni. En el Apéndice se presentan las estrategias adoptadas por los principales
dirigentes del FG luego de la crisis partidaria.
28 Ver, por ejemplo, “En el final de la campaña, el ‘voto útil’ define la elección” (diario Clarín,
24/04/2003).
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muy aisladas excepciones que se dirigieron al ARI. La mayoría de los diri-
gentes más relevantes del partido (ver Apéndice) pasó a apoyar al
kirchnerismo, ampliando los apoyos brindados al momento de la elección
de 2003. Así, podríamos esperar que el FpV consolidara o incluso aumenta-
ra los votos recibidos desde el Frepaso 1995, vis à vis los comicios de 2003.

Del mismo modo, el ARI de Elisa Carrió mantuvo en este período su
perfil “alto”, aunque con un cierto movimiento hacia la derecha en el otro
clivaje relevante. Elisa Carrió fue acompañada en 2005 por los candidatos a
legisladores Enrique Olivera y Teresa Anchorena, quienes provenían de los
sectores más conservadores y socialmente más acomodados del radicalismo.
Su discurso, a su vez, pretendió eliminar la importancia del eje izquierda-
derecha, afirmando que no creía en “ser de derecha, centro o izquierda”29, y
centrando sus críticas al gobierno en apelaciones republicanas y morales. De
esta manera, Carrió trataba de reafirmar el clivaje tradicional (peronismo-
antiperonismo), posicionando a Kirchner como referente del primer polo y a
ella misma liderando el segundo. Si esta estrategia fue exitosa, debería esperarse
una mayor transferencia que la recibida en 2003 desde la Ucedé 1995, así como
una transferencia desde López Murphy 2003 (ambos “altos” de derecha).

De todas formas, la posición definidamente de centroderecha la representó
en 2005 Mauricio Macri, del partido PRO. Aliado a Ricardo López Murphy (y
por lo tanto, probable receptor de sus votos), Macri tenía sin embargo un perfil
mucho menos claro en el eje “alto-bajo”. Su rol como presidente de Boca Juniors,
el club de fútbol más popular de la Argentina, le brindaba un estilo llano del que
López Murphy y todos los otros políticos “altos” carecían. Así, Macri podía “ha-
blarles” tanto a los sectores “altos” de derecha (de los que él mismo provenía)
como al electorado “bajo” de derecha, rompiendo con el clivaje tradicional. Si
Macri efectivamente logró realizar esto, deberíamos esperar que recibiera prin-
cipalmente sus votos desde las boletas de Ucedé 1995 (“alto” de derecha) y PJ
1995 (“bajo” de derecha), así como desde López Murphy 2003 (“alto” de dere-
cha) y Menem 2003 (“bajo” de derecha).

A partir de las estrategias de los actores, podemos prever entonces que
en 2005:

- el FpV continuara recibiendo votos desde los sectores “bajos” en general
(PJ 1995) y los “altos” de centroizquierda (Frepaso 1995), a los que había
apelado con particular énfasis en esos dos primeros años de gestión.
- el ARI mantuviera su perfil marcadamente “alto”, aunque con una
mayor transferencia desde la derecha (Ucedé 1995, López Murphy 2003).
- el PRO tomara votos de la derecha, tanto del polo “alto” (Ucedé 1995,
López Murphy 2003) como del “bajo” (PJ 1995, Menem 2003).

29 Ver “Un liberal decente es mejor que un socialista corrupto”, en diario Clarín (29/09/2005).
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Pasemos a la constatación empírica, entonces, utilizando la metodolo-
gía de la regresión ecológica. La Tabla 4 presenta las transferencias de votos
entre los comicios de 1995 y 2005.

Tabla 4
Regresión ecológica 1995-2005 (a + b)

En comparación con las elecciones de 2003, el FpV mejora su atracción
de los votantes del PJ 1995, mientras que mantiene la transferencia desde el
Frepaso 1995 y registra una leve pérdida desde la UCR 1995. De esta mane-
ra, vemos que el FpV continúa recibiendo una proporción de los votos “al-
tos” de centroizquierda del Frepaso, pero que sus avances se producen en el
electorado peronista (“bajo”). Recordemos que en 2003 se presentaron tres
candidatos justicialistas (Menem, Kirchner, Rodríguez Saá), mientras que
en 2005 Kirchner ya se había consolidado como el líder del peronismo, sin
otras candidaturas (al menos en la Ciudad de Buenos Aires) que fragmenta-
ran ese voto. Por lo tanto, el kirchnerismo retuvo su proporción de votantes
“altos”, pero sin lograr ampliarla pese a las numerosas apelaciones a dicho
electorado.

El ARI se mantiene como el principal receptor de los votos “altos” de
centroizquierda del Frepaso 1995, aunque esta vez (a diferencia de 2003)
también toma votos “altos” de centroderecha de la Ucedé 1995. La estrate-
gia de moderada “derechización” del partido probablemente haya alentado
esta transferencia. Sin embargo, el ARI pierde todos los votos que recibía
desde la UCR 1995, pese al origen radical de su líder y candidata Elisa
Carrió. Aunque fuera de los parámetros (0,1), el ARI continúa sin recibir
votos “bajos” (PJ 1995), algo esperable considerando el perfil marcadamente
“alto”, republicano y procedimentalista, adoptado por el partido en este
período.

PRO es el principal receptor (aunque, nuevamente, con una cifra fuera
de los parámetros) del voto “alto” de centroderecha (Ucedé 1995), mientras
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que, como esperábamos por el estilo popular de su candidato Macri, tam-
bién toma una significativa proporción del voto PJ 1995, un territorio veda-
do para su aliado López Murphy en 2003. En cambio, mientras que López
Murphy sí había obtenido una porción del voto Frepaso 1995, la candidatu-
ra de Macri (también de derecha pero más “baja” que la de su aliado) no
recibe votantes “altos” de centroizquierda del Frepaso. PRO sí recibe una
elevada proporción del voto UCR 1995, que en 2003 se había transferido en
múltiples direcciones. Excepto por esta última transferencia, la recepción
de los votos de Ucedé y PJ 1995, y la nula transferencia desde el Frepaso, se
encuentran dentro de lo esperable en nuestro modelo.

Un análisis de las transferencias electorales entre 2003 y 2005 nos per-
mitirá conocer mejor cómo las estrategias de los actores en este período
impactaron en el comportamiento de los votantes, sea contribuyendo a un
realineamiento de las preferencias o hacia una consolidación de la estructu-
ra de clivajes previa. La Tabla 5 presenta la regresión ecológica de ambos
comicios.

Tabla 5
Regresión ecológica 2003-2005 (a + b)

Estos datos ratifican lo previamente indicado. PRO es el principal re-
ceptor de los votos de López Murphy y Menem (ambos candidatos del
centroderecha, uno “alto” y el otro “bajo”), pero no recibe votos de Carrió y
Kirchner (ambos del centroizquierda, “alto” y moderadamente “bajo”, res-
pectivamente). Por lo tanto, su candidatura se estructura según el eje iz-
quierda-derecha, tomando votantes de ambos polos del clivaje tradicional
peronismo-no peronismo. Por el contrario, el ARI de Elisa Carrió constitu-
ye una opción definidamente “alta”, reteniendo una alta proporción de sus
votantes de 2003 (“altos” de centroizquierda) pero tomando también votos
de López Murphy (“altos” de centroderecha). ARI no recibe votantes desde
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el polo “bajo”, estructurándose netamente según el eje peronismo-
antiperonismo como expresión de este último segmento.

El kirchnerista FpV constituye una opción intermedia. Como vimos en
las transferencias 1995-2003 y 1995-2005, esta fuerza recibe votos prove-
nientes del FG/Frepaso (“altos” de centroizquierda), que complementan su
apoyo principal del segmento “bajo”. Si analizamos las transferencias 2003-
2005, observamos que FpV toma votos del cuadrante “bajo” de centroderecha
(Menem) y, en menor medida, “alto” de centroizquierda (Carrió), pese a que
éstos se encuentran a la máxima distancia entre sí. Evidentemente, los pri-
meros se trasladaron al FpV por su carácter “bajo”, mientras que los segun-
dos lo hacen por su perfil de “centroizquierda”. Así, el electorado del FpV se
halla estructurado por ambas dimensiones de la competencia política, con
un predominio de votantes peronistas complementado por un segmento
no peronista de centroizquierda.

Finalmente, debe marcarse que ninguna de las transferencias analiza-
das en todo el período 1995-2005 registra proporciones significativas de
votantes que podríamos definir como “erráticos”, es decir, votantes que pa-
saran de situarse en cierto cuadrante a ubicarse en el cuadrante localizado a
la máxima distancia de aquél. No se verifican transferencias “diagonales”
(de “bajo” de izquierda a “alto” de derecha y viceversa; de “alto” de izquierda
a “bajo” de derecha y viceversa). Esto denota que, en mayor o menor medi-
da, ambas dimensiones estructuran efectivamente el comportamiento de
los votantes, por lo que no se registra un “dealineamiento” (Flanagan y Dalton,
1990) o una “descomposición” (Roberts, 2005) del sistema partidario30. La
competencia política no se ha transformado en una puja de liderazgos
personalistas desvinculados de identidades reconocibles por (y significati-
vas para) los electores. El ocaso de ciertos partidos no ha implicado el ocaso
de los clivajes que expresaban y contribuían a reproducir.

V. Conclusiones

Hemos partido de entender a la política argentina como estructurada
por dos líneas de división fundamentales: una que separa a posiciones po-
lítico-económicas de izquierda de otras de derecha; y una segunda división,

30 Este artículo no analiza a los partidos sino al sistema de partidos, pero es posible que
ciertas características organizativas del Partido Justicialista (su informalidad, su flexibilidad)
lo protegieran de posibles crisis como la sufrida por la UCR, y contribuyeran por tanto a
evitar la descomposición del sistema (ver Levitsky, 2005). Aunque los partidos pueden des-
aparecer sin modificar al sistema, la supervivencia del peronismo puede haber sido un “an-
cla” para el mismo, combinado con la influencia de la política y las elecciones subnacionales
(Malamud y De Luca, 2005).
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que enfrenta a posturas personalistas y decisionistas de otras que se presen-
tan como más republicanas y procedimentalistas. Tradicionalmente, el sis-
tema de partidos ha estado dominado por dos fuerzas, el justicialismo y el
radicalismo, escasamente diferenciadas en el eje izquierda-derecha pero
notoriamente divididas en cuanto a la otra línea de conflicto. Las diferen-
cias ideológicas se han expresado más como divisorias al interior de los gran-
des partidos que como separaciones entre ellos (Ostiguy, 1998). Sin embar-
go, el resquebrajamiento del bipartidismo tradicional ha planteado la pre-
gunta sobre si el nuevo sistema de partidos (todavía emergente) expresa y
actúa sobre la misma línea de fractura o es indicativo de una novedosa rele-
vancia del conflicto ideológico. Esa pregunta ha guiado este artículo.

A modo de primera aproximación a la cuestión se eligió enfocar el terri-
torio de la Ciudad de Buenos Aires, dada la existencia en este distrito de
datos electorales con un nivel relativamente elevado de desagregación. El
principal interés se posó en el partido Frente Grande/Frepaso, la primera
fuerza en desafiar exitosamente el bipartidismo radical-peronista, imponién-
dose en el distrito porteño en cinco elecciones consecutivas. La posterior
disolución de este partido ha planteado la pregunta: ¿a dónde han ido sus
votantes? ¿La emergencia de nuevos actores partidarios ha seguido la frac-
tura peronismo-no peronismo (como lo hizo en su momento el FG/Frepaso)
o se ha orientado según más discernibles líneas ideológicas? ¿Acaso no ha
seguido ninguna de estas dimensiones, y el sistema partidario se ha
dealineado en torno a líderes personalistas carentes de anclajes en ejes de
competencia reconocibles? Para responder a estas preguntas se apeló al aná-
lisis de los datos electorales mediante regresión ecológica. Pese a las limita-
ciones de esta herramienta, la inexistencia de datos individuales convierte
en ineludible la utilización de datos agregados.

La información brindada por las regresiones admite interpretaciones
en distintos sentidos. Por un lado, entre 1995 y 2003 la mayoría de las trans-
ferencias se mantienen dentro de un mismo polo en el clivaje peronismo-no
peronismo: la Ucedé transfiere a López Murphy, el PJ a candidatos peronistas
(Menem, Kirchner y Rodríguez Saá), y el FG/Frepaso lo hace mayormente a
candidatos no peronistas (Carrió y López Murphy)31; solamente la UCR,
de confuso perfil tras el Pacto de Olivos, transfiere votos en distintas direc-
ciones, aunque incluso en este caso la mayoría de sus votantes se mantiene
dentro del sector “alto”. Desde esta perspectiva, la mayoría de los votantes
del distrito parecen seguir estructurando su decisión de acuerdo al clivaje

31 En su análisis de los comicios de 2003 a nivel nacional, Calvo y Escolar (2005: 233)
sostienen que “si se compara el tipo de implantación geográfica del Frepaso en 1995 con (…)
López Murphy más Elisa Carrió en el 2003, encontraremos una sorprendente similitud
entre el Frepaso 1995 y la suma de los dos candidatos de origen aliancista en el 2003”.
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“alto-bajo”, relegando consideraciones ideológicas de izquierda y derecha.
Por lo tanto, la separación central de la sociedad y de los partidos políticos
refiere a la tradicional confrontación político- y sociocultural entre el
peronismo y el no peronismo, sin que el cambio en la composición del siste-
ma de partidos hubiera alterado su dinámica y pauta de funcionamiento
principal. Pese al cambio de actores partidarios, los comicios de 2003 no
marcarían un realineamiento del sistema de partidos (Ostiguy, 2005).

Desde otra perspectiva puede advertirse en esta elección una importan-
cia mayor del eje ideológico. En primer lugar, incluso en partidos (como
Recrear) que reciben todos sus votos de partidos ubicados en el mismo sec-
tor del eje “alto-bajo”, la intensidad de estas transferencias se vincula tam-
bién con la ubicación en la dimensión izquierda-derecha: así, la Ucedé
(centroderecha, como Recrear) le transfiere una mayor proporción de sus
votantes que la UCR (centrista), y ésta una mayor proporción que el FG/
Freapaso (centro-izquierdista). Esto significa que la división ideológica es
también una dimensión que influye en el comportamiento electoral. En
segundo lugar, y enfocando en el caso de mayor interés para este artículo, se
advierte que una parte significativa del electorado frepasista (alrededor de
un cuarto de sus votantes) decide en el 2003 “saltar” hacia el polo peronista
del clivaje “alto-bajo”. El perfil sólo moderadamente “bajo” del Frente para
la Victoria, su posicionamiento centro-izquierdista y sus mejores perspecti-
vas preelectorales (en relación a la otra fuerza de centroizquierda, el ARI)
pueden haber motivado esta transferencia.

¿Alcanza esto para hablar de la activación de una nueva línea de clivaje?
Para evitar “estiramientos conceptuales” (Sartori, 1984) debemos volver a
las definiciones utilizadas al desarrollar el esquema teórico del trabajo. La
noción de “realineamiento” de Key (1955) requiere que los nuevos
agrupamientos sean “duraderos”, lo que implica una perspectiva temporal
más amplia que el análisis aquí realizado. Una segunda parte de esta in-
vestigación abordó, por lo tanto, las elecciones de 2005 en la Ciudad de
Buenos Aires. Desde la perspectiva sobre los clivajes que adoptamos aquí
(la que entiende que los actores políticos pueden influir en la estructura
del conflicto social y no sólo “reflejarlo”), es indudable que la gestión de
Kirchner, con su convocatoria a diversos sectores políticos del mundo no
peronista, puede haber inducido nuevas alteraciones en la dinámica
interpartidista.

Los comicios de 2005 muestran que al menos una fuerza política (el
PRO) efectivamente “corta” transversalmente los dos bloques del antiguo
clivaje. Mauricio Macri recibe en 2005 elevados niveles de votantes de la
centroderecha “alta” (Ucedé 1995, López Murphy 2003) y de la
centroderecha “baja” (PJ 1995, Menem 2003), sin atraer electores de
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centroizquierda. Sus votantes se estructuran según el eje izquierda-dere-
cha. Sin embargo, el ARI de Elisa Carrió muestra el perfil opuesto: una
atracción de votantes “altos”, principalmente de centroizquierda (Frepaso
1995, Carrió 2003) pero también algunos de centroderecha (Ucedé 1995,
López Murphy 2003), sin recibir votantes del polo “bajo”. Por lo tanto,
esta fuerza exhibe un claro posicionamiento en la antigua línea de conflic-
to, pero un más diluido perfil en términos de izquierda-derecha. El FpV,
como fue indicado, tiene un perfil intermedio: si bien el núcleo de sus
votantes proviene del campo “bajo” (Menem 1995, Kirchner 2003, Menem
2003), recibe también una proporción del voto “alto” de centroizquierda
del Frepaso 1995, e incluso de Carrió 2003.

En este sentido, cuando nos preguntamos si los votantes porteños han
respondido al declive de los viejos partidos optando por nuevos partidos
que representan los viejos polos de conflicto, o si se han estructurado según
nuevas líneas de clivaje, no puede darse una respuesta unívoca. Algunos
votantes parecen continuar estructurándose según el tradicional conflicto
“alto-bajo”, mientras que otras optan por fuerzas cuya identidad se define
principalmente en un eje izquierda-derecha. Así, estos datos sugieren la posi-
bilidad de que esta segunda línea de clivaje esté emergiendo como una di-
mensión tan relevante como la oposición histórica entre peronismo y no
peronismo. Finalmente, la virtual inexistencia de transferencias erráticas (por
ejemplo, de un candidato “alto” de izquierda a uno “bajo” de derecha) des-
miente la idea de una descomposición del sistema partidario; éste parece con-
tinuar estructurado por identificables y significativas líneas de competencia.

Entender la dinámica del conflicto político-partidario no tiene solamente
un interés académico. Como ya fue indicado, la estabilidad de la democra-
cia se vincula con la modalidad que adquiera la estructura de clivajes. La
existencia de dos dimensiones de competencia independientes y entrecruzadas
puede moderar la intensidad del conflicto político y, en tal sentido, contri-
buir a evitar los elevados niveles de polarización registrados en la Argentina
durante buena parte del siglo XX. Del mismo modo, tanto la estabilidad y la
calidad de la democracia (Levitsky y Cameron, 2003; Mainwaring y Scully,
1995; Abal Medina, Alessandro y Cheli, 2007) se resienten cuando los siste-
mas partidarios colapsan o se tornan volátiles, convirtiéndose los partidos
en etiquetas personalistas y efímeras incapaces de gobernar y de ser contro-
ladas adecuadamente. Estas razones motivan la importancia de estudiar la
evolución de la estructura de clivajes y el sistema de partidos en la Argenti-
na, estudio al que este trabajo pretende contribuir.
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Abstract
This article intends to contribute to the debate on the recent evolution of
Argentina’s party system. It analyses political-electoral behavior in Buenos
Aires City, with special emphasis on a portion of the electorate (former voters
of Frente Grande/Frepaso) and on the strategies pursued by political actors
to capture those voters after the party’s crisis. Through the analysis of elec-
toral transfers between 1995 and 2005, the objective is to determine whether
a realignment of the party system has occurred, by which the preeminence
of the peronism-antiperonism cleavage had been replaced by the emergence
of a left-right dimension. Empirical analysis with ecological regression will
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suggest the persistence of the peronism-antiperonism cleavage, but also the
growing importance of the left-right axis, at least for a portion of the electorate
and for some new political parties.

Apéndice

Este trabajo entiende que las acciones de los líderes políticos influyen
sobre la estructura de clivajes y el comportamiento de los votantes. Por lo
tanto, se ha analizado si los líderes del FG, tras la crisis del partido, se man-
tuvieron dentro del polo “alto” (sumándose al ARI, por ejemplo) o si eligie-
ron opciones “bajas” de centroizquierda (como el FpV). Para ello, se ha cla-
sificado a los dirigentes más importantes del FG de la Ciudad de Buenos
Aires, incluyendo a aquellos que hubieran ocupado cargos como legislado-
res nacionales o como ministros del gobierno nacional32, y a quienes fueran
reconocidos por los miembros del congreso distrital del FG como los diri-
gentes con más poder al interior del partido (ver Abal Medina, 2000).

Cuadro 1
El comportamiento de los dirigentes más relevantes del FG

32 Aunque no en todos los casos fueran dirigentes con gran poder partidario, quienes
ocupaban bancas nacionales eran, a ojos de los electores, las caras más visibles que tenía el
partido.
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Las laxas fronteras de los partidos emergentes de la crisis de 2001-2002
impiden, en ciertos casos, brindar definiciones categóricas sobre la ubica-
ción de uno u otro dirigente. De todas maneras, es claro que la amplia ma-
yoría de los dirigentes del FG que continuaron actuando en política nacio-
nal adhirieron al kirchnerismo33. La opción por el ARI resultó minoritaria, y
al momento de los comicios de 2005 solamente dos dirigentes (González y
Melillo, quien luego también se sumaría al kirchnerismo) permanecían en
esa fuerza. Por lo tanto, y a diferencia de la mayoría de los votantes del FG, el
liderazgo partidario optó por mantenerse en la centroizquierda, pero cru-
zando al campo “bajo” del clivaje peronismo-no peronismo.

33 El comportamiento de las élites no es el principal interés de este trabajo, aunque vale
señalar que en sus decisiones suelen primar los incentivos selectivos, mientras que el electora-
do general tiende a guiarse por incentivos colectivos (Panebianco, 1990). Como señala Fiorina,
en la interacción entre élites (donde hay mucho en juego y donde las acciones individuales
pueden influir en los resultados) se puede suponer que la racionalidad instrumental guía las
conductas, mientras que en la participación de masas difícilmente pueda sostenerse esto
(citado en Manin, Przeworski y Stokes, 2001). El kirchnerismo, a diferencia del ARI, podía
proveer cargos gubernamentales a los dirigentes del FG. De todas maneras, también debe
indicarse que, a diferencia de sus votantes, la mayoría de los líderes del FG tenía su origen en
el peronismo, razón que puede haber influido en su comportamiento posterior a la crisis del
partido.
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Heterogeneidad, irrupción radical y mito en la génesis
de las interpelaciones populistas durante la conformación
del peronismo*

JAVIER BURDMAN
CONICET / IIGG
jdburdman@fibertel.com.ar

El trabajo busca problematizar la noción de Ernesto Laclau y Sebastián
Barros del populismo como “irrupción de lo heterogéneo”. Para ello se
desarrolla brevemente el debate sobre las especificidades ideológico-
discursivas del populismo y luego se contrastan los recientes aportes de
Laclau y Barros con el análisis histórico del contexto en el cual el discurso
peronista deviene populista. Recurriendo a de Ípola y Aboy Carlés, se
sostiene que el surgimiento de las interpelaciones populistas es posterior a
la incorporación de las masas, por lo que dichas interpelaciones no son en
sí mismas una expresión de la irrupción de las masas sino un forma de
resignificar su incorporación al sistema político. A través de la noción de
mito de Barthes, se argumenta que la irrupción de las masas en términos
antagónicos con los sectores dominantes se produce como una construc-
ción retroactiva, y no como consecuencia de la irrupción en sí misma.

Introducción

La cuestión de la ideología en el primer peronismo ha sido, desde sus
orígenes, un tema con una doble relevancia. Por un lado, se trata de com-
prender las significaciones profundas ligadas a un fenómeno que, sin lugar
a dudas, ha marcado la totalidad de la historia política argentina desde me-
diados del siglo XX hasta la actualidad. Por otro, debido en gran medida a
su carácter atípico respecto de los modelos teóricos clásicos de la sociología
y la ciencia política, el peronismo ha sido un objeto fértil para la elaboración

* Trabajo desarrollado en el marco del proyecto UBACyT “Estrategias de encuadramiento
político de los sectores juveniles en el primer peronismo (1945-1955)”. El autor agradece los
comentarios y observaciones de Emilio de Ípola, Ricardo Martínez Mazzola y Esteban Vergalito
a versiones anteriores. El autor agradece también los comentarios del evaluador anónimo de
la Revista SAAP. Una versión preliminar de este trabajo fue presentada en las IV Jornadas de
Jóvenes Investigadores del Instituto de Investigaciones Gino Germani, Buenos Aires, 19-21
de septiembre de 2007. El autor agradece los comentarios de Carlos Figari recibidos en
dicha ocasión.
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de nuevas herramientas de análisis. A partir de ello, tres han sido, a grandes
rasgos, las perspectivas teóricas que han buscado interpretar el fenómeno
peronista. La historiografía ha sabido indagar en las continuidades y ruptu-
ras del peronismo con respecto a la situación política previa, precisando la
especificidad del hecho histórico en el devenir de los diferentes aspectos de
la vida política argentina. La sociología, por otro lado, ha debatido extensa-
mente sobre las causas estructurales que condujeron a la aparición de un
fenómeno de tan trascendentes consecuencias sociopolíticas. Una tercera
línea de análisis, asumiendo la novedad que el peronismo presentaba para
las ciencias sociales y, particularmente, para la sociología política, buscó expli-
car la especificidad de este fenómeno en términos ideológico-discursivos. Ello
implicó la profundización y sistematización del concepto de populismo, que
habría de significar, según estos enfoques, un tipo de práctica política especí-
fica, de la cual el peronismo sería el más paradigmático exponente, pero refe-
rida también a una serie de regímenes característicos de América Latina.

A partir de lo anterior, el concepto de populismo cobró gran interés
para numerosos científicoss sociales. La divergencia de este fenómeno res-
pecto de los modelos ideológicos tradicionales conceptualizados por las cien-
cias sociales ofrecía un objeto de estudio nuevo y prolífico en potenciales
interpretaciones. Sumado a lo anterior, el peronismo, por tratarse de un
fenómeno específicamente latinoamericano, permitía a los intelectuales de
dicha región abocarse al estudio de un objeto que les era cercano. Pero ade-
más el peronismo como hecho ideológico volvió a cobrar centralidad en
una Argentina que, a fines de la década del ’70 y principios del ’80, se
replanteaba la naturaleza de la vinculación entre aquél y las ideas de izquier-
da, que signó a las confrontaciones políticas previas al golpe de 1976.

El reciente resurgimiento del debate sobre la naturaleza del populismo
ha puesto de manifiesto que, lejos de estar saldada, la discusión acerca de la
especificidad discursiva e ideológica del peronismo abre el camino a múlti-
ples puntos de vista. La actualidad latinoamericana e, incluso, la de algunos
países centrales, otorgan al debate una relevancia que parecía perdida con el
aparente triunfo de la política liberal-democrática entre la segunda mitad de
los ’80 y fines de los ’90. El fracaso de los intentos de constituir sistemas de
partidos estables en el marco de modelos económicos incuestionados en los
países de la región, ha dado lugar a nuevas prácticas políticas que vuelven a
situar a la categoría de populismo en el centro de las discusiones teóricas. Si
bien dicha categoría ha sido utilizada por las ciencias sociales en general de
un modo sumamente laxo, ciertos aportes de la teoría y la sociología políti-
cas han procurado alcanzar mayor precisión conceptual, intentando cir-
cunscribir al populismo a un tipo específico de práctica política.

A pesar de lo anterior, populismo y peronismo son términos que no han
dejado de convivir en una duplicidad cargada de tensiones. Ello es en parte
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el producto de algunas diferencias teóricas y metodológicas. Mientras que
la teoría y la sociología política han indagado en el peronismo para extraer
conclusiones acerca de la categoría de populismo en su generalidad, la
historiografía y la sociología histórica se avocaron a estudiar las particulari-
dades del peronismo a partir del momento de su surgimiento. Como es de
esperar, las divergencias entre ambos enfoques produjeron conclusiones
disímiles y, en muchos casos, incompatibles. A pesar de ello, procurar la
mayor adecuación posible entre categorías teóricas y evidencias empíricas
es un objetivo deseable al momento de obtener una comprensión acabada
de las particularidades ideológico-discursivas del peronismo. Mientras que
un enfoque puramente historiográfico priva a las ciencias sociales de las
potencialmente valiosas categorías de análisis que el estudio de un fenóme-
no como el peronismo puede brindar, una teoría del populismo apartada de
las especificidades históricas del fenómeno que busca explicar corre el ries-
go de convertirse en una mera construcción abstracta de escaso valor empí-
rico.

La reciente reapertura del debate sobre el concepto de populismo ha
vuelto a situar en el centro de la discusión una serie de elementos que serían
característicos, con mayor o menor intensidad, de los fenómenos común-
mente denominados como “populistas”: rupturismo, apelación a “los de
abajo”, dicotomización del campo político y amalgama de diferentes secto-
res sociales. Si bien descriptivos, estos elementos han encontrado numero-
sas dificultades al momento de sistematizar una explicación que pudiese
dar cuenta de las complejidades y contradicciones de los movimientos y
regímenes populistas realmente existentes, debido a la heterogeneidad de
éstos últimos. Por otro lado, también hay equivocidad en lo que respecta al
tipo de objeto al que se refiere el calificativo de “populista”; puede tratarse
de un tipo de discurso, de una dimensión discursiva, de un tipo de régimen
político o de una matriz que condiciona las formas de discursividad en un
campo político determinado. Existe entonces un doble problema: cuál es el
objeto específico al cual cabría aplicar la categoría de populismo, y qué ca-
racterísticas permitirían tipificarlo legítimamente de esa manera. Ello gene-
ra un tercer problema: qué combinaciones entre objetos de estudio y carac-
terísticas populistas darían lugar a diferentes definiciones y tipologías de
populismo, poniendo en peligro la unicidad del concepto.

Para abordar estas cuestiones, procuraremos articular algunos de los
más recientes elementos teóricos sobre el populismo con un análisis de al-
gunos elementos históricos del fenómeno peronista. El trabajo se divide en
dos partes: primero, desarrollaremos el debate en torno a la tensión entre
rupturismo e institucionalización en el populismo; luego, contrastaremos
el argumento de Laclau respecto de que la ruptura populista implica una
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“irrupción de lo heterogéneo” con el desarrollo histórico del peronismo,
para poner de manifiesto ciertas limitaciones que dicha concepción encie-
rra. Finalmente, buscaremos establecer conclusiones que nos ofrezcan una
comprensión históricamente más sólida (aunque teóricamente valiosa) del
sentido de la “ruptura populista”.

Lo rupturista, lo transformista
y lo heterogéneo en el populismo

Los primeros debates teóricos sobre la categoría de populismo se articu-
laron en torno a la cuestión del presunto carácter rupturista del peronismo.
Una de las perspectivas más originales en ese sentido fue la presentada por
Ernesto Laclau en su clásico trabajo de 1977, titulado “Hacia una teoría del
populismo”, en el cual el autor rescataba los elementos esenciales de ese fenó-
meno. Laclau define allí al populismo de la siguiente manera: “el populismo
consiste en la presentación de las interpelaciones popular-democráticas como
conjunto sintético-antagónico respecto a la ideología dominante” (Laclau,
1986: 201). El populismo aparece así como un fenómeno rupturista, en el
cual la instancia política se dicotomiza entre un bloque popular y un bloque
dominante, dando lugar a una antinomia que difiere de aquélla que es propia
a las relaciones de producción1 (es decir, la dicotomía de clase entre obreros y
capitalistas). Las diferentes identidades sociopolíticas opuestas al bloque de
poder se fusionan al ser interpeladas bajo la categoría internamente
indiferenciada de “pueblo”, en el seno de la cual todas ellas pierden en cierta
medida su particularidad y pasan a identificarse como la pura contraposición
a la ideología dominante. Siendo así, el populismo implica en sí mismo una
ruptura con el orden social existente, pero no necesariamente con el fin de
lograr una transformación progresiva de la sociedad; como señala Laclau,
una articulación populista puede ser también el recurso de un sector de la
clase dominante para desplazar a otro, en un fenómeno típicamente
transformista (en términos de Gramsci). Es por ello que el populismo es una
ideología que se define por la forma de sus interpelaciones, y no por el princi-
pio que las articula (conservador, liberal, socialista). Toda ideología puede, en
este sentido, recurrir a interpelaciones populistas.

El trabajo de Laclau es, como el propio autor aclara, un análisis de la
dimensión populista del peronismo y no un estudio del régimen en su desa-
rrollo. Es también una aproximación al “momento abstracto” del populismo,

1 En este trabajo, claramente influenciado por la obra de Althusser, Laclau sostiene la
división de lo social en instancias, siendo la economía determinante. Posteriormente este
modelo sería abandonado por el autor.
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y no una búsqueda de su principio articulatorio en un caso particular. Sobre
este punto, el trabajo se limita a aseverar que, si bien el elemento populista
estaba presente en las “interpelaciones populares antiliberales”, también im-
plicó “su articulación dentro de un discurso que intentaba circunscribir el
enfrentamiento con la oligarquía liberal dentro de los límites impuestos por el
proyecto de clase que definía al régimen: el desarrollo del capitalismo nacio-
nal” (Laclau, 1986: 223). Laclau da cuenta así de la movilización controlada
que tiene lugar en el peronismo, pero sólo menciona superficialmente los
contenidos ideológicos en los cuales se sustenta. El modelo se limita a la expli-
cación de una forma de articulación discursiva (el populismo), dejando de
lado la cuestión del contenido específico de los enunciados. Esta separación,
que sitúa al populismo como un elemento determinado y aislable dentro de la
complejidad discursiva y organizativa del régimen peronista, plantea proble-
mas que abrieron el camino a posteriores investigaciones.

Una perspectiva diferente a la de Laclau fue asumida por Emilio de
Ípola y Juan Carlos Portantiero en su trabajo “Lo nacional-popular y los
populismos realmente existentes” (1989). En él, los autores se proponen
estudiar al populismo en su existencia histórica concreta, es decir, teniendo
en cuenta la totalidad del fenómeno a lo largo de su desarrollo. A partir de
ello, el análisis cuestiona la escisión que Laclau realiza entre “momento abs-
tracto” populista y “principio articulatorio” peronista (es decir, la distinción
entre la forma y el contenido), puesto que lo nacional-popular surge en un
momento histórico específico y responde a contenidos ideológicos particu-
lares, que no pueden ser desechados del análisis como un puro accidente.
El “pueblo” (o “lo nacional-popular”, como lo denominan los autores) es un
conjunto heterogéneo de interpelaciones tanto progresivas como regresivas,
que se oponen a una forma particular de dominación (en el caso del
peronismo, al régimen liberal oligárquico) pero no a la dominación en gene-
ral, por lo que pueden ser ulteriormente “reificadas” en un nuevo ordena-
miento estatal. Si ello es así, forma y contenido no pueden ser tajantemente
distinguidos en el peronismo, puesto que la aparición misma de lo popular
se presta inmediatamente a su integración controlada en un nuevo tipo de
régimen y a la subordinación a la autoridad carismática del líder.

Poniendo el acento en el desarrollo histórico del peronismo como ejem-
plo de “populismo realmente existente”, de Ípola y Portantiero señalan las
limitaciones que el modelo abstracto de Laclau presenta al momento de dar
cuenta de las potencialidades antagónicas de las interpelaciones populares.
Pero, al mismo tiempo, los autores aplican un modelo teórico ligado a cier-
tos principios normativos, en los cuales se apoyan para cuestionar el
rupturismo transformista del peronismo desde una comparación con el
presunto rupturismo auténtico que propone la ideología socialista. Pero si
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se aparta a la categoría de “transformismo” de su carácter normativo, que
delimitaría la frontera entre una ruptura auténticamente revolucionaria y
una crisis interior al bloque de poder, puede pensarse la tensión entre rup-
tura y reintegración de lo popular como un proceso complejo, pasible de ser
abordado por nuevos estudios.

En recientes trabajos, Laclau ha retomado los principales elementos
de su teoría inicial sobre el populismo, pero incorporando otros que
complejizan su definición originaria. Entre ellos se destaca el concepto de
“heterogeneidad”, que busca dar cuenta de las complejidades que afectan
a la conformación de cualquier bloque hegemónico, impidiéndole siem-
pre abarcar la totalidad de lo social. Aunque Laclau habla de tres tipos o
niveles de heterogeneidad, aquí tomaremos sólo el que conlleva, a nuestro
juicio, consecuencias más radicales para su concepto de populismo: el
que se refiere a las demandas exteriores al campo de la representación
política. Mientras que, siguiendo a Laclau, aun entre dos grupos antagó-
nicos existe un campo común en el cual los mismos se reconocen uno a
otro en su oposición mutua, existen demandas que, al no estar articuladas
dentro de ninguna de las formaciones antagónicas, son radicalmente ex-
ternas al campo de la representación política. Un antagonismo nunca con-
sigue absorber a la totalidad de las demandas y, por lo tanto, “toda trans-
formación política no sólo implica una reconfiguración de demandas ya
existentes, sino también la incorporación de demandas nuevas (es decir,
de nuevos actores históricos) a la escena política —o su opuesto: la exclu-
sión de otros que estaban presentes previamente—” (Laclau, 2005: 193).
Esta aseveración es importante porque, a través de ella, Laclau da cuenta
de otro aspecto relevante para el caso del peronismo: la incorporación de
demandas previamente ignoradas por las formaciones políticas tradicio-
nales. Ello agrega al modelo una dimensión de temporalidad que complejiza
su aplicación empírica, en particular en lo que hace a los regímenes populis-
tas. Si el populismo implica una reconfiguración identitaria que va de la mano
de la inclusión en el campo de la discursividad2 de una serie de demandas
previamente excluidas, entonces ha de tratarse de un fenómeno ligado a una
cierta temporalidad (en el sentido de un acontecimiento sincrónico antes que
de una sucesión diacrónica) dentro de la cual dicha inclusión se produce.
Una vez que las identidades han logrado un cierto grado de fijación, esta
dimensión del fenómeno populista se habría perdido.

Esta línea de análisis fue recientemente recorrida por Sebastián Barros,
quien ha procurado sistematizar y precisar una definición de populismo a
partir de los conceptos elaborados por Laclau. Para Barros, un discurso

2 Para una definición del concepto de “campo de la discursividad” que aquí utilizamos, ver
Laclau y Mouffe (2004).
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populista se caracteriza por la presencia de dos elementos: una articulación
equivalencial3 de las demandas confrontada con el orden dominante, y la
irrupción de otras previamente marginadas del orden institucional: “el mo-
mento populista en una práctica política será el que incluya el principio del
pueblo como lo irrepresentado, el discurso que haga que aquellos que no
tienen por qué hablar, hablen, y que aquellos que no tienen por qué tomar
parte, tomen parte” (Barros, 2006: 70). Esta irrupción, postula Barros a
partir de la lectura de Jacques Rancière, es necesariamente disruptiva del
orden institucional, puesto que es su incapacidad de satisfacer esas deman-
das lo que ha dado lugar a su articulación y movilización antagónica.

Esta concepción del populismo es claramente contraria a cualquier iden-
tificación del mismo con un tipo de régimen. Siguiendo con el argumento
de Barros, “el discurso populista es el comienzo de la representación de un
discurso excluido que hasta la llegada de la articulación no existe como tal.
Si esto es así, el populismo quedaría circunscripto al momento de esa irrup-
ción, limitado a ser un episodio a veces frágil y fugaz, a veces a dejar la
impronta de argumentos y demostraciones que perduran luego de dar lu-
gar al no lugar” (Barros, 2006: 71). El populismo queda entonces ligado a
un acontecimiento, por lo que no puede corresponderse con ninguna for-
mación identitaria relativamente sedimentada, sino únicamente con el mo-
mento de la reconfiguración de los propios lazos identitarios a partir de la
irrupción de nuevas demandas. Lo propio del populismo sería entonces su
carácter rupturista, mientras que toda fijación y reabsorción institucional
ulterior implicaría una desviación hacia otra forma de discurso.

Si lo anterior es correcto, las interpelaciones populistas en el discurso
peronista habrían emergido como una forma de aglutinar a las demandas
insatisfechas de los sectores trabajadores urbanos, frente a un régimen libe-
ral que no las reconoce como tales y a una serie de discursos contestatarios
que no consiguen absorberlas. La dinámica sería similar a la presentada por
Laclau en su primer estudio sobre el populismo, pero agregando la irrup-
ción de lo heterogéneo, es decir, de las demandas previamente excluidas de
la representación. Tendríamos entonces una síntesis de las interpelaciones
populares como conjunto antagónico a la ideología dominante (la ideología
liberal, en el caso del peronismo), pero incluyendo entre dichas interpelaciones
una serie de demandas que irrumpen a partir de dicho antagonismo (en este
caso, las del nuevo proletariado urbano). Este antagonismo estaría expresado
por una identidad popular, en la que participan sectores nacionalistas, católi-
cos, grupos radicales, etc., junto a la aparición de las masas urbanas moviliza-
das, confrontadas con los defensores del orden liberal: radicales, conservado-

3 Sobre la articulación equivalencial o “lógica de las equivalencias”, véase Laclau y Mouffe
(2004).
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res, socialistas, empresarios, etc. El momento populista sería entonces el de la
irrupción de las masas, que se inicia el 17 de octubre de 1945 y continúa hasta
la elección presidencial de Perón, para luego ir institucionalizándose en el
progresivo desarrollo de la “comunidad organizada”. Pero dicha incorpora-
ción, ¿no es tributaria de una incorporación previa que, como la de 1943, es
ajena a las interpelaciones típicamente populistas? Y si es así, ¿no se torna
compleja la ligazón unívoca del discurso populista a un momento específico
determinable de “irrupción” o “incorporación”?

La inclusión como momento mítico

El peronismo es, innegablemente, un fenómeno político ligado a la in-
corporación de nuevos sectores sociales al centro de las interpelaciones po-
líticas. Que toda incorporación implica, en mayor o menor medida, una
reconfiguración del orden de lo policial4 (siguiendo la terminología de
Rancière), es decir, de las posiciones identitarias relativamente consolida-
das, es una consecuencia lógica de dicha incorporación. Sin embargo, que
populismo, incorporación y dicotomización formen parte de una misma
situación de ruptura del orden político es una afirmación difícil de contras-
tar en el complejo desarrollo histórico del fenómeno peronista. En especial
porque si nos situamos en el nivel de la génesis de las interpelaciones popu-
listas, observamos que las mismas no coinciden estrictamente con el mo-
mento de incorporación de las masas. Emilio de Ípola (1983) ha señalado
que hasta mediados de 1945 los discursos de Perón muestran una gran
ambivalencia, en el marco de la cual se registra una pretensión de interpelar
a una gran diversidad de sectores sociales y políticos. Sólo desde fines de
1945, una vez estabilizadas las posiciones políticas de cara a las elecciones
de 1946, comenzarán a manifestarse los elementos más propiamente popu-
listas, entre los cuales se destacan la dicotomización del campo político y la
apelación directa e inequívoca a los sectores trabajadores. Es evidente, sin
embargo, que ya desde 1943 se inicia, desde la Secretaría de Trabajo y Previ-
sión, la incorporación política de las masas obreras, y que si bien a partir del
’45 dicha incorporación habrá de adquirir un carácter distinto, mucho más
confrontativo, la subjetivación de la clase trabajadora en tanto destinataria
directa del discurso peronista es previa a ese momento y, por lo tanto, no es
simultánea a la irrupción populista. De hecho, como veremos más adelante,
dicha subjetivación no deja de ser tributaria de una forma de inscripción
simbólica previa aun al ’43.

4 La policía es, para Rancière (2005), el orden ajeno a la política, puesto que en él las
identidades se dan por sentadas en sus posiciones sedimentadas.
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La conformación del discurso peronista tiene una particularidad: mien-
tras que el mismo se origina desde el poder, como expresión de una facción
dominante en una coyuntura específica, una serie de circunstancias lo lleva-
rán a posicionarse ulteriormente como un discurso antipoder. Las
interpelaciones populistas se inician en este segundo momento, cuando una
serie de circunstancias llevan a Perón a dejar de ser la expresión de un sector
dominante para pasar a ser el representante de una oposición a los grupos de
poder tradicionales. La extrapolación del momento populista respecto del
fenómeno peronista se apoya en gran medida en esa discontinuidad históri-
ca, puesto que los discursos más típicamente populistas fueron pronunciados
por Perón en 19455. Dicha extrapolación, si bien factible, corre el riesgo de
perder de vista ciertas continuidades que vinculan al populismo con el proce-
so político iniciado en 1943, y que escapan a una pura confrontación con la
ideología dominante, puesto que determinan también la forma y los límites
de dicha confrontación cuando ésta efectivamente se produce.

En sus primeras apariciones políticas, lejos de confrontar con los grupos
de poder dominantes, Perón expresa el punto de vista de un sector de los
mismos, mayoritario al interior del Ejército y de la Iglesia, que pretende em-
prender una modernización de las relaciones laborales acorde al modelo de
industrialización de las naciones avanzadas (sin perder de vista, claro está, el
ejemplo de movilización social del fascismo). No cabe aquí desarrollar los por-
menores de un proceso complejo en el que intervinieron grupos de poder
contrapuestos, clases patronales, masas trabajadoras y sindicatos, en el marco
de un contexto internacional incierto que tendría una importancia decisiva
en las idas y venidas de las pujas de poder6. Es preciso sin embargo rescatar
algunos elementos centrales. Primero, Perón aparece originalmente como el
portavoz de un gobierno ligado a una incorporación no rupturista de las
clases trabajadoras, basada en una ciudadanía industrial que, a la vez que
reconocía institucionalmente a los trabajadores, los circunscribía a una tutela
estatal que buscaba reproducir las jerarquías de poder tradicionales. Segun-
do, en el marco de ese proceso comienzan a adquirir un renovado poder los
líderes sindicales, quienes a través de las negociaciones con el Estado ven
moderadamente renovada su capacidad de representación de la clase obrera.
Tercero, Perón empieza a hablarle directamente a las masas obreras y a conse-
guir su adhesión a través de beneficios sociales, con una intensidad mayor a la
que se hubiera registrado con anterioridad en la historia argentina; se gesta así
una relación directa entre el líder y la masa, aunque con un carácter muy
diferente al que habría de adquirir en 1945. Cuarto, en 1943 no estaba todavía

5 En “Hacia una teoría del populismo”, Laclau toma como ejemplo solamente discursos
de 1945.
6 Los pormenores del proceso político que va de 1943 a 1945 fueron minuciosamente
analizados por Juan Carlos Torre (2006).
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claro que el modelo democrático-liberal fuese a ser el dominante a nivel mun-
dial, y es claro que el sector político del que Perón formaba parte distaba de
anhelar una salida democrática al régimen militar7.

Estos elementos son importantes para recuperar cierta dimensión de
diacronía en la conformación del discurso populista, que nos permita ana-
lizarlo no sólo en el marco de un momento de ruptura, sino también en la
formación de un tipo de régimen con características específicas. Si el perío-
do 1943-1945 nos muestra un proceso de incorporación y de subjetivación
desarrollado en el marco de una configuración discursiva diferente a la que
tendría lugar a partir de 1945, es claro que la emergencia de las interpelaciones
populistas no puede estar ligada a la incorporación en sí misma, sino a una
forma particular de discursividad que debe redefinir el carácter de dicha
incorporación en un contexto sumamente diferente. Este contexto está, a
nuestro juicio, determinado por dos acontecimientos correlativos: la derro-
ta del Eje en la Segunda Guerra Mundial, y la ofensiva de los grupos
sociopolíticos tradicionales contra las reformas emprendidas a partir del
golpe del ’43. Como han analizado diversos trabajos8, hacia 1945 el proyec-
to sociopolítico de Perón parece progresivamente condenado al fracaso a
medida que las fuerzas tradicionales se agrupan para recuperar sus posicio-
nes tradicionales. Articuladas en torno a un discurso democrático, son es-
tos mismos grupos los que demarcan el terreno de la contienda electoral, al
buscar dividir el campo político a través de la antinomia democracia-fascis-
mo9. Ocurre que, como ha señalado Laclau, al asociar el significante “demo-
cracia” a una restauración del orden liberal tradicional, el mismo es incapaz
de interpelar a los sectores ligados al incipiente intento de modernización.
Además, la ofensiva de los grupos liberales adquiere un grado tal de belige-
rancia (recordemos, por ejemplo, que se hablaba de la posibilidad de juzgar
a los funcionarios del gobierno de facto), que genera naturalmente una re-
acción defensiva entre los sectores ligados al golpe del ’43.

Lo anterior parece indicar que ya a mediados de 1945, antes del surgi-
miento de las interpelaciones más claramente populistas, el campo político
ha comenzado a adquirir algunas de las características propias de una arti-
culación populista: dicotomización, fijación de fronteras entre formaciones
hegemónicas, y significantes vacíos10 que totalizan a dichas formaciones

7 Este aspecto de la compleja relación entre el peronismo y la democracia fue inteligente-
mente observado por Tulio Halperín Donghi (1987).
8 Aquí nos basamos principalmente en los trabajos de Torre (2006), Luna (2005) y Halperín
Donghi (2000).
9 El agrupamiento de los partidos políticos tradicionales comienza a conformarse a partir de
experiencias previas a la aparición del peronismo. Al respecto, ver García Sebastiani (2005).
10 El significante vacío es un elemento central para comprender la dinámica de una forma-
ción hegemónica, según el enfoque que estamos utilizando. Para una explicación conceptual,
ver Laclau (1994).
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(democracia-fascismo).  Los grupos políticos tradicionales, condensados en
la Unión Democrática, buscan de ese modo transplantar localmente la di-
cotomía dominante a nivel mundial, identificándose, a través del significante
“democracia”, con el bando hegemónico. Esta operación parece inicialmen-
te exitosa: Perón sólo recibe el apoyo de los grupos ideológicamente más
ligados a la experiencia fascista (principalmente los sectores nacionalistas
del Ejército y la Iglesia), al tiempo que busca acrecentar su base de apoyo a
través del acercamiento con alguno de los partidos tradicionales, entre ellos
la UCR. En tanto que su popularidad entre las bases obreras es aún incierta,
Perón debe mantener una tensa relación con los líderes sindicales. En ese
marco, el discurso peronista se mantiene dentro de una ambigüedad que no
logra conmover la dicotomía planteada por sus opositores.

Pero el discurso de la Unión Democrática apela a una esfera que ya no
cuenta con el predominio de épocas anteriores. Al plantear una antinomia
entre modelos políticos, los sectores liberales relegan a un segundo plano la
cuestión social; o, en todo caso, la redirigen hacia significantes políticos bajo
los cuales ella pierde sustancia propia, como ocurre cuando los beneficios
sociales son estigmatizados como expresiones de demagogia protofascista11

(luego tomaremos un ejemplo). Es claro, sin embargo, que tal operación es
incapaz de interpelar a aquellos sectores para los cuales la política social es
esencial a sus condiciones de vida: la clase trabajadora. Recordemos que,
antes de 1943, la identidad política de los trabajadores no lograba superar
los desajustes de una modificación en su composición social a partir de las
migraciones internas12, así como los problemas de una organización sindi-
cal disminuida por la represión estatal (Torre, 2006). Cuando el gobierno de
facto comienza a reconocer a los trabajadores en tanto tales, es decir, en el
ámbito específico de sus relaciones laborales (y no sólo bajo categorías jurí-
dico-políticas, como “ciudadanos”), la subjetivación de las masas obreras se
da en un espacio que poco tiene que ver con antinomias entre modelos
políticos (democracia-autoritarismo; liberalismo-fascismo). Ello implica que
en 1945 la clase obrera se encuentra dislocada frente a un discurso que se
torna predominante, incapaz de reconocer su posición específica dentro del
mismo. ¿Significa esto que aquélla carece de toda forma de inscripción en
los discursos políticos de aquel entonces? No, puesto que, como hemos
visto, la misma ya ha atravesado un proceso de reconocimiento e incorpora-
ción discursiva iniciado desde la Secretaría de Trabajo y Previsión. Lo que está

11 La estigmatización de la política social del peronismo como demagogia fascista fue enérgi-
camente encabezada por el Partido Socialista, principalmente a través de los editoriales de
Américo Ghioldi en La Vanguardia. Ver al respecto el trabajo de Carlos Miguel Herrera (2005).
12 Que las migraciones internas hayan sido el factor determinante para explicar la adhesión
de la clase obrera al peronismo (ver Germani, 1982) es un hipótesis en gran medida supera-
da. No obstante, aquéllas fueron un elemento relevante en la reconfiguración ideológica de
la clase obrera.
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en juego no es, entonces, un proyecto de incorporación frente a otro de no
incorporación, sino qué hacer con un actor social que ya se ha hecho presen-
te, pero cuya potencial incidencia en el desarrollo político es aún incierta.

Si lo anterior es correcto, las interpelaciones populistas no son necesa-
riamente el origen de la totalidad de los efectos ligados a una formación
populista, sino una forma específica de articular una diversidad de elemen-
tos que provienen de un desnivel anterior a su propia aparición. Desnivel
provocado, en el caso del peronismo, por una política social que comienza a
dar cuenta del ámbito específico de las relaciones de trabajo, y por un cam-
po político que comienza a dicotomizarse a partir de una ofensiva democrá-
tico-liberal que busca reproducir localmente la antinomia predominante a
nivel mundial. Como señala con toda claridad Juan Carlos Torre (2006:
243): “con la ofensiva concertada de los partidos y los intereses económicos
contra Perón desaparecen los matices y es un orden político y social el que se
unifica, compacto, en el rechazo a las reformas que apuntan a ampliar la
participación de los trabajadores. Y al hacerlo, cambian la trama en la que se
definían las orientaciones obreras”. Es en ese terreno, marcado por una ofen-
siva que busca revertir el proceso iniciado en el ’43, que Perón debe recurrir,
como único medio para construir un movimiento de masas con perspecti-
vas de éxito electoral, a la radicalización de su discurso13. Al hacerlo, inter-
pela a las masas obreras de un modo muy diferente al del período 1943-
1944, pues comienza a acentuar su potencial disruptivo antes que su subor-
dinación estatal. Al mismo tiempo, responde a la dicotomía de la Unión
Democrática con otra antinomia que se sitúa en el terreno propio de su
electorado: justicia social - liberalismo; democracia social - democracia libe-
ral. Debemos tener en cuenta que, además de los cálculos electorales pro-
pios de la coyuntura, Perón conocía, a partir de su desempeño como solda-
do en el interior del país, la realidad de explotación y miseria de los trabaja-
dores de las provincias (Buchrucker, 1987).

Estamos ya en el momento de la irrupción populista, donde se hace
presente lo heterogéneo. Sin embargo, la apelación al período previo, a la
labor desarrollada desde la Secretaría de Trabajo y Previsión, es permanente.
Las interpelaciones populistas no surgen solamente como una ruptura de
un orden discursivo-institucional relativamente consolidado, sino a la vez
como una recuperación simbólica del momento real de la incorporación;
momento que se corresponde, retomando la terminología de de Ípola y
Portantiero, con lo “nacional-estatal”. Como ha señalado de Ípola en otro
trabajo, las medidas tomadas desde la Secretaría de Trabajo y Previsión fue-

13 El poco margen de maniobra en el que se movía Perón en la coyuntura de 1945 ha sido
minuciosamente analizado por Félix Luna (2005). Es también ilustrativo el análisis de Carlos
Altamirano (2007).
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ron complementarias a las interpelaciones propiamente populistas al mo-
mento de determinar su efectividad en la recepción del discurso peronista.
No sería arriesgado pensar que además de complementariedad existió una
cierta causalidad. Las interpelaciones populistas (entendidas como discur-
sos que aglutinan demandas y dicotomizan el espacio político) están siem-
pre disponibles en el campo de la discursividad, pero su aceptación por
parte de sus destinatarios depende de que ellas sean percibidas como au-
ténticas y no como demagógicas. Un contexto de descrédito general de los
discursos políticos tradicionales puede ser favorable para la emergencia de
un discurso populista pero, a la vez, todo nuevo discurso corre el riesgo de
ser arrasado por el clima de descrédito general. La ventaja de Perón consiste
en contar con un elemento que respalda sus palabras: sus medidas de go-
bierno. Así, mientras la Unión Democrática busca instalar un discurso basa-
do en principios políticos abstractos, Perón basa su discurso en lo concreto
de sus acciones. Tomemos, a modo de comparación, dos discursos de la
campaña electoral de 1945:

“El hombre que trabaja es un soldado de la patria, digno de
una vida más humana y generosa. Pero ha de alcanzar ese bien-
estar y esa felicidad por los caminos de la altivez y la legalidad.
No debe caer en la ingenuidad peligrosa de vender su libertad
espiritual por la pobre paga de un aumento ficticio porque no
ha sido concedido por virtud de una solución científica y razo-
nada. No debe aceptar limosnas que ofendan su hombría ni
dádivas que ultrajan su dignidad” (Tamborini).

“La obra social cumplida es de una consistencia tan firme
que no cederá ante nada, y la aprecian no los que la denigran
sino los obreros que la sienten. Esta obra social que sólo los tra-
bajadores la aprecian en su verdadero valor, debe ser también
defendida por ellos en todos los terrenos. (...) Esta tarea real-
mente ciclópea se ha cumplido con este valioso antecedente:
las conquistas obtenidas lo han sido con el absoluto beneplácito
de la clase obrera, lo que representa un fenómeno difícil de igua-
lar en la historia de las conquistas sociales” (Perón).

Las diferencias en el registro de ambos discursos son evidentes: las ins-
tancias de legitimación, el tipo de lenguaje, el modo de referirse a los
interlocutores. Ambos discursos, sin embargo, se refieren a un mismo acon-
tecimiento: la política social. Pero lo hacen en claves muy diferentes: mien-
tras Tamborini intenta suprimir el ámbito específico de dicha política, refi-
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riéndose despectivamente a ella desde una presunta altivez jurídico-políti-
ca, Perón, contrariamente, acentúa sus resultados en el terreno social. Así, el
discurso peronista retoma y a la vez subvierte la antinomia planteada por
sus adversarios. La retoma, en tanto que, una vez imposibilitada una alianza
con los partidos tradicionales, Perón no tiene más alternativa que aceptar
una distribución de fuerzas en gran medida inconmovible. La subvierte,
puesto que, por razones obvias en ese contexto, no se hace cargo del estigma
de “fascista” y trastoca los propios términos de la dicotomía: la lucha se
articula por el propio significante “democracia” (Laclau, 1986), a la que el
peronismo comienza a asociar con la justicia social14.

Lo anterior es importante porque, a nuestro juicio, da cuenta de una
forma de incorporación que no es la de una irrupción radical, sino la de una
radicalización retroactiva de un proceso de subjetivación ya dado. Si insisti-
mos en señalar esta separación, es porque creemos que si bien las
interpelaciones populistas son en el peronismo la expresión de una ruptura
y de una inclusión, no se inscriben necesariamente en el momento irreductible
de la inclusión como tal (es decir, el momento de irrupción de lo heterogé-
neo y de reconfiguración de las identidades políticas), sino en una forma
particular de referencia a dicha irrupción. Ello significa que las interpelaciones
populistas no tienen por qué limitarse a un momento específico de disloca-
ción y conmoción, como si el discurso y el acontecimiento al que aquél
refiere fuesen necesariamente simultáneos o contemporáneos. Como ha
señalado Eliseo Verón (1994), las condiciones de producción de un discur-
so son únicas, mientras que las condiciones de reconocimiento son múlti-
ples: un mismo hecho puede ser interpretado de diversas maneras en dife-
rentes contextos (culturales, históricos, políticos, etc.). Las condiciones en
las cuales se produce la inclusión de las masas obreras en el discurso peronista
son únicas: forman parte del proyecto organicista y modernizador de un
sector dominante de las Fuerzas Armadas. La recepción de dicha inclusión,
que es a la vez reinscripta en la producción de un nuevo discurso, son múl-
tiples: demagogia de un gobierno autoritario (Unión Democrática), reden-
ción de una opresión ancestral (peronismo a partir de 1945), armonización
de las fuerzas productivas (peronismo principalmente a partir de 1952).

Si las interpelaciones populistas, como hemos visto, se sitúan en la
reinscripción y recreación del momento de la inclusión como “irrupción
radical”, y no en el momento mismo en que dicha inclusión efectivamente
ocurre, se amplía la posibilidad de analizar al populismo en una dimensión
diacrónica. Las interpelaciones populistas no radicarían sólo en la opera-

14 Daniel James (2005) ha analizado en profundidad el modo en el que el peronismo
subvierte el sentido de los significantes tradicionales de la política argentina, a través de su
desplazamiento hacia significados vinculados a lo social.
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ción irreductible a través de la cual los que no tienen parte pasan a formar
parte (retomando la terminología de Rancière), sino también, en mayor o
menor medida, en la construcción simbólica de dicho acontecimiento. Tal
construcción tendría las características de la noción de mito elaborada por
Roland Barthes (2003)15: la formación de un lenguaje segundo a partir de
un lenguaje primero; más precisamente, la generación de un signo segun-
do a partir de un significante escindido de su significado original16. En este
esquema, la inclusión funcionaría como un símbolo: originariamente acon-
tecida para armonizar las fuerzas productivas y garantizar las relaciones de
poder tradicionales, es reinterpretada luego como una redención de las masas
explotadas y como una ruptura de dichas relaciones de poder. Esta inter-
pretación, al reinscribir y representar el momento de la inclusión como irrup-
ción radical, genera una serie de nuevos efectos ligados a aquélla; la inser-
ción armoniosa y subordinada de las masas es reemplazada por actitudes
más beligerantes. Ya no sería necesariamente la irrupción misma la que
trastoca el orden sociopolítico establecido polarizando el campo político,
sino la mistificación del momento de la inclusión como “irrupción radical”.
El populismo mantendría así en gran medida su carácter rupturista y
dislocador, pero ya no necesariamente por su inscripción en un aconteci-
miento, sino por la generación retroactiva del acontecimiento como tal; más
precisamente, por el trastrocamiento retroactivo de su carácter.

En su clásico trabajo sobre la discursividad del fenómeno peronista, Silvia
Sigal y Eliseo Verón (2004) denominaron “modelo de la llegada” al dispositivo
de enunciación según el cual Perón se sitúa a sí mismo como un soldado que
irrumpe desde el ámbito virtuoso del Ejército, para intervenir en la historicidad
degradada de la política, donde diferentes facciones políticas se repartían el
poder a expensas del pueblo trabajador. La estructura del mito está aquí su-
mamente presente: ejército, soldado, pueblo, trabajadores; cada significante
es dispuesto en una posición funcional al modelo de enunciación. El ejército
es la virtud; la política tradicional es la corrupción; los trabajadores son los
marginados cuyas necesidades nadie había representado; Perón es el soldado
que trae la virtud del ejército para terminar con las luchas políticas y redimir a
los trabajadores. Los símbolos quedan dispuestos de tal manera que el
peronismo se constituye como una interrupción en la continuidad histórica,
como algo totalmente novedoso. Se trata del momento en el que la “masa”,
siguiendo a Maristella Svampa (1994) en su análisis del discurso peronista,
deviene “pueblo”. Pero esta apropiación simbólica requiere una operación

15 Agradezco a Gerardo Aboy Carlés el haberme señalado este punto.
16 El concepto de mito elaborado por Barthes fue sujeto a varias críticas, que dieron lugar a
ulteriores revisiones por parte del autor. Creemos que los elementos aquí utilizados retienen
un importante valor explicativo.
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adicional: la eliminación de las huellas de la misma apropiación. Claramente,
la credibilidad del mito está ligada a su no reconocimiento como tal, es decir,
a la percepción de los símbolos como entidades que siempre han sido lo que
son. Los trabajadores, por ejemplo, no podrían significar una masa
ancestralmente ignorada por los políticos si, simultáneamente, se recordaran
las reivindicaciones sociales de los partidos de izquierda. De allí que, como ha
analizado Mariano Plotkin (1993), uno de los rituales de masas más impor-
tantes del peronismo, el Primero de Mayo, fuese reconstruido a partir de un
progresivo desplazamiento de la simbología de los partidos de izquierda que
había predominado tradicionalmente, hasta convertirlo en un ritual plena-
mente peronista. Nuevamente, la construcción de la novedad: un ritual que,
mucho antes del surgimiento del peronismo, simbolizaba las luchas por las
reivindicaciones obreras, es reapropiado por aquél para simbolizar la adhe-
sión de las masas al liderazgo de Perón.

Cabe preguntarse, en este punto, si la noción de la irrupción radical
como elaboración mitológica es incompatible con la idea del populismo
como inclusión de lo heterogéneo. A nuestro juicio, no lo es en su totalidad,
aunque sí implica una interpretación menos radical de dicho acontecimien-
to. En primer lugar, aunque las interpelaciones populistas no son, en el caso
del peronismo, simultáneas a la inclusión de las masas excluidas, sí son cla-
ramente tributarias del proceso de incorporación que se inicia en 1943, sin
el cual la reinscripción simbólica a la que hemos venido haciendo referencia
no hubiese sido posible. Pero además, dicha reinscripción es a la vez una
nueva forma de irrupción, puesto que trastoca la configuración de identi-
dades políticas y genera nuevos puntos antagónicos. Es el carácter “radical”
de dicha inclusión lo que se pone en tela de juicio, puesto que no se trata de
representar a lo externo al orden simbólico, como si antes de 1945 las masas
urbanas no hubieran tenido entidad política. Es más: incluso antes de 1943,
dichas masas estaban lejos de carecer de modos de representación en la
cultura política dominante. Como ha señalado Gerardo Aboy Carlés en un
reciente artículo, “aquellos que no eran admitidos en el espacio comunitario
lejos estaban de ser innominados: estigmatizados como ‘cabecitas negras’,
‘rotos’ o ‘cholos’, representaban ese exterior frente al cual el propio estatuto
de una ‘ciudadanía decente’ podía definirse” (2006: 9). Es decir, el peronismo
no otorga entidad simbólica a sectores que previamente se encontraban ab-
solutamente ausentes del discurso político, sino que subvierte el sentido de
los términos bajo los cuales dichos sectores eran simbolizados. Esta línea de
análisis da cuenta, además de los aspectos novedosos del peronismo, de
ciertas líneas de continuidad. Lo rupturista, en este sentido, no está dado
por la emergencia de una heterogeneidad absoluta frente al ordenamiento
político anterior, sino por una subversión de algunos de los elementos ya
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presentes en dicho ordenamiento. Es por ello que la configuración identitaria
previa condiciona la articulación discursiva emergente17.

Si, como hemos aclarado, la construcción mítica de la irrupción no signi-
fica que la misma no conlleve efectos disruptivos, sí implica que la forma en la
que dicha construcción se articula establece los términos de la irrupción; más
precisamente, determina las condiciones bajo las cuales se produce la ruptura
con el orden previo. Pero a su vez, significa que la irrupción no es nunca un
hecho acabado, puesto que está abierta a una permanente reinterpretación:
por momentos, las masas son una fuerza liberadora contraria a las relaciones
de poder tradicionales; luego, son una pieza fundamental en el ordenamien-
to de la “comunidad organizada”. De allí que de Ípola y Portantiero vieran en
el populismo una sucesión de esas dos etapas: una rupturista y otra integrista.
Pero, como ha señalado Aboy Carlés (2001; 2005), dichas etapas no pueden
ser tan tajantemente separadas temporalmente, puesto que el discurso
peronista es, desde sus inicios (y más allá de la primacía de una fórmula o de
la otra en diferentes momentos) fluctuante entre ambas tendencias. El propio
de Ípola (1983: 130) postuló que “el proyecto populista-obrero nació al calor y
sobre la base del populismo nacional-burgués peronista”. El peronismo nun-
ca termina de decidir entre lo nacional-popular y lo nacional-estatal. Si bien,
como señala de Ípola, las interpelaciones populistas van progresivamente dis-
minuyendo hacia 1955, lo cierto es que poco antes del golpe reaparecen con
toda su fuerza en un discurso pronunciado por Perón:

“A la violencia hemos de de contestar con una violencia
mayor (…) Con nuestra tolerancia exagerada, nos hemos gana-
do el derecho a reprimirlos violentamente. Y desde ya estable-
cemos como una conducta permanente para nuestro movimien-
to: aquel que en cualquier lugar intente alterar el orden en con-
tra de las autoridades constituida, o en contra de la ley o de la
Constitución, puede ser muerto por cualquier argentino. (…)
Esta conducta que ha de seguir todo peronista no va dirigida
solamente contra los que ejecuten actos de violencia, sino tam-
bién contra los que conspiren e inciten” (Perón, 31/8/1955).

La indecisión entre las interpelaciones populares y las interpelaciones
nacional-estatales atraviesa al fenómeno peronista desde, al menos, la cam-
paña electoral de 1945, hasta el golpe de Estado de 1955. Dicha indecisión

17 La tensión entre configuraciones identitarias sedimentadas y potenciales discursos que
las subvierten, es un debate demasiado extenso para abordar aquí. La categoría de populismo,
tal como fuera esquematizada por Laclau (2005) en La razón populista, es un elemento central
en dicho debate.
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no dejó de estar vinculada a las acciones y reacciones de la oposición anti-
peronista. De allí que los discursos más inequívocamente confrontativos de
Perón surgieran o bien en momentos de competencia electoral, o bien como
respuesta a ataques directos de grupos opositores (bombas en los festejos
del Primero de Mayo de 1952, inminencia de golpe de Estado en 1955). La
polarización del campo político no es sólo un posicionamiento ideológico
del peronismo, sino también una forma de interacción entre fuerzas antagó-
nicas que no consiguen estabilizar sus posiciones. Es por eso que, a nuestro
juicio, el populismo no puede ser reducido a un momento de dislocación,
puesto que ésta atraviesa también al régimen populista, desde adentro y
desde afuera de la propia identidad populista.

Conclusión

Hemos intentado demostrar que la noción del populismo como irrup-
ción de lo heterogéneo, tal como es sostenida por Laclau y Barros, presen-
ta ciertas complicaciones al ser contrastada con el desarrollo histórico del
peronismo. En ese sentido, hemos señalado cómo el campo político va
adquiriendo entre 1943 y mediados de 1945, antes del momento propia-
mente “populista” del peronismo, una configuración identitaria en gran
medida similar a la que caracterizaría luego al régimen peronista. La in-
corporación de las masas se produce en ese momento bajo una forma
integrista y organicista, que luego es reinterpretada en términos
confrontativos y antagónicos. Ese desfase entre irrupción e interpelación
populista revela que ambos elementos no se producen simultáneamente y
que, por lo tanto, no están restringidos al instante del “acontecimiento”,
como señala Barros. De allí que la indecisión entre ruptura e integración
de la que habla Aboy Carlés sea posible: debido a que la irrupción se cons-
tituye a través de la estructura de un mito, tanto su sentido como sus
efectos escapan a cualquier determinación apriorística. Aquélla puede ser
tomada tanto para intentar superar una situación de dislocación, como
ocurrió entre 1943 y mediados de 1945, como para acentuar un antago-
nismo, como ocurre a partir de fines del ’45.

Si bien la noción de lo heterogéneo como exterior al orden simbólico debe
ser matizada, puesto que, como señala Aboy Carlés, aun las masas margina-
das contaban con alguna forma de inscripción en el orden previo al peronismo,
sí se produce un tipo de incorporación en tanto que dichas masas comienzan
a ser interpeladas directamente por un discurso político. Ello necesariamente
desestabiliza las posiciones identitarias previas. Pero, como hemos visto, no es
esa incorporación en sí misma la que da lugar a las interpelaciones populistas
y a la dicotomización del campo político, sino la reinscripción mítica de dicho
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acontecimiento como irrupción radical. Por lo tanto,  desde nuestro punto de
vista, la categoría de populismo no tiene por qué restringirse necesariamente
a la idea de acontecimiento. En tanto que la construcción retroactiva de dicho
acontecimiento forme parte de una constante discursiva, nada impide que
un discurso populista se desarrolle y se prolongue a lo largo del tiempo.
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Abstract
This paper seeks to question Laclau’s and Barros’s concept of populism as
“irruption of heterogeneity”. Therefore, it briefly describes the debate on
the ideological and discursive specificity of populism, in order to contrast
Laclau’s and Barros’s recent contributions with a historical analysis of the
context in which peronist discourse became populist. Drawing upon de Ípola
and Aboy Carlés, the paper asserts that the emergence of populist
interpellations took place only after the incorporation of the masses, and
therefore these interpellations are not a manifestation of the irruption of
such masses by themselves, but a way of re-signifying their incorporation to
politics. Relying on Barthes’s concept of “myth”, it is asserted that the
irruption of the masses as antagonistic to the dominant elite takes place as a
retroactive construction, and not as a consequence  of the irruption itself.
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Claves y estrategias de inclusión política de mujeres
en el peronismo. Su análisis desde un barrio singular
de Buenos Aires (1946-1955)
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Este trabajo analiza las características distintivas de la movilización de
mujeres, las bases de sustentación política impulsada por el peronismo y las
políticas de penetración territorial que, si bien se dieron en todo el país, en el
barrio de Belgrano se concentraron, sintetizaron y reconocieron en un radio
acotado. Un barrio de contrastes y aspectos cambiantes cuya singularidad
daba cuenta de una rica y variada conformación social y económica que es
útil al momento de analizar las políticas de inclusión de mujeres dentro del
peronismo. La militancia de las mujeres peronistas en el barrio de Belgrano
se vio potenciada por la presencia de las mujeres comunistas de la Unión de
Mujeres de la Argentina (UMA) cuyo cotejo permite observar el contrapunto
de las estrategias políticas implementadas por el peronismo entre 1945 y1955.

La situación política de la mujer cambió considerablemente durante el
primer gobierno peronista, a partir de dos hechos que le posibilitaron parti-
cipar activamente. El primero fue la aprobación de la Ley de Sufragio Feme-
nino en 1947, con la consecuente posibilidad de que las mujeres votaran y
fuesen votadas; y el segundo, la creación del Partido Peronista Femenino
(PPF), que logró su incorporación masiva en la política. La construcción de
la organización del Partido Peronista Femenino se produjo a partir de una
estrategia política de penetración territorial, que se genera cuando un cen-
tro controla, estimula y dirige el desarrollo de la periferia, es decir, la consti-
tución de las agrupaciones locales e intermedias del partido. Este tipo de
incursión en el territorio se fue dando de manera escalonada, es decir, pri-
mero por provincias, luego ciudades y pueblos para finalizar en los barrios.
El barrio, entonces, se constituyó en el primer eslabón de inserción y se
convirtió en el eje de las políticas partidarias acorde a las características es-
pecíficas y singulares de cada uno y el lugar donde se instalaron las unida-
des básicas femeninas. Hacia 1951 había un total de 3.600 en todo en país y
149 correspondían a la Capital Federal. Cabría preguntarse qué criterios de
distribución se emplearon para la apertura de las unidades básicas femeni-
nas y si buscaron apuntar a algún sector social específico.
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El Belgrano de mediados de siglo XX era un barrio de contrastes y aspec-
tos cambiantes que incluía desde casas de chapas hasta grandes mansiones,
pasando por todas las categorías intermedias. Esta singularidad le dio al ba-
rrio una rica conformación social que es útil al momento de analizar las polí-
ticas de penetración territorial del peronismo y las características de sus bases
de sustentación. En este trabajo propongo analizar cómo a partir de una con-
formación social peculiar, como la del barrio de Belgrano, se pueden analizar
las características distintivas de la movilización de mujeres impulsada por el
peronismo que, si bien se dieron en todo el territorio nacional, en este barrio
se concentran, sintetizan y reconocen en un radio acotado. Además, la
militancia de las peronistas en el barrio de Belgrano se vio potenciada por otro
factor, que de alguna manera enriqueció el trabajo barrial, la presencia de las
mujeres comunistas, a través de la Unión de Mujeres Argentina (UMA).

El corpus documental de este trabajo consta de circulares, directivas y
actas del Partido Peronista Femenino pertenecientes a archivos privados. En
especial se cuenta con el archivo documental completo de la unidad básica
femenina de la calle Chenaut 1940, perteneciente a su entonces subdelega-
da censista, Nila Lloyd. Además han sido consultados diarios y revistas de la
época. El período analizado ha permitido valernos de un instrumento muy
importante a la hora de reconstruir un momento histórico: la historia oral.

El barrio de Belgrano

La primera pregunta que surge en la investigación es ¿por qué Belgrano?
No es una elección caprichosa haber tomado al barrio de Belgrano como
límite territorial de estas prácticas militantes que se presenta como un mo-
saico de clases y sectores sociales que conviven en un radio limitado. Belgrano
posee características distintivas que hacen de su conformación geográfica,
económica y social un interesante arquetipo para el análisis de las prácticas
militantes durante el período peronista. Si bien pareciera que cuando habla-
mos de Belgrano es clara la identificación espacial de referencia, no ha sido
fácil situarlo y delimitarlo. En la década que se centra esta investigación no
existía una delimitación oficial de los barrios porteños. Recién entre 1968 y
1972 se realizó una división de barrios que ha sido apelada por su arbitrarie-
dad en los limites establecidos1. De hecho, no coinciden las divisiones de las

1 Esta delimitación generó más controversias que adhesiones e incurrió sin embargo en
una arbitrariedad notoria al dejar fuera de los límites de Belgrano el sector aledaño a Av.
Cabildo y Av. Federico Lacroze (hacia Av. Luis M. Campos) profundamente enraizado en la
historia, la cultura y la idiosincrasia de los belgranenses, señala Enrique Mayochi, entrevista-
do por la autora, marzo de 2006.
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comisarías ni de los registros civiles y electorales. Enrique Mayochi, ex presi-
dente de la Junta de Estudios Históricos del barrio de Belgrano señala que
en la división hay que atenerse a lo decidido por el pueblo, por los vecinos,
y no a lo que disponen las ordenanzas municipales2. Existe un proyecto en
la legislatura porteña que pretende conciliar las razones históricas y la vo-
luntad de los vecinos de la zona con la normativa que regula la delimitación
del barrio. Si bien el tema escapa a los fines de este trabajo, es oportuno
considerarlo pues se relaciona con la delimitación geográfica y alcance terri-
torial de las unidades básicas femeninas.

Más allá de los problemas que esta falta de acuerdo en la demarcación
podría aparejar consideraremos Belgrano lo que a mediados de siglo corres-
pondía a las circunscripciones 16 y 17. El barrio podría subdividirse en tres
zonas bien determinadas de acuerdo a sus características socioeconómicas. El
Bajo Belgrano, el Belgrano Central y Belgrano R. Aunque a mediados de
siglo se las identificaba simplemente como el Alto y el Bajo Belgrano. Los dos
contrastes más importantes se producen entre el Bajo Belgrano y Belgrano R.
Este último está caracterizado, aún hoy, por una zona de palacetes o chalets
de una arquitectura muy refinada construidas en estilo anglosajón, rodeadas
de frondosos árboles y jardines, que le dan al lugar un estilo muy señorial. Allí
residían sectores de clase alta junto a los colegios privados más importantes de
Argentina como el “Buenos Aires English High School” y el “Belgrano Day
School”. Era gente vinculada a los ferrocarriles, gerentes, y conocido como el
sector “de los ingleses” y “de los alemanes”. La zona del Belgrano Central,
atravesada por la Av. Cabildo y aledaños, era una zona de residencias y “case-
rones de tejas” pertenecientes a sectores de clase media como comerciantes,
profesionales, empleados bancarios, docentes. A ellos se sumaban los milita-
res, incluso de altos cargos, cuyas viviendas comenzaron a ocupar la zona y
donde instalaron, además, instituciones vinculadas a ellos como la Iglesia
Castrense, el Hospital Militar o el Instituto Geográfico Militar. De hecho es
una de las zonas de la ciudad con más instituciones militares.

La zona comprendida por el Bajo Belgrano se podría situar, a grandes
rasgos, entre las vías del ferrocarril que se encuentran sobre Libertador, has-
ta el río, pasando por el hipódromo. Esta zona era muy amplia, de asiduas
inundaciones y epidemias; incluso en la década del ’40 todavía se podían
cazar nutrias en sus pastizales (Mayochi, 1992). El perfil social estaba
compuesto por trabajadores de distintos rubros cuyas mujeres cocían y

2 De acuerdo a la  Ordenanza 26.607 los límites del barrio de Belgrano son los siguientes: La
Pampa, Av. Pte. Figueroa Alcorta, Av. Valentín Alsina, Zabala, Av. Cabildo, Virrey del Pino, Av.
de los Incas, Av. Forest, La Pampa, Av. Dr. Rómulo S. Naón, Av. Monroe, Av. del Tejar, Franklin
D. Roosevelt, Zapiola, Congreso, Av. del Libertador, Av. Guillermo Udaondo, Av. Intendente
Cantilo.
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limpiaban para las familias del Alto. En general era gente humilde. La
cercanía con el hipódromo y los “studs” da cuenta de numerosos trabaja-
dores vinculados con la actividad hípica y el ambiente del turf (Mayochi,
1992). En la década del ’40 el área fue progresando gracias a la provisión
de agua potable, la extensión de la red de gas, la habilitación de escuelas.
El progreso trajo también la instalación una villa de emergencia (Cazado-
res y Artilleros), que llegó a ocupar 11 hectáreas, donde se levantaron casas
de lata y cartones que fue cercada por un prolijo muro. Pegada a la zona de
villas, en los terrenos pertenecientes a la antigua Quema de Basuras, la
Fundación Eva Perón construyó dos de sus obras más monumentales: la
Ciudad Infantil y la Ciudad Estudiantil, donde niños y adolescentes reci-
bían educación integral y atención médica. En la primera se atendía a
niños de 2 a 7 años, en general huérfanos o que no podían ser cuidados
por sus padres. El hogar constaba de dos edificios: uno donde funciona-
ban las secciones básicas del instituto, decorado con escenas de cuentos
famosos, y el segundo edificio era una ciudad infantil propiamente dicha,
de dimensiones reducidas del tamaño de los niños. La Ciudad Estudiantil
era para niños en edad escolar y contaba hasta con un estadio para 7.000
personas y canchas para practicar todo tipo de deportes. La majestuosidad
de estas obras, que respondían a la expresión formal de la arquitectura
peronista (Cutolo, 1996) generó nuevos contrastes en el Belgrano de me-
diados de siglo y un fuerte impacto a los que vivían en los sectores aleda-
ños. Esta zona de Bajo Belgrano contó también con activas parroquias
como Nuestra Señora de las Mercedes que estaba fuertemente acendrada
en el barrio por el trabajo social implementado con la gente del lugar,
especialmente en época de inundaciones.

El barrio contaba con una serie de comités de distintas fuerzas políticas,
pero a partir de 1946 aparecieron primero de manera espontánea y luego
organizados por Eva Perón, los centros cívicos femeninos llamados María
Eva Duarte de Perón, Evita o Eva Perón, que nucleaban a mujeres con inquie-
tudes políticas y que participaban en apoyo de la incipiente obra social de la
esposa del presidente. Estos centros tomaron más fuerza con la campaña
por el voto femenino y fueron unificados en 1949 cuando se creó el PPF.
Simultáneamente, el Partido Comunista Argentino, a través de la Unión de
Mujeres Argentinas instaló en el Bajo Belgrano un centro femenino con el
nombre Mi Casa. Hacia fines de 1949, la fisonomía del barrio cambió nota-
blemente al instalarse tanto en el alto como el bajo Belgrano las unidades
básicas femeninas del recientemente creado PPF. No sólo cambió con la
apertura de sus locales, sino por la presencia en las calles de las militantes
peronistas que sin dudas fue un suceso para la época.

Belgrano era un mosaico de características contrastantes. La idiosin-
crasia del barrio era singular como ningún otro de Buenos Aires a mediados
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del siglo XX. Allí convivían sectores marginales, medios y altos, trabajado-
res, profesionales, militares y turfistas. Sin embargo, era considerado como
el barrio donde se alojaba la aristocracia del Movimiento Peronista, y por lo
tanto una de las zonas más difíciles de la Capital Federal. La forma en que se
implementó la militancia peronista femenina, a través de las unidades bási-
cas del Partido Peronista Femenino, permite observar cómo se desarrollaba
la táctica de penetración territorial y cuáles eran sus estrategias de capta-
ción de prosélitos, al tiempo que determinar a qué sectores sociales apunta-
ba el peronismo. La organización política femenina durante la década
peronista podría dividirse en tres etapas diferentes. La primera 1946-1949;
la segunda, 1949-1951 y la tercera de 1952-1955. La primera etapa se inicia
durante la campaña electoral que lo llevará a Perón a la presidencia, con la
aparición de centros cívicos femeninos que se multiplicarán a lo largo de
estos años. La segunda, con la creación del PPF hasta el triunfo en las elec-
ciones de 1951 y la tercera etapa, la institucionalización del partido, una vez
muerta Evita, hasta el derrocamiento del gobierno de Perón.

Acciones previas al PPF

En 1946 aparecieron los centros cívicos femeninos en distintos lugares
del país, entre ellos también en el barrio de Belgrano. Surgieron de manera
espontánea y estaban presididos, en general, por alguna mujer del barrio
que apoyaba vivamente a Perón o por las esposas de dirigentes políticos
barriales. Algunos funcionaban dentro de los comités o centros partidarios
del peronismo y, la mayoría, en la casa de alguna vecina del barrio. Los
centros cívicos estaban destinados a todas las mujeres argentinas “nativas o
naturalizadas que siendo mayores de 18 años quieran inscribirse en los cen-
tros cívicos donde se les asegura absoluta independencia en sus ideologías
políticas y en su credo religioso”3. Poco a poco fueron definiendo su papel y
a diferencia de las secciones o ramas femeninas, no tenían relación alguna
con la Junta Central del, por entonces novel, Partido Peronista ni con nin-
guna facción política. Se constituyeron con la única intención de “cooperar
con la esposa de Perón en su campaña de obra y justicia social” y asegurar
los derechos políticos de la mujer y afiliar a las simpatizantes4. Solicitaban,
por ejemplo desde una bandera para una escuela hasta medicamentos, ali-
mentos, ropa, anteojos, dictaban clases de apoyo escolar y de capacitación
general para las mujeres. También iniciaron una fuerte campaña pro sufra-

3 Folleto anunciando la creación de los Centros Cívicos Femeninos, marzo de 1947 (Archi-
vo Hilda Castañeira).
4 Diario La Acción, Rosario, 12/03/1947.
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gio femenino. Su presencia se fue haciendo notar en el barrio y, a los que
surgían espontáneamente, se sumaron los que fue creando Evita a quien
respondían de manera más o menos organizada.

Su mayor o menor actividad y protagonismo dependía, en parte, de la
actitud y trabajo de quienes los presidían. Una vez sancionada la Ley Nº
13.010, los centros cívicos comenzaron a colaborar con los comandos mili-
tares encargados de las tareas de enrolamiento femenino. Repartían en el
barrio folletos explicativos y daban charlas y conferencias asesorando a la
mujer acerca de los pasos a seguir para obtener la libreta cívica. Algunos
centros estaban autorizados para realizar los trámites de enrolamiento de las
mujeres. Hacia 1948 su crecimiento y presencia fue notable. Las actividades
de estos centros femeninos fueron, de alguna manera, el antecedente de las
futuras organizaciones celulares partidarias, las unidades básicas femeninas.

En el mismo período pero, del otro lado del arco ideológico, uno de los
intentos de movilización más insistentes en la convocatoria a las mujeres fue
el realizado por el Partido Comunista. En abril de 1947 se creó la Unión de
Mujeres Argentina, un satélite del Partido Comunista Argentino que preten-
día movilizar a las mujeres de distintas ideologías y credos religiosos a fin de
ampliar sus bases de sustentación. Su intención era captar a distintos sectores
lo que derivó en una fuerte advertencia realizada desde las páginas de varios
boletines de la Acción Católica Argentina sobre el peligro de la filtración co-
munista tendiente a persuadir principalmente a mujeres de la ACA. Incluso,
bajo el título de “Advertencia grave” transcribió una noticia de La Prensa de
abril de 1948 en que señalaba la forma en que la UMA intentaba atraer a las
mujeres católicas “madres de familia ejemplares y mujeres dignas de sincero
respeto” que fueron víctimas de estos actos de captación comunista5.

Era una organización laxa integrada por mujeres muy jóvenes, en gene-
ral, maestras que contaban con una fuerte formación cultural brindada por
el mismo partido. La orientación de la actividad estuvo centrada en las tra-
bajadoras dentro de las que incluían a las amas de casa. Sin embargo, a
diferencia de la Junta de la Victoria, la UMA excluyó el componente aristo-
crático del perfil de las afiliadas6. Clara del Franco, una de sus integrantes,
recuerda que no se consideraban a sí mismas como integrantes de un parti-
do político sino de una organización barrial. Formaron varios centros en
distintos lugares del país y algunos tuvieron mucha actividad como el Cen-
tro Femenino del Norte, que actuaba en la zona de Palermo, o las agrupacio-

5 Los boletines de la Acción Católica Argentina dedicaron desde septiembre de 1946
varios números a denunciar este  tema, por ejemplo “Sobre la penetración comunista” (sep-
tiembre-octubre de 1946); “La Acción Católica y la infiltración comunista” (enero de 1947);
“Voz de alerta” (marzo de 1947); “Reaccionemos antes de que sea tarde” (junio de 1947);
“Atando cabos” (agosto de 1947) (documentación facilitada por Luis Alberto Romero).
6 Sobre la acción de la UMA, véase Valobra (2005).



641

nes de Rosario, Ciudadela, Dock Sud, Villa Lugano y Mi Casa de Belgrano.
Mi Casa era una agrupación que había nacido en el barrio de Chacarita y
luego se expandió a Palermo y Belgrano. El de Palermo duró poco tiempo y
el de Belgrano fue importante entre 1947 y 1949. Estaban organizadas bajo
un Consejo Directivo y un Consejo Ejecutivo a escala nacional, y su presi-
denta fue Margarita de Ponce. A su vez, cada centro contaba con una presi-
denta, secretaria y tesorera. Por ejemplo, podía darse que la presidenta fuese
peronista, la secretaria comunista y la tesorera, socialista, como en el centro
Femenino del Norte, dando cuenta de la pluralidad de sus integrantes.

Mi Casa de Belgrano funcionaba en la calle Migueletes en la zona del
Bajo y su presidenta era Fanny Gelman. La agrupación disputaba la acción
en el barrio con las peronistas y con la parroquia Nuestra Señora de las
Mercedes que tenía una fuerte presencia en la zona. Las umistas eran, en
principio, activadoras de demandas, las cuales no necesariamente tenían
que ver con cuestiones específicas para las mujeres aunque abordaban la
problemática generales desde la implicación femenina, señala Valobra. Eran
pocas pero muy activas y con una penetración geográfica notable. Sus ac-
ciones eran locales, circunscriptas al barrio y centraban su actividad en al-
guna reivindicación muy concreta del barrio7. Las umistas centraron su ac-
ción en los desalojos que se producían en el bajo Belgrano, zona de tierras
fiscales a las que el gobierno buscaba dar nuevos usos. Ellas resistieron junto
a los vecinos los embates de la policía montada dispuesta a desalojarlos8. Su
estrategia fue recurrir a las autoridades o entidades correspondientes con
petitorios firmados por los vecinos del barrio e incluso, llegaron a reunirse
con los convencionales constituyentes9. Estos desalojos provocaban la con-
secuente falta de vivienda que era denunciada por la UMA a distintas orga-
nizaciones gubernamentales. Si bien este era su caballito de batalla iniciaron
también una campaña de vacunación10 y contra la carestía, por medio de
carteles que las propias socias pegaron en las calles del barrio. Además ar-
maron petitorios y enviaron telegramas firmados por “miles de madres de
familia con el objeto de que la leche, artículo de primerísima necesidad para
los niños, sea puesto a disposición de los hogares obreros”11. A su vez dicta-
ban los cursos de corte y confección; conmemoraban el Primero de Mayo y
las fiestas patrias con un acto en la sede central. Además de juntar dinero
para cosas muy puntuales, como por ejemplo, comprar el ataúd para el hijo
de un obrero que había muerto en un accidente12.

7 Entrevista de la autora a Clara del Franco, marzo de 2006.
8 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, 3/11/1948.
9 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, 3/09/1953.
10 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, 1/04/1948.
11 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, 15/06/1948.
12 Entrevista de la autora a Clara del Franco, marzo de 2006.
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La unidad de acción de la UMA se centró en las necesidades barriales y al
hacer del barrio su unidad de acción era generalizada la presencia de simpa-
tizantes peronistas. El barrio se transformó en un lugar de lucha para defen-
der las cosas del barrio “[y] en los barrios, el que no era peronista no era
nada...” (Valobra, 2005: 129). Esto devino en una pugna por la zona de in-
fluencia y como señala Clara del Franco, en realidad lo que se daba “era una
disputa por la conciencia de las mujeres”13. No existió un enfrentamiento
directo sino ideológico. Sin embargo, en algunos puntos muy específicos tra-
bajaban en forma conjunta, como por ejemplo los pasos a realizar para obte-
ner la libreta cívica. De esta manera las umistas tomaban distancia de las postu-
ras opositoras y se hacían eco de una reivindicación que estaba siendo canaliza-
da casi en exclusividad por el peronismo, como fue el otorgamiento de los dere-
chos políticos y el consecuente enrolamiento y empadronamiento femenino.

La acción de la UMA fue importante y constante en el Bajo Belgrano
como en otros puntos del país hasta principios de 1949 en que comenzó una
escalada represiva por parte del Estado que implicó la persecución y represión
de sus dirigentes y el cierre de los centros que tenían más presencia. Mi Casa
fue clausurada por la conflictividad potencial que entrañaba. Esta persecu-
ción coincide con las discusiones que se estaban dando dentro del Consejo
Superior del Partido Peronista del que formaba parte Evita sobre la forma de
organizar definitivamente a las mujeres dentro del peronismo. Si bien aún no
se sabía de qué manera se implementaría, lo cierto es que el tema era aborda-
do en reuniones periódicas. A partir de ese momento, la acción política de la
UMA se tornó peligrosa. No comenzaron a trabajar en forma clandestina,
señala irónicamente Clara del Franco, sino que les decían “hacé las cosas pero
que te quede claro que vas en cana”14. Nuestras Mujeres se preguntaba en sus
editoriales: “¿A quién puede molestar que la agrupación por el bienestar de la
mujer y el niño, la consecuente defensa de los desalojos del bajo Belgrano
realizado por la agrupación Mi Casa? (...) única y exclusivamente a grupos
reaccionarios, entronizados en dependencias del Estado que atacan, pertur-
ban y tratan de destruir la acción entusiasta y desinteresada de las mujeres
que han sabido unirse para defender sus más inmediatos intereses?”. Sin
embargo, señala Valobra (2005) la continuidad y expansión de la UMA, aun
con las dificultades con el gobierno, son indicadores de la vitalidad que sostu-
vieron en un contexto distinto de acción.

Todas las manifestaciones políticas surgidas desde 1946, organizadas o
no, cimentaron de alguna manera un campo propicio para la creación del
PPF, dando cuenta de un clima de efervescencia política más o menos mani-
fiesta. Los centros cívicos femeninos implementaron una acción, en general,

13 Ídem.
14 Ídem.
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inorgánica, se centraron en el barrio y buscaron dar respuesta a distintas de-
mandas que fuesen surgiendo, pero sobre todo se fueron reconociendo en el
accionar de la cada vez más ascendente figura de Eva Perón. Las mujeres de la
UMA se centraron principalmente en un problema concreto, en este caso, los
desalojos. También denunciaban su consecuencia: la escasez de vivienda. Por
distintas razones, tanto las integrantes de la UMA como las presidentas de los
centros cívicos femeninos debieron dejar su acción política o al menos no
continuarla de la manera en que venían haciéndolo. La UMA sufrió la clausu-
ra de sus locales y los centros cívicos femeninos fueron disueltos e incorpora-
dos al Partido Peronista Femenino como una de las resoluciones de la Asam-
blea de creación del PPF, el 29 de julio de 1949. Sus integrantes podían incor-
porarse al nuevo partido, pero no así sus dirigentes en calidad de tales.

El PPF: características generales y particulares de Belgrano

La fisonomía del barrio había cambiado con la llegada de las comunis-
tas y las peronistas en sus calles; pero a finales de 1949 con el descomunal
desembarco de las unidades básicas femeninas la transformación fue más
notable. El Partido Peronista Femenino se fundó el 29 de julio de 1949 en el
marco de la primera Asamblea Organizativa del Partido Peronista. Nació
como una organización política, compuesta exclusivamente por mujeres,
que contó con una estructura y células operativas propias. Estaba presidida
por Eva Perón, una líder carismática, poderosa e influyente quien alcanzó
un poder impensado para una mujer a mediados de siglo. El PPF formaba
parte del Movimiento Peronista, que luego de varias instancias organizativas
quedó constituido por el Partido Peronista, el Partido Peronista Femenino y
la Confederación General del Trabajo. De acuerdo a su reglamento general,
el PPF estaba vinculado “íntimamente” al Movimiento Peronista pero era
autónomo del Partido Peronista que integraban los hombres. Las tres fuer-
zas que conformaban el Movimiento Peronista eran independientes una de
las otras, pues en lo inmediato se ocupaban de sectores diferentes y de pro-
blemas distintos, aunque las tres perseguían los mismos objetivos generales.
Cada rama tenía sus propias autoridades y su propia organización adecua-
da a sus tareas específicas, como también sus propias organizaciones celula-
res: las unidades básicas. Cada una cumplía con distintos objetivos y en la
práctica sus funciones y actuaciones eran muy diferentes, dando cuenta de
la existencia de una política específica destinada a las mujeres. La política
del gobierno peronista, sustentada en un partido de masas, tuvo hacia las
mujeres un marcado interés, no sólo electoral sino de control social, pues
era necesario que cumplieran con ciertos objetivos para poder llevar a cabo
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la política implementada desde el Estado. Las unidades básicas femeninas,
según el reglamento general del PPF, constituían el organismo primario
permanente, la célula base, el centro elemental de organización,
adoctrinamiento, difusión y superación del peronismo encargado de afiliar,
adherir y capacitar a la mujer peronista15.

El PPF se organizó a partir de una táctica política de penetración terri-
torial donde un “centro” controla, estimula y dirige el desarrollo de la peri-
feria, es decir, la constitución de los mandos locales e intermedios del parti-
do16. Las políticas de penetración territorial se implementaron con el nom-
bramiento de delegadas y subdelegadas censistas y la consecuente apertura
de unidades básicas femeninas. La organización del PPF fue orquestada
desde la presidencia del partido que ejercía Eva Perón. El Partido Peronista
Femenino era una organización centralizada dominada por el principio de
obediencia al mando y en la que la simbiosis entre la identidad organizativa
y la líder fundadora fue total y absoluta. La elección de delegadas se hizo a
partir de la selección personal que realizó Eva Perón de cada una de ellas, a
partir del establecimiento de lazos personales, lo que obligó a desarrollar
actitudes fuertemente conformistas y reverenciales para obtener su favor.

La primera medida fue saber con cuántas partidarias o simpatizantes
contaba el peronismo, por lo que se organizó un gran censo nacional bajo el
lema “cuántas somos y dónde estamos”. Las encargadas de llevarlo a cabo
fueron 23 delegadas una por cada provincia o territorio y una por Capital
Federal. Ellas fueron las responsables de la organización y puesta en marcha
del partido. Como su primera tarea fue censar, se las llamó delegadas censistas.
La delegada censista por la ciudad de Buenos Aires era Teresa Adelina Fiora,
una colaboradora excepcional de Evita tanto en la organización de la Fun-
dación Eva Perón y del PPF, quien fue la encargada de elegir a las subdelega-
das censistas de la Capital Federal. Las subdelegadas debían contar con
cierto nivel educativo, que hubiesen terminado la escuela primaria y, de ser
posible, tuviesen “algo más de estudio”. Pero, sobre todo, evaluaban las cua-
lidades “morales y peronistas” de cada una de ellas17. También se evaluaba
la lealtad, la capacidad y disciplina, unidas a los deberes especialísimos de
su militancia para los que se les pedía que tuvieran buen trato, compañeris-
mo, desinterés y la disposición para obrar recta y conscientemente. Además
debían tener “el don de atracción y simpatía”, es decir se les pedía que fue-
ran carismáticas, para un fin colectivo no individual, pues debían dejar de
lado cualquier tipo de ambición personal.

15 Consejo Superior del Partido Peronista Femenino, Reglamento General del Partido
Peronista Femenino, 1955.
16 Sobre políticas de penetración territorial ver Panebianco (1990).
17 Partido Peronista Femenino, Sede Central, Circular Nº3, febrero de 1950 (Archivo Nila
Lloyd).
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Una vez seleccionadas, las delegadas enviaban a Eva Perón ternas de
mujeres con los datos completos, tal como lo disponía la circular Nº1: “Las
censistas deben proponer ternas de mujeres por distrito o barrio para ser
nombradas subdelegadas y los datos deben presentarlos personalmente a
Eva Perón”. Entre las referencias requeridas figuraban no sólo los datos de
las mujeres sino también los de sus padres, hermanos, maridos o novios e
hijos. La policía adjuntaba un informe detallado y minucioso de cada una
de las posibles candidatas y de sus familias, y todo se enviaba a la presiden-
cia del partido para que Evita las evaluara. Las delegadas sólo podían poner
en funciones a las subdelegadas una vez que Evita les hubiera dado el visto
bueno18. Según sus indicaciones, nunca nombraban a una sola por locali-
dad o barrio, en el caso de la Capital Federal, debían nombrar por lo menos
a dos (dependiendo de la cantidad de habitantes y de las posibilidades de
conseguir un local partidario) para evitar la formación de caudillas. Las
subdelegadas de Belgrano no pertenecían al barrio sino que procedían de
otros lugares de la ciudad, en total fueron quince subdelegadas entre las que
se encontraba Delia Parodi, futura presidenta del partido, diputada y
vicepresidenta primera de la Cámara. Ella inició su actividad política en la
unidad básica femenina de la calle Teodoro García 2475. Entre las seleccio-
nadas había maestras, directoras de escuelas, empleadas públicas, como tam-
bién empleadas administrativas y asistentes sociales de la Fundación Eva
Perón19. Las subdelegadas se hacían cargo de un determinado territorio
para censar y de buscar un lugar apto para la apertura del local partidario,
pues donde había una subdelegada existía una unidad básica femenina20.

La táctica de penetración territorial del PPF se implementó con el nom-
bramiento de delegadas y subdelegadas en todo el país y la instalación de
unidades básicas femeninas, provocando una fuerte presencia política. El PPF
se caracterizó por ser una organización de base territorial donde la militancia
desarrollada era de tipo barrial. La vía de acceso de las mujeres peronistas al
PPF se dio a través de las unidades básicas femeninas que se encontraban
instaladas en todos los barrios. Las mujeres se podían acercar de manera es-
pontánea o luego de ser visitada en su casa por la subdelegada censista. Las
unidades básicas femeninas como las masculinas y las gremiales, tenían el
firme propósito de contrastar con la desvalorizada imagen del comité partida-
rio, intentando asumir una identidad propia, a partir de una nueva propuesta
y de un trabajo diferenciado, tal como lo señalaban las Directivas Comple-

18 Ídem.
19 Plotkin (1993) señala que la mayoría de las delegadas o subdelegadas eran enfermeras
de la Fundación Eva Perón.
20 Partido Peronista Femenino. Presidencia, Circular Nº 1, octubre de 1949 (Archivo Nila
Lloyd).
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mentarias del Consejo Superior del Partido Peronista. En las mismas, utili-
zando palabras empleadas por Perón, se decía que las unidades básicas no
debían convertirse en comités “porque todavía huelen a empanadas y tabas.
Lo que fue antro de vicio queremos convertirlo en escuela de virtudes… cen-
tros culturales peronistas donde se eduque al ciudadano, se le inculquen vir-
tudes y se le enseñen cosas útiles y donde no se le incline al vicio”21.

La estructura jerárquica del PPF estaba compuesta por la presidenta,
las delegadas censistas, de quienes dependían todas las unidades básicas
femeninas de cada provincia, territorio y Capital Federal. A su vez cada uni-
dad básica femenina estaba integrada por una subdelegada censista, una
secretaria, una prosecretaria, colaboradora rentada y colaboradora ad
honórem. El partido actuaba como si fuera una entidad estatal. Las delega-
das y la mayoría de las subdelegadas censistas, las secretarias de la sede
central provincial y las colaboradoras rentadas estaban adscriptas al partido
y continuaron percibiendo sus haberes del mismo lugar de trabajo de don-
de provenían, aunque laboralmente dependieran de la sede central del par-
tido, lugar al que debían reportarse. Las que no estaban designadas en el
Estado, pronto lo estuvieron22. Las delegadas y subdelegadas no recibían di-
nero para el mantenimiento de las unidades básicas y, en caso de ser necesa-
rio, cubrían los gastos con sus propios ingresos. Incluso, recuerda Nila Lloyd
que ellas tenían una libreta de almacén que pagaban a fin de mes23. Los gastos
de teléfono, por ejemplo, también los abonaban las subdelegadas.

Las tareas que desempeñaba la subdelegada eran múltiples: primero y
principal, no tenían horario de trabajo prefijado, en un principio trabajaban
de 8 a 20 y, más cerca de las elecciones, todos los días (inclusive los domin-
gos), de 8 a 24. Las subdelegadas iban casa por casa con las indicaciones de
lo que debían hacer: afiliar o buscar a las peronistas y ver cuáles eran las
necesidades de los vecinos del barrio que pudieran ser cubiertas por la Fun-
dación. Ellas no activaban demandas como las umistas, sino que trataban
cubrir las necesidades. El contacto casa por casa funcionaba como una invi-
tación a las vecinas a afiliarse al partido y a convocarlas a la unidad básica
previamente instalada en el barrio. De alguna manera, desde el partido se
buscaba deliberadamente definir la participación de las mujeres como si
sólo fuera una acción social y no política, situación que de hecho sirvió para
incorporar un mayor número de mujeres en la estructura partidaria.

21 Directivas Complementarias del Consejo Superior del Partido Peronista, Buenos Aires, 1952.
22 Según consta en la declaración Nº43 efectuada por José Justo Marrón a la Comisión
Nacional de Investigaciones, “el 95 por ciento del personal que trabajaba en PPF eran
empleados públicos que no prestaban servicios en la administración pública” (Argentina,
Comisión Nacional de Investigaciones, Comisión Nº 43).
23 Entrevista de la autora a Nila Lloyd, abril de 2001.
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Las unidades básicas femeninas para el momento de la elección de 1951
sumaban un total de 3600 en todo el país y pronto se convirtieron en una
red ágil para transmitir y recibir información y a la vez llegar a los lugares
más recónditos del país. En la Ciudad de Buenos Aires había un total de 149
unidades básicas y en el barrio de Belgrano, quince unidades básicas perte-
necientes a las circunscripciones 16 y 1724. La distribución era la siguiente:
Belgrano R: Superí 1446 y Álvarez Thomas 610; en Belgrano Centro o Cen-
tral, Teodoro García 2475, Holmberg 2355, Cabildo 2231, Echeverría 2494,
Gorriti 5460, Bonpland 872, Santa Fe 4451, Arcos 1950, Monroe 4347, Vi-
rrey Avilés 2711, y más cercanas o bordeando al Bajo Belgrano: Chenaut
1940, Arribeños 2869, aunque también Arcos 195025. Chenaut y Arribeños,
y en menor medida Arcos, actuaban sobre el Bajo Belgrano. ¿Cuál fue el
objetivo político de instalar unidades básicas femeninas en barrios de secto-
res medios o altos que podían presentarse hostiles? Una investigación preli-
minar llevaría a afirmar que el Partido Peronista Femenino intentó incluir a
las mujeres en tanto mujeres en su estructura organizativa, más allá de sus
condiciones de clase. Por eso señalamos que se trató un partido de integra-
ción social que es aquel que busca incluir a un grupo social específico y
además es una respuesta político-organizativa al desarrollo de las políticas
de masas. Este tipo de partido busca organizar y movilizar a nuevos sectores
antes excluidos de la competencia política, tarea que los partidos tradiciona-
les de representación individual no pueden llevar a cabo. El partido de inte-
gración social pretende movilizar e incorporar a la vida política a grupos
sociales específicos, como por ejemplo, las mujeres (Neumann, 1965). Aho-
ra bien, ¿cuál era la base social del partid? Vale decir, ¿a quiénes buscaba
movilizar? Hemos considerado al PPF como un partido de integración so-
cial que buscó incluir a un grupo social específico, las mujeres. La mayoría
de los estudios realizados hasta el momento señalan que el partido buscaba
incorporar a un sector determinado de mujeres. En esta línea, Susana Bianchi
y Norma Sanchís (1988: 78-79) consideran que el partido tenía “como prin-
cipal función conectarse y organizar a las mujeres de base” pues “... el blan-
co privilegiado de las acciones partidarias eran las amas de casa, cuyo ámbi-
to de acción hasta el momento era lo hogareño, [y] que no habían accedido

24 La división puede ser arbitraria pero cuatro documentos que contienen listados de las
unidades básicas femeninas de Capital Federal entre 1950 y 1952 muestran criterios distin-
tos de distribución, ya sea por sección o circunscripción, a lo que se suman los desacuerdos
para delimitar el barrio de Belgrano y la división en nuevas circunscripciones electorales que
se realizó para  las elecciones de 1951. Sin embargo, pese a los cambios para la elección se
mantuvo la división dentro del partido de veinte circunscripciones hasta fines de 1952 en que
cambió nuevamente a catorce circunscripciones electorales.
25 Las zonas de influencia de las unidades básicas femeninas no tenían sus límites estricta-
mente demarcados.
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al espacio público a través de otras actividades”. En un trabajo posterior,
Bianchi (2000: 771) señala que no todas las mujeres fueron apeladas sino
sólo “las mujeres peronistas definidas como la mujer auténtica que vive en el
pueblo”. Según Julia Guivant (1985: 27) el PPF era el canal adecuado para
que las mujeres obreras o de los sectores subalternos pudieran entrar en el
mundo público sin perder su “esencia”. Si bien su predicamento tuvo más
acogida en los sectores medios y bajos, no se desestimó la inclusión de las
mujeres de todos los sectores sociales en el partido. En este sentido la ubica-
ción territorial de las unidades básicas femeninas y el tipo de actividades
que se desplegaban en ellas, dan la pauta de un esfuerzo en incluir a muje-
res de todos los sectores, aunque es probable que también sirviese, en alguna
circunstancia, como una provocación.

La indicación partidaria era afiliar del 60 al 70 por ciento de las empa-
dronadas en cada sector26. De acuerdo al censo de 1947 podemos observar
que el 60 o 70 por ciento de la población femenina abarcaba aún más que a
los sectores obreros o subalternos. En la Ciudad de Buenos Aires había un
total de 869.333 empadronadas. Vale decir que la meta de afiliación era
aproximadamente de 570.000 mujeres. Las directivas partidarias emitidas
cuando Evita era presidenta del partido no hacían referencia al origen social
de las mujeres a convocar. Inclusive el primer Reglamento General del Par-
tido Peronista Femenino, que data de 1955, establecía que el partido era “fiel
a la consigna de Eva Perón de que únicamente las mujeres serán la salvación
de las mujeres, y exhorta a todas las mujeres de la Patria, sin distinciones de
nacimiento, religión o bienes, a engrosar sus filas para luchar por el afianza-
miento de las conquistas del peronismo y por la liberación integral de la
mujer”. Por lo cual el PPF está constituido por “todas las mujeres que sien-
tan y piensen como peronistas y que se afilien o adhieran a él”27.

El barrio de Belgrano era una de las circunscripciones más difíciles de
abordar pues allí se encontraba la “aristocracia del movimiento” señala Delia
Parodi. Ella estaba a cargo de la unidad básica de la calle Teodoro García y
Cabildo, una zona de muchas residencias. “Lo único que nos salvaba a no-
sotras de esa circunscripción 17 era el barrio Las Cañitas (Chenaut 1940),
que compensaba el Alto Belgrano con el Bajo. Eso era peronista, pero el otro
era muy difícil de llegar a las casas y convencer a las mujeres de lo que quería
Eva Perón”28. El punto está en que más allá de la dificultad que esto entrañaba

26 Partido Peronista Femenino, Sede Central Provincia de Santa Fe, Comunicado a las sub-
delegadas censistas, 28 de junio de 1951.
27 Consejo Superior del Partido Peronista Femenino, Reglamento General del Partido
Peronista Femenino, Buenos Aires, 1955, p. 7.
28 Entrevista a Delia Parodi realizada por Luis Alberto Romero, 19 de julio de 1972 (Colec-
ción de Historia Oral, Instituto Torcuato Di Tella).
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existía al menos una intención de atraer al partido mujeres de distintos sec-
tores. Además, en estos lugares existía mucha gente empleada para trabajar
tanto en servicio doméstico como en jardinería y en parte, de acuerdo a los
testimonios, se apuntaba hacia ellos29. Pero también se ofrecía a las dueñas
de casa afiliarse al partido e incluso había actividades dentro de la unidad
básica que pudieran atraerlas. Según Nila Lloyd nunca tuvieron problemas
cuando tocaban el timbre y decían que eran del PPF y cuáles eran sus inten-
ciones. Vale decir, que si bien no eran sectores proclives al peronismo, al
menos había una intención de acercamiento.

Las unidades básicas femeninas podrían dividirse en tres tipos que con-
dicionaba, también, la clase de actividad a llevarse a cabo dentro de las mis-
mas. Las más espectaculares funcionaban en petit hoteles de varios pisos, con-
taban con biblioteca, gimnasio, consultorios médicos y hasta sala de teatro y
cine. Este tipo de unidades básicas femeninas se encontraba en las ciudades
más importantes del país y en mayor número en la Ciudad de Buenos Aires.
Como por ejemplo las ubicadas en Concepción Arenal y Guzmán, Corrientes
938, Rivadavia 5161. Las seguían en infraestructura casas o locales de dos o
tres habitaciones con comodidad suficiente para desempeñar las tareas parti-
darias, como las instaladas en el barrio de Belgrano en Teodoro García 2475,
Bonpland 872, Arcos 1950, Echeverría 2415, entre otras. Un tercer tipo, y el
más numeroso, eran las que funcionaban en una habitación o el garaje de una
casa de familia que era cedida por una militante o subdelegada censista para
ser utilizada como unidad básica, este último tipo de unidad básica femenina
no había en el barrio de Belgrano, pero eran mayoritarias en el resto del país.
Algunas instituciones cedían alguna parte de su predio, por ejemplo, el Club
El Rosedal de Belgrano, Chenaut 1940, destinó una parte para la instalación
del local partidario30. También el Estado: las unidades básicas de la calle Arcos
y Teodoro García estaban instaladas en el Registro Civil de las secciones 16 y 17,
respectivamente. En un perímetro pequeño existía un centro partidario permi-
tiéndole a la mujer no alejarse de su barrio para participar en las tareas políticas.
Todas las unidades básicas debían estar en perfectas condiciones y prolijamente
arregladas, “…destacando la femineidad y delicadeza de sus autoras”31.

Un rasgo distintivo muy importante, y sobre el que se insistía
sistemáticamente desde la presidencia del partido, era la tajante prohibición

29 Entrevista de la autora a Nila Lloyd, abril de 2001.
30 Para tener una idea del equipamiento mínimo de unidad básica sirve como ejemplo la de
la calle Chenaut 1940. Al recibirla en marzo de 1952, la subdelegada censista realizó el
siguiente inventario: 6 sillas de madera, 3 cuadros de Eva Perón, 2 cuadros de Perón, 1
escudo peronista, 1 escritorio de madera de 7 cajones, 1 artefacto de luz fluorescente, dos
tubos, 1 porta secante,1 almohadilla para sellos, 4 sellos de goma, 1 regla de madera.
31 Partido Peronista Femenino de Corrientes, Sede Central, Acta Nº 3, 26 de febrero de 1952.
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del ingreso de hombres, situación que derivaba en una estricta sanción par-
tidaria. Varias circulares del partido recalcaban esta orden: “tener en cuenta
que el movimiento es de mujeres exclusivamente. Por consiguiente, la inter-
vención de los hombres debe descartarse; únicamente debe aceptársele como
compañeros de un mismo ideal para la colaboración desinteresada en la sola
línea de Perón y Eva Perón como líderes únicos”32. Incluso, estaba prohibi-
do el ingreso de médicos para atender a las afiliadas, situación que debía ser
cubierta sólo por personal de la Fundación Eva Perón33. Su ingreso estaba
prohibido aunque más no fuera una visita ocasional. Las afiliadas debían ser
atendidas sólo por personal de la Fundación Eva Perón34. Ni maridos, ni
novios, ni amigos, ni médicos, ni policías. La unidad básica de la calle Chenaut
recibió una nota en la que se alertaba sobre la presencia del policía de la
esquina, al que se ha visto en “amable tertulia con las integrantes de la uni-
dad básica”, aclarando que queda terminantemente prohibida la presencia
de cualquier hombre, aun siendo este policía, en el local, aunque sea para
“... charlar y tomar mate con las afiliadas, esto es muy mal visto por la gente
del barrio y baja la reputación de las integrantes de la unidad”35. Esta medi-
da drástica se habría tomado con una doble intención. Por un lado, resguar-
dar la buena reputación de las mujeres que comenzaban a trabajar en polí-
tica, pues era inconveniente que se las viera en reuniones con hombres den-
tro de un local partidario36. Por otra parte, de acuerdo a directivas, como a
relatos de distintas protagonistas de la época, Eva Perón alertaba periódica-
mente a las censistas de que no se dejaran influir ni siquiera aconsejar por
los hombres del partido, pues corrían el riesgo de adquirir los vicios que
ellos tenían en política, como también la intención de querer manejarlas
dada su experiencia anterior. A tal punto llegó esta directiva, que Evita ins-
truyó a las delegadas censistas prohibiéndoles nombrar como subdelegadas
a las esposas de funcionarios para que sus maridos no las influyeran a ellas
e indirectamente al PPF37.

La actividad en las unidades básicas femeninas estaba dirigida tanto a
las mujeres como a sus hijos menores e indirectamente a la familia en su
conjunto. El acelerado y exitoso crecimiento del PPF en torno de la estruc-
tura de las unidades básicas femeninas provocó que pronto se convirtiesen
en el modelo a seguir por las otras ramas del Movimiento Peronista, que

32 Partido Peronista Femenino, Sede Central, julio de 1950.
33 Circular s/n del PPF Capital Federal, 18 de julio de 1950.
34 Ídem.
35 Partido Peronista Femenino, Sede Central Capital Federal, 29 de mayo de 1951.
36 Circular s/n Sede Central PPF Capital Federal, 20 de julio de 1950.
37 Entrevista  de la autora con Ana Macri (mayo de 1999), Hilda Castañeira (septiembre de
2002) y Esther Fadul (junio de 2002).
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destacó Perón diciendo que “la base de la doctrina peronista, que es la base
de la moral peronista, yo la veo en sus formas más puras en la organización
femenina (...) La unidad básica femenina es el lugar donde van a leer, a
cambiar opiniones, a instruirse, a elevar la cultura cívica, es linda y agrada-
ble, acogedora a todo el que entra en ella y es el modelo que vamos teniendo
los peronistas para la organización de nuestras unidades básicas. Ese mérito
lo tendrán siempre las mujeres...”38. Estas unidades básicas femeninas van a
ser el modelo, tal como lo dijera Perón, de las organizaciones celulares del
partido, modelo a seguir y a tener en la mira para la organización del mismo.

La capacitación y la asistencia social eran las dos funciones primordia-
les de todas las unidades básicas femeninas. Más allá de la actividad estricta-
mente política, como captar prosélitos, hablar de temas políticos o concu-
rrir a actos masivos en apoyo a los líderes partidarios, el eje de acción estaba
destinado a cubrir los intereses considerados, culturalmente, propios de las
mujeres. Buscando atraerlas y vincularlas al partido se implementaron una
serie de cursos de capacitación ajustados a sus necesidades y al rol social
que cumplían. ¿Qué tipo de capacitación se podía brindar en las unidades
básicas de Belgrano que respondieran a los dispares intereses de las mujeres
del barrio? El plan de capacitación estaba enmarcado dentro del Plan Na-
cional para unidades básicas femeninas, es decir, se manejaba con directivas
expresas para todo el país indicando el tipo de educación para brindar a las
mujeres. Ahora bien, el tipo de cursos o clases dictadas dependía de dife-
rentes variables. Por un lado, como mencionara anteriormente, de la estruc-
tura edilicia, como también del momento político con las necesidades que
traía aparejadas, como por ejemplo la apoyatura brindada para la
implementación de los planes quinquenales, especialmente del segundo o
en la instrucción dada para la primera elección en que participaron las
mujeres. También había que tener en cuenta las necesidades de la gente del
barrio y de la existencia y disponibilidad de una maestra o profesora para
que dictase ad honórem la práctica de su especialización. La concurrencia
era facilitada con una ayuda complementaria: el cuidado de sus hijos me-
nores mientras concurrían a clase. La presencia de los niños era frecuente,
lo que permitió que se generara un clima hogareño, tal como lo pedía Evita
en diferentes cartas enviadas a los locales partidarios.

 Todas las unidades básicas femeninas, sin excepción, debían obligato-
riamente implementar un plan de alfabetización destinado a mujeres adul-
tas, como también brindar clases de apoyo escolar para los niños. Estos
cursos eran dictados por una maestra que se hacía cargo de uno o varios

38 Juan Domingo Perón, Discurso dado a las subdelegadas censistas del PPF, 4 de julio de
1951.
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locales partidarios. El plan de alfabetización constaba de la enseñanza de
lectoescritura y cálculos matemáticos básicos. La concurrencia era muy im-
portante, especialmente en las unidades básicas cercanas al Bajo pero tam-
bién en las otras, pues también allí había mujeres analfabetas. Las maestras
llevaban registros del desarrollo del programa como de la asistencia de sus
alumnas y las calificaciones obtenidas. Las unidades básicas femeninas lin-
dantes con el Bajo cubrían sus cursos de lectoescritura con mujeres adultas
pertenecientes a dicho barrio aunque también podían concurrir a otro local
partidario si así lo preferían. No había rigidez en cuanto a la asignación de
las zonas de influencia, el punto principal era lograr atraer a las mujeres
más allá del lugar que les correspondiera por la ubicación geográfica de sus
viviendas. De cualquier manera un arco de unidades básicas femeninas aca-
paraba la zona del Bajo: Chenaut, Arcos y Arribeños.

Buscando la manera de impartir la enseñanza de labores consideradas
propias de la mujer se dictaron cursos de diferentes tipos39. Las clases de
corte y confección seguían en prioridad después de las de alfabetización
con la intención de que las madres tuviesen la posibilidad de vestir a sus
hijos “como la gente”, que en muchos casos eran acompañados por el envío
de máquinas de coser y de géneros por la Fundación Eva Perón. El resto de
la capacitación que se brindaba dependía de los intereses particulares de las
mujeres de cada barrio como de la existencia de una profesora que se en-
contrara en condiciones de impartirla40. Como los cursos eran dictados por
mujeres del barrio, se creaba un ambiente de cooperación e intercambio.
Dada la conformación social del barrio y sus distintos intereses se impartie-
ron clases de primeros auxilios, aplicación de inyecciones, ayuda escolar,
corte y confección, bordado, cocina, inglés, francés y análisis literario. Por
ejemplo, en la calle Chenaut dictaban los cursos de inglés las tres hijas de un
importante dirigente del hipódromo que vivían en el barrio, y en la calle
Arcos la hermana de la subdelegada dictaba clases de francés. De acuerdo a
los registros de asistencia a las clases de inglés por ejemplo, había en la uni-
dad básica femenina de Chenaut unas 25 a 30 alumnas del barrio. Los cur-
sos estaban divididos en primera y segunda hora. En general se daban por
las tardes, luego del horario escolar, pues allí asistían no sólo mujeres adultas
sino también niños y niñas del barrio.

Había una ayuda complementaria para las mujeres que trabajaban o
querían trabajar en oficinas dictándose clases de taquigrafía, dactilografía,

39 Partido Peronista Femenino, Circular Nº 2: Normas a que deben ajustarse las Subdelega-
das Censistas para el mejor desempeño de sus funciones al frente de las Unidades Básicas.
40 Los  cursos abarcaban desde enseñanza de cocina, zurcido, remiendos invisibles, sombre-
rería, bordado de lencería, tejido, economía doméstica, dibujo y pintura, danzas clásicas,
folklóricas y españolas, guitarra, violín, confección de camisas de hombre y hasta encuader-
nación.
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inglés elemental y superior, francés, declamación; se dictaban en las uni-
dades básicas femeninas que apuntaban a los sectores medios, como por
ejemplo en Teodoro García, Superí o Echeverría. Según señala Beatriz
Bruzzatori, inspectora de las unidades básicas femeninas de la Capital
Federal, buscando la forma de atraer a mujeres que vivían en los barrios
más pudientes, como Belgrano o Barrio Norte se realizaron talleres de
literatura donde, por ejemplo, se analizaba una obra de un escritor reco-
nocido41. El tipo de curso da una pauta del universo al que estaba dirigido
el partido. En ese sentido es claro que tanto las clases alfabetización para
mujeres adultas, como cocina, y corte y confección estaba dirigido a secto-
res bajos; en cambio, idiomas, declamación, literatura estaba orientado a
sectores medios y eventualmente altos, aunque era difícil que estos últi-
mos concurrieran. La implementación de la actividad educativa quedó
ampliamente graficada en diversos artículos publicados en diarios y revis-
tas de la época y que tenían como destinatarios especiales al público
peronista: “esta unidad básica constituye toda una universidad puesta al
servicio del pueblo, un intento de realización del sueño de Eva Perón, que
tantas veces les ha dicho a las delegadas que desea que las UB sean verda-
deros ateneos, donde se eduque a la mujer y se formen útiles ciudadanos
de la Nueva Argentina Peronista”42. El dictado de los cursos era publicitado
con carteles colocados en la puerta de la unidad básica y con volantes que
se repartían a las vecinas del barrio.

El objetivo primordial y sobre el cual giró toda la actividad partidaria en
estos años primeros del Partido Peronista Femenino era afiliar, censar y pro-
curar la obtención de las libretas cívicas para que las mujeres pudiesen votar
en las elecciones de 1951, además de captar militantes y votantes antes de
que llegaran las elecciones. Estos dos puntos eran los más recalcados desde
la presidencia del partido. Se encaró una tarea netamente política, por más
que se la intentara teñir de otros aditamentos y que la misma Evita, proba-
blemente sabiendo las resistencias que provocaba, buscara disimularlas lla-
mándolas sólo “acción social”. Sin embargo, quizás en busca de atraer a las
mujeres o en el intento de dar un sentido diferente a la militancia, se procu-
ró implementar una serie de tareas afines a las mujeres a partir de diferentes
propuestas “hay que elegir el mejor camino para convencer a cada mujer,
unas se convencen de una manera y otras de otra” (Perón, 1951). Por esa
razón se pusieron en práctica distintas actividades que pudieran interesar-
les a sectores tan dispares.

41 Entrevista de la autora a Beatriz Bruzzatori, julio de 2003.
42 Revista Mundo Peronista, Año 1, Nº 24, Buenos Aires, julio de 1952.
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La ayuda social: los problemas sociales de Belgrano

Dentro de las actividades que se desarrollaban en las unidades básicas
femeninas adquirió un relieve inusitado la ayuda social. Si bien no forma-
ba parte de los objetivos iniciales del partido, pronto sí los fueron. En un
primer momento las unidades básicas femeninas actuaron como recepto-
ras pero luego se transformaron en detectoras de necesidades. Los únicos
pedidos que podían recibir las delegadas eran ropa, zapatos, camas, col-
chones, etc., vale decir, la llamada ayuda social directa. Debían acompañarse
por un certificado de pobreza expedido por el Juez de Paz de la localidad
o el comisario de la policía43. Sin embargo, en la práctica, las solicitudes se
extendieron a elementos de diverso tipo, desde estreptomicina hasta un
pedido de ingreso a la Marina de Guerra y hasta se llegó a mediar en
peleas matrimoniales. Los pedidos eran realizados tanto por hombres como
por mujeres y no necesariamente correspondían a la zona de influencia de
la unidad básica, pues era factible que los efectuaran personas domicilia-
das en otros barrios. Las censistas enviaban las solicitudes a la secretaria
privada de la presidencia de la Fundación Eva Perón, que estaba a cargo
de Atilio Renzi, donde se ocupaban de “recibir los pedidos, clasificarlos,
considerarlos y resolverlos, de ser posible, en la primera oportunidad fa-
vorable”44. Los pedidos se canalizaban a través de los depósitos de la Fun-
dación o de los organismos que correspondieran. La reglamentación ge-
neral interna de la Fundación nada decía ni especificaba acerca de las
relaciones ni de las vinculaciones con las unidades básicas femeninas del
partido.

La gente se acercaba en forma directa a la unidad básica femenina con
determinados pedidos pero también, en sus recorridos, las censistas se en-
contraban, muchas veces, con casos extremos que requerían una solución
urgente. Por ejemplo, recuerda Nila Lloyd, delegada censista de Chenaut 1940,
que dos a tres veces por semana se “internaba” en la zona del Bajo Belgrano y
que recorría casa por casa, e incluso los prostíbulos, tanto para afiliar mujeres
como para detectar las necesidades sociales que allí imperaban. En esos reco-
rridos se encontraban ante situaciones familiares, muchas de ellas extremas,
que eran denunciadas ante la Fundación Eva Perón y en la mayoría de los
casos, resueltas, aunque señala Laurella Goette, asistente social de la Funda-
ción: “a veces a las chicas de las unidades básicas se les iba la mano, porque

43 Partido Peronista Femenino, Presidencia, Circular Nº 4, 18 de julio 1950 (Archivo Nila
Lloyd).
44 Fundación Eva Perón, Tareas Específicas y Organización Administrativa de la Secretaría
Privada de la Presidencia, 1951 (Archivo del Instituto Nacional de Investigaciones Históricas
Eva Perón).
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con tal de hacer buena política todo era problema...”45. La utilización de las
unidades básicas femeninas como “detectoras” de necesidades ayudó a brin-
dar una solución más orgánica y expeditiva, transformándolas en diligentes
intermediarias de la Fundación. Las censistas anotaban los pedidos en un
cuaderno común de hojas rayadas, llamado el Cuaderno de Ayuda, donde colo-
caban el nombre de la persona, la edad, talles, número de calzado, la causa del
pedido, domicilio, posición social, enfermedad (si la hubiere) y solución. La
subdelegada no podía entregar los pedidos; ella se limitaba a transmitir la
necesidad a la Fundación, que se hacía cargo del tema, aunque luego registra-
ba en el Cuaderno de Ayudas de la unidad básica la evolución del mismo. Según
Delia Parodi: “No hubo ninguna conquista política a través de la acción social,
porque las que se dedicaban a política, que éramos las de las unidades básicas,
no hacían ninguna clase de ayuda. Lo único que podíamos hacer era infor-
mar las necesidades de determinado lugar (...) Nosotras creamos conciencia
de que la mujer debe votar y por qué debe votar”46.

De acuerdo con los registros analizados, los pedidos más solicitados eran
trabajo y tratamientos médicos como también internaciones en Ciudad In-
fantil (para niños abandonados o niños cuyas madres necesitaran dejarlos
para trabajar), viviendas, materiales para la construcción, pensiones, próte-
sis ortopédicas, dentaduras, vestidos de comunión y de casamiento y mue-
bles47. Un caso significativo que se encuentra registrado en los “Cuadernos
de Ayuda” es el caso de una mujer domiciliada en la calle Arévalo quien se
dirigió a la unidad básica femenina de la calle Chenaut porque tenía

45 Entrevista de la autora a Laurella Goette, asistente social de la Fundación Eva Perón,
agosto de 2000.
46 Entrevista a Delia Parodi realizada por Luis Alberto Romero, 19 de julio de 1972 (Colec-
ción de Historia Oral, Instituto Torcuato Di Tella).
47 Como ejemplo sirven algunos casos extraídos del  Cuaderno de Ayuda de la Circunscripción
17 de la Capital Federal.  Caso Nº 2: “Nombre: Antonia Martínez, Domicilio: Clay 1886,
Edad: 64 años, Posición: humilde; enfermedad: reumatismo cardíaco. Solución: Asistencia
médica de ‘Ayuda Integral’. Internación hospital Santojani (8-12-50), se trasladó a la enfer-
ma al hospital Fernández en la sala II, cama 52 (10-1-51). Desde el día 6/3/1951 se le
aplicaron rayos en el Instituto Municipal de Radiografías. Desde el día 29 de marzo de 1951,
se la trasladó al Hospital de Clínicas para tratarla por una neurosis. Sala 4 cama 38". Caso Nº
4: “Víctor Hugo Godoy, Luis María Campos 353, 14 años, muy humilde. Pedido: un trabajo.
Solución: Trabajo en una imprenta”. Caso Nº 6: “Víctor Heredia; 24 años, Báez 475, le falta
una pierna, pide trabajo. Solución: se le fichó en Ayuda Integral. Ficha 49.364”. Caso Nº 31:
“Fátima Amada, Arce 500, Necesidad: urgente una máquina para trabajar”. Caso Nº 39:
“Teresa F. De Rosendi, Clay 2886, se le hizo la ficha desde la Fundación. Tuvo audiencia con
la Sra. de Perón. Se le concedió ropa, juguetes, máquina de coser, bicicleta, vivienda”. Caso Nº
8: “Andretta Alicia: Arévalo 2773, niña con asma, solución: atención médica en la Ayuda
Integral”. Caso Nº 27: “Inés Norma Miranda: Luis María Campos 529, Necesidad: interna-
ción en Ciudad Infantil de su hija de 2 años para poder trabajar, ya estaban fichadas en Ayuda
Integral nro. 51.346 A y B” (Archivo Nila Lloyd).
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apendicitis, y desde la unidad básica se la derivó al hospital Rivadavia48. O
también, por ejemplo, existían pedidos de internación para una niña de 8
años “huérfana de madre” en el colegio Santa Brígida o el Instituto Keating.
La unidad básica funcionaba, en muchos casos y para la gente de menos
recursos, como la primera instancia a recurrir para un pedido de ayuda. El
nivel de respuesta era tan alto que se convirtieron en una suerte de centros
de gestión y derivación general o “de orientación para la vecindad”49 y en
un eficaz instrumento político. Las mujeres “pasaban por la unidad básica y
nos pedían un remedio que no encontraban, nosotros conseguíamos chicos
que fueran al colegio, conseguíamos ayuda asistencial, internaciones, por-
que todo dependía de nosotros. Hemos hecho en cada circunscripción no
solamente un ente esencialmente político”50.

La ocupación y preocupación por temas sociales que se gestionaban
desde las unidades básicas femeninas fue configurando el papel de la mujer
peronista, que como parte de su misión política cumplía también una mi-
sión social, misión de la cual “su ejemplo vivo era Eva Perón”. De ahí que la
labor política también adquirió un costado social y de gestiones prácticas.
La acción social en la unidad básica buscaba ser una continuidad de la tarea
realizada en el hogar y se implementó como forma de encauzar los senti-
mientos netamente femeninos, proporcionándole a la mujer un ámbito di-
ferente de acción del que había conocido hasta entonces. Señala Bianchi
(2000) que era una manera de ampliar el instinto maternal, intentando ayu-
dar y solucionar problemas del prójimo como si fueran problemas hogare-
ños. La implementación de un sistema de ayuda social con alto nivel de
respuesta en las soluciones dentro de las unidades básicas femeninas, que
no eran otra cosa que un local partidario político, sin lugar a dudas sirvió
como un eficaz instrumento político. Las mujeres peronistas formaron par-
te de un estilo original de hacer política al tiempo que se sentían partícipes
indispensables de la “misión” que Evita estaba llamada a realizar.

Entre fines de 1949 y hasta 1951 el PPF desplegó a través de sus unida-
des básicas una política destinada a captar mujeres de distintos sectores
sociales de acuerdo a la ubicación espacial de los locales partidarios como de
las actividades desplegadas en los mismos. En el heterogéneo barrio de
Belgrano apuntaron a todos los sectores y no sólo hacia aquellos que podían
considerarse más proclives al peronismo. Vale decir, que hubo una política
de integración social y no sectorial como la implementada por las comunis-
tas, aunque la carta fundacional de la UMA establecía que la convocatoria

48 Partido Peronista Femenino, Unidad Básica Femenina, Chenaut 1940, Cuaderno de
Ayuda, Caso Nº16.
49 PPF, Sede Central Capital Federal, Buenos Aires, 19 de febrero de 1952.
50 Entrevista Delia Parodi realizada por Luis Alberto Romero, 19 de julio de 1972 (Colec-
ción de Historia Oral, Instituto Torcuato Di Tella).
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era a todas las mujeres pues se “trataba de organización de masas”. Lo cierto
es que en los hechos buscaron llegar a un sector muy determinado, el Bajo
Belgrano, mientras las peronistas lo hicieron en todos los sectores sociales
del barrio. Las elecciones de noviembre de 1951 fueron exitosas para el
peronismo en general y para las mujeres en particular. Más cantidad de
mujeres que hombres votaron por el peronismo. En la Capital Federal el
porcentaje de votos femeninos al peronismo fue del 57 por ciento y la media
nacional del 63,97 por ciento. Los correspondientes a las circunscripciones
16 y 17 fueron inferiores a la media de Capital Federal51 mientras que el 1
por ciento de las mujeres votaron por el PC, al tiempo que más hombres que
mujeres votaron por el comunismo: 1,6 por ciento52. Cerca de las elecciones
de 1951 las candidatas del PCA centraron su discurso en las elecciones y su
significado. Pasadas las mismas, una nueva etapa se abrió dentro del barrio
y encontró a unas y otras en una lucha mancomunada.

Lucha compartidas

Pasadas las elecciones comenzó un nuevo período de la vida partidaria en
general y de Belgrano en particular. La muerte de la presidenta del partido y
líder carismática del peronismo por antonomasia implicó cambios y
reacomodamientos. Si bien las instrucciones siguieron siendo las mismas, el
nivel de respuesta en ayuda social no pudo mantenerse con los parámetros de
entonces. Las unidades básicas femeninas continuaron con el tipo de trabajos
implementados hasta ese momento tanto en capacitación, como asistencia
social, pero ahora se sumó otro: apoyar el Plan de Austeridad del gobierno53.
El barrio nuevamente se vio inmerso en una nueva campaña pero destinada
ahora a bajar los precios de la canasta familiar y combatir el agio y la especula-
ción. Las acciones implementadas eran básicamente cuatro: divulgar el plan;
enseñar, a través de cursos de economía doméstica, comidas alternativas sin
carne; controlar los precios máximos de los comercios de la zona; y dictar
cursos de corte y confección, tejido y labores en general que permitieran a las
mujeres equipar de vestimenta a la familia. De acuerdo a la directiva había un
cronograma detallando los pasos a seguir. Las subdelegadas debían organizar
reuniones semanales de afiliadas durante marzo y abril, donde debían leer el

51 Es muy difícil tomar un parámetro único de medición pues la Capital Federal fue dividida
para la elección de 1951 en 28 circunscripciones. En total votaron 452.404 mujeres por el
peronismo y 324.352 por el radicalismo. Dentro de las circunscripciones 16 y 17 fueron de
15.424 y 13.802 respectivamente (Barry, 2009).
52 Porcentajes realizados a partir de los datos brindados por el Ministerio del Interior,
Elecciones presidenciales del 11 de noviembre de 1951.
53 Sobre este tema específico véase Barry (s/f).
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Plan Económico y las directivas impartidas por la presidencia del partido. Las
censistas eran las únicas autorizadas para disertar sobre las mismas y explicar
la obra de gobierno y los beneficios alcanzados por la gestión del General
Perón, tratando que “se practique aquello que se predique en el hogar, la calle,
en todo lugar”. Las subdelegadas, las secretarias y las prosecretarias tenían
que “ser las primeras en dar el ejemplo”54. Todas las unidades básicas femeni-
nas de Belgrano iniciaron una campaña conjunta y comunicaban los resulta-
dos a la presidencia del partido55.

El esquema tipo de reuniones a desarrollar enviado por la presidencia
del partido era el siguiente: “Entonación de la Marcha Peronista, comenta-
rio sobre el Segundo Plan Quinquenal, lectura de palabras de Eva Perón,
lectura de palabras del presidente de la Nación, asesoramiento a las amas de
casa sobre la actuación en la calle y en el hogar relacionado con la campaña
contra el agio y la especulación”56. Las censistas incorporaron a su labor
netamente política, la de control y fiscalización de los precios en los comer-
cios cercanos a las unidades básicas. La indicación fue repartir las cartillas
de precios máximos, instruir a las amas de casa y visitar mercados, ferias y
negocios para verificar si exhibían las listas de precios y al mismo tiempo
comprobar si estos alteraban los precios anunciados. Para colaborar con el
Plan Económico las mujeres en general y las afiliadas en particular se dedi-
caron a tareas de inspección de precios visitando negocios mercados y ferias.
Se formaban equipos encargados de las inspecciones renovándolos por tur-
nos y zonas pues según señalaban “hemos observado que nuestra acción no
resulta del todo eficaz cuando los comerciantes llegan a conocernos (...) en
cuanto nos conocen los agiotistas dejan momentáneamente sus maniobras
y solamente se salvan de sus garras las clientas que tienen la suerte de com-
prar en nuestra presencia”57. Cuando se encontraban con un agiotista, las
subdelegadas debían denunciarlos a la policía, pero como muchas veces
eran personas conocidas del barrio, e incluso quien les fiaba para la unidad
básica, les decían: “esta vez te la perdono, la próxima llamo a la policía”58.
Esta situación de control, haciendo las veces de espías de los barrios como
fueron acusadas en 1956 por la Comisión Nacional de Investigaciones, pro-
vocó que algunas hicieran valer su influencia y consiguieran productos que
escaseaban en el mercado a cambio de omitir la denuncia.

54 Partido Peronista Femenino, Comisión Nacional, 23 de febrero de 1952.
55 Por ejemplo: “la unidad básica de la calle Chenaut impartió directivas a las amas de casa
sobre el control de precios en las ferias y negocios. Concurrieron 19 afiliadas” (Archivo Nila
Lloyd).
56 Partido Peronista Femenino Sede Central Capital Federal, 28 de mayo de 1953.
57 Revista Mundo Peronista, Buenos Aires, 15/06/1952.
58 Entrevista de la autora a Nila Lloyd, abril de 2001 .
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Pasadas las elecciones, muerta Evita y el PPF en pleno proceso de
institucionalización, se produjo un rebrote de la UMA en general y las de
Belgrano en particular. Es notable el apego al discurso peronista que se mani-
festó desde la Unión de Mujeres Argentinas en su disputa con el peronismo
por la incorporación de amas de casa en sus filas. Las publicaciones como
Nuestras Mujeres hacían eco del llamado de Perón y convocaban a las mujeres
a formar un frente unido contra el enemigo y luchar contra la carestía y la
escasez, de la que poco hablaban los sectores peronistas que preferían hablar
de agio y especulación. Sin embargo, las comunistas de la UMA no centraron
su lucha contra los simples comerciantes como enemigos del pueblo, sino
que avanzaron un paso más y declararon que los verdaderos enemigos de las
mujeres y los niños eran el imperialismo y los grandes sectores industriales y
monopolistas yankees, ingleses y criollos como Gath y Chávez, el ingenio azu-
carero Ledesma y Alpargatas. “Contra estos hay que volcar el rigor, no contra
centenares de carniceros, almaceneros y verduleros que se encuentran deteni-
dos y cuyos comercios se han clausurado (…) para que se rebaje la carne, para
que se rebaje el pan, para que se rebajen los huevos, la manteca y la leche, para
que rebajen las telas y el calzado”59. Esta lógica se mantenía en la línea del PC
que según Codovilla (1947: 13-14) “apoyar al gobierno no estaría mal, siem-
pre que se trate de apoyar a los elementos democráticos y no a los sectores
reaccionarios y profascistas”. La diferencia acerca de a quiénes había que de-
nunciar no era menor. Al señalar a los grandes capitalistas como verdaderos
culpables de la carestía, el PC pretendía denunciar las limitaciones de la pro-
puesta de Perón en cuanto a su lucha con el imperialismo y, a su vez, el intento
de oponer a la ciudadanía en una “caza de brujas” impulsada contra los pe-
queños comerciantes.

 El discurso peronista, con esa virtud de traducir a la experiencia coti-
diana cuestiones menos evidentes, puso cara y hasta nombre y apellido a
quienes se consideraba los culpables de los infortunios de los consumido-
res. Los remedios propuestos para mitigar esos infortunios eran palpables e
inmediatos. Después de dos años de trabajo semiclandestino, las umistas de
Belgrano sin su sede de la calle Migueletes continuaron su labor como “las
mujeres de la UMA de Belgrano” o “las chicas de Belgrano” como se las
llamaba en Nuestras Mujeres. Mientras denunciaban al imperialismo y sin
hacerse eco de las denuncias a los comerciantes, en plena escasez de ali-
mentos consiguieron papas “atrás de Casa Amarilla” y ellas mismas las co-
menzaron a vender por el barrio60. Es llamativo que la subdelegada de
Chenaut y encargada de la zona de bajo Belgrano no recuerda haberse topa-
do con las comunistas en el barrio.

Carolina Barry

59 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, mayo de 1953.
60 Entrevista de la autora a Clara del Franco, marzo de 2006.
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Durante el período de formación del PPF las voces de las comunistas se
vieron acalladas para reaparecer después de las elecciones y con el apoyo al
Plan de Austeridad lanzado por el gobierno. Nuestras Mujeres continuaba
denunciando el problema de los desalojos y la vivienda y señalaba que era
un problema que aquejaba en especial al barrio de Belgrano. “La gente del
barrio ha recibido con entusiasmo el plan Eva Perón, tendiente a facilitar a
los trabajadores, la construcción de su casa propia, mediante préstamos en
‘condiciones liberales’”. Pero a eso habría que agregarle, señalan, la cons-
trucción de grandes monobloks y una Ciudad Infantil en cada barrio como la
de Belgrano, “sueño de hadas, hecho realidad”; entonces sí se habrá encon-
trado el camino que soluciona el problema de la vivienda61. Es llamativa la
reivindicación de la Ciudad Infantil, emprendimiento sumamente criticado
por la oposición, por el lujo que contenía.

Consideraciones finales

El Belgrano de mediados de siglo XX era un barrio de contrastes y
aspectos cambiantes. En él convergían y convivían distintos sectores sociales
en una geografía acotada. Esta singularidad le dio al barrio una conforma-
ción social peculiar que sirve de excusa para analizar las políticas de pene-
tración territorial aplicadas por el peronismo en su intención de movilizar a
las mujeres. Al mismo tiempo, sirvió para analizar cuáles eran las bases de
sustentación social del peronismo o a qué sectores buscó movilizar. El con-
trapunto de la acción del PPF fue dado por el Partido Comunista, con quien
se disputaban “la conciencia de las mujeres”. Este contrapunto ha sido útil
al momento de estudiar las políticas implementadas por el peronismo y sus
estrategias de inclusión política.

La investigación se dividió en tres períodos que corresponden a las
evoluciones producidas dentro del peronismo femenino. En una primera
etapa, la aparición de los centros cívicos femeninos, inorgánicos, que bus-
caban definir sus pautas de acción, cada vez más apegados a la creciente
figura de Eva Perón. En forma simultánea Mi Casa de Belgrano que in-
cluía a mujeres de distintas ideologías, inclusive peronistas, avanzó con
propuestas muy concretas y específicas que respondían a problemáticas
del barrio. Buscaron llegar a un sector muy específico del barrio, la gente
que habitaba las villas y el bajo Belgrano. Las umistas se nucleaban en pos
de un objetivo barrial, en general único y el cual buscaban satisfacer recla-
mando a las autoridades. El posible “miedo a la infiltración comunista”

61 Revista Nuestras Mujeres, Buenos Aires, 15/12/1952.
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sumado a la actividad desplegada por la UMA en sectores proclives al
peronismo y las discusiones en torno de una organización política peronista
destinada a las mujeres, provocó la clausura de Mi Casa y la clandestinidad
de sus integrantes.

En el segundo período, el PPF acaparó toda la acción política con el
desembarco torrencial de las unidades básicas femeninas. La fisonomía barrial
cambió al tiempo que los centros cívicos se disolvieron e incorporaron al
partido. La ubicación de los centros partidarios da la pauta de que el PPF
intentó incorporar en sus filas a las mujeres como sector social específico
más allá de sus situaciones de clase y a las que buscó atraer con diferentes
propuestas. Por otra parte, respondieron con creces a través del Estado y la
Fundación Eva Perón a las múltiples necesidades individuales que se pre-
sentaban entre la gente del barrio, convirtiéndose las unidades básicas fe-
meninas en centros de gestión y derivación con las implicancias políticas
que traía aparejada. Luego de dos años de ardua tarea política el PPF logró
su objetivo político más importante: la reelección de Perón para un segun-
do período presidencial. Una nueva etapa surgió en 1952 con la muerte de
Evita, el proceso de institucionalización del partido y el rebrote de la acción
de las mujeres de la UMA apoyando un objetivo político común a las
peronistas, la lucha contra el agio, la especulación y la carestía que afectaba
a todos los sectores de la población, pero en especial a las obreros. Tres esta-
dios distintos y etapas de relación diferente tanto de la propia militancia
femenina peronista y su contrapunto, las comunistas.
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Abstract
The article analyzes the distinctive characteristics of women’s mobilization, the
bases of political support, and the grassroots penetration policy promoted by
peronism. Although they existed along the whole country, in Belgrano
neighborhood they were focused, synthesized and recognized whithin an
enclosed radius. Belgrano is a neighborhood of contrasts and changing
appearances whose singularity showed a rich and diverse social and economical
conformation that is useful to analyze women inclusion politics during peronism.
The political participation of peronist women in Belgrano was promoted by
the presence of the communist women of the Unión de Mujeres de la Argen-
tina (UMA) whose comparison allows to observe the counterpoint of the
political strategies implemented by the peronism between 1945 and 1955.
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Las prácticas policiales definen una instancia de gobierno directo de
las personas que cualifica el alcance de las políticas y la calidad democrá-
tica de las instituciones estatales. En base a entrevistas a policías en Argen-
tina y en Uruguay, este artículo identifica un dispositivo de gobierno que a
través de procesos discrecionales y hermenéuticos clasifica a los individuos
en categorías a ser alternativamente incluidas y excluidas de la ciudada-
nía, regulando así el acceso a y la extensión del régimen político.

Introducción

“El problema de la humanidad es el fundamentalismo, el
fundamentalismo de los derechos humanos” (Argentina).

“El policía tiene que decidir a veces cosas que son impensables.
Y después las piensa y dice ‘¡Cómo las decidí!’… ¿no?” (Uruguay).

“Literalizadas a través de creencias y comportamiento, las fic-
ciones se tornan instituciones” (Yaron Ezhari).

“Cuando un policía dispara, el que apunta es el Estado”, reza un grafiti
en las calles de Paraná, Entre Ríos. ¿Qué es el Estado si no el resultado de
la acción de los agentes estatales? Emplazados en la primera línea del
gobierno, los agentes policiales son estratégicos en definir los modos en
que leyes y políticas le llegan a la gente, así como diferentes grados de

* Versiones previas de este trabajo fueron presentadas en la “3rd International
Conference in Interpretive Policy Analysis” en la Universidad de Essex, 19-21 de junio
de 2008; y en las jornadas “La policía en perspectiva histórica: Argentina y Brasil (del
siglo XIX a la actualidad)” organizadas por las Universidad Nacional de San Martín, la
Universidad Nacional de General Sarmiento y la Universidad de San Andrés, 28-29 de
agosto de 2008. La autora agradece todos los comentarios, observaciones y sugerencias
recibidos en ambos foros, así como los de los evaluadores anónimos de la Revista SAAP.
Las traducciones de citas de material publicado en inglés son exclusiva responsabilidad
de la autora.
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inclusión ciudadana. Al contener la posibilidad del uso de la fuerza, el
encuentro con el agente de policía representa en verdad la experiencia
más totalizadora y concreta de gobierno que encontramos en nuestra vida
cotidiana. Interrogado a la luz del gobierno, más aún de su componente
democrático, sin embargo, lo policial —entendido en sentido amplio como
el conjunto de las tareas de reproducción del orden definido por los miem-
bros de la comunidad política— abre preguntas de difícil respuesta y res-
puestas de carácter más bien tentativo, que sólo podremos esclarecer en la
medida que avancemos en su estudio a partir de incorporarlo como obje-
to de la ciencia política.

Las prácticas policiales condicionan simultáneamente el alcance de las
políticas, los márgenes y definición del régimen, y el carácter del aparato
estatal. En cuanto a las primeras, el poder ejercido por los agentes policiales
en los puntos terminales o bocas de expendio del Estado y en los intersticios
que median entre leyes y reglas escritas, les permite dosificar, distorsionar,
refractar, e incluso revertir las políticas en el terreno, con consecuencias no
sólo para el modo en que ellas llegan a la población, sino también para el
modo en que los derechos ciudadanos, incluyendo el derecho a la libertad,
la protección legal y la vida “se expanden y se contraen” en una democracia
(Armony, 2004: 12).

Lejos de un mero ejercicio mecánico de aplicación de la ley, tal como la
imaginación liberal asume, las prácticas policiales habilitan el ordenamiento
directo de los individuos y las cosas a través de las cuales el poder soberano
toca nuestros cuerpos, establece su valor, administra nuestros derechos y
libertades, puede disponer de nuestras vidas y frecuentemente contradice y
erosiona las bases de la democracia. Intrínsecamente biopolítico (Foucault,
2007; Agamben, 1998, 2000), el poder de policía es ejercido entre nosotros
por personal especializado cuyas miradas acerca del orden social —en últi-
ma instancia arraigadas en su prerrogativa del uso de la fuerza— afectan las
modalidades en las cuales la democracia es (o no) experimentada en una
comunidad. En este sentido, la tradición foucaultiana de estudios de poli-
cía y gubermentalidad (Foucault, 1991, 2007) merece el mayor crédito, tan-
to por sugerir múltiples formas en que las prácticas policiales complican las
jerarquías del aparato estatal y el gobierno como por articular la dimensión
biopolítica que torna la vida en objeto explícito de gobierno.

En cuanto al aparato estatal, si su solidez y estabilidad aparecen como
precondición del gobierno y arena decisiva de la democratización (Linz y
Stepan, 1996), y sus características definen las posibilidades y límites del
régimen político que se asienta sobre él (Rueschemeyer, Stephens y Stephens,
1992: 156), lo policial constituye una dimensión central de dicho aparato.
Mientas que la primera dimensión ha sido iluminada por los estudios sobre
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“burocracias callejeras” (Lipsky, 1980; Perry y Sornoff, 1973; Maynard-Moody
y Musheno, 2003), esta última lo es por la sociología y el institucionalismo
históricos (Tilly, 1985).

Ahora bien, ¿cómo influye lo policial en la definición del régimen políti-
co? Si ciertas políticas son consistentemente aplicadas ¿no habla ello de la
existencia de un régimen? ¿De un régimen de gobierno, un régimen parale-
lo, un régimen informal, un microrégimen? Si algo muestra la reciente ex-
periencia latinoamericana es que la democracia emerge “en partes” y varía
“a través del territorio dentro del Estado nacional” (Diamond, 1997: 19),
adquiriendo modalidades más o menos abiertas e inclusivas relacionadas
con lo que años atrás Guillermo O’Donnell (1993: 70) imaginara como una
legalidad estatal oscilando entre tonalidades del azul, el verde y el marrón.
La extensión e intensidad de estas variaciones, también relevantes en térmi-
nos de desarrollo (Payne, Zovatto, y Mateo Díaz, 2007) es captada por con-
ceptos tales como el de calidad democrática. En el caso de Argentina, Susan
Stokes nota “diferencias sustanciales en la calidad de la democracia a través
de pueblos, ciudades y provincias”, y concluye que la misma es “mejor allí
donde las reglas informales imponen responsabilidad [accountability]” (Stokes,
2006: 129). Otro concepto relevante en este sentido es el de good governance
(o su quizás poco feliz traducción de buen gobierno) que resulta de la conver-
gencia de instituciones eficaces y responsables, del respeto por la ley y los
derechos humanos, y de la participación ciudadana en la toma de decisio-
nes gubernamentales (Annan, 2000). De diferente manera, estas nociones
abren a la consideración diferentes territorios y prácticas de gobierno que
ponen en cuestión la propia definición de régimen.

Y precisamente, el estudio de las prácticas policiales sugiere que el fun-
cionamiento del régimen comprende más que las instituciones políticas re-
presentativas, en tanto que como parte del aparato estatal juega un rol cen-
tral en definir grados de inclusión o exclusión, centralización, y tratamiento
de las personas, los criterios básicos que fundan la diferenciación entre regí-
menes (Tilly, 2003: 43). Por su relevancia en calificar la vida de los indivi-
duos y en administrar su acceso a la república y a la humanidad, en su doble
aspecto de poder burocrático estatal y de conjunto de prácticas de repro-
ducción del (des)orden, a la luz de las disyunciones (Caldeira y Holston,
1999) reconocidas en la textura y calidad de las democracias en nuestra
región, lo policial llama a ser incorporado plenamente en el estudio y defini-
ción de los regímenes, de las modalidades de administración de la vida carac-
terísticas de cada forma de régimen, y del modo en que dichos regímenes se
relacionan unos con otros. En la perspectiva abierta por el estudio de las
prácticas policiales, diversos regímenes de gobierno, más allá del macro-
institucional, aparecen materializándose y operando en diferentes niveles,
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involucrando tanto a las instituciones formales como al terreno de lo infor-
mal en que el Estado se vuelve casi indistinguible de la sociedad.

La presente comunicación, en base a un corpus de entrevistas con miem-
bros de fuerzas policiales pertenecientes a nueve distritos diferentes de Ar-
gentina, incluyendo la Capital, y a tres diferentes ciudades de Uruguay1

entre 2001 y 2008, explora el modo en que el poder de policía afecta la
calidad del régimen político a uno y otro lado del Río de la Plata. La pers-
pectiva de este trabajo se nutre tanto de la reciente tradición de la ciencia
política interpretativa (Yanow y Schwartz-Shea, 2006), que parte de una
unidad original entre prácticas y sentidos e interpretación y acción, inspira-
da entre otras en la noción de verstehen de Max Weber, como del
“institucionalismo discursivo” que Vivien Schmidt (2008) presenta como
cuarta variante, superadora, de los “nuevos” institucionalismos2. En esta
dirección, las metáforas (Lakoff y Johnson, 2003; Cameron, 2007) que im-
pregnan las prácticas recreadas por los funcionarios policiales son seria-
mente consideradas, en tanto que ellas condensan y reproducen toda una
trayectoria institucional e histórica previas así como los programas prácticos
contenidos en ellas. En base a esta dimensión discursiva, convalidada por el
testeo empírico de hipótesis sobre la incidencia de las perspectivas de los
policías en sus prácticas (Terrill, Pauline y Manning, 2003), el artículo iden-
tifica un dispositivo biopolítico de gobierno embebido en las prácticas
policiales y operando en un cono de sombras discrecional previo a la aplica-
ción de la ley y otras normas explícitas por parte de los agentes policiales.
Dicho mecanismo, a la vez discursivo y práctico, clasifica y distribuye a los
individuos en distintas categorías a ser alternativamente incluidas en, y ex-
cluidas de la ciudadanía, del cual saldrán, en suma, ciudadanos a ser prote-
gidos en sus derechos y garantías, tanto como sujetos propios del gobierno

1 Se trata de unas 70 entrevistas semiestructuradas a miembros de las fuerzas policiales
de diverso rango y especialidad, tomando como unidades de análisis narrativas, metáfo-
ras y otros tropos. A fines de proteger la confidencialidad de las entrevistas, en este caso
no tanto del público en general como de los funcionarios políticos y policiales que auto-
rizaron mi trabajo, los entrevistados son identificados no por distrito sino por país.
Casos como el de Córdoba referido por Brinks (2006) necesitan aún ser analizados. La
mayoría de las entrevistas tuvieron lugar en comisarias o en cafés. El concepto de Barney
Glasser y Anselm Strauss de “muestreo teórico” orientó el trabajo de campo.
2 Schmidt (2008) distingue el institucionalismo discursivo (ID) del “institucionalismo del
rational choice (IR), el institucionalismo histórico (IH) y el institucionalismo sociológico
(IS)”. Dentro de la ciencia política, el institucionalismo discursivo se caracteriza por con-
siderar seriamente el valor de ideas y discursos, situar ideas y discursos en un contexto
institucional, analizar ideas y discursos en el contexto de una lógica de comunicación, y
adherir a una idea dinámica del cambio institucional. Abordando a las instituciones como
estructuras y construcciones internas a los agentes cuyas ideas y significados comparti-
dos explican su emergencia, reproducción y transformación, Schmidt observa al
institucionalismo discursivo ofrecer modelos más dinámicos del cambio institucional.
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prepolítico de la seguridad que serán tratados como una amenaza pasible
de neutralización o eliminación a través de un mero régimen policial. Regu-
lando el acceso a la comunidad política, este mecanismo cualifica la exten-
sión e inclusión del régimen, de modo tal que una democracia puede con-
tener grupos enteros de la población sujetos a formas de gobierno, no sólo
no democráticos sino que ni siquiera políticos. Si bien dicho dispositivo
debiera poder hallarse allí donde existan un Estado moderno y una policía
profesionalizada, el contraste exhibido por las voces de policías de Argenti-
na y de Uruguay permite explorar diferentes modalidades locales del (co-
mún) proceso de transformación de nociones neutras descriptivas de lo hu-
mano ya en categorías de gobierno político, ya en otras de gobierno policial.

En este sentido, el presente trabajo resalta el rol activo (aunque no nece-
sariamente consciente) de los policías en tanto que hacedores de políticas
situados en los puntos terminales del aparato estatal. De esta manera, com-
prender la dinámica estatal, y las políticas implementadas por los agentes
involucrados, vuelve necesario el estudio de sus márgenes de discrecionalidad,
así como de las reglas tanto formales como informales que regulan sus deci-
siones y comportamientos.

En lo que sigue, luego de introducir brevemente el modo en que alusio-
nes a lo policial aparecen recientemente en la disciplina, se presenta el pro-
blema a la vez político, prepolítico, y biopolítico en el acceso a la ciudadanía
y se expone el rol de las prácticas de gobierno, tanto formales como infor-
males, en la administración de lo que puede concebirse como un dispositi-
vo de acceso. Basada en material de entrevistas con policías, la siguiente
sección presenta algunos de los términos y categorías que articulan modali-
dades más o menos cívicas, más o menos letales, de funcionamiento de
dicho dispositivo. Por último, se sugieren lazos necesarios entre las prácticas
de gobierno ejercidas en niveles macro y micro, estas últimas especialmente
en manos de los policías, al explicar las diferencias aparentes en cuanto a
calidad institucional y democrática en Argentina y Uruguay.

La ciencia política reciente, el gobierno, y lo policial

En la ciencia política, lo policial adquiere visibilidad de la mano de la
tradición conocida como sociología histórica y de su continuación en el
“nuevo” institucionalismo histórico, especialmente a partir de las obras de
Theda Skocpol y de Charles Tilly, cuyos estudios exponen la racionalidad
inmanente e irreductible desarrollada por los estados modernos en su pro-
ceso formativo. Skocpol lleva lo policial al centro mismo del Estado, al que
define como un “set de organizaciones administrativas, policiales y milita-
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res, encabezadas, y más o menos coordinadas, por un Poder Ejecutivo”
(Skocpol 1979: 29). Por su parte, Tilly (1985: 170) analiza el desarrollo de
los aparatos policiales en competencia con proveedores alternativos de pro-
tección tales como otros estados, bandidos y mafias. La génesis de los esta-
dos exhibe considerables períodos de indefinición y límites borrosos entre lo
externo y lo interno, lo público y lo privado, lo legal y lo ilegal, la “guerra” y
el orden público, lo militar y lo policial. Y el estudio comparado sugiere que
es la contingencia de amenazas y alianzas la que determina las formas de
violencia que se vuelven decisivas en la definición de un aparato estatal.

Las formas de conflicto armado que acompañan la formación de un
Estado dejan un “residuo institucional” (Centeno, 2003: 82), así como una
cierta estructura fiscal, que tienden a permanecer en el tiempo. Estos proce-
sos van acompañados por representaciones sociales, visiones del mundo,
narrativas, símbolos y valores, en parte creados y en parte heredados que,
imbricados en organizaciones e instituciones (Rueschemeyer, Stephens y
Stephens, 1992) legitiman y naturalizan el orden existente. Una vez confor-
madas, las instituciones adquieren vida propia, y a modo de un cañamazo
“se tornan determinantes en la definición de las formas de régimen”
(Rueschemeyer, Stephens y Stephens, 1992: 159), estableciendo condicio-
nes y límites al modo en que se asienta y desarrolla el régimen político.

A diferencia de Europa, la emergencia de los estados en Latinoamérica
llevó a “guerras limitadas” (Centeno, 2003) o ejercicios de violencia destina-
dos a neutralizar no a ejércitos estatales enemigos como en el viejo conti-
nente, sino las demandas de grupos subordinados (Rueschemeyer, Stephens
y Stephens, 1992), y que produjeron aparatos coercitivos con un menor
grado de diferenciación y una estructura fiscal limitada. Y, mientras que un
grado de indistinción entre lo militar y lo policial, y lo legal y lo ilegal proba-
blemente subsiste en todo Estado, ello se torna una característica saliente de
los aparatos estatales “limitados”. En consonancia, la limitada capacidad
fiscal que resulta como legado de este tipo de conflictos permiten iluminar
la persistencia de formas ilegales o semi ilegales de recaudación que tradi-
cionalmente involucran a las instituciones policiales en lo que recientemen-
te se ha dado en llamar el “financiamiento ilegal de la política” denunciado
en Argentina por Gustavo Palmieri y Marcelo Sain.

Este parece ser el caso de Argentina, donde con la excepción de la Gue-
rra de la Triple Alianza, la violencia estatal apuntó a la eliminación de “fren-
tes internos” de pueblos originarios y caudillos regionales, y a partir de las
olas inmigratorias de fines del siglo XIX, también a militantes sindicales y
revolucionarios. Así pergeñado, el aparato coercitivo del Estado mantendría
una relativa indiferenciación de lo militar y lo policial, conjugándose en li-
mitar el acceso a la República. Discursos articulados en torno a lo que
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Nicholas Shumway llama ficciones orientadoras tales como la fórmula
sarmientina “civilización o barbarie”, contribuyeron a legitimar esta violen-
cia como necesaria en la construcción de una identidad y de un destino
nacional comunes. En este marco, las distintas fuerzas policiales argentinas,
organizadas a partir de modelos jerárquicos y centralizados, desarrollaron
tradiciones represivas más o menos autónomas, tanto legales como ilegales,
incluyendo el uso de la tortura y la inteligencia política. La temprana indis-
tinción y luego coordinación más o menos formal entre fuerzas policiales y
militares eventualmente y su tolerancia y uso por parte de políticos (Young
2006) y gobernantes tanto a nivel de la nación como de las provincias, corro-
yó la vida política e institucional argentina y facilitaría la extensión de cada
vez más cruentas dictaduras militares en el país. Como corolario, las fuerzas
policiales, tanto la Federal como la totalidad de las policías provinciales, fue-
ron estratégicas en la implementación de políticas de terrorismo de Estado
desde mediados de los ’703. Dicha historia formativa sugiere, al hilo de lo
observado por Diane Davis, la necesidad de desagregar el análisis de los
aparatos coercitivos y los procesos institucionales que ellos dinamizan de lo
nacional a lo regional y lo local, que en el caso argentino recuerda la impor-
tancia de los rasgos y tradiciones idiosincrásicos de las policías provinciales
y sus relaciones también idiosincrásicas con el poder federal y el poder local.

Ahora bien, ¿cómo se traducen estas tradiciones y legados institucionales
en el presente? Toda vez que debido a su extensión, fenómenos tales como
la corrupción o la violencia policial rebasan el carácter de “excepción” o
anomalía, nos encontramos ante la presencia de reglas informales, general-
mente no escritas, cuya existencia tiende a ser negada por los propios acto-
res, y cuya transgresión se penaliza a través de mecanismos “sutiles, ocultos
e incluso ilegales” (Helmke y Levistky, 2004: 733). Tanto lo no escrito como
los borrosos límites y complementariedad entre lo formal y lo informal se
manifiestan en el estudio de la policía, observan Máximo Sozzo y sus
coautores, tal como cuando un castigo informal e ilegal se aplica allí donde
la ley manda una acción disciplinaria, en una dinámica que refuerza tanto la
discrecionalidad como la arbitrariedad (Sozzo y otros, 2005). Ante patrones
de violencia policial que flagrantemente contradicen leyes y políticas, Da-
niel Brinks propone como hipótesis incluir a Buenos Aires como una de las
ciudades —junto con San Pablo, en Brasil— donde reglas institucionales
informales permiten a la policía matar a quienes son percibidos como “de-

3 Argentina, entrevistas región Noreste, Centro, Capital Federal y Provincia de Bue-
nos Aires. Sobre el alcance de la participación policial en el terrorismo de Estado, tanto
a través de la presencia de miembros de las fuerzas en “grupos de tareas” como del
emplazamiento de Centros Clandestinos de Detención (C.C.D.) en comisarías, ver
CONADEP (1984).
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lincuentes violentos” y garantizarles inmunidad en el desarrollo de esta “fun-
ción de limpieza social” (Brinks, 2006: 214, 224). Al contrario, el funciona-
miento de la justicia y la conducta de la policía en Montevideo y en Córdoba
indicarían la ausencia de una regla semejante (Brinks, 2006). Las institucio-
nes informales han sido definidas como “reglas sociales compartidas, usual-
mente no escritas, que son creadas, comunicadas y hechas respetar fuera de
canales oficiales” (Helmke y Levistky, 2006). La consolidación de una serie
de reglas informales en una institución informal sugiere la existencia de lo
que podríamos llamar políticas informales. Una de ellas, decisiva, es la del
acceso efectivo a la ciudadanía, en la que se juega la administración del
“derecho a tener derechos” que Hannah Arendt (2003) lúcidamente juzga-
ra un problema no resuelto por las Declaraciones de Derechos Humanos.

Lo policial como gobierno biopolítico de acceso a la ciudadanía

“Como dicen, si el médico te salva la vida, el policía te la quita” —la voz
de este agente uruguayo capta la dimensión biopolítica esencial en juego en
el encuentro entre ciudadanos y policías—. En el ejercicio del gobierno po-
licial, además de la vida de muchas personas, se juega el acceso al ejercicio
de la ciudadanía y por lo tanto la delimitación de las bases de la república
democrática. Las voces policiales ofrecen una valiosa clave de comprensión
de los procesos involucrados en el gobierno cotidiano de individuos y terri-
torios que tienden a ser elididos en planes y programas y cuyas operaciones
claves, como Sofia Tiscornia (2004: 80) sugiere, tienen lugar en “un centro
opaco a la mirada”.

La cuestión política fundamental que Arendt identifica es la de que, si
no hay posibilidad de acceder a una vida propiamente humana sin contar
con el estatus pleno de ciudadanía, en última instancia la adquisición de
dicha condición depende de una decisión contingente de quien administra
su acceso. Así, quienes más necesidad tienen de ejercer ciertos derechos no
cuentan con recursos para hacer que dichos derechos les sean reconocidos.

Aparente en las deportaciones, desnacionalizaciones y exterminio masi-
vos de la Segunda Guerra Mundial, con la memoria de Auschwitz aún fres-
ca, Arendt anticipa que el problema distaría de desaparecer en el futuro. Al
hilo del crecimiento de la población y con ella de masas de gente “continua-
mente vueltas superfluas por eventos políticos sociales y económicos”, Arendt
(1948) vaticina en cambio que la aniquilación previamente materializada en
los campos nazis adquiriría un renovado impulso.

En estos últimos años, otros exponentes de la filosofía política tales como
Étienne Balibar o Giorgio Agamben, así como también grupos de derechos
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humanos y organizaciones internacionales se han hecho eco de estas pre-
ocupaciones. En este sentido, los expertos de Naciones Unidas admiten
que ser reconocido como ciudadano es un elemento fundamental de la se-
guridad humana y un derecho humano básico en tanto que la ciudadanía
constituye la clave de acceso al ejercicio efectivo de derechos y a condiciones
de vida dignas (Naciones Unidas, 2003). No alcanza sin embargo con su
mero reconocimiento formal. En tanto que lo político es una forma de rela-
ción que puede desarrollarse sólo entre iguales, aquellos que no son recono-
cidos y tratados de este modo se convierten en sujetos no de la política sino
de una forma de gobierno consistente en la imposición unilateral de reglas
y conductas que en el prefacio a El concepto de lo político Carl Schmitt carac-
teriza como policía (Schmitt, 1963: 45). Reconocida tanto por teóricos polí-
ticos o legales como Jacques Rancière o Markus Dubber, esta distinción re-
mite a la discusión que Aristóteles presenta en su Política entre formas polí-
ticas y no políticas de gobierno, las primeras materializadas en el gobierno
de la ciudad a cargo de los ciudadanos, y la segundas en la administración
doméstica del oikos, dentro del cual rige el principio de la maximización de
recursos, la sujeción de mujeres y niños, y la optimización del trabajo de
bestias y esclavos. Mientras que los ciudadanos son reconocidos como suje-
tos autónomos de derecho capaces de gobernarse y gobernar, los miembros
subordinados del hogar son juzgados por su jefe en tanto que recursos o
amenazas para la preservación del bienestar. Dicha forma de gobierno, aná-
loga a la policial, trata a los individuos de acuerdo a sus capacidades pro-
ductivas y su valor para los grupos dominantes en la sociedad y el Estado. Si
bien las tareas de reproducción de las condiciones de la vida en común
llevadas a cabo por lo policial no pueden ser simplemente reducidas a un
proyecto de clase, en tanto que también entrañan un momento legítimo de
preservación del orden definido en una comunidad (Robinson y Scaglion,
1987), el control de los pobres y de otras “clases peligrosas” ha definido una
obsesión de la policía moderna desde su aparición (Neocleous, 2000). Así,
en un giro característico de nuestro tiempo, aquellos percibidos como “in-
deseables” tales como migrantes, refugiados, los pobres, o ciertos grupos
étnicos terminan siendo constituidos en meros sujetos de gobierno policial,
de acuerdo a criterios que la mayor parte del tiempo coinciden con la mira-
da de los más ricos y poderosos (Perry y Sornoff, 1973). Si bien los mecanis-
mos de exclusión son múltiples y complejos, los agentes de policía tienen el
poder de definir en cada caso en forma inmediata quién puede o no ejercer
derechos ciudadanos y libertades individuales.

Lejos de escapar a esta regla, Argentina aparece como una sociedad
donde ni siquiera el crecimiento económico excepcional de los últimos años
alcanza para revertir lo que Silvia Grinberg (2007) juzga una “decisión” im-
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plícita de no hacer lugar para entre el 10 y el 20 por ciento de la población.
Grinberg propone pensar a los habitantes de las villas miseria como a un
caso especial de lo que Agamben (1998) denomina homo sacer, quienes aban-
donados a su propia suerte fuera de la ley y de todo cobijo o protección
estatal, si quieren seguir viviendo son forzados a “asumir la responsabilidad
por esta excepción” (Grinberg, 2007). Y es precisamente esta masa de ex-
cluidos que aparece como principal blanco del abuso y la violencia policiales.

En este sentido, los contrastes y contradicciones entre diferentes arenas
de gobierno y aparatos estatales adquirieron especial visibilidad durante los
años de la presidencia de Néstor Kirchner (2003-2007). Por una parte, es
innegable que Kirchner convirtió los derechos humanos en una cuestión de
Estado. Con apoyo del Congreso, el entonces presidente hizo posible el
enjuiciamiento de los responsables por decenas de miles de desapariciones
durante los años del Proceso. Del mismo modo, el Ejecutivo promovió medi-
das restaurando la independencia y el prestigio de la Corte Suprema de
Justicia, así como reformas en el ámbito judicial y en las fuerzas policiales. Al
mismo tiempo, sin embargo, episodios de abuso y violencia por parte de la
policía continuaron sucediéndose en Argentina. Si bien hasta el presente se
carece de información sistemática acerca de la calidad de las prácticas
policiales, el registro de casos de violencia y de muertes a manos de la policía
por parte de dos organizaciones de derechos humanos, el CELS y la Correpi,
permite una aproximación preliminar. Mientras que en la región metropoli-
tana de Buenos Aires el CELS registra una disminución en los casos de
muertes por parte de la policía entre 2002 y 2006 (CELS, 2007: 185-189),
para el período 2004-2007 y para todo el territorio nacional, los casos repor-
tados por la Correpi sugieren niveles de violencia policial previamente no
alcanzados en nuestra vida democrática desde 19834. Las muertes arbitra-
rias por parte del personal policial y de seguridad exhiben un patrón claro
de victimización de varones jóvenes y pobres, frecuentemente habitantes de
villas miseria y otras zonas marginales. Así, paradójicamente, un gobierno

4 En Argentina, la violencia policial ganó visibilidad a mediados de los ’90, a partir de la
participación de miembros de la policía en crímenes horrendos como el asesinato del
fotógrafo de la revista Noticias José Luis Cabezas, el atentado terrorista contra la AMIA,
o en casos de “limpieza social” tales como el fusilamiento de un grupo de adolescentes en
Ingeniero Budge, episodios que desde entonces comenzaron a ser sistemáticamente
registrados por grupos como la Correpi y el CELS. En su informe anual de 2007, la
Correpi registra 847 casos de muertes arbitrarias a manos de miembros de fuerzas de
seguridad en la Argentina durante el gobierno de Kirchner, cifra que vuelve a ese gobier-
no el de mayor participación en el total de casos (2.560) registrados por la organización.
Durante el primer año de gobierno de la Presidenta Cristina Fernández de Kirchner, en
su último informe la Correpi cuenta 150 casos de asesinatos por parte de las fuerzas
policiales en el país.
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comprometido con los derechos humanos parece no haber podido evitar su
violación sistemática por parte de sus propios agentes. Por el contrario, del
otro lado del Río de la Plata, el abuso y la violencia por parte de la policía
parecen más bien excepcionales, con una veintena de casos registrados en
Uruguay entre 1992 y 2000 (Brinks, 2006).

Mientras que un joven oficial argentino explica que el trabajo de la po-
licía “se trata de los delincuentes”, en su análisis de la cultura policial,
P.A.J.Waddington (1999: 300) observa que “distinguir los criminales de en-
tre los ciudadanos es parte de una estrategia más amplia que excluye ciertos
grupos de la ciudadanía, ya que una vez que esto último es llevado a cabo el
ejercicio de la autoridad puede ser ejercido sin restricciones”. Y, precisa-
mente las voces de los policías permiten mapear el mecanismo descripto
por Waddington.

“No por ser rubio de ojos celestes, no quiere decir que no se es un
delincuente”. ¿Son acaso los ojos celestes parte de un fenotipo argentino de
inocencia que este oficial relativiza? Tal como en este caso, las operaciones
en juego en el dispositivo de acceso administrado por la policía son funda-
mentalmente interpretativas y hermenéuticas, posiblemente no del todo
conscientes, proceden a través de oponer el estatus de delincuente al de
ciudadano, diferenciando de ahí en más entre sujetos de gobierno a partir
de nociones neutrales tales como población, persona, individuo, y especial-
mente “la gente”, categorización que opera regulando el acceso efectivo a la
ciudadanía y con ella a lo propiamente humano.

En verdad, en el momento en que el agente policial hace entrar la ley en
escena, las decisiones más importantes han sido tomadas ya, como la deci-
sión de intervenir y de criminalizar al o a los individuo/s a ser involucrado/s.
Es que, tal como muestran los estudios sobre discrecionalidad policial, el
agente de calle “toma la mayoría de las decisiones básicas en lo que hace a
actos delictivos y a las reglas, regulaciones y estatutos que se supone delimi-
tan su propia conducta” (Perry y Sornoff, 1973: 7). De allí la importancia de
los expedientes iniciados por la policía, elementos fundamentales en el pro-
ceso legal y piezas privilegiadas a través de las cuales lo ficcional se
institucionaliza en la construcción del delito y de los individuos en tanto
que delincuentes.

De esta manera, los policías actúan no sólo como ejecutores sino tam-
bién como hacedores de políticas a cargo de producir las categorías que
están destinados a gobernar. Del mismo modo que otros “burócratas calleje-
ros” (Lipsky, 1980), ellos poseen un saber experto y continuidad en sus pues-
tos, y ejercen discrecionalidad en la aplicación de normas. Sin embargo, el
carácter único de sus prerrogativas les permite arrestar, realizar allanamientos,
tocar nuestros cuerpos, restringir nuestros movimientos, usar la fuerza, dis-
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poner de nuestras libertades, derechos y vidas, y construir escenarios, acto-
res y responsabilidades a partir de la producción de sumarios y expedientes.
Tal como el pobre Gregorio Videla en la antigua Buenos Aires cuyo caso
refiere Osvaldo Barreneche (2006), muchos hoy, viéndose en situación de
ser criminalizados sin razón aparente, han de verse tentados de decirle al
policía que toma la declaración que escriba “lo que quiera”, ya que, como
don Videla sabía muy bien, debido a su estatus social inferior ni su versión
de los hechos ni su propia voz tenían importancia alguna.

“““““Nuestro comportamiento refleja nuestra comprensión
metafórica de la experiencia””””” (George Lakoff):
protegiendo y gobernando en el Río de la Plata

 “La cosa es, cuando usted planta al agente en la calle, el agente co-
mienza a interactuar” (Argentina). Comparado con una semilla, el agente
de policía es descripto por este miembro de la Federal como un organismo
que, a partir de afirmarse en el terreno, se expandirá desarrollando raíces y
ramas. En este caso, el terreno en cuestión aparece siendo “la calle”, una de
las imágenes policiales más frecuentes tanto en el habla cotidiana como en
la ficción. Es que, como explica policía argentino, “los problemas están en la
calle. Por lo tanto, es en la calle donde debe estar la policía”. Ahora bien,
¿qué es lo que significa exactamente plantar un agente de policía en la es-
quina? “Somos una prolongación del Estado” —explica un entrevistado—,
otro precisa “el brazo armado”, un tercero agrega “somos el primer escalón
que la gente encuentra en su relación con el Estado”, y un cuarto concluye
“somos, en definitiva, aquellos que representan al Estado en las calles”. Cuan-
do plantamos a un agente de policía, por lo tanto, lo que estamos plantando
es un foco de estatidad. ¿De qué modo difiere dicha construcción en ambos
márgenes del Río de la Plata? En particular, ¿de qué manera las prácticas
discursivas y representaciones de la democracia, la gente, y la ley de aquellos
que tienen a su cargo el ejercicio del poder de policía se constituyen en
indicadores de, y a la vez afectan, la gobernabilidad y la calidad democráticas?

A pesar de las diferencias en la escala del territorio, actividad económica
y población, Argentina y Uruguay son dos de las naciones culturalmente
más similares en Latinoamérica. Ambas sociedades confrontan desafíos que
incluyen desigualdad, pobreza y exclusión crecientes, falta de posibilidades
de estudio y trabajo para los jóvenes, así como espacios, instituciones y ser-
vicios públicos degradados5. Mucho más extensa y rica, la sociedad argenti-
5 El actual gobierno uruguayo ha excluido 47 casos de la ley a fin de facilitar el
juzgamiento de los responsables.
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na es también notablemente más desigual que la uruguaya, presenta índices
de corrupción escandalosamente más altos y una calidad institucional y
democrática sustancialmente más deficientes. Así, por ejemplo, si bien Ar-
gentina y Uruguay no difieren significativamente en cuanto a sus aparatos
estatales, con burocracias dependientes de ministerios cuya organización
jerárquica limita al personal a implementar decisiones tomadas en la cúspi-
de de la jerarquía estatal (Payne, Zovatto y Mateo Díaz, 2007), el clientelismo,
a través de contrataciones temporarias ligadas a los partidos políticos, es
más prevalente en Argentina.

Con respecto a la organización de sus fuerzas policiales, tanto en Argen-
tina como en Uruguay ellas dependen del Ministerio del Interior y cuentan
mayoritariamente con cuerpos paralelos de oficiales y suboficiales desigual-
mente distribuidos a lo largo del territorio. Uruguay posee una única fuerza
policial de unos 24.500 miembros repartidos en 19 distritos, mientras que
en Argentina su número asciende a unos 170.000 policías distribuidos en
23 fuerzas provinciales y una nacional. Entre ellos, con 30.597 efectivos, la
Policía Federal continúa siendo objeto de disputa entre la Ciudad de Bue-
nos Aires y el gobierno federal debido a que, a pesar de haber sido aprobada
por ley su transferencia a la órbita de la Capital, las modalidades específicas
de implementación de dicho traspaso aún plantean un número de proble-
mas sin resolver.

Más allá de los potenciales sesgos presentes en la construcción de todo
dato, los indicadores y rankings disponibles ayudan a delinear el contexto
del gobierno en ambos países. Así, el ranking de Transparencia Internacio-
nal que ordena a los países de menores a mayores niveles de corrupción, en
2007 ubica a Uruguay en el puesto 25 y a la Argentina en el 105.
Coincidentemente, los indicadores sobre gobernabilidad confeccionados por
el Banco Mundial6 ilustran las diferencias entre Argentina y Uruguay en lo
que respecta al control de la corrupción, al respeto por la ley, a la efectividad
del gobierno, la estabilidad política y el respeto por la voz de la ciudadanía.
Para el período 1996-2006 (ver Gráfico 1), estos indicadores sugieren patro-
nes diferenciales claros:

6 Worldwide Governance Indicators, 1996-2007. Para una descripción detallada, ver:
info.worldbank.org/governance/wgi.
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Gráfico 1
Indicadores de calidad de gobierno, Argentina y Uruguay, 1996-2006

Fuente: The Worldwide Governance Indicators 1996-2007, en World Bank
(info.worldbank.org/governance/wgi).
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Entre otras cosas, la información parece dar razón a recientes argumen-
tos acerca del valor intrínseco de las instituciones y los recorridos
institucionales. Porque si el colapso argentino de diciembre de 2001 puede
explicar los bajos niveles de calidad institucional en 2002 y 2003, éste no
permite en cambio justificar ni los niveles previos, también bajos, ni el me-
nor impacto institucional de la misma crisis económica en el Uruguay.

Aquí es donde los aportes de los distintos institucionalismos, especial-
mente histórico y discursivo se vuelven relevantes. Tanto los patrones
institucionales como las cadenas de sentidos y discursos que los articulan,
contienen marcas de los conflictos y formas de violencia que sostuvieron la
formación del Estado y a la vez determinan las posibilidades del gobierno
presente. Así, el modo en que el acceso a la república fuera tradicionalmente
restringido en la Argentina por sus elites, quienes investidas de un sentido
patrimonial, desde la fundación misma de la nación (1860-1880) no duda-
ron en arrasar categorías enteras de la población expulsándolas de la ciuda-
danía incluso a través de su aniquilación física (Kalmanowiecki, 2003), mar-
ca un contraste fundamental entre Argentina y Uruguay, otrora parte de un
mismo proyecto político rioplatense.

Argentina y Uruguay se separarían claramente ya en las primeras déca-
das del siglo XX, con la consolidación del sistema de partidos uruguayo con-
trastando con la irrupción del “partido militar” y la autonomía de las institu-
ciones policiales en la Argentina a partir de 1930. Organizadas alrededor de
una cultura del secreto, estas últimas abundarían en abusos, violencia, y es-
pionaje político (Kalmanowiecki, 2000; Andersen, 2002; Tiscornia, 2004),
ideando métodos de tortura como la picana, usados ya en los ’30 también por
los uruguayos en el tratamiento de delincuentes comunes. En los ’50 y ’60,
bajo la influencia de la llamada Doctrina de Seguridad Nacional, los argenti-
nos se perfeccionarían en métodos ilegales de contrainsurgencia de la mano
de sus pares franceses y norteamericanos. Como prolongación de esta lógica,
a comienzos de los ’70, numerosos policías participarían en escuadrones
paramilitares tales como la Triple A, creada por el Comisario General de la
Policía Federal Alberto Villar.

Bajo la influencia de personajes como el agente policial norteamericano
Dan Mitrione y con asistencia brasileña, los uruguayos no escaparon a esta
suerte. En mayo de 1973, luego de una expansión gradual conocida como
“el golpe de Estado más largo de la historia” (Kaufman, citado en Heinz y
Fruhling, 1999) en connivencia con el presidente Bordaberry los militares
uruguayos tomaron el poder, militarizaron a la policía y la incorporaron en
tareas represivas que tuvieron como epicentro a las comisarias. Por años, los
militares uruguayos mantuvieron unos “50.000 a 60.000 detenidos por ra-
zones políticas, en ese tiempo ‘el más alto porcentaje en el mundo’” (Heinz
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y Fruhling, 1999: 225). Más de ciento sesenta ciudadanos uruguayos des-
aparecieron y cerca de cuarenta fueron asesinados en sesiones de tortura.
En Argentina, en cambio, bajo la dictadura militar del Proceso (1976-1983),
desapariciones forzadas y asesinatos alcanzaron decenas de miles, y las ins-
tituciones policiales proveyeron el mayor número de represores después del
Ejército7.

Sin el necesario esclarecimiento de los hechos y el procesamiento de los
miembros de las fuerzas policiales responsables por crímenes de lesa huma-
nidad, protegidos en Uruguay desde 1986 por una ley de amnistía
plebiscitada en 1989 (ahora en proceso de derogación), y en Argentina por
las leyes de Obediencia Debida y Punto Final y por amnistías hasta su anu-
lación por parte del Congreso en 2003 y por la Corte Suprema en 2005,
reformas inspiradas en el concepto de “seguridad ciudadana” fueron inicia-
das en ambos países desde mediados de los ’90. En Uruguay, luego de la
promulgación de una nueva ley (16.707) en 1995, se crearon una policía
comunitaria y centros pilotos de prevención (Tudela, 2006b). En 1996, la ciu-
dad de Buenos Aires derogó los edictos policiales que hacían posible a la
policía arrestar y procesar a individuos en situación “predelictiva” (Chillier,
Rosúa y Sain, 1998: 4) y los reemplazó con un Código de Contravenciones,
posteriormente revisado, que entre otras cosas introdujo consejos barriales
de seguridad. En paralelo, reformas policiales y de seguridad ciudadana
fueron iniciadas en provincias como Buenos Aires o Mendoza, así como a
nivel nacional.

Los estándares de confianza en la policía difieren sustancialmente en
Uruguay y en Argentina. Así, a pesar de la baja de confianza de 68 por
ciento en 2003 a 44 por ciento en 2005 revelada por las encuestas (Baróme-
tro de Gobernabilidad, CIMA, en Tudela 2006b) su nivel es elevado en com-
paración con los de Argentina, donde un incremento de la confianza del 17
por ciento en 1998 al 26 por ciento en 2005 se ve acompañado de reclamos
por desarticular los lazos entre “delincuentes, policía y políticos corruptos”
(Ricardo Partissans, citado en Tudela 2006a: 50, n. 104).

En un reciente informe, el Banco Interamericano de Desarrollo caracte-
riza la situación uruguaya como de crisis, con endeudamiento y desempleo,
con un 60 por ciento de jóvenes de más de 18 años en situación de pobreza,
niños viviendo en la calle, y falta de acceso a la educación y al trabajo (Tudela,
2006b). A pesar de ello, la sociedad uruguaya exhibe mayor confianza
interpersonal y ciudadana, un poder judicial comparativamente más eficaz,
y una policía que, aunque quizás no mucho menos conservadora que su
pares argentinos, tiende a recurrir a la violencia sólo muy excepcionalmente

7 “Lista de represores argentinos”, Proyecto Desaparecidos, Grupo Fahrenheit, dispo-
nible en: www.desaparecidos.org/GrupoF.
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y a incorporar a muchos más dentro de los parámetros de la ciudadanía y la
humanidad. La siguiente sección ilustra el modo en que estas diferencias se
materializan en las prácticas discursivas de los agentes policiales.

Policías, metáforas y poder

“Yo creo que hay como una cierta sintonía entre lo que vos protegés y
vos” (Argentina).

El impacto y alcance de las políticas aparecen predeterminados por el
repertorio de metáforas y narrativas que define el estatus y por lo tanto la
administración del acceso a dichas políticas por parte de los agentes policiales.
Integrando el uso directo de la fuerza como ninguna otra función de go-
bierno, las prácticas policiales definen un terreno privilegiado para apreciar
las consecuencias tangibles de las imágenes y discursos que organizan nues-
tra percepción, así como para iluminar las tesis de Schmidt acerca del carác-
ter discursivo de las instituciones8. Las metáforas, explica Lakoff, organizan
nuestro pensamiento a través de asimilar dominios conceptuales (o conjun-
to complejo de metáforas asociadas) en analogías que se ven convalidadas
en la experiencia. Dichos sistemas metafórico-conceptuales generalmente
operan de modo inconsciente y de manera automática. Cuando estas co-
rrespondencias son activadas, los sentidos pertenecientes al campo de ori-
gen se transfieren por analogía en el campo de destino. A su vez, los siste-
mas de metáforas con que pensamos se materializan en una diversidad de
formas que estructuran lo real, desde objetos de uso cotidiano como termó-
metros o gráficos financieros, basados en la asimilación metafórica entre
cantidad y altura, como en materializaciones más complejas tales como obras
literarias, sueños, mitos, síntomas corporales, o en “instituciones, prácticas
sociales, leyes, e incluso política exterior y formas de discurso e historia” (Lakoff,
1993: 241, énfasis del autor). Una vez creados, dichos objetos tornan las
metáforas embebidas en ellos en parte de nuestra experiencia y la de las
generaciones siguientes (Lakoff, 1993). Así, por ejemplo, entre nosotros, la
metáfora que asimila los estados a personas se halla tan arraigada en la cul-
tura como en nuestra disciplina, y nos permite atribuirles intereses, volun-
tad, deseos, una personalidad, amigos y enemigos, sin adentrarnos en el
caso clásico de Leviatán, imagen que Carl Schmitt juzga la de mayor in-
fluencia en la teoría política occidental (Schmitt, 1963) en tanto que aún
organiza nuestro entendimiento tanto como nuestras prácticas.

8 Expresiones, narrativas, historias, metáforas y otros tropos definen unidades de
análisis alternativas a fines de capturar dichas representaciones.
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En particular, para los escépticos, es importante mencionar el estudio
de Terrill, Pauline y Manning (2003) como primer testeo masivo de la hipó-
tesis de que las diferencias en el uso de la coerción resultan de los
“alineamientos culturales” de los policías. En el estudio, el cruce de datos
sobre uso de la fuerza en 3.223 encuentros entre ciudadanos y policías en
dos ciudades de Estados Unidos y de las representaciones de los 638 poli-
cías involucrados con respecto a la población, la ley, y su propio grupo obte-
nidos en entrevistas arrojó una correlación estadística positiva (Terrill, Pauline
y Manning, 2003: 1029). Aquellos con posiciones más cercanas al machis-
mo, racismo, autoritarismo y tolerancia por la violencia recurrieron a la fuerza
en el 61,3 por ciento de los casos, comparado con el 50,4 por ciento del
resto. Entre estos últimos, quienes justificaron el uso de la violencia en las
entrevistas fueron vistos recurriendo a la fuerza en el 39 por ciento de sus
encuentros callejeros, en comparación de un 33,1 por ciento entre los de-
más (Terrill, Pauline y Manning, 2003: 1.020). Estos hallazgos evidencian
una clara relación entre representaciones y prácticas policiales, especialmente
en lo que refiere al uso de violencia por parte de los agentes, que convalida
los hallazgos de estudios del discurso, etnográficos e interpretativos de es-
cala necesariamente reducida. Lamentablemente, la deliberada opacidad
de las instituciones policiales en el Río de la Plata no nos permite aún repli-
car estudios como el mencionado.

De este modo, tanto por vía más hermenéutica y cualitativa como por
una vía más cuantitativa, lo policial ofrece un terreno privilegiado para ex-
plorar los modos en que metáforas e historias influencian la administración
de políticas por parte de los agentes estatales. Y una de las imágenes más
recurrentes en el discurso policial es el cuidado de la gente: “Si analizamos
su etimología, la palabra ‘policía’ significa ‘cuidar a la gente’” —explica un
comisario—. La policía está para proteger, orientar, educar y liderar a la
gente, para evitar que la gente se confunda y descarrile. “El policía es el
hombre que detiene al delincuente, el que contiene a la víctima, es el que
contiene al hombre que perdió absolutamente todo” (Argentina). A fin de
realizar tareas como éstas, es en primer lugar necesario distinguir honestos
de delincuentes, víctimas de victimarios, los amigos de la policía de sus
enemigos. En su acepción más general, la gente, por lo tanto, aparece como
un enigma que encierra diversas y opuestas categorías a desentrañar.

En sus términos actuales, la deshumanización del delincuente parece ha-
berse consolidado al hilo de la oposición de dos imágenes —ahora relativa-
mente desdibujada— que dominara la constitución del campo de la seguri-
dad en esta última década en Argentina, las de mano dura y garantismo. El
término garantismo, de origen jurídico, comenzó a circular en los periódicos
en 1998 connotando una preocupación exagerada por el proceso legal y los
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derechos individuales. La crítica policial por dicha preocupación por “los de-
rechos del imputado” (Argentina) se expresa en algunos tropos característi-
cos, como aquellos que apelan a la imagen de las manos. Las manos como
manos capaces de poner orden, como manos justicieras, aparecen por ejem-
plo en las quejas de algunos agentes callejeros acerca de verse con sus “manos
atadas” debido a iniciativas que limitan las prerrogativas policiales en algunos
distritos. Por el contrario, allí donde tales restricciones no existen, pueden
aplicarse prácticas y políticas de “mano dura”. Imágenes como éstas presupo-
nen la necesidad de contar con medios no limitados por la ley en la tarea
policial de lidiar con los delincuentes, quienes en opinión de algunos policías
no debiesen ser protegidos ni por el derecho ni por las declaraciones de dere-
chos humanos: “Si yo al delincuente le doy mayores beneficios que al hones-
to”, explica un oficial, sugiriendo que esto es lo que se hace en Argentina, en
verdad estoy estimulando la delincuencia, de modo tal que, observa una mu-
jer policía, “en estos días, sólo los delincuentes tienen derechos humanos”.

Este apego por los derechos, que la voz de un entrevistado encabezan-
do este escrito llama “el fundamentalismo de los derechos humanos”, atri-
buido por un comisario de la bonaerense a la “izquierda caviar”, es decir a
aquellos cuya posición de clase privilegiada les permite ser progresistas por-
que no están expuestos a la inseguridad como otros, más humildes, frágiles
y en peligro, sugiere cuán injusta puede ser la gente en la mirada del policía.

En última instancia, tal como expresa un comisario a continuación, esta
crítica sugiere una correlación positiva entre democracia, derechos, anomia,
y delincuencia:

“De la libertad nos fuimos al libertinaje… ¿no?... Es muy
fácil: todos buscamos tener derechos. Y hoy en día, sólo tiene
un derecho humano el que es delincuente. Pero el honesto, el
vecino común, el ciudadano común, no tiene derecho huma-
no. No tiene el derecho humano mínimo de transitar por una
calle. Y si a un delincuente, un policía se extralimita y le pega
una cachetada, viene la agrupación de derechos humanos y lo
defienden. Pero si a un vecino le pegan un tiro a un hijo, nadie
lo viene a defender. Nadie” (Argentina).

O bien, como sugiere otro, si “el delincuente tiene mejores condiciones
que el honesto” no sólo “voy a tener mucho más delincuentes”, sino que
estamos ante una verdadera “demagogia estructural” que lleva a “la pérdida
de la democracia”.

Al nivel de las prácticas concretas, oposiciones tales como la de vecino y
delincuente articulan la transformación de términos inicialmente neutros
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de lo humano en una serie de categorías morales que resulta en sujetos
juzgados valiosos, dignos de derechos, protección y ciudadanía, y en otros
cuyas vidas son caracterizadas ya como de menor valor, ya como carentes de
valor alguno, monstruosas e inhumanas, los cuales se asume deben ser neu-
tralizados, destruidos o puestos bajo formas prepolíticas de gobierno poli-
cial.

La Figura 1 presenta las categorías más frecuentemente utilizadas por
los policías entrevistados en ambos países. El término gente se usa tanto en
un sentido neutro y descriptivo como en sentido positivo. En esta acep-
ción preliminar, la gente es descripta en términos similares a los que se
suele usar al hablar de niños pequeños. Caracterizada como impredecible,
aniñada, peligrosamente inocente, naturalmente irresponsable, olvidadi-
za, caprichosa, haragana, la gente necesita ser educada y orientada. “Yo
enseño, yo le he enseñado a la gente”. Los policías deben así, por ejemplo,
“hacer que la gente entienda que los derechos de uno terminan allí donde
comienzan los derechos del otro”. La gente no es mala pero se halla siem-
pre al borde de serlo, y puede tornarse imposible de predecir, “puede siem-
pre reaccionar de manera diferente”. Así, por ejemplo, si por un lado “no
les gusta respetar los semáforos”, por otro lado la gente es naif, y puede ser
fácilmente engañada por estafadores y delincuentes, por lo cual las voces
de los entrevistados dejan claro que la gente necesita a la policía. A veces,
la gente no entiende, o entiende mal, o entiende sólo parcialmente, como
cuando “ve a la policía como la respuesta”, mientras que en verdad “el
policía es sólo un intermediario”. En definitiva, la gente parece ser o no
muy inteligente, o demasiado ingenua, tal como sugiere la frecuente alu-
sión policial “la gente no tiene idea…”. Parece claro, en cambio, que los
policías sí.

En cualquier caso, para “neutralizar la proliferación del delito” y evi-
tar que personas en principio buenas se conviertan en delincuentes, la
policía debe estar allí donde sea necesario. “Hay un punto en el cual el
chico honesto ve que el otro que es un delincuente siempre tiene plata, y
se pregunta: ‘¿por qué vivir de esta manera…?’”. Éste es, evidentemente,
uno de los momentos en los cuales la pedagogía policial aparece como
imprescindible. Ahora bien, algunas personas se resisten a ser conducidas
por el buen camino: “Creo que hay un mínimo porcentaje de gente que
hace que esto no funcione”. Y otras son irrecuperables, muchos policías
argentinos sugieren, en relación con lo cual algunos evocan la posibilidad
de la pena de muerte.
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Figura 1
Sujetos y Territorios Policiales

“He conocido muy buena gente, pero también gente muy mala”; aquí,
la construcción de los sujetos policiales se torna más explícita. Por un lado
aparece la “gente que trabaja, que es normal”, y por otro lado la “gente que
comete delitos”, que este entrevistado interpreta como provenientes de “fa-
milias desestructuradas, con fracasos escolares, con drogas…”.

Afortunadamente, la mayoría de las veces, ante el buen ejemplo y la
buena conducción, la gente se comporta y responde, “respeta y obedece, en
general obedece a la policía” y se muestra dispuesta a colaborar ya sea reali-
zando denuncias o sirviendo como testigos. “Todo depende de tu propio
entusiasmo y de cómo pedís las cosas”. Pero la gente también se desilusiona,
asusta y desmoraliza muy fácilmente. En síntesis, la gente es débil, inesta-
ble, negadora, e irresponsable, y les encanta culpar a otros, especialmente a
los policías. A veces, la gente se pone insistente y molesta, como es el caso de
“quienes insisten con eso que pasó muchos años atrás”, es decir la dictadura
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militar del Proceso, es decir la tortura y los campos clandestinos y las desapa-
riciones del Proceso. Y la complicidad policial con el Proceso.

En su acepción positiva, la expresión gente aparece generalmente aso-
ciada con otras tales como “persona” o la tan utilizada “vecinos”, y evoca las
de tiempos coloniales, “gente decente”, que por entonces comprendía sólo
a los miembros de las elites españolas o criollas, quienes eran tratados con
respeto y cuya palabra bastaba como testimonio para condenar a miembros
de categorías sociales (y por lo tanto también morales) inferiores. Por enton-
ces, Barreneche (2006: 41) observa, “la calidad del acusado” era determi-
nante. Cuanto más baja dicha calidad, más probable era que un acusado
fuese sometido a la tortura. Evocando cierta continuidad con aquéllas tra-
diciones, la figura del vecino, tal como Eilbaum (2004) y otros investigadores
han mostrado, define entre nosotros el sujeto de protección policial por
excelencia. Es él en quien la institución policial piensa a la hora de atender,
cuidar, y proteger, así como con quien se imagina a sí misma entrando en
relación en el marco de recientes propuestas de foros de participación co-
munitaria, implementados tanto en Montevideo como en la ciudad y la
provincia de Buenos Aires. Mientras que los policías son también gente, ellos
difieren de “la gente común” por sus prerrogativas, sus deberes y su instin-
to: ser policía lo dota a uno de cierta clarividencia y poderes especiales, aun-
que también lo enfrenta a desafíos y tentaciones mayúsculos, frente a los cua-
les “el policía tiene que pensar como un delincuente, para poder actuar o
decir ‘este lugar es factible de robar’; bueno, pero no hacerlo”. Ser policía es por
lo tanto más que ser “gente común”. El hecho de que los policías estén obliga-
dos a portar su arma reglamentaria las 24 horas (“estado policial”) revive la
imagen de heroísmo policial como la de hombres (hombres, sí) comunes a car-
go de una tarea sobrehumana de combatir el mal en nuestra sociedad, ya que
“uno no deja de ser policía nunca. Ni cuando está descansando”.

En Argentina, la categoría de “delincuente” emerge en las antípodas de la
noción de “gente” y está sujeta a un proceso de deshumanización en tanto que
condensación última de aquellos representados como sujetos peligrosos (ver
Figura 1). En el relato de varios entrevistados, el drama policial del bien contra el
mal se libra en “la inteligencia del delincuente contra la inteligencia de un poli-
cía”. En lo que respecta a la intensidad del antagonismo, que en Argentina se
describe como creciente —”ahora nos avasallan, la forma es avasallante, la for-
ma en que piensa el delincuente”— la noción de delincuente evoca el concepto
de enemigo de Carl Schmitt. A diferencia del enemigo schmittiano, sin em-
bargo, el delincuente no es un par, no es un igual, no es realmente humano,
sino sólo un obstáculo a la labor policial. Y dichos obstáculos, toda vez que
su proliferación no puede ser evitada, deben ser neutralizados o destruidos.

La existencia del delincuente es a la vez indicador de la necesidad y del
fracaso del poder policial, ya que “si la policía cumpliera con total éxito su
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función, no tendría que haber delincuentes para arrestar”. Sólo muy excep-
cionalmente en Argentina palabras tales como gente o persona son utilizadas
en referencia a quienes amenazan el orden, como en el caso de “gente que
anda robando”, “personas criminales”, o en la descripción de sospechosos,
en tanto que “la mayoría de las personas delincuentes caminan alrededor,
en sentido contrario al que circulan los vehículos por ejemplo”. No sólo
estos usos son muy raros, sino que sugieren un uso eufemístico, especial-
mente de parte de aquellos que justifican posiciones de “mano dura”.

Precisamente, es la descripción del tratamiento de los delincuentes la
que más elisiones y eufemismos convoca: “convengamos que sentando en
una silla de algodones a un delincuente y preguntándole ‘¿usted robó?’ Y...
no le va a decir que sí!”, porque —observa otro comisario— “nunca encon-
tré un delincuente que diga ‘yo fui’”; sin embargo, “…usted necesita interro-
gar al delincuente”, dice un policía intentando justificar por qué los defen-
sores de los derechos humanos simplemente no entienden los requerimien-
tos de la labor policial, sugiriendo además que interrogar involucra un uso
sólo borrosamente legal de la fuerza. Dicha conjunción aparece también en
reflexiones autocríticas por parte de miembros de la policía. Así, por ejem-
plo, un joven oficial explica: “Yo no puedo tratar a la gente como si fuesen
enemigos, incluso si son delincuentes”, y un experimentado comisario ex-
plica:

“ … Si yo mato a un delincuente y estamos en un enfrenta-
miento… o el delincuente me mata a mí, son las reglas del jue-
go. Si yo ejecuto a un delincuente por el hecho de saber que es
un delincuente, creo que me he equivocado muy feo. No soy un
policía, sino que soy un delincuente yo” (Argentina).

Ambos casos implican una toma de distancia de reglas no escritas tales
como las propuestas por Brinks (2006). Si bien mis entrevistados argentinos
hacen múltiples referencias a la imperiosa necesidad para los policías de
ajustarse a las leyes y procedimientos, las otras voces son claramente
reconocibles de un modo que no lo son en Uruguay.

Si gobernar es siempre gobernar un territorio, el gobierno policial no
constituye una excepción, en tanto que los individuos son siempre leídos y
categorizados dentro de coordenadas espaciales. “Si la policía pudiera recu-
perar la vereda, la calle en ese sentido, recuperaría la ciudad, la comuni-
dad”. La vereda como clave para recuperar a la ciudad y a su gente. Pero,
¿de qué y de quién? La referencia evoca la cruzada moral fundante de lo
policial. “He visto lo más bajo, lo más notable, he visto todo. En la calle, en la
ciudad, en los pueblos”. Independientemente de la escala, tanto el territo-
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rio como las imágenes del gobierno policial son eminentemente urbanos. Es en
la ciudad donde lo más bajo se exhibe y donde las batallas morales tienen lugar.

Tal como un argentino observa, “Si usted advierte que está poniendo en
la calle una persona con autoridad para regular los derechos constituciona-
les de los ciudadanos”, dicha persona, explica el entrevistado, debe exhibir
“niveles de perfección… tiene que haber un lado inmaculado en todo esto”.
Es que, como es sugerido, la pelea policial contra el mal requiere de sus
mejores exponentes. Es aquí donde el policía revela su naturaleza de héroe
moral, al modo en que es representado en películas clásicas como The Naked
City (1949) (y probablemente en ninguna película argentina de las últimas
décadas, tal como observan, entre enojados y frustrados, la mayor parte de
mis entrevistados). El policía se erige en el hombre (hombre, sí) encargado de
recoger los desechos sociales, en aquél que necesita ver todo, incluso lo más
bajo y repugnante, entrar en contacto “con la miseria humana” a fin de
proteger y rescatar a “la gente” de la contaminación social y moral que re-
quieren ser permanentemente identificadas y eliminadas.

En las narrativas policiales el lugar adquiere propiedades morales. Tal
es el caso de las villas miserias “donde desaparece esa noción de pertenen-
cia, desaparece el Estado” y donde muchos parecen en riesgo de convertirse
al estilo de vida de los delincuentes. Como un oficial expresa, se trata de
“barrios de donde viene el origen de todos estos chicos delincuentes”. Así, si
la distinción entre “la vereda de enfrente y ésta, nuestra vereda” alude a la
oposición entre el bien y el mal, la localización adquiere connotaciones mo-
rales literales: “Los delincuentes aparecen en esos lugares, no porque todos
los que viven en las villas sean delincuentes, sino porque los delincuentes las
usan como refugio; tienen inclusive hospitales adentro, es un espectáculo”.

Si bien también entendiendo su función principal como la de combatir
la delincuencia, los policías uruguayos tienden a caracterizar como ciuda-
danos tanto a los individuos con los que tratan como a sí mismos. Los ar-
gentinos, en cambio, de modo que parece guardar un paralelo con la ten-
dencia que Christopher Wilson reconoce en Estados Unidos a partir de los
’80, raramente trascienden la categoría de “civiles”, término que remite a un
mero contraste con lo militar (Wilson, 2000). “Civil” es meramente aquél
que no es un militar, una versión disminuida del ciudadano entendido como
miembro pleno de una comunidad política. Ahora bien, en tanto que las
fuerzas policiales argentinas son en verdad civiles, el uso de la palabra es o
bien redundante o más bien sugiere una identificación construida en refe-
rencia a lo militar, que los diferencia del resto de nosotros apelando a una
posición de mayor poder y que, por último, los lleva a negarse a sí mismos la
posibilidad de la vida política en el sentido clásico del término. Una diferen-
cia saliente entre los policías uruguayos y los argentinos consiste en la mayor
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extensión de tropos de ciudadanía por parte de los primeros incluso en
referencia a quienes son caracterizados como delincuentes tanto como a
ellos mismos.

Ciudadanía, como sabemos, implica ideas y participación políticas. Tal
como lo expresa este comisario uruguayo, “Aquí hay gente con todo tipo de
ideas políticas… Yo no conozco la afiliación política de mi personal, nunca
pregunto, ni mis superiores me preguntan a mí”. En las voces de mis entre-
vistados, los policías uruguayos se presentan a sí mismos como ciudadanos
con ideas políticas propias y con posiciones de un rango de variación im-
pensable para policías argentinos. Los primeros también parecen tener más
confianza en la democracia, en la voluntad popular, en sus vecinos, y en la
capacidad de sus subordinados que sus pares argentinos. Así, por ejemplo,
el mismo comisario observa, “En la policía, todos necesitan pensar, desde
aquellos en los niveles más bajos hasta aquellos ubicados en los más altos”.

Otra nota distintiva de los policías uruguayos, inclusive entre aquellos
que se identifican políticamente como conservadores, es su rechazo político
por los “milicos”, los militares, por quienes ellos dicen haber sido usados
durante la dictadura, y con quienes —al menos en el marco de una entrevis-
ta confidencial— admiten, y lamentan, compartir la grave responsabilidad
de haber sostenido un gobierno en contra de la voluntad popular. Este
malestar se extiende al rechazo de ser llamados “milicos” ellos mismos. Si
bien los argentinos también diferencian claramente su labor de la de los
militares, mientras que el recambio generacional de las cúpulas ha comen-
zado a habilitar narrativas diferentes, con la excepción de algunos oficiales
jóvenes o de casos excepcionales entre los mayores, tales como el de un
comisario que renunció a la policía durante el Proceso para ser luego rein-
corporado durante el gobierno de Alfonsín, todos mis entrevistados defien-
den o aceptan términos tales como “guerra contra la subversión” estableci-
dos por la dictadura. En contraste, un alto comisario uruguayo sugiere,
mientras que los policías son necesarios para preservar el orden cívico, los
militares no lo son: “El militar está para algo que no debería estar en las
sociedades humanas modernas, que es la guerra… Creo que países peque-
ños como el Uruguay podrían darse el lujo de prescindir de sus militares,
porque no tienen hipótesis de guerra”.

Significativamente, los policías uruguayos se ven a sí mismos como tra-
bajadores, especialmente desde que el gobierno del Frente Amplio habilitara
la sindicalización policial, de un modo que parece simplemente impensable
en Argentina: “El sindicato —razona un uruguayo— lo que ha mejorado es
que ahora, por ejemplo, la ciudadanía sabe de las carencias del policía en sí,
sabe de la falta de respeto que hay contra el policía, los abusos”. La identi-
dad de los policías uruguayos en tanto que ciudadanos y trabajadores pare-
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ce clara “con el sindicato, lo que es el sindicato, ahora que estamos
sindicalizados lo que estamos haciendo es política”. Entre los argentinos, en
cambio, a pesar de su constante referencia a sus bajos salarios y a deficientes
condiciones de trabajo, la idea de verse a sí mismos disputando elecciones
en un sindicato, yendo a una huelga o llevando a cabo una protesta callejera
tiende a resultar intolerable.

Tanto el delito como la pobreza aparecen ante los policías uruguayos
como problemas sociales de los que ellos mismos no escapan: “Aquí hay
mucha gente en la policía que es pobre… es un tema”. Si bien esta mirada
está presente entre los argentinos, la interpretación moral de la pobreza apa-
rece como dominante, como lo expresa este bonaerense:

“Básicamente, me parece que el delito nace de la familia, no
creo que esté emparentado el tema de la miseria, o de la necesi-
dad económica, con el delito, porque... eh... Yo personalmente
he nacido en una cuna pobre, muy pobre, y nunca he delinqui-
do, todo lo contrario, me he inclinado por la seguridad.”

En suma, una mayor extensión de tropos de ciudadanía en referencia a
la gente, inclusive a aquellos considerados delincuentes, en el Uruguay, así
como a los policías mismos, contrasta con términos de carácter paramilitar
como “civiles” en lugar de “ciudadanos” y con una significativa
deshumanización de los “delincuentes” entre los policías argentinos. De este
modo, unas pocas metáforas ofrecen una clave de comprensión de modali-
dades alternativas de aplicación de un mismo dispositivo de diferenciación
entre ciudadanos honestos y delincuentes, con consecuencias tanto en el
rango de los sujetos que construyen como en el grado de violencia que
admiten contra aquellos que son excluidos.

Democracia, gobierno y policía,
micro y macro: a modo de conclusión

“¿Leíste el Martín Fierro? Hay un par de estrofas que son
pero de un realismo tal cual, y es así como se siente la gente. El
individuo siente que la norma está hecha para el pobre, no para
todos, que la justicia no es pareja para todos. Que hay justicia
para pobres y hay justicia para ricos” (Argentina).

En esta comunicación, me propuse identificar uno de los mecanismos
a través del cual la inclusión y exclusión de facto de la ciudadanía, y por lo



689

tanto de la república, son (re)producidas cotidianamente en la forma de
prácticas policiales.

Nuestros regímenes políticos podrán haber sido democratizados, pero
el Estado sobre el que se implantan es aún el Leviatán, articulado en torno a
la exclusión de algunos a través de mecanismos de seguridad que prometen
proteger al resto de estos últimos y que no distinguen “entre indigente y
delincuente” —como observa Arendt (1946)— los cuales son permanente-
mente empujados hacia afuera. Basado en la figura del ciudadano, el go-
bierno democrático no ha logrado (¿aún?) eliminar dichas barreras
prepolíticas, administrativas y policiales que, emplazadas a lo largo y a lo
ancho del aparato estatal, constantemente reproducen violencia y exclusión
y que en verdad, tal como Arendt anticipara, parecieran haberse extendido
entre nosotros.

Operando alrededor de un conjunto de metáforas y otros recursos
retóricos que hacen las veces de operadores ideológicos y prácticos, dichas
políticas informales ofrecen pistas para la comprensión de las formas de
gobierno directo emplazadas en la base del aparato estatal. En Argentina,
reimpulsado en la última década a partir del tropo de la inseguridad, dicho
dispositivo de gobierno policial alcanza un grado de deshumanización de
aquellos caracterizados como delincuentes y de legitimación del uso ilegal
de la violencia no vistos del otro lado del río, al punto que sugiere la necesi-
dad de reconsiderar la noción misma de régimen a fin de diferenciar sus
capas y modalidades.

¿Pueden las imágenes que articulan las prácticas discursivas de los po-
licías entenderse como una materialización de tradiciones más o menos
autoritarias de gobierno?

En sus distintas variantes, y con el aporte de lo discursivo (Schmidt, 2008),
las tradiciones recientes del institucionalismo dentro de la disciplina prome-
ten hacernos avanzar en la comprensión de las distintas arenas, niveles y regí-
menes de gobierno y de las formas en que ellos se entrelazan. Y tanto los
estudios institucionales como los de democratización en Latinoamérica como
aportes de la teoría política contemporánea convergen en sugerir la necesi-
dad de identificar los modos en que las prácticas de gobierno directas a ma-
nos de funcionarios tales como los policías inciden, desde lo local y cotidiano,
en la redefinición de los regímenes o formas de gobierno. Especialmente, el
estudio de las formas de gobierno policial llama a identificar formas específi-
cas de administración de la vida por parte del Estado, o la necesidad de
explicitar la dimensión biopolítica de los regímenes de gobierno.

A pesar de los tropos que inspiran muchas de las reformas policiales,
una persistente sensación de inseguridad, amplificada por los medios y ahora
regularmente relevada en encuestas, fue generando apoyo por un aumento
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de las prerrogativas policiales y por políticas criminales y policiales más re-
presivas. Si para el caso de Uruguay, el BID juzga que “no existe una políti-
ca” de seguridad, sino sólo iniciativas insuficientemente coordinadas por el
Ministerio del Interior, es claro que en ambos países se está lejos de lograr
un consenso en materia de políticas de seguridad ciudadana. Así lo sugieren
los frecuentes cambios y retrocesos de que viene siendo objeto el gobierno de
la seguridad, como se puede ver en el injustificado abandono de las reformas
lideradas por el Dr. León Arslanian en la Provincia de Buenos Aires.

En este incierto devenir, el impacto de las políticas aparece predeter-
minado por el repertorio de representaciones que articulan el discurso
de agentes emplazados en los puntos terminales del aparato estatal tales
como los policías. Considerando sus consecuencias dramáticas e inme-
diatas en la preservación de la vida y en el acceso a la ciudadanía, el
ejercicio del poder policial debe ser incorporado como una dimensión
más en el estudio de los regímenes de gobierno, especialmente en vistas
a cómo diferentes formas de administración de la vida embebidas en las
prácticas policiales condicionan el horizonte de la vida y el gobierno
democráticos. Para los expertos hacedores de políticas, ello plantea la
necesidad de incorporar la consideración y el estudio de estos procesos
fundamentalmente discrecionales y hermenéuticos que tienen lugar en
la bases mismas del Estado. Un abordaje comparativo de las prácticas
policiales y de las respuestas institucionales a lo policial que desagregue
unidades territoriales regionales y locales por tanto se impone a fin de
indagar necesidades y posibilidades del gobierno democrático. Ya que,
sin descuidar la importancia de leyes, regulaciones y políticas, los desa-
fíos y condiciones de las prácticas directas de gobierno en los encuentros
entre ciudadanos y agentes del Estado necesitan ser iluminados en tanto
que territorios donde se libran y continuarán librando luchas decisivas
por el futuro de la democracia.
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Abstract
Police practices constitute a direct form of governance that qualifies the
reach of policies and the quality of democratic institutions. Based on
interviews with police officers in Argentina and Uruguay, this essay identifies
a discretionary and hermeneutic dispositif of government that classifies
individuals into categories to be alternatively included in and excluded from
citizenship, thus regulating the access and extension of the political regime.
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Elogio de la política comparada*

MANUEL ALCÁNTARA SÁEZ
Universidad de Salamanca
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Soy un politólogo al que un cierto espíritu emprendedor articulado
tras la búsqueda del saber le ha llevado, de manera primero personal y
luego colectiva, a ser consciente de la necesidad de basar su conocimiento
en las bondades de un método de investigación. En esta exploración he
encontrado en la comparación la más rica y productiva de las opciones, de
forma que el poder explicativo del método comparado ha terminado con-
virtiéndose en una de mis más fuertes convicciones intelectuales. Ustedes
al brindarme hoy este reconocimiento así también lo han considerado entre
sus motivos. Me enorgullece que ustedes valoren mi contribución desde la
academia a mitigar el diagnóstico de los cien años de soledad que brutal-
mente aisló a los países latinoamericanos al renunciar a ser referentes teó-
ricos unos de los otros. La dependencia conceptual de interpretaciones
importadas de una realidad diferente, así como el desconocimiento del
patio del vecino fue durante un largo lapso la nota dominante, no sólo en
las ciencias sociales, sino en el ámbito genérico del saber, en el espacio
tanto latinoamericano como iberoamericano. Mediante la comparación
huimos del parroquianismo, concebimos taxonomías más sólidas y, sobre
todo, utilizamos un riguroso método de control que se apoya en la verifi-
cación empírica de las hipótesis, así como de las generalizaciones y de las
teorías que afectan a los fenómenos políticos. Algo que nos aproxima a
generar conocimiento científico.

Quien es el patrón laico de la ciencia política, Nicolás Maquiavelo, ya
apuntó un evidente reconocimiento de la utilidad del método comparado
al establecer en el prefacio de El Príncipe que su obra surgía del “conoci-
miento de la conducta de los mayores estadistas que han existido”, habiéndolo
adquirido gracias a las “vicisitudes políticas de nuestra edad y por medio de
una continuada lectura de las antiguas historias”. La comparación sincróni-
ca y la diacrónica simultáneamente surgían así, como una fértil receta para
alcanzar el saber político. Esta cita no por desconocida pero sí con frecuen-
cia olvidada es un excelente jalón para compartir con ustedes mis inquietu-

* Disertación realizada el 28 de octubre de 2008 con motivo del otorgamiento del Docto-
rado Honoris Causa por la Universidad Nacional de San Martín.
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des sobre el papel de la política comparada en torno a la cual pretendo
elaborar un efímero elogio.

Antes de Maquiavelo, Aristóteles y Platón, y después Montesquieu,
Hegel, Tocqueville, Marx, Mill y Weber, hicieron también, entre otros, análi-
sis comparado de la política, pero aquí no me queda más remedio que, por
razones de tiempo y de oportunidad, dar un gran salto en la historia hasta
situarles hace apenas un siglo. Es en torno al final de la década de 1950
cuando se alcanza lo que en mi opinión es la mayoría de edad de la ciencia
política. En ese entorno, y bajo la potente conceptualización del sistema
político, fue cuando Almond y Powell nos brindaron una guía de trabajo
que partía de un axioma simple: “todos los sistemas políticos pueden ser
comparados en términos de la relación entre funciones y estructuras”. La
utilidad de una aproximación según la cual se hacía posible comparar
sistemáticamente las características asociadas a un tipo de sistema con otras
asociadas a uno distinto fue defendida con ardor en virtud de que la com-
paración poseía una indudable capacidad a la hora de abrir el camino para
la formulación de hipótesis generales sobre los tipos de relaciones asociadas.

El avance de la política comparada en las últimas décadas ha podido ser
el responsable de generar un espacio de estudio densamente poblado en el
que, como nos advierte Sartori, se dan cita académicos no comparativistas
sin interés, ni noción alguna ni capacidad a la hora de comparar. Si la polí-
tica comparada es un dominio de la disciplina distintivamente definido por
la utilización de un método concreto, desde la década de 1960 hasta nues-
tros días la literatura sobre política comparada ha inundado los anaqueles
de las bibliotecas. Sin dejar de estar presente la centralidad del método,
como podemos constatar en los influyentes trabajos de Ragin, Landman,
Collier y de “nuestro” Juan Linz, entre muchos otros, Sartori, no obstante,
no ha dejado de sentirse insatisfecho ante los resultados de una disciplina
con problemas, según su propio diagnóstico, en sus ámbitos lógico,
metodológico e incluso lingüístico que le alinean con la advertencia de
Przeworski, cuando señala que lo esencial del método comparado “no es la
comparación sino la explicación”.

Si en un principio lo que se deseaba era emular el trabajo de las ciencias
naturales a la hora de buscar regularidades pronto topamos con los efectos
que sobre las relaciones de poder ejercían los valores, las creencias y los inte-
reses personales de los individuos. El marco de análisis construido primero
sobre normas y luego sobre estructuras se complicaba y era forzoso ampliar
los instrumentos metodológicos para gestar aproximaciones más fiables. El
impacto de la revolución behaviourista fue, en este sentido, determinante a
la hora de aportar soluciones. Primero la formalización a través de encues-
tas y luego mediante el análisis de las opciones maximizadoras de la elec-
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ción racional, atrajeron al cálculo matemático como apoyo para la verifica-
ción de las hipótesis. Con frecuencia se han contrapuesto los métodos com-
parado, estadístico y de la elección racional, cuando pueden ser integrados
perfectamente haciendo una comparación más fértil. Ligar el método com-
parado a la existencia de un número relativamente pequeño de casos empo-
brece su alcance potencial y lo encapsula en un normativismo metodológico
excesivamente rígido. En cualquier caso, y como señala Lijphart, el método
comparado termina resultando “un instrumento para descubrir relaciones
empíricas entre variables, no un método de medición”.

Como ha quedado ya manifestado, reivindico la necesidad de apoyar
el conocimiento en observaciones que, a ser posible, fueran fácilmente
medibles para su ulterior cuantificación. En este sentido viene a mi me-
moria el recuerdo que Gabriel Almond suscita al rememorar el texto que
tanto le impactó situado en el frontispicio del edificio de Investigación en
Ciencias Sociales de la Universidad de Chicago “nuestro conocimiento es
poco si no podemos medirlo”. La cuantificación es un instrumento pode-
roso del saber, no es la única aproximación al mismo, pero contar nos
ayuda a entender más sencillamente las cosas y nos facilita la mejor inter-
pretación matemática de sus relaciones causales. Bien es cierto, no obstan-
te, que debo matizar el valor de la cuantificación ya que recientemente se
han desarrollado estrategias analíticas innovadoras (ahí están los trabajos
de Ragin con el análisis cualitativo comparativo y el análisis de conjuntos
borrosos) para lidiar con aquellas situaciones en las que es difícil la
cuantificación y en las que el número de casos es reducido. Ello ha au-
mentado la versatilidad de la caja de herramientas de los comparativistas y
la posibilidad de combinar estrategias cualitativas y cuantitativas con una
vocación siempre comparativa.

La integración del método comparado junto con una visión cuantitati-
va de la ciencia política ha supuesto, por mi parte, una ruptura considerable
con patrones de análisis casi exclusivamente centrados en los estudios de los
casos nacionales, que pontificaban el excepcionalismo del país en cuestión,
y con aproximaciones especulativas que terminaban rayando con la opinión
que tanto han dominado el pasado de la disciplina en nuestros países.

Ahora bien, si las instituciones importan las personas también o aún
más. Algo que me recuerda que la importancia que ha tenido el
neoinstitucionalismo para el desarrollo de la disciplina no debe dejar de
lado aproximaciones clásicas que se centren en la actuación autónoma de
las gentes y se engarce de manera sistémica con las instituciones. Ello es
algo que particularmente me genera inquietud intelectual de manera que,
con el acicate que esta distinción supone en mi carrera, espero que gracias a
su impulso centre mi agenda de investigación de los tiempos venideros en el
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papel de los políticos. Ahí también la comparación no sólo es posible sino
que se muestra imprescindible.

Pongamos por ejemplo el estudio de la calidad de los políticos algo que
me parece especialmente oportuno como para centrar la atención investi-
gadora. Estimo que la calidad de los políticos puede venir integrada por la
yuxtaposición de tres grupos de variables que están compuestos por sendos
ejes de ciudadanía, profesionalidad y liderazgo. Es decir, un político de cali-
dad puede concebirse como el reflejo del ciudadano ejemplar, pero también
como un profesional que lleva a cabo perfectamente sus tareas específicas y,
finalmente, como alguien que es capaz de ilusionar a las masas y conducir-
las hacia una meta deseada. En estas rápidas reflexiones no voy a abordar la
primera de estas facetas centrándome brevemente en la profesionalidad y el
liderazgo como aspectos más substantivos.

Si bien la profesión del político ha recibido atención académica muy
notable, la mayoría de los trabajos se han centrado en perfiles biográficos de
ámbito socioeconómico, familiar y educativo, donde la variable más relevan-
te era la de su propio proceso de socialización. Ahora bien, en el camino
hacia la profesionalización de un político se da un juego que se desarrolla a
lo largo de un determinado lapso donde se confrontan variables contextuales
con otras de carácter intrínseco. En sendos tipos de variables tiene un espa-
cio imprescindible la perspectiva comparada.

De entre las primeras caben destacar tres: en primer lugar se encuentra
el grado de institucionalización del sistema político, que hace alusión a la
estabilidad de las reglas electorales y la confianza en las mismas así como el
grado de perdurabilidad y de funcionalidad de los partidos políticos y de los
sistemas de partidos que aseguran un clima de sosiego y de cierto nivel de
certidumbre para el desarrollo de las diferentes tareas; en segundo término
se puede considerar el nivel retributivo de la clase política, tanto en lo relati-
vo al salario como a la existencia de otra serie de recursos que permitan
generar un clima de confort y de previsibilidad a la hora de alcanzar ciertas
ambiciones materiales; y, finalmente, los incentivos metainstitucionales de
los que es potencial beneficiario el político que van desde aspectos intangibles
como es el prestigio o la popularidad a la promoción social y a la apertura a
los cenáculos de la elite económica donde muchos de ellos terminan que-
dando integrados.

En cuanto a las segundas deben considerarse facetas vinculadas al pro-
ceso de socialización en la política de los individuos que apuestan por ella
como son la experiencia del político adquirida en el seno del partido medi-
da por el tiempo de militancia así como por las responsabilidades adquiri-
das, pero también en el oficio público (como representante o como cargo
ejecutivo con un nivel mínimo de responsabilidad). Su nivel educativo es
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asimismo ponderable tanto por las destrezas adquiridas como por lo que el
mismo conlleva en el camino del ascenso social. Por último es igualmente
tenida en consideración la evaluación popular de su tarea medida a través
de la valoración de la opinión pública, en tanto que satisfacción y reválida de
su actuación cotidiana por el pueblo soberano.

La relación entre liderazgo y política ha sido tortuosa en la medida en
que diferentes formas de conducción política muy centradas en el líder han
tendido a generar modelos de gobierno fuertemente personalistas y, con
frecuencia, autoritarios. La irrupción generalizada de la democracia ha ten-
dido a diluir el impacto del liderazgo como consecuencia del componente
representativo de la misma sin que ello supusiera su desaparición. De esta
forma se ha vuelto ineludible retomar su estudio adecuándolo a la nueva
situación. En este sentido, el perfil del liderazgo político en sistemas demo-
cráticos puede ser analizado bajo un esquema que da cabida, según Sashkin,
a diez escalas en las que en cada una de ellas se miden aspectos específicos
del carácter o del comportamiento del líder.

Se trata de: la capacidad de gestión que mide la forma en que un líder
desempeña cotidianamente las tareas básicas administrativas o de gestión;
la equidad en la recompensa que se proyecta en la capacidad que tienen los
líderes de prometer a sus seguidores lo que ellos valoran a cambio de su
correcto rendimiento; la habilidad en la comunicación interpersonal por la
que mediante metáforas y analogías los líderes consiguen que ideas abstrac-
tas sean claras; la credibilidad; el respeto y la preocupación por los demás
que muestra el líder; la capacidad de creación de oportunidades para los
seguidores para ser empoderados; la auto confianza; la centralidad de los
seguidores mediante la cual un líder ve a sus seguidores como socios
empoderados más que como subordinados fácilmente manipulables; las
propuestas a largo plazo de carácter imaginativo; y la construcción de creen-
cias y de valores compartidos que faciliten un rendimiento efectivo. Este
decálogo permite configurar una aproximación al liderazgo político demo-
crático mediante unos indicadores claros de medición.

Profesionalización y liderazgo, bajo reglas de juego democráticas,
interactúan de manera relevante proyectando la figura de un político que
establece nítidas diferencias con sus competidores. Las diferentes variables
enunciadas dibujan perfiles muy variopintos que definen modelos de polí-
ticos altamente peculiares.

Estos aspectos que guían mi trabajo y que precisan las líneas de contac-
to con mis colegas y mis estudiantes no olvidan la crisis permanente que
invade a la ciencia política en la medida en que lo está el binomio concep-
tual que integra su propio enunciado. El saber acerca del poder hoy sigue
cuestionándose en la medida de las limitaciones de ambos. Si las diferentes
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teorías acerca del conocimiento científico ponen cotidianamente de relieve
la inseguridad sobre la capacidad del mismo, las diversas aproximaciones al
objeto primordial de la disciplina, que no es otro sino el poder, no se quedan
a la zaga. Se diría que la más de las sombrías incertidumbres hobbesianas se
yergue sobre la relación entre el poder y el saber. Como he podido leer re-
cientemente “ni uno sabe tanto ni otro puede tanto”.

Es probablemente esa titubeante relación la que mejor enmarca el esta-
do de la disciplina hoy en día cuando el estudio sistemático y riguroso de
cómo el sistema convierte las demandas en decisiones se hace cada vez más
proceloso. De repente la búsqueda de legitimación se alza como un impera-
tivo dual. Por una parte, se trata de la imprescindible legitimación democrá-
tica de cualquier decisión política que está en la actualidad afectada tanto
por la penuria de los procedimientos como por la lejanía de los ciudadanos.
Por otra parte, el saber se encuentra necesitado de contar con legitimación
social. La desesperación presente acerca de la ignorancia real en torno a
cuestiones que invaden el terreno político sobre los grandes acontecimien-
tos recientes que van desde la crisis financiera internacional a los problemas
medioambientales, temas ambos que requieren de la política comparada,
son un ejemplo de ello.

Agradecimientos

A veces he escuchado elogios por mi capacidad empresarial universita-
ria, por mi habilidad a la hora de promover equipos de investigación, de
establecer redes académicas y de organizar seminarios. Es muy posible que
esa sea la razón fundamental por la que esta tarde de primavera porteña me
encuentre entre ustedes. Reconozco que proviniendo de una sociedad con
fuerte influencia católica, parafraseando forzadamente a Max Weber, el es-
píritu capitalista que podría estar detrás del término “empresarial”, me lle-
vaba al repudio y, por tanto, a la no aceptación y condena de mi supuesta
condición de empresario universitario. No sería un elogio, más bien lo con-
trario. Sí que creo, no obstante, y practico una acepción diferente al término
“empresarial” que le hace sinónimo tanto de institucional como de fabril.
Creo en el esfuerzo cotidiano que lleva a poner en marcha instituciones así
como en el valor de la interconexión humana, en el potencial del conoci-
miento recíproco, en la necesidad de relacionar a personas con bagajes cul-
turales, teóricos y epistemológicos muy diferentes. Sostengo que, si bien
nuestro trabajo tiene un componente solitario muy notable, es imprescindi-
ble apoyar y apostar por la gente vocacional, interrelacionar al mundo aca-
démico, abrir espacios de intercomunicación, dilucidar temas de estudio e
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investigación relevantes, presionar conjuntamente a los responsables públi-
cos para llamar su atención de cara a la provisión de fondos para el trabajo
cotidiano. Y curiosamente (o quizás no) estos rasgos que me describen, sin-
tetizan también el carácter de esta Universidad Nacional de San Martín
que, dado su enclave geográfico y la historia del partido en el que está situa-
da, quiere distinguirse, según versa su Visión. “…por su carácter empren-
dedor e innovador, (y) por su vocación asociativa …”.

Al recibir de Marcelo Cavarozzi la noticia de la concesión por parte de la
Universidad Nacional de San Martín de su más alta distinción académica,
dos imágenes vinieron abruptamente a mi cabeza. La primera, y creo que
no podía ser de otra manera dada la generación a la que pertenece quien les
habla, tenía un componente totalmente cinematográfico. No se sorpren-
dan. Contrariamente a lo que ustedes podrían suponer de un profesor que
proviene de la Universidad de Salamanca, donde el ceremonial de los doc-
torados honoris causa conlleva la carga de los ya casi ochocientos años que
pesan sobre su historia, no era la evidencia y el significado de los doctorados
en el longevo estudio salmantino. Era el recuerdo de una película que me
impactó la primavera vez que la visioné hace cuarenta años y que sigue
inquietándome cada vez que la vuelvo a ver. Se trata del memorable trabajo
de Ingmar Bergman, “Fresas salvajes”. Por si su memoria les falla, su argu-
mento gira en torno a la figura de un anciano y sabio profesor en los prole-
gómenos de la recepción de su doctorado que incluye los sueños de la vís-
pera y los producidos en un descanso de su viaje en automóvil desde la
ciudad en que reside hasta la ciudad donde se le otorga la distinción. Mi
derivada perplejidad era y sigue siendo, por tanto, natural, ni me tenía (ten-
go) por anciano, ni, menos aún, por sabio. Pero debo reconocer que los
sueños, que articulaban los dramas recurrentes de toda vida humana, sí que
me han acompañado estos días: el paso del tiempo, las relaciones persona-
les, la felicidad, la desgracia, la infancia, el amor, la muerte, algo más sustan-
tivo que la de la mera carrera académica.

La segunda era (sigue siendo) la excitación que producía en mí el hecho
de que la concesión de este reconocimiento viniera de Argentina. Aunque
mi carrera académica e investigadora, como ya ha quedado suficientemente
señalado hace unos minutos, es la de un comparativista, Argentina fue el
primer país de América Latina que hace treinta años visité, fue también el
primero que atrajo mi interés como investigador y del que procedieron mis
primeros estudiantes de doctorado. Aún en el presente el número de estu-
diantes de doctorado de este país que he tenido con sus tesis culminadas
superan a los de otras nacionalidades latinoamericanas. Hoy es forzoso re-
cordar sus nombres: Mario Serrafero, Jorge Alegre, Flavia Freidenberg y, en
puertas, Fernando Pedrosa. La realidad argentina también estuvo presente
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en las tesis doctorales de esos excelentes académicos, y mejores personas,
que son Esther del Campo e Iván Llamazares, ahora ambos catedráticos en
España.

Argentina es un pedazo de esa otra gran “patria grande” que es el cen-
tro de mi interés, y que es América Latina, cuya presencia es, además, muy
importante en mi corazón. Su realidad, cuando las cosas van mal, me hiere.
La vitalidad e inteligencia de sus gentes son un permanente acicate frente a
cualquier signo de monotonía y de conformismo. En Argentina no hay ra-
zón de ser para la mediocridad y, aunque la melancolía pueda ser un atribu-
to porteño, la vivacidad y el talento opacan cualquier tentación hacia la
depresión. Argentina está permanentemente en mi memoria. Para un lector
empedernido de literatura latinoamericana permítanme el desliz de recor-
dar, entre muchas, las palabras de Ricardo Piglia en Respiración artificial que
tan bien definen el papel de la memoria sin la que todos nos abrasamos:
“Un poeta sin memoria… es como un criminal abrumado y casi anulado
por la decencia. Un poeta sin memoria es un oxímoron. Porque el poeta es
la memoria de la lengua”.

Recibir hoy la más alta distinción académica de la Universidad Nacio-
nal de San Martín es un honor y supone establecer un compromiso. No
estoy seguro, sin embargo, que el reconocimiento que se me ofrece sea me-
recido.

Este doctorado representa un honor por cuanto que esta, aún joven,
Universidad pública es ya hoy en día un referente fundamental de buen
hacer, de calidad sobresaliente y de nivel muy elevado de la ciencia política
no sólo en Argentina, sino también en América Latina. El nivel y el rendi-
miento de la plantilla de su profesorado y de su personal investigador, los
resultados de su programa de doctorado así lo determinan. Pero es también
un honor por el significado que tiene el hecho de que dos de mis maestros
fundamentales como son Marcelo Cavarozzi y Guillermo O’Donnell estén
vinculados a esta Casa de Estudios y el primero sea hoy mi valedor en este
acto académico. Maestros no desde el aula, sino, como a tantos otros colegas
les ha sucedido, maestros desde sus escritos, desde su prolífica e imprescin-
dible producción intelectual centrada en aspectos básicos en torno al Esta-
do y a la democracia en América Latina. Pero también maestros desde la
conversación inteligente, el intercambio personal de ideas, la crítica directa
en seminarios y conferencias, en fin, las tertulias vibrantes de los temas más
variopintos. No menos importante es asimismo contar entre la plantilla del
profesorado de la Universidad Nacional de San Martín con antiguos estu-
diantes míos de doctorado en Madrid que ahora son excelentes profesiona-
les que unen a su tarea docente e investigadora labores de gestión como es el
caso de Gabriela Delamata o, en otra Escuela, de Gerardo Aboy Carlés.
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Esta distinción genera asimismo en mí un compromiso para con esta
universidad, con quien a partir de hoy y por decisión de su cuerpo acadé-
mico quedo vinculado como uno más de sus egresados. Una universidad,
pública y metropolitana, que en sus ya quince años de andadura ha sabido
posicionarse en el rico panorama de la educación superior argentina como
una institución puntera. Venimos de una tradición, al menos es así en la
universidad española, donde las ataduras institucionales son a veces dema-
siado laxas. Quiero aquí reivindicar la puesta en valor del vínculo con quie-
nes son nuestras “alma mater”. La importancia, si permiten ustedes el tér-
mino coloquial, de sentir “una camiseta”, el orgullo de reconocer las raíces y
la presencia y el peso de quienes contribuyeron a su desarrollo. Una reivin-
dicación, por otra parte, ni sectaria ni limitada ni, menos aún, excluyente. Si
aceptamos que somos poseedores de múltiples identidades que generan
otras tantas lealtades, permítaseme entonces que subraye el compromiso
que este acto supone a la hora de adquirir una nueva identidad
“sanmartiniana” y una sólida lealtad hacia esta universidad, y en especial a
su Escuela de Política y Gobierno, y lo que ella supone de compromiso de
mi tarea académica e investigadora en el futuro esté donde esté.

Pero también señalaba mis dudas en torno a la oportunidad del recono-
cimiento que hoy se me hace. No teman, ni voy a esgrimir argumentos que
rayen en la falsa modestia ni pretendo cuestionar una decisión tomada por
las autoridades académicas del Consejo Superior de esta universidad. Las
dudas seguirán ahí como patrimonio de alguien que en su acerbo cobija al
término dudar como uno de sus primigenios principios vitales.

Es muy posible, sin embargo, que la oportunidad de mis supuestos
méritos, que son la excusa para compartir este acto con ustedes, sí sea una
tarea colectiva. Como diría el clásico, “he cabalgado sobre hombros de gi-
gantes”.

Durante mis ya cerca de cuarenta años de vida universitaria he tenido
(tengo) maestros (y no quiero dejar pasar la oportunidad de recordar a Fede-
rico Gil y a Antonio Lago Carballo), colegas y estudiantes, que de discípulos
pasaron a ser colegas y terminan siendo maestros, que son gigantes. Para no
cansarles a ustedes omito la larga lista, pero no puedo dejarles al margen,
hoy, como siempre, están a mi lado y sin su presencia, de muy diferentes
maneras, en unos países y otros, y con intensidades distintas, pocas cosas
tienen sentido. Tampoco puedo soslayar al rosario de instituciones que han
dado cobijo a mi actividad profesional universitaria desde 1969 hasta la fe-
cha. Por tratarse de un número más reducido y por su carácter impersonal
es más sencillo su enunciado, permítaseme que cite, por tanto, a aquellas
siete cuya vinculación física, al menos, se ha acercado a un año, la Universi-
dad Complutense de Madrid, la Universidad de Salamanca, el Colegio de
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Europa de Brujas en conjunción con la Fundación Juan March de Madrid,
la Universidad de Carolina del Norte en Chapel Hill, la Universidad de
Georgetown en Washington y el Instituto Kellogg en Notre Dame. Aunque
estas instituciones han sido de vital importancia en mi vida, son las perso-
nas las que, sin embargo, han estado, siguen estando y estarán en mi entor-
no más cercano como hacedoras de lo que soy.

Termino, les aseguro que todas esas personas, repito auténticos gigan-
tes, sobre los que cabalgo y pienso seguir haciéndolo, son los protagonistas
reales de este acto. Personas en ningún caso anónimas que llevan a cabo con
meticulosidad diaria su tarea, una tarea iluminada por una vocación inque-
brantable que se yergue sobre el buen hacer y el compromiso con su entorno
social para lograr un mundo más sabio, más justo, más libre, más igual, más
feliz. Hoy se ven encarnadas en este paraninfo a través de mi hija, Sara, y de
mi rector, José Ramón Alonso, a quienes reconozco profundamente su pre-
sencia hoy, su esfuerzo personal para acompañarme. A ellas, a Toto, y a
todos ustedes, a quienes representa de alguna manera el rector Carlos Ruta,
muchas gracias.
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Perfilar la nación cívica en la Argentina. Figuraciones y
marcas en los relatos inaugurales

Susana Villavicencio y María Inés Pacecca (compiladoras)
Del Puerto-Instituto Gino Germani (UBA), Buenos Aires, 2008, 281 páginas.

Franco Damiano

No es habitual que un libro se ini-
cie con una afirmación tan directa y
contundente como “La idea de nación
es una idea equívoca”. Su impacto, cier-
tamente inmediato, no puede dejar de
asociarse al carácter polémico que con-
tiene. Para el lector acostumbrado al
formato más apacible de los trabajos
académicos, la frase en sí misma des-
pierta un enorme interés —al tiempo que
una gran inquietud— por esta compila-
ción. Resulta de suma importancia se-
ñalar que no se trata de una simple pro-
vocación sino, por el contrario, de la
conclusión a la que el propio lector pue-
de arribar luego de transitar por los
análisis contenidos en el libro. Así, una
vez superado el primer escozor, Perfilar
la nación cívica… ofrece su verdadero
atractivo; aquel que determina la deci-
sión de continuar con su lectura: una
invitación a comprender por qué una
afirmación tal puede continuar desper-
tando, aún hoy, ese tipo de reacción.

Con el objeto de organizar la cu-
riosidad (apropiadamente estimulada)
del lector, junto con la promesa de sa-
tisfacción que lleva implícita, los auto-
res se proponen abordar el proceso de
ideas y prácticas entrelazadas que sos-
tienen la formación de la nación en la
Argentina. Abarcando un período que
se inicia a mediados del siglo XIX y que
alcanza los primeros años del XX, la
propuesta tiene por objeto capt(ur)ar el
proceso en su génesis, en sus momen-
tos inaugurales. Aquí reside, entonces,

el contenido y la apuesta de los distin-
tos ensayos.

En su desarrollo se valen de una
noción que articula las distintas preocu-
paciones: la denominada “nación cívi-
ca”. Si no se encuentra a lo largo de la
compilación una definición acabada de
dicha noción es porque, como bien lo
aclara Susana Villavicencio al referirse a
la “nación cívica”, no se pretende iden-
tificar el registro específico de una di-
mensión institucional o sociológica, sino
más bien pulsar la singularidad de su
génesis y los avatares de su formación.
La estrategia para conseguirlo se funda
en una concepción interdisciplinaria del
trabajo (rayana con cierta in-disciplina)
donde los métodos y conceptos pertene-
cientes a la filosofía, la ciencia política,
la antropología, la historia y la sociolo-
gía se mezclan en una caja de herramien-
tas de uso común. En sus usos “amateurs”,
como se reconoce en la Introducción,
reside la riqueza de la mirada y la origi-
nalidad de un recorrido que, unifican-
do los distintos escritos, transita por la
huella de la historia conceptual.

Cabe aclarar que este libro es fruto
de una acumulación de años de traba-
jo que el equipo de investigadores
(politólogos, sociólogos, filósofos,
antropólogos y abogados) ha realizado
desde 1999 en el marco de proyectos
UBACyT, en el Instituto de Investiga-
ciones Gino Germani, así como del diá-
logo, discusiones y jornadas comparti-
das con colegas de otros equipos. El
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mismo se encuentra organizado a través
de tres secciones, tituladas: “Represen-
tar la nación”, “Dominar el territorio”,
y “Configurar identidades”.

En la primera de ellas se agrupan
cuatro artículos correspondientes a
Silvana Carozzi, Gabriela Rodríguez,
Susana Villavicencio y Graciela Ferrás;
bajo el común denominador de inter-
pretar los sentidos de las representacio-
nes de nación, patria, civismo, repúbli-
ca y democracia, en la obra de pensa-
dores destacados como Mariano More-
no, Juan Bautista Alberdi, Domingo F.
Sarmiento y Ricardo Rojas. Las preocu-
paciones aquí desarrolladas abarcan tan-
to la construcción de una versión histó-
rica de la conquista que permitiera la
desobediencia a la corona española por
parte del grupo morenista como así tam-
bién el derrotero de la relación entre
los conceptos de patria y nación en el
pensamiento de Alberdi. A su vez, es
posible encontrar un desarrollo sobre la
ambivalencia en la noción de nación
cívica en Sarmiento, al tiempo que un
análisis sobre la propuesta del escritor
Ricardo Rojas en torno al debate de la
Ley Sáenz Peña, con respecto a la seg-
mentación de los derechos electorales
de acuerdo con la capacidad democrá-
tica de las distintas regiones.

En la segunda sección se incorpo-
ran a su vez cuatro ensayos a cargo de
Mauro Spagnolo y Ezequiel Vinacour,
de Marta Ruffini, Diana Lenton, y de
Viviane Oteiza; los cuales giran en tor-
no a la cuestión del territorio entendi-
do tanto como sustrato material de la
soberanía cuanto espacio de construc-
ción (y destrucción) de relaciones socia-
les. En este sentido, el primer artículo
indaga en los discursos de Francisco P.
Moreno y Estanislao Zeballos para ob-
servar las contradicciones al interior del
bloque hegemónico del roquismo. En

el texto de Ruffini (quien ya adelantara
una versión en un artículo aparecido en
esta misma revista) se brinda una nueva
mirada de la conformación del Estado
argentino bajo el prisma de la ciudada-
nía nominal de los llamados “territo-
rios nacionales”, actualmente conocidos
como las provincias de Chaco, Formosa,
Misiones, La Pampa, Neuquén, Río
Negro, Chubut, Santa Cruz y Tierra del
Fuego. A continuación se abordan los
proyectos referidos al tratamiento del
indio (enemigo vencido) en el marco
general de una representación que da
legitimidad al genocidio. Por último, se
desarrolla la importancia de la inmigra-
ción francesa en la Argentina y su con-
tribución tanto a la consolidación terri-
torial como a la institucionalización ju-
rídica de la incipiente nación.

Finalmente, en la última sección se
reúnen los trabajos de Ana Paula
Penchaszadeh, María Inés Pacecca, y
Nathalie Goldwaser referidos a la cons-
trucción y usos de figuras como la mu-
jer o el extranjero en la delimitación de
los contornos de un ciudadano pleno
de derechos políticos. Al respecto, los
textos indagan en los debates parlamen-
tarios de 1894 y 1896 en torno a la len-
gua, su función como instrumento para
la instauración de una identidad nacio-
nal. A su vez, retomando los debates de
la Ley Sáenz Peña, Pacecca examina en
los discursos parlamentarios la determi-
nante presencia de un modelo de cam-
bio asociado con concepciones de evo-
lución y naturaleza que permiten, a un
tiempo, ampliar los derechos políticos
reconociendo los servicios brindados
por la antigua maquinaria del fraude.
Hacia el final de esta sección, se explo-
ra la figura de la mujer en la literatura
política de la generación del ‘37 y su
singular rol articulador de una imagen
estructurada de la nación cívica.



711

Recapitulando, Perfilar la nación
cívica… representa un esfuerzo que, co-
ordinando y articulando distintos obje-
tos y perspectivas, logra instalar temas
centrales para el estudio de la realidad
argentina: el rol del Estado como cons-
tructor de la nación, los procesos de
conformación y representación de ciu-
dadanía, la relevancia de antinomias
tales como las de civilización o barbarie
en la configuración de un horizonte de
acción, las disyuntivas presentes en los
cambios sociales operados “desde arri-
ba”, entre los más sobresalientes. Si en

su lectura pareciera que los temas co-
bran vida dada su gran actualidad, no
se debe esto al ejercicio de un cierto
anacronismo sino al mérito de pregun-
tar al pasado desde las tensiones y pre-
ocupaciones del presente. En el marco
de los próximos festejos del bicentena-
rio de nuestra independencia, este li-
bro constituye un recordatorio entusias-
ta acerca de la complejidad de las cons-
trucciones históricas y nos advierte que
los procesos desencadenados hace unos
200 años no han adquirido todavía su
forma final.

Reseñas
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De Mariátegui a Bobbio.
Ensayos sobre socialismo y democracia.

Alberto Filippi
Editorial Minerva, Lima, 2008, 285 páginas.

Cecilia Mendoza

Con una erudición que no disimu-
la complicidad, sin pretensiones de bió-
grafo, Alberto Filippi devela ciertos ras-
gos personales de grandes pensadores,
favoreciendo la comprensión de las cir-
cunstancias que permitieron la evolu-
ción de dos grandes ideas. Se trata nada
menos que de socialismo y democracia,
pero también de un valor primordial que
pondrá en tensión a ese binomio: la li-
bertad.

Lo que une a los miembros de esta
lista que va de Mariátegui a Bobbio, es
que no sólo han sido grandes intelec-
tuales e ideólogos, sino que han dado
muestras —llegando al sacrificio perso-
nal— de ser hombres de acción, com-
prometidos con su tiempo. A instancias
de Sandro Mariátegui Chiappe (hijo de
José Carlos), Filippi ha reunido en este
volumen algunos ensayos publicados y
transcripciones de conferencias. Sin
embargo, el libro posee una gran uni-
dad, reflejo de la coherencia que el au-
tor ha  demostrado a través de su vida
académica dedicada a la historia políti-
ca latinoamericana.

Filippi posee una reconocida voca-
ción por los claustros universitarios, tan-
to americanos como europeos, por los
que viene transitando desde hace más de
cuarenta años. Ha publicado numerosas
obras, entre las que se destacan “Bolívar
y Europa en las crónicas, el pensamien-
to político y la historiografía”, “Ideolo-
gías e instituciones en la Independencia
hispanoamericana”, “El pensamiento de

Bobbio en la cultura Iberoamericana”
(junto a Celso Lafer) e “Il mito del Che.
Storia e ideologia dell’utopia guevariana”.
En su último libro, el derrotero de per-
sonalidades por el que nos lleva Filippi
va de sudamericanos a italianos. Entre
los primeros, el propio Mariátegui y los
argentinos Juan B. Justo, José Aricó y
Juan Carlos Portantiero. De la penínsu-
la, Piero Gobetti, Antonio Gramsci y
Norberto Bobbio. Para enlazarlos, el au-
tor describe las influencias, debates y
diferencias de estos con quienes apare-
cen como “actores secundarios” en el li-
bro: desde Lenin, Sorel, Roselli, Mosca
y Pareto, hasta Sarmiento, de Ipola,
Mondolfo, Croce, Treves, por supuesto
Marx, y muchos otros.

El fundador peruano de este
puente, testigo perspicaz de los suce-
sos que desencadenarán el fascismo
mussoliniano, rescata minuciosamente
para la reflexión sudamericana el pensa-
miento del joven liberal socialista Piero
Gobetti y del socialista argentino Juan
B. Justo, contrastándolos con Sorel y con
el mandato de la III Internacional.
Mariátegui, acallado ferozmente duran-
te el siglo XX, ya sea por el comunismo
prosoviético aún en vida de él, o por el
influjo de la Guerra Fría en las dictadu-
ras sangrientas hasta bien entrada la dé-
cada de los ‘80, siempre invita a una
nueva lectura. Así, el Club de Cultura
Socialista fundado por los argentinos
Aricó, Portantiero y Tula retoma con fuer-
za la variable libertaria sin la cual no
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parece posible plantear socialismo y de-
mocracia en América Latina.

Pero ¿qué entienden Mariátegui y
Gobetti por liberalismo revoluciona-
rio? Se trata de un liberalismo no re-
accionario que es a lo que pretende
llegar la lucha del proletariado. Un
eslabón en el camino del socialismo,
según Mariátegui “como principio de ci-
vilización y progreso”. Sin embargo, el
liberalismo del primer cuarto del siglo
XX, lejos de desembocar en el socialis-
mo lo hará en el fascismo europeo y sus
remedos latinoamericanos. Sutilmente,
a lo largo del libro, Filippi hará refe-
rencias a la actualidad sudamericana, en
especial a los gobiernos que promueven
un “socialismo del siglo XXI”.

La vigencia del Estado de derecho
ha sido precisamente lo que ha permiti-
do a los sectores postergados de la so-
ciedad acceder al gobierno o instalar
una agenda de prioridades con reivin-
dicaciones sociales nunca satisfechas. Lo
cierto es que estos “socialismos” no han
accedido al poder por medio de la re-
volución, sino por el voto, lo que pre-
sume una aceptación del sistema que no
aprueba el régimen del partido único o
la exclusión de la oposición. Y aquí es
donde encajan y se vuelven indispensa-
bles las seis reglas de la democracia de
Bobbio que aparecen reseñadas en el
libro: así como es impropio de una de-
mocracia que una minoría someta a la
mayoría, ésta tampoco puede, a partir
de sus decisiones, limitar los derechos
de las minorías.

Precisamente, Filippi observa que
incumplir esta última regla sea quizás
el mayor riesgo para América Latina, y
ya lo ha sido para Europa: el exceso de
poder y la omnipotencia de quien cir-
cunstancialmente posee esa mayoría
puede ser la nueva forma en que peli-
gren nuestras jóvenes democracias. Con-

tra esta patología es que aparece la li-
bertad como condición del sistema. Con
metáforas menos connotativas que la del
propio socialismo, tales como “justicia
social” o la aún más lavada “equidad”,
es que se busca el difícil equilibrio para
alcanzar la democracia integral de la que
habla Norberto Bobbio.

En este otro extremo del “puente”
de Filippi, Bobbio se convertirá en un
testigo perspicaz y protagonista com-
prometido de su siglo. A partir de
Gobetti y de Carlo Roselli, analiza el
socialismo en clave liberal. Filippi des-
cribe con detalle el impacto que la obra
de Bobbio tendrá en Latinoamérica y
especialmente en la Argentina.

También Filippi introduce al otro
gran italiano indispensable en el deba-
te sobre libertad y socialismo: Antonio
Gramsci. Lo hace por dos vías: la trans-
cripción de una conferencia propia pro-
nunciada en Roma en 2007 en el marco
de unas jornadas sobre Gramsci y la
cultura latinoamericana; y a partir de las
interpretaciones de sus “promotores” en
la Argentina, los ya mencionados Aricó
y Portantiero. Alberto Filippi describe
la evolución que estos intelectuales ar-
gentinos mostrarán a lo largo de su pro-
ducción, diferenciando sus etapas de
exilio en México durante los años ‘70 y
su participación en la transición demo-
crática durante los ‘80. A la primera, de
tono más latinoamericanista correspon-
derá Aricó en 1972 con “La sociedad
civil en Gramsci” y Portantiero en 1977
con “Los usos de Gramsci”.  En la se-
gunda etapa, con el fin de la dictadura
argentina y ante la incertidumbre de la
hasta entonces nunca alcanzada estabi-
lidad institucional, el debate de los so-
cialistas gramscianos va haciendo cada
vez más eje en la cuestión de la demo-
cracia y las libertades que le sirven de
“precondición” bobbiana. Esto se
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explicita en la Declaración de Princi-
pios del Club de Cultura Socialista que
en parte transcribe Filippi: “… sólo en
un contexto democrático puede expan-
dirse un movimiento social de izquier-
da…”. Filippi va más allá, diciendo que
la democracia no es una simple vía para
transitar al socialismo sino una de sus
garantías fundamentales de realización.

Esta síntesis le da la excusa al au-
tor para plantear la cuestión del
hiperpresidencialismo, demostrando su
profundo conocimiento histórico de las
instituciones y de la idiosincrasia ibero-
americana. Con la humildad de quien
reconoce que ha sido Europa la que ha
caído en la peor experiencia de concen-
tración de poder, Filippi advierte sobre
la propensión a la autocracia y al cesaris-
mo que acecha a nuestras democracias.
Las preguntas que continúan sin respon-
derse son: ¿en sociedades tan desiguales
pueden los gobiernos populares lograr
la justicia social sin acudir a poderes ex-
cepcionales? ¿Es posible contener la in-

clinación al hiperpresidencialismo mo-
dificando el sistema de gobierno? ¿Será
que para América Latina la nueva utopía
es la “democracia integral”?

Filippi completa su libro con un
pormenorizado capítulo sobre los parti-
dos comunistas en América Latina y con
un anexo documental que rescata textos
esenciales de José Carlos Mariátegui. Las
generosas referencias bibliógráficas y el
exhaustivo índice onomástico dan prue-
ba de la reconocida seriedad académica
del autor, al tiempo que facilitan e invi-
tan a nuevas investigaciones y análisis.
Por último, es de destacar que Filippi,
además de basar su análisis en el estu-
dio de las decenas de obras legadas “des-
de Mariátegui a Bobbio”, ha mantenido
a lo largo de los años un frecuente con-
tacto personal con la familia Mariátegui,
una cercanía académica y de camarade-
ría con José Aricó y Juan Carlos
Portantiero, y por supuesto, una viven-
cia directa de la política italiana del úl-
timo medio siglo.
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Entre la torre de marfil y el compromiso político:
intelectuales de izquierda en la Argentina, 1918-1955

Osvaldo Graciano
Universidad Nacional de Quilmes, Bernal, 2008, 382 páginas.

Estefanía Gaete

Los vínculos entre los intelectua-
les y la política han sido y son objeto
de interés para la ciencia política. No
es casual que en el año 1919, iniciado
el período de entreguerras, Max Weber
haya dedicado parte de su obra al aná-
lisis de esta temática. En una serie de
conferencias que luego dieron origen
a El político y el científico, el sociólogo
alemán desaconsejaba la coincidencia
en la dedicación al estudio y a la ac-
ción política. Fundamentó su postura
en la incompatibilidad de ambas acti-
vidades: las virtudes, vocación y dig-
nidad del político y del hombre de
ciencia son necesariamente distintas.
Pero si bien son distintas, a su vez son
inseparables.

En esta tensión se inscribe el libro
de Osvaldo Graciano. Éste da cuenta
de las diferentes actividades llevadas a
cabo (a partir del mismo momento en
el que Weber problematiza sobre el in-
telectual y el político) entre 1918 y 1955
por un grupo de intelectuales de iz-
quierda protagonistas del reformismo
universitario y a partir de ahí miem-
bros gravitantes del sistema político en
general.

Graciano se propone reconstruir la
historia de las prácticas académicas, cul-
turales y políticas de este grupo de pen-
sadores, poniendo énfasis en su labor
conjunta y situándolos en la universi-
dad como institución privilegiada de re-
ferencia simbólica y de creación cultu-
ral. Si bien es cierto que sobresalen por

su trascendencia política los filósofos
Alejandro Korn, Pedro Henríquez
Ureña y el abogado Alfredo Palacios, la
lupa está más bien puesta en su actua-
ción colectiva.

Aquí, y a diferencia de Weber, para
quien ni los estudiantes ni los profeso-
res deberían hacer política en el aula
(para ocuparse de la política desde el
punto de vista científico), sobresale la
convicción de estos universitarios de
que el maestro que ellos debían repre-
sentar debía ser un “modelo”: “como
un viejo sabio, maestro del saber y de
virtud, rodeado de jóvenes discípulos
en un vínculo socrático (…) [una re-
presentación] opuesta a la de una ver-
sión muy negativa del especialista y del
científico, que por su carencia de for-
mación humanista, era identificada
como una específica forma de nueva
incultura o barbarie” (p. 53).

Entre la torre de marfil y el compromiso
político está estructurado en siete capítu-
los, que describen y analizan las diferen-
tes experiencias de estos intelectuales que
comparten su origen socioeconómico,
sus trayectorias académicas y sobre todo
su participación, en distintos grados, en
el Partido Socialista y en menor medida
en el anarquismo.

El desarrollo, las funciones, el per-
fil de estudiantes y profesores de las
universidades de principios del siglo
XX, en relación con la evolución del
Estado moderno, ocupan las páginas
del primer capítulo.
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El capítulo II se concentra en el aná-
lisis de la reforma en la Universidad Na-
cional de La Plata y los decanatos en
las Facultades de Filosofía y Letras de
la Universidad de Buenos Aires y de
Humanidades y Ciencias de la Educa-
ción de la Universidad de La Plata, de
Alejandro Korn y Enrique Mouché,
respectivamente. También se ocupa, en
el plano cultural, de experiencias
reformistas como la revista Valoraciones.

Los intentos de reforma en las Fa-
cultades de Derecho tanto de la UNLP
como de la UBA son el objeto del ca-
pítulo III. Allí se considera el decana-
to de Alfredo Palacios durante tres años
al frente de esa facultad platense, que
implicó una renovación de la enseñan-
za del derecho tal como se la venía prac-
ticando. Lo mismo se considera el de-
canato de Mario Sáenz, signado por
una mayor resistencia al cambio por
parte de la institución. Luego se deta-
llan las experiencias de intervención
política de la revista Sagitario y la
Unión Latinoamericana. Por último, se
relatan las prácticas de los universita-
rios anarquistas a lo largo de la década
del 20 y se hace una interesante re-
flexión sobre los alcances y límites que
tuvo el reformismo en las principales
universidades nacionales y su vital rol
como medio de socialización política
de estos intelectuales que marcaría su
futuro derrotero, sobre todo en el Par-
tido Socialista.

El capítulo IV se ocupa de la dé-
cada del ’30. Aquí, lo sobresaliente es
el impacto que tuvo el quiebre de las
reglas de juego democráticas en la po-
lítica general y en la universitaria, así
como también el impacto internacio-
nal del fascismo. Es a partir de este
momento en que la mayoría de este
grupo se vincula formalmente al Parti-
do Socialista. Graciano realiza una des-

cripción de las iniciativas parlamenta-
rias, cargos partidarios, políticos, etc.
Lo más destacado del capítulo es el
análisis que se hace de la redefinición
del rol del intelectual y el político,
donde aquél pierde terreno ante la
profesionalización y burocratización de
la política.

La reconstrucción de la participa-
ción en el seno del Partido Socialista a
través de las experiencias culturales del
Teatro del Pueblo del Puerto de La Pla-
ta y la Universidad Popular Alejandro
Korn, son el tema del capítulo V. Aquí
se dan a conocer sus relaciones con los
sectores obreros y los debates sobre la
realidad social nacional e internacio-
nal que se dieron en estos ámbitos.

Objeto del capítulo VI son los di-
ferentes proyectos sobre educación su-
perior impulsados por los gobiernos
neoconservadores, los que surgieron en
el seno del Partido Socialista y el caso
llevado a la práctica del rectorado de
Palacios en la UNLP entre 1941 y 1943.

El último capítulo revisa la acciden-
tada intervención política y universitaria
a partir del ascenso y consolidación del
peronismo. Se explican cuáles fueron los
diagnósticos, estrategias de oposición y
análisis de la movilización obrera por
parte de este grupo de universitarios. Asi-
mismo, se recorren sus diferentes situa-
ciones académicas y profesionales bas-
tante accidentadas en este período.

Finalmente, se expone un anexo
con las condiciones socioeconómicas
de estos intelectuales, su formación aca-
démica, sus cargos ocupados en los ám-
bitos universitarios, partidarios y polí-
ticos, sus iniciativas parlamentarias y
producción académica. Es destacable
la riqueza de la bibliografía, clasifica-
da temáticamente.

A lo largo de las páginas del libro
se indaga sobre la compleja relación
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entre academia y política abordada en
las primeras décadas del siglo XX por
Max Weber. Esta problemática no esca-
pó a la preocupación de estos intelec-
tuales, que procuraron separar ambas
figuras. Aunque defendieron su auto-
nomía como productores culturales, sus

lazos con la vida política resultaron in-
evitables y a su vez problemáticos. Lo
que a lo largo del libro no deja lugar a
dudas es el marcado compromiso polí-
tico que tuvieron tanto desde las aulas
como desde sus respectivas actividades
profesionales.

Reseñas
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Los pobres en papel. Las narrativas de la pobreza
en la prensa latinoamericana

Philip Kitzberger y Germán Javier Pérez
Fundación Konrad Adenauer, Buenos Aires, 2008, 93 páginas.

Adriana Azcorra

La experiencia de las últimas déca-
das en América Latina ha demostrado
que la mera identificación de la demo-
cracia con el régimen democrático es
problemática y pone en evidencia las
limitadas posibilidades de gobernabili-
dad en contextos donde el régimen de-
mocrático coexiste con altos niveles de
exclusión y desigualdad. Los cambios
que ha enfrentado la región en torno a
la institucionalidad pública y a la rede-
finición de la estructura socio-política
son fruto, entre otras cosas, de las trans-
formaciones estructurales sufridas duran-
te los últimos veinte años, que pusieron
en marcha una serie de políticas refor-
mistas que tuvieron como consecuencia
mayores niveles de desigualdad y po-
breza.

En este contexto, el libro pretende
describir y analizar las representaciones
de la pobreza en los medios. Esta inves-
tigación combina técnicas cuantitativas
y cualitativas dentro de una concepción
metodológica que en general busca re-
construir las narrativas de la pobreza que
se registran en los medios gráficos más
importantes de siete países de Latino-
américa: Venezuela, Perú, Brasil, Chile,
Argentina, México y Bolivia, tomando
como referencia un período de seis me-
ses, comprendido entre abril y septiem-
bre de 2007. El propósito del estudio
consiste en analizar la manera en que
las prácticas discursivas de y en los me-
dios relevados contribuyen a la forma-
ción, reproducción y transformación de

las estructuras sociales, económicas y
políticas que demarcan y establecen a
la pobreza como problema público. De
esta manera, los medios aparecen como
escenarios donde los conflictos sociales
se expresan buscando legitimarse fren-
te a la opinión pública.

Los sectores pobres poseen una cla-
ra dificultad para promover por sí mis-
mos acciones colectivas, derivado de la
ausencia total o parcial de aquellos re-
cursos que definen a un actor.  En tal
sentido, en la primer parte del trabajo
se repasan comparativamente los hechos
o acontecimientos característicos por
medio de los cuales los pobres se hacen
visibles, debido a que por sí solos no
logran provocar noticia alguna. Conse-
cuentemente, los autores distinguen los
actores relevantes y las voces autoriza-
das que configuran la trama discursiva
en el marco de la cual la pobreza se pre-
senta en los medios latinoamericanos
como un fenómeno que pone en juego
diferentes evaluaciones e intervenciones
políticas, sociales, culturales y económi-
cas. Finalizan este primer apartado con
la identificación y descripción de los
agentes que participan en la narrativa a
la hora de llevar adelante la cobertura en
los medios. Es decir, prestan atención a
aquellos que se sitúan en la instancia que
permite el desarrollo del relato por me-
dio de sus acciones y omisiones.

En la segunda sección del libro se
podrán observar los principales tópicos
argumentativos que dan cuenta sobre el
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debate alrededor de la pobreza. Allí los
autores indagan acerca de la antinomia
Estado-mercado como mecanismos re-
guladores de la producción y distribución
social, el fantasma de las políticas popu-
listas, la responsabilidad social empresa-
ria, la problemática del narcotráfico y la
violencia, la producción de biocombusti-
bles y las consecuencias alrededor de la
sustentabilidad ambiental y social, la se-
guridad ciudadana, los inconvenientes de
infraestructura urbana, los conflictos y
desfasajes entre el desarrollo rural y urba-
no, la politización de organizaciones de
base comunitaria y étnica y las carencias
en los sistemas educativos.

Concluyen entonces que en el mar-
co de profundas transformaciones socio-
políticas, como las que sin duda ha ex-
perimentado América Latina en el últi-
mo cuarto de siglo, las dificultades de
acción colectiva de los pobres se man-
tienen o incluso se acentúan, así como
muchos de sus intentos por acceder a
las instancias de poder no resultan exi-
tosos. Por lo tanto, la preocupación prin-
cipal para los autores gira entorno a las
diferentes aproximaciones respecto de
la de consolidación y ampliación de la
democracia en una región castigada por
la pobreza persistente y la desigualdad
social.



Revista SAAP . Vol. 3, Nº 3

720

Notas de ciencia política.
Esbozo de una sistemática social de la política

Marcelo Fabián Sain
Editorial de la Universidad Nacional de Quilmes, Bernal, 2008, 326 páginas.

María Alicia Cusinato

Este inteligente compendio elabo-
rado por Marcelo Sain da cuenta del
carácter multifacético y enciclopedista
de la ciencia política. Los diferentes te-
mas de relevancia surgen desde la exé-
gesis propuesta por el presente trabajo
como clave de bóveda para compren-
der la política en sus configuraciones
actuales y la rica actividad intelectual
que versa sobre esta última.

El libro está articulado en tres sec-
ciones: la primera hace alusión a los
puntos centrales que desarrolla la cien-
cia política como disciplina científica;
la segunda abarca cuestiones centrales
en la relación Estado-sociedad interpre-
tada a la luz de una sistemática de la
política; por último, se analiza la de-
mocracia y los procesos de democrati-
zación con especial énfasis en el con-
texto latinoamericano.

El primer capítulo hace referencia
al abordaje analítico de la ciencia polí-
tica, como una disciplina social, bajo
dos dimensiones: la científica (dando
cuenta de su evolución histórica como
disciplina autónoma en consonancia
con el método empírico); y la dimen-
sión propiamente política (explicada en
base a la diferenciación estructural de
las instituciones políticas que signan a
la modernidad, pero entendidas como
resultado de procesos históricos comple-
jos, es decir, como resultado de una
compleja gama de interacciones).

El desarrollo de la ciencia política
estuvo signado por un sinfín de reflexio-

nes, análisis y contribuciones no siem-
pre unívocos. Así, frente a un marco
histórico de democratización del Esta-
do liberal y de progresivo avance de las
instituciones políticas en la sociedad
civil, la ciencia política concentra sus
estudios en la organización y funciona-
miento del sistema político. El foco de
atención, puesto sobre las instituciones
políticas en estrecha vinculación con los
fenómenos de poder y autoridad, da cuen-
ta de una política que excede el espacio
institucional-gubernamental para desen-
volverse a lo largo de todo el espectro
de lo social (configurado por una com-
pleja red de relaciones de poder). Esto,
entonces, marca el límite de la política
como práctica social y específica, al
mismo tiempo su objeto de estudio: “La
política no es un ámbito separado de la
vida y actividad pública, por el contra-
rio la política abarca todas las activida-
des de cooperación y conflicto dentro y
entre las sociedades” (p. 26).

Por último, se incluye en este apar-
tado un desarrollo del pensamiento
político a lo largo de la historia que trans-
curre desde la filosofía clásica y la teo-
ría política moderna hasta los aportes
provenientes de las principales vertien-
tes intelectuales y epistemológicas que
dan sentido a la ciencia política actual:
pasando por la conformación de la cien-
cia política como disciplina empírica y
autónoma (destacándose la fuerte in-
fluencia del paradigma conductista)
hasta la aparición en escena de la cien-
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cia política europea (que se centra en la
necesidad de la interpretación/com-
prensión de los fenómenos, sin olvidar
el elemento empírico explicativo) en el
marco teórico de la política comparada.

El segundo capítulo de este com-
pendio se concentra en demarcar analí-
ticamente las diferentes perspectivas teó-
ricas a partir de las cuales se aborda lo
social y lo político. Los lineamientos
principales de la visión determinista (en
sus vertientes idealista, materialista y
estructural-funcionalista) suponen una
pasividad del sujeto actuante. La activi-
dad política, entendida bajo estos
parámetros, no es una práctica de cons-
trucción social sino que es vista como
reflejo o producto de una “estructura”
que la antecede y dota de sentido. En
contraposición a esta perspectiva del
estudio de los fenómenos sociopolíticos
se encuentran los aportes provenientes
de las teorías constructivistas que inten-
tan superar las falencias explicativas de
concepciones tanto racionalistas como
voluntaristas. Abordando el análisis des-
de una dimensión sociológica dan cuen-
ta de una comprensión cabal de las re-
laciones de poder (entendidas como
resultado de interacciones sociales) y del
fenómeno de la dominación (como prác-
tica social objetivada en instituciones):
“… aquí se plantea que la reflexividad
social y política del hombre se halla aco-
tada y, al mismo tiempo, condicionada,
de un lado por el carácter predominan-
temente práctico del entendimiento y por
la dimensión inconsciente de la vida
mental y, de otro lado, por las condicio-
nes sociales inadvertidas y por las conse-
cuencias no buscadas de la acción” (p. 88).

Estas consideraciones permiten en-
tender cómo las prácticas sociales, histó-
ricamente situadas, resultantes de un con-
junto de interacciones, aprehendidas y
modificadas por los individuos (gracias

a su capacidad reflexivo/cognitiva), se
objetivan en instituciones. Estas últimas,
al mismo tiempo, son resultado de prác-
ticas cotidianas; y si bien están condi-
cionadas por un conjunto de estructuras
constrictivas/facilitadoras, no se encuen-
tran predeterminadas siendo plausible su
transformación y redefinición. El proce-
so social es entonces “una realidad
sustancialmente dinámica”. A partir de
estos lineamientos es posible entender y
delimitar, en términos analíticos, el po-
der político como fenómeno relacional,
orientado a producir y reproducir dis-
positivos de dominio gubernamental so-
bre un determinado grupo social.

El tercer capítulo se aboca a anali-
zar las estructuras diferenciadas de go-
bierno en el marco de la modernidad,
echando luz a la vinculación entre go-
bierno y Estado, ambos inmersos en una
red de relaciones sociales y políticas que
los configuran como estructuras por ex-
celencia en la dirección y ejercicio del
poder político. Asimismo, se incluye un
recorrido histórico en la evolución del
Estado moderno, complementado por
una amplia gama de interpretaciones en
torno a su desarrollo. El Estado es re-
sultado de un proceso histórico-políti-
co de concentración de diferentes tipos
de capital, entre los cuales se resalta la
centralidad del capital simbólico. En
consonancia con lo desarrollado en ca-
pítulos anteriores, el Estado no es pre-
figurado como algo estático, sino más
bien como consecuencia histórica de
relaciones contradictorias, objetivadas
en instituciones, que permanentemente
actúan configurando/reconfigurando el
sentimiento de legitimidad sobre el cual
se erige la dominación.

La aguda visión del autor centra el
análisis del Estado desde la dimensión
sociopolítica, dando cuenta de la estre-
cha vinculación entre éste y la dimen-
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sión de lo social. Así, el Estado es resul-
tante de una compleja red altamente
institucionalizada en y de la sociedad.
Asimismo hace perenne la necesidad de
incluir en el estudio de las configura-
ciones estatales no solamente el marco
de las sociedades del que forma parte
sino que además es necesario un análi-
sis de la relación entre los estados (di-
mensión interestatal).

Sain incluye aquí una caracterización
pormenorizada de las actividades especí-
ficas de gobierno: las políticas públicas
desde su proceso de elaboración y forma-
ción hasta su aplicación. Entendidas como
un fenómeno complejo y contradictorio
en las cuales no solamente intervienen
actores institucionales (gobernantes y fun-
cionarios), sino que también es protago-
nizado y configurado por una red de fuer-
zas, las políticas públicas representan una
lucha de intereses que configuran estrate-
gias y caminos de acción que decantan
en decisiones políticas. Sin embargo tam-
bién es importante incluir en este análi-
sis, como menciona el autor, la capaci-
dad de las instituciones en la formulación
e implementación de dichas políticas para
actuar eficazmente logrando así el nece-
sario respaldo social (en términos de le-
gitimidad política y social) para garanti-
zar la gobernabilidad.

El cuarto capítulo de este trabajo
versa sobre el estudio de los actores po-
líticos, analizando pormenorizadamente
quiénes son aquellos que intervienen, y
bajo qué modalidades, en la producción
y preproducción de la dominación po-
lítica. Así, el autor realiza una intere-
sante distinción entre grupos de inte-
rés, movimientos sociales y partidos
políticos en base a diferentes variables
como niveles de institucionalización,
funciones, y estructuración organizativa
interna. Todo esto conlleva a establecer
vínculos entre estos actores políticos en

torno a un análisis de las prácticas polí-
ticas. Dichas prácticas son entendidas
como modalidades de participación polí-
tica y, por tanto, definidas como instan-
cias de influencia en las estructuras de
gobierno (ya sea articulando/movilizan-
do intereses o seleccionando personal
para ocupar cargos gubernamentales). La
distinción entre diferentes actos de par-
ticipación política permite evidenciar
cómo funcionan los mecanismos de ex-
clusión y marginación que se asientan
sobre desigualdades provenientes del
ámbito social y que, en última instan-
cia, determinan una diferenciación sus-
tancial en la capacidad de participación.
A partir de esto se puede comprender
cómo la participación política se cons-
truye, y reconstituye permanentemente,
como uno de los pilares fundamentales
de la cultura política influyendo así en
la legitimidad de un determinado régi-
men político.

El capítulo quinto presenta un de-
rrotero histórico por los modelos más
importantes sobre la democracia esbo-
zados por la teoría y la filosofía políti-
cas: desde el modelo de la democracia
clásica (que pone el acento en el carác-
ter directo de la toma de decisiones) al
de tipo liberal político (centrado sobre
el aspecto representativo) se llega a las
visiones más críticas de la democracia
que dirigen su atención, y en estrecha
vinculación con los análisis esgrimidos
en capítulos anteriores, a la participación
activa por parte de una pluralidad de
actores sociales.

La participación, entonces, sólo
puede ser efectivizada mediante una
verdadera igualdad no sólo política sino
también social y cultural. Se supera así
el formalismo “acrítico” propio de las
visiones liberales que fundamentaban la
existencia de las instituciones estatales
sólo a partir de su función como garan-
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tes de libertades negativas: es necesario,
entonces, analizar las condiciones po-
lítico-sociales de efectiva participación
(no siempre igual para todos los secto-
res sociales) y no simplemente los atri-
butos formales o constitutivos (como
sufragio universal, libertad de asocia-
ción, información etc.) de un régimen
determinado.

El capítulo concluye con un intere-
sante esquema conceptual de las teorías
de la democracia y la democratización
por parte de la ciencia política latinoa-
mericana. Desde sus inicios estuvo cen-
trada en las condiciones institucionales
que influyeron en los procesos de transi-
ción y consolidación, propios de los con-
textos latinos a partir de los años ’80; sin
embargo su evolución hasta nuestros días
da cuenta de los esfuerzos por lograr es-
tudios más integrales que incluyan aná-
lisis pormenorizados acerca de la influen-
cia de los liderazgos y la interacción de
los actores políticos relevantes, sin per-
der de vista la influencia que sobre éstos
ejercen los factores situacionales de tipo
económico, político y social.

El último capítulo de este erudito
compendio se aboca al estudio de la
sociedad y la política en el marco de las
nuevas democracias latinoamericanas.
Con un fino sentido de la reflexión crí-
tica, Sain expone las razones que justi-
fican el poco alcance explicativo y prác-
tico de los requisitos formales de las
poliarquías. Si bien éstos son necesarios
para la definición y existencia de una
democracia, su sola presencia, y en cla-

ra contraposición a las interpretaciones
más influyentes que caracterizaron la
ciencia política en los años ‘80 y ‘90,
no conlleva per se a un fortalecimiento
de la sociedad civil. La pobreza, la
marginación y las sucesivas crisis eco-
nómicas dibujaron el escenario del na-
cimiento de débiles democracias latinoa-
mericanas, cuestionando la endíadis
democracia formal (basada en la vigencia
de derechos civiles y políticos) y demo-
cracia social (entendida en términos de
una verdadera igualdad en las condi-
ciones sociales, económicas y cultura-
les).

Frente a la retirada del Estado de
la escena social, el consecuente debili-
tamiento de los tradicionales canales
de articulación de intereses (como los
partidos políticos y sindicatos) y la apa-
rición de efervescentes movimientos so-
ciales; se asiste a una crisis de interme-
diación y representación política y social;
en términos generales: una despolitiza-
ción de la sociedad y mercantilización y
estatización de la política. Es a razón
de todo esto que el autor propone un
proyecto innovador: “la democratiza-
ción de la democracia” que incluya una
reforma del Estado emprendida por
una dirigencia política pero que con-
lleve a ampliar las bases (materiales,
institucionales y simbólicas) de la par-
ticipación ciudadana en la recomposi-
ción del escenario político que rehifi-
que los vínculos indispensables para
una efectiva relación entre Estado y
sociedad.

Reseñas
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Liberalismo antiguo y moderno

Leo Strauss
Katz Editores, Buenos Aires, 2007, 390 páginas.

Matías Ilivitzky

¿Es posible hacer referencia a un
concepto en un contexto que antecede
a su propia constitución y definición?
Leo Strauss demuestra en esta excelente
obra que no solamente eso es posible
sino que en realidad, ante situaciones
dicotómicas como la referida, es nece-
sario indagar profundamente en torno
al significante en cuestión, a fin de eva-
luar si en verdad no tiene algún origen
o cierta adscripción que trascienda con
creces las definiciones y referencias tem-
porales con las que es encasillado por
el sentido común.

Será precisamente el tercer capítu-
lo, denominado “El liberalismo de la
filosofía política clásica”, el que se ocu-
pe de zanjar este dilema. El filósofo de
Kirchhain refutará una interpretación
positivista de Eric Havelock plasmada
en un escrito que busca hallar el tempe-
ramento liberal subyacente al corpus fi-
losófico de la antigua Grecia en gene-
ral, y al elaborado por Sócrates, Platón
y Aristóteles en particular (ignorando a
Heródoto y Tucídides, quienes para
Strauss deberían ser incluidos en este
canon debido a que a su juicio todo pre-
supuesto liberal incluye inherentemen-
te a la filosofía de la historia).

El liberalismo straussiano se carac-
teriza por sus virtudes clásicas, analiza-
das y postuladas por la filosofía en la
Antigüedad, consistente en ser autóno-
mo, preferir los bienes del alma por so-
bre los materiales, es decir la liberali-
dad en lo concerniente a las propias

posesiones, apoyar las garantías repu-
blicanas frente a iniciativas demasiado
autoritarias y, como también lo expla-
yará en los dos primeros apartados de
este libro, mantener una conducta vir-
tuosa, excelente y noble.

A partir de los comienzos del siglo
XIX la filosofía política moderna cons-
tituirá, en oposición a estos postulados,
otro credo liberal, el cual estará susten-
tado en una defensa irrestricta (y a jui-
cio de Strauss irresponsable políticamen-
te) del individualismo frente a cualquier
autoridad no sólo pública sino asimis-
mo socialmente constituida. No existi-
rán, en el mejor de los casos, normas
prefijadas que regulen la convivencia
humana a fin de otorgarle un sentido
último y un marco de acción a la mis-
ma, para dejarle así a los sujetos el ma-
yor ámbito de libertad posible. Esta úl-
tima será equiparada a la tolerancia ab-
soluta e irrestricta, la que es ontológica-
mente imposible, ya que por carecer de
flexibilidad (como cualquier paradigma
absoluto) se enfrenta con aquellos que
posean posiciones sólidamente funda-
das en determinados valores y que no
deseen, en consecuencia, coexistir pa-
cíficamente con cualquier otra alterna-
tiva que deniegue sus propios presupues-
tos. En pos de contrarrestar al autorita-
rismo extremo la modernidad desesta-
bilizará cualquier intento por constituir
poder alguno, favoreciendo una polari-
dad maniquea que posee su otro inte-
grante en la volición irrestricta, en la
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ausencia generalizada de normativa. E
incluso cuando su epígono epistemoló-
gico, vale decir el positivismo, atente
contra la formulación de juicios de va-
lor en las ciencias, y en base a esa pos-
tura intente desacreditar toda la tradi-
ción del pensamiento filosófico políti-
co, hasta el mismo ejercicio del pensa-
miento se verá amenazado y deberá de-
fenderse de tales empresas. Tal es uno
de los cometidos de Liberalismo antiguo
y moderno, cuya primera edición es de
1968, y que con “Un epílogo” se inser-
ta en la polémica por rehabilitar la vali-
dez de la teoría per se, que era severa-
mente cuestionada por el empirismo
vigente a mediados del siglo XX, in-
tento que por otra parte vería reflejados
sus frutos recién en 1971 con la publi-
cación de la Teoría de la justicia de John
Rawls. En este sentido Strauss demues-
tra en el prefacio su solidez conceptual
al realizar una equiparación que en ese
contexto histórico particular de la rea-
lidad política norteamericana podría ser
denominada como cuasi-herética: debi-
do a que el liberalismo de los antiguos
se opone no al conservadurismo sino al
iliberalismo, ambos se asemejan, a pe-
sar de que la corriente liberal contem-
poránea se desentienda de ese parale-
lismo y en consecuencia pierda la rique-
za conceptual y espiritual que la carac-
terizase previamente. Consiguientemen-
te, Strauss intenta aquí tanto un elogio
de la moral conservadora como una ad-
monición a los liberales estadouniden-
ses a recuperar un pasado invaluable.

En esta instancia del discurso es
donde se recubre de extrema importan-
cia a la educación, ya que en la instruc-
ción de las masas el criterio cualitativo
fue desplazado por el cuantitativo. Pa-
recería que, en el empeño por generali-
zarse, se ha desvíado el foco de aten-
ción hacia cuestiones triviales y no se

reparase en los contenidos a ser ense-
ñados y transmitidos a las nuevas gene-
raciones. La educación liberal se debe
ocupar de comunicar el saber de aque-
llas personas, cuya aparición en la his-
toria es extraordinaria, que fueron maes-
tros sin ser alumnos (ya que de lo con-
trario, a juicio del autor, siempre habría
alguien con mayor sabiduría de quien
aprender, originando una cadena de
aprendizaje tutelado ad infinitum) y que
ofrecen la oportunidad de interiorizar-
se en su pensamiento a través de la lec-
tura de los grandes libros que dejaron
para la posteridad. “¿Qué es la educa-
ción liberal?” se cuida, sin embargo, de
diferenciar esta actividad del llano adoc-
trinamiento, y especifica que su objeti-
vo principal es contrarrestar a una cul-
tura popular y masiva que, si bien fácil-
mente aprehensible, no requiere esfuer-
zo moral o intelectual de ningún tipo
para ser interiorizada. Esta actitud sos-
tiene que es posible superar e inclusive
ignorar a las grandes luminarias de pa-
sado. Las sociedades contemporáneas en
consecuencia manifiestan signos de apa-
tía política y ausencia de espíritu públi-
co, ya que la democracia requiere esfuer-
zo, concentración y dedicación constan-
te. La acción educativa inspirada en el
auténtico liberalismo deberá inculcar
entonces la modestia y humildad nece-
sarias para reconocer las propias caren-
cias, y demostrar que el hombre actual
se encuentra abocado a la vulgaridad,
con la inherente carencia de belleza que
esa disposición promueve. De no variar
esta situación correrán riesgo tanto el
régimen político democrático como la
posibilidad de formar y seleccionar a la
aristocracia dirigencial que garantice su
supervivencia futura. La tarea de la filo-
sofía en “Educación liberal y responsa-
bilidad” será precisamente el instruir a
las nuevas generaciones en torno a la
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virtud y la sabiduría a fin de sostener
en el largo plazo a la misma política.

El cuerpo intermedio del libro se
compone de los artículos “Sobre el ‘Mi-
nos’”, “Notas sobre Lucrecio”, “Cómo
empezar a estudiar la ‘Guía de Perple-
jos’”, “Marsilio de Padua” y “Prefacio a
‘Crítica de la religión de Spinoza’”. Es-
tos textos, que poseen propósitos diver-
sos (pero no orígenes cronológicos tan
distantes ya que, salvo el mencionado
en último lugar, todos fueron escritos
entre fines de la década del cincuenta y
principios de la del sesenta) reflejan, a
la manera de la aplicación teórica a es-
tudios de casos, gran parte de lo enun-
ciado previamente en torno a las apre-
ciaciones clásica y moderna sobre el li-
beralismo como tal.

El último apartado, denominado
“Perspectivas sobre la buena sociedad”,
glosa ciertos lineamientos a tomar en
consideración en el momento de esta-
blecer o analizar los fundamentos de
todo agrupamiento humano. El orden
civil en un mundo con una hegemonía

liberal aparentemente incontestada de-
berá basarse en la razón, y no en la re-
velación (no es un dato menor procla-
mar semejante afirmación en un colo-
quio judeo-protestante como el que ins-
pirase estas reflexiones), y debe tener un
código legal que regule a la comunidad
sin limitar simultáneamente su creci-
miento, a fin de otorgarle a éste direc-
ción y sentido.

Por lo tanto, a través de todo el re-
corrido con el que Strauss nos guía por
algunos de los elementos y momentos
cardinales de la filosofía política occi-
dental, arribamos a una conclusión
opuesta a la que iniciaba esta reseña bi-
bliográfica. En realidad, el único libe-
ralismo que puede sostenerse es el anti-
guo, mientras que es el nuevo el que,
pretendiendo modificar a aquél radical-
mente, sostiene unos postulados que
además de ser contrarios al espíritu li-
beral primigenio atentan contra cual-
quier iniciativa que aspire a fundar un
orden político y social efectivo que de-
see sostenerse en el tiempo.
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India, Brasil y Sudáfrica.
El impacto de las nuevas potencias regionales

Juan Tokatlian (compilador)
Buenos Aires, Libros del Zorzal, 2007, 238 páginas.

Hernán Flom

Este libro está compuesto por traba-
jos que fueron presentados en el marco
de un seminario internacional organiza-
do por la Universidad de San Andrés y
Le Monde Diplomatique en mayo de 2006.
En él se halla reunido un conjunto de
artículos de analistas de política y relacio-
nes internacionales que, en ese momen-
to, ofrecieron su interpretación sobre el
surgimiento y ascenso de las llamadas
“nuevas potencias regionales”, en el mar-
co de un nuevo acuerdo de cooperación
trilateral: aquél entre India, Brasil y Su-
dáfrica (IBSA). En el transcurso del semi-
nario se discutieron varios temas que se
reproducen en este volumen, como la
definición de “poderes medios” —a la vez
que la utilización de diferentes nomen-
claturas para referirse a países con una
posición semejante en la estructura de
poder del sistema internacional—; las
posibilidades de subsistencia de un acuer-
do de cooperación Sur-Sur, tomando en
cuenta intentos previos y las condiciones
vigentes en estos tres países; la probabili-
dad de que estas naciones superen a su
región en términos de influencia y se con-
viertan en actores decisivos a nivel global
y las consecuencias que esto puede tener
en el sistema internacional de Posguerra
Fría, caracterizado primordialmente por
la vigencia de Estados Unidos como ca-
beza indiscutida —unipolar— y por su
tendencia a intervenir unilateralmente en
conflictos internacionales.

El volumen puede ser dividido en
dos partes. La primera, que comprende

los primeros cuatro capítulos, intenta
proveer herramientas teórico-conceptua-
les para analizar y comprender el fenó-
meno IBSA en todas sus dimensiones,
desde las causas que pueden promover
estos acuerdos de cooperación hasta las
consecuencias que produce para los es-
tados miembro, los demás integrantes
de su región y el sistema global en su
conjunto. La segunda parte se concen-
tra en el estudio empírico de los facto-
res y condiciones que, efectivamente,
han promovido la realización de este
acuerdo, las probabilidades de éxito que
pueda llegar a tener y los desafíos que
deberá asumir y sobrepasar para ser una
institución relevante a largo plazo.

En el primer artículo, “Teoría de
asimetría y poderes regionales”, Brantly
Womack propone abordar las relaciones
entre los poderes regionales y sus veci-
nos a partir de esta lente conceptual, al
igual que las interacciones entre estas
potencias regionales y el hegemon inter-
nacional. El hilo conductor de este mar-
co teórico es que las diferencias mate-
riales entre países y sus distintas priori-
dades estratégicas generan disparidades
en cuanto al nivel de atención que los
dos componentes de la relación se pres-
tan mutuamente, lo cual puede derivar
frecuentemente en tensiones y conflic-
tos. La forma normal en que se estruc-
tura esta relación bilateral es mediante
un intercambio de respeto —del más
débil al más fuerte— y de reconocimien-
to de autonomía —del más fuerte al más
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débil—. Extrapolando este esquema para
abordar la relación de los poderes re-
gionales con la superpotencia, el coro-
lario es la existencia de un mundo “mul-
ti-nodal”, donde hay mayor espacio
para la intervención de estos actores
internacionales, quienes a su vez puede
suponerse que aspirarán a un orden
mundial más predecible. Este esquema
teórico permite además pensar en una
mayor fluidez de la matriz internacio-
nal a partir de las negociaciones cons-
tantes que deben sucederse entre fuer-
tes y débiles tanto en un nivel como en
otro.

El trabajo de Alberto Föhrig, “Re-
sistencias y equilibrios regionales”, se-
ñala la importancia de rescatar la inte-
racción de variables domésticas e inter-
nacionales como condicionantes del
comportamiento de los estados y de las
posibilidades de surgimiento de cambios
—versus persistencia del estatu quo— en
el sistema internacional. En este senti-
do, es vital reconocer la complejidad
interna de los estados que conforman
estos arreglos multilaterales (denomina-
dos “pivote”) y no pensarlos como enti-
dades homogéneas que actúan concer-
tadamente en persecución de un inte-
rés nacional comúnmente definido. Su
aproximación analítica se basa en la teo-
ría de actores de veto de George Tsebelis,
utilizada para extraer los patrones de
relación, tanto de índole cooperativa
como conflictiva, que pueden existir
entre los estados pivote y sus contrapar-
tes regionales, los actores de impugna-
ción regional. Es importante destacar
que una de las opciones que frecuente-
mente ejecuta el Estado pivote con res-
pecto a estados más débiles encuadra
dentro del concepto de “auto-limita-
ción”, resignando estratégicamente su
capacidad de coerción en pos de legiti-
marse a largo plazo mediante la consti-

tución de instituciones vinculantes. Asi-
mismo, el artículo propone una recon-
sideración de la teoría de asimetría de
Womack, desarrollada anteriormente,
cuando aplicada al análisis de los po-
deres regionales (pivotes) y sus relacio-
nes con los actores de impugnación re-
gional. Finalmente, aclara, se debe in-
corporar la superpotencia hegemónica
al análisis en tanto su intervención “al-
tera las normas de decisión introducien-
do desequilibrios que modifican el peso
relativo de los actores en la resolución
de disputas” (p. 53).

En “Los poderes medios y la seguri-
dad regional”, David Dewitt y Ryerson
Christie indagan respecto del rol que
tienen los poderes medios en el escena-
rio internacional pos 11/9 y las diferen-
cias que pueden existir respecto a cómo
han sido concebidos previamente por
la literatura. Encuentran un clivaje his-
tórico entre dos generaciones de pode-
res medios a lo largo de la historia, con
un quiebre evidente luego del fin de la
Guerra Fría. El contraste más notorio es
que los poderes emergentes contempo-
ráneos tienen otros recursos y capaci-
dades financieras y atraviesan otro esta-
do de desarrollo que el que ostentaban
los países del Norte —Europa Occiden-
tal y Canadá— que constituían la pri-
mera generación. Por otra parte, tam-
poco encuentran una continuidad en
cuanto a la capacidad de los poderes
medios actuales de servir como un puen-
te entre los antagonistas del principal
conflicto moderno. De todos modos,
India, Brasil y Sudáfrica representan un
conjunto transicional de actores respecto
a la segunda generación en tanto su ca-
pacidad de impacto e intervención ex-
cede los límites de sus respectivas re-
giones. En tal sentido, y en concordan-
cia con la definición de los autores de
los poderes medios como agentes que
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proveen liderazgo en el escenario inter-
nacional al colocar cuestiones en la agen-
da y moldear el modo en que serán dis-
cutidas (p. 80), su participación activa
es fundamental para impedir que haya
una sola voz dominante en la temática
de seguridad internacional.

En el cuarto artículo, “¿Ancla flo-
tante o plataforma de lanzamiento? Di-
námica regional de los poderes emer-
gentes”, Varun Sahni desarrolla un as-
pecto de la articulación de las lógicas
regional y global para juzgar la medida
en que estar situado geográfica y jerár-
quicamente en sus respectivas regiones
impacta sobre la capacidad de los esta-
dos de IBSA de proyectarse como po-
tencias emergentes (de aspiraciones su-
pra-regionales). Discute este dilema a
partir de un análisis de los contextos
de seguridad regional que enfrentan
India, Brasil y Sudáfrica. Esto le permi-
te construir categorías conceptuales para
caracterizar tanto el tipo de “liderazgo”
que ostentan estos poderes —primacía,
predominio o supremacía— y la actitud
de sus vecinos al respecto —reconoci-
miento, desafío o irrelevancia—. Con-
cluye que el control de los problemas
de seguridad regional es un paso esen-
cial para que estos países logren su pro-
yección como poderes emergentes —y,
podemos agregar, para la viabilidad de
un proyecto de cooperación multilate-
ral— y que la mejor forma de lograr este
objetivo es mediante la construcción de
consensos que permitan la apelación a
la política, en contraste con las medi-
das coercitivas —demostración de “po-
der” en su sentido más estrecho— que
se suelen implementar (tanto en este
plano como a nivel global).

Lyal White, como enuncia en el tí-
tulo de su capítulo, “IBSA: un estado
del arte”, describe y analiza las propie-
dades básicas de esta institución. Den-

tro de este compendio figuran tanto los
objetivos, amplios y específicos que de-
terminaron el acuerdo entre estos paí-
ses; las áreas de política donde buscan
fortalecer sus compromisos de coopera-
ción; el plan de acción que han formu-
lado y los aportes que ha hecho cada
país. Más allá de ello, su artículo sugie-
re que IBSA es, además de un fin en sí
mismo, un medio para alcanzar una dis-
tribución más equitativa —aunque por
supuesto delimitada a estos poderes in-
termedios— en los foros multinaciona-
les centrales, sobre todo en la ONU.
Finalmente, señala que el desarrollo eco-
nómico y la equidad deben ser las prio-
ridades fundamentales orientadoras del
accionar de IBSA y que ésta no debe
limitarse a un acuerdo comercial que,
por otra parte, sería difícil de lograr te-
niendo en cuenta la participación de
cada uno de sus países miembros en blo-
ques comerciales regionales.

Alden y Vieira (“La nueva diploma-
cia del sur: Brasil, Sudáfrica, India y el
trilateralismo”) se aproximan inicial-
mente a IBSA ubicándolo en el contex-
to de las iniciativas multilaterales en la
historia de las relaciones internaciona-
les. De tal forma, señalan que se dife-
rencia sustancialmente de otros empren-
dimientos anteriores en tanto no es una
vía para matizar el unilateralismo de la
superpotencia sino para promover los
intereses nacionales “en la causa de bús-
queda de estatus en la jerarquía percibi-
da de poder nacional” (p. 143). Tenien-
do esto en cuenta, examinan las postu-
ras diplomáticas históricas de cada uno
de los países miembros, así como los
presupuestos y objetivos que las han
determinado y sus constreñimientos a
nivel local, regional y global, para ex-
plicar en dónde subyace su interés por
una alianza de esta índole. Se extrae de
su análisis que quedaría poco margen

Reseñas
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para pensar este acuerdo como la estruc-
turación de una contra-hegemonía en-
frentada con el paradigma dominante,
sobre todo teniendo en cuenta la orien-
tación que los países miembros han asu-
mido en sus propios territorios, más allá
de la identidad originaria de los parti-
dos políticos que presentemente los go-
biernan (PT de Brasil o CNA de Sudá-
frica).

María Regina Soares de Lima, en
su artículo “Brasil como país interme-
dio: imprecisión conceptual y dilemas
políticos”, promueve una definición de
los poderes intermedios que conjugue
sus capacidades materiales con una di-
mensión subjetiva. Un ingrediente fun-
damental de ésta es el reconocimiento
otorgado por otros estados a partir de
criterios tales como la participación en
operaciones de paz de las Naciones
Unidas y el cumplimiento de un rol es-
tabilizador en la región. Para Brasil es-
pecialmente, éste ha sido un objetivo
difícil de lograr debido a la desconfian-
za que genera su asimetría de tamaño y
capacidades respecto a los demás paí-
ses de América del Sur, lo cual le ha
impedido aumentar su influencia sobre
la región. Otros dilemas y desafíos que
conlleva la adquisición de este estatus
para Brasil tienen que ver con la posi-
ción que asumen frente a Estados Uni-
dos conjugada con el factor Chávez
—lo que implica en términos de equili-
brios de poder y conflicto polarizado—
en América del Sur y, por otra parte, las
expectativas y preconceptos de la socie-
dad brasileña.

Finalmente, Khatchik Derghougas-
sian, en su trabajo “IBSA no guberna-
mental…”, analiza la incidencia que di-
ferentes organizaciones de la sociedad
civil de estos Estados han tenido en la
configuración de una agenda de mutua
cooperación en ciertas esferas, en lo que

denomina “diplomacia ciudadana”. En
particular, se concentra sobre su aproxi-
mación a la seguridad, entendida en su
acepción “humana”, referida a aquello
que afecta la supervivencia y calidad de
vida del individuo. Asimismo, subraya
que, tanto por la ampliación de la no-
ción de seguridad como por la pérdida
por parte del Estado del monopolio de
acción en esta materia, se debe hablar
de la “gobernabilidad” de la seguridad,
a fin de incluir como actor relevante a
la sociedad civil. Luego de analizar el
grado de movilización de ésta en cada
uno de los países miembro, su trabajo
ilustra el nivel de interacción existente
entre las OSC de cada uno de estos paí-
ses en cuanto a dos problemas con-
temporáneos que integran esta nueva
agenda de seguridad: la lucha contra el
VIH-SIDA y el control de la prolifera-
ción de armas pequeñas y livianas. El
hecho de que, tal como concluye, el te-
rreno de cooperación multilateral en es-
tas temáticas sea todavía mayoritariamente
virgen puede mirarse desde una perspec-
tiva optimista en cuanto a que hay mu-
chísimo que se puede hacer en cuanto a
la coordinación internacional para la
resolución de los problemas que compar-
ten tanto estas sociedades como los paí-
ses que integran sus respectivas regiones.

En cierta forma, esta conclusión es
análoga a esa instancia de cooperación
trilateral que es IBSA en su conjunto,
en cuanto a que, por ahora, quizás pre-
valecen las expectativas por sobre los
logros demostrables surgidos de estos
acuerdos. Sin embargo, este libro reali-
za un aporte clave para comprender el
por qué de la gestación de estos com-
promisos y el grado de factibilidad de
que tengan un impacto significativo a
mediano y largo plazo. O sea, para en-
tender algo tan básico como de dónde
vino y hacia dónde puede llegar a ir.
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La Justicia de los vencedores. De Nuremberg a Bagdad

Danilo Zolo
Edhasa, Buenos Aires, 2007, 205 páginas.

Soledad I. Castro

La justicia de los vencedores es, ante
todo, una denuncia: el derecho penal
internacional ha resultado ser un ins-
trumento más para el ejercicio de la
hegemonía por parte de las potencias
mundiales. Buenas intenciones aparte,
la justicia internacional esconde un sis-
tema dualista que otorga impunidad a
vencedores poderosos y castiga a débi-
les vencidos. En un trabajo impecable
que combina el análisis jurídico con el
estudio político y el ensayo filosófico,
Danilo Zolo busca revelar la parcialidad
de la justicia penal internacional. Mien-
tras las grandes potencias políticas y
militares gozan de absoluta impunidad
por sus crímenes de guerra y por sus
guerras de agresión, los pueblos derro-
tados y oprimidos —sus autoridades y
ejércitos— están sujetos a la condena
segura que dictará la “justicia de los ven-
cedores”. Esta justicia se ejecuta, denun-
cia Zolo “… con la connivencia de las
instituciones internacionales, el silen-
cio encubridor de gran parte de los ju-
ristas académicos, la complicidad de los
medios masivos de comunicación y el
oportunismo de un número creciente de
las llamadas ‘ONGs’ que (…) están al
servicio de sus propios gobiernos y
conveniencias…”(p. 18).

En cuestiones de guerra y derecho,
el siglo XX presenció el desarrollo in-
sólito de dos aspectos: la incorporación
de los individuos como sujetos del de-
recho internacional —en particular en
materia penal— y la negación jurídica

de la guerra. En el pasado el derecho
internacional era únicamente interesta-
tal y las guerras no se consideraban crí-
menes. Zolo analiza la evolución de es-
tas dos innovaciones y retoma una idea
reveladora: la victoria procura impuni-
dad. Como augurara Radhabinod B. Pal,
juez hindú del Tribunal Penal Interna-
cional de Tokio: “sólo la guerra perdi-
da es un crimen internacional”.

Finalizada la Segunda Guerra Mun-
dial, las victoriosas potencias aliadas lle-
varon adelante los juicios de Nuremberg
y Tokio, donde condenaron a los jerar-
cas de las dos principales potencias del
Eje. Por primera vez se atribuía respon-
sabilidad penal internacional a indivi-
duos por considerar crímenes interna-
cionales ciertos actos políticos y milita-
res. Pero los líderes de las potencias alia-
das, militarmente victoriosas, no se sen-
taron al estrado. Nadie investigó las
muertes ocasionadas por bombardeos
aliados a ciudades alemanas y japone-
sas. Nadie juzgó la utilización de bom-
bas atómicas contra población civil en
Hiroshima y Nagasaki. Estas acciones
permanecieron impunes. Más aún, fue-
ron justificadas.

Años y guerras después, líderes
como Slodoban Milosevic y Saddam
Hussein, entre otros, fueron sometidos
a proceso para ser condenados. Pero sin
trámite alguno se archivaron las denun-
cias por crímenes de guerra atribuidos
a las autoridades de la OTAN en su “gue-
rra humanitaria” de 1999 contra Yugos-
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lavia. Tampoco hubo ni habrá pesquisa
ni castigo por la masacre de miles de
personas en manos de las fuerzas ocu-
pantes en Palestina, Afganistán e Irak.
Con estos ejemplos y otros, Danilo Zolo
enuncia el siguiente patrón: Palestina,
Kosovo, Afganistán e Irak constituyen
flagrantes ejemplos de guerras de agre-
sión ilegales seguidas de ocupaciones
militares también ilegales. Coinciden-
temente, los vencedores han procura-
do su impunidad y han impulsado la
persecución policial y judicial de los
vencidos, cuya resistencia tacharon de
ilegal. El “Modelo Nuremberg” de la
“justicia de los vencedores” perpetúa
la continuación de las hostilidades y
venganzas bajo formas de apariencia
judicial.

Al examinar la evolución del dere-
cho penal internacional, el autor abor-
da distintas experiencias judiciales, a
saber: los Tribunales Penales Internacio-
nales para la Antigua Yugoslavia y Ruan-
da, los tribunales especiales para Sierra
Leona, Camboya, Kosovo, Timor Orien-
tal e Irak, además del caso particular de
la novedosa Corte Penal Internacional.
De este estudio de casos concluye que,
en mayor o menor medida, se ha repro-
ducido el modelo de justicia sesgada,
revelándose la línea de continuidad que
anuncia el título de la obra, de Nurem-
berg a Bagdad.

El “Modelo Nuremberg” implica la
solapada politización de la justicia.
Idealmente, la justicia encarna un espa-
cio de imparcialidad, donde los con-
flictos se neutralizan y se desarticulan
las hostilidades propias de la política y
la guerra. La “justicia de victoriosos”
modificó esta idea de justicia, eliminó
sus diferencias con la política y la gue-
rra, convirtiendo a la justicia interna-
cional en una encubierta rendición de
cuentas.

El “peligro del enjuiciamiento po-
lítico” no es novedoso. Zolo lo concibe
como la vía de impunidad del poder y
de castigo al opositor político o militar.
Desde otro ángulo, Henry Kissinger
—con claros intereses personales en el
tema— y el gobierno norteamericano
han recurrido a este argumento para re-
chazar a la flamante Corte Penal Inter-
nacional. Pero en estos casos, siguien-
do el razonamiento de Zolo, el argumen-
to del “peligro del enjuiciamiento poli-
tizado” es alegado por poderosos que
sostienen que la justicia será inclinada
tendenciosamente en contra suyo. Sos-
pechosamente, diría Zolo, prefieren
impulsar instancias de justicia selectiva
—tribunales ad hoc— que no los tenga
a ellos por imputados. En suma, la au-
sencia de toda neutralidad engendra la
contradictoria “justicia política”, que no
es otra cosa que la negación de la justi-
cia.

Danilo Zolo nos presenta un fasci-
nante ensayo diagramado en siete capí-
tulos en los que convincentemente pre-
senta su bien documentada tesis. Como
recurso narrativo, el autor presenta en
algunos tramos las posiciones de otros
pensadores —de gran notoriedad y so-
lidez— cuyas ideas suelen coincidir con
el discurso imperante en estos temas.
Entre estos “interlocutores virtuales” se
cuentan Antonio Cassesse, Michael
Ignatieff, Alan Dershowitz, Jürgen
Habermas y Ulrick Beck. Luego de in-
troducir las tesis dominantes, Zolo ar-
gumenta en contra de ellas con funda-
mentos de notable eficacia. Esta estrate-
gia engendra un texto vivo, que pole-
miza y cuestiona engranajes claves de
un debate más amplio y en curso.

Los cuatro primeros capítulos del
libro están dedicados a la cuestión de
la guerra. En el primero, el autor reco-
rre la historia de la prohibición de la
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guerra, engarzada en un análisis de ins-
piración schmittiana. En su acertada
opinión, la criminalización de la guerra
de agresión no ha podido limitar y, me-
nos aún, impedir el recurso a la fuerza.

En algunos casos, según explica en
el segundo capítulo, las grandes poten-
cias han enmascarado sus guerras de
agresión como “intervenciones humani-
tarias para la protección de los derechos
humanos”. Éstas formalizan la confron-
tación entre el particularismo que ema-
na del principio de soberanía de los
estados y el universalismo de la defensa
internacional de los derechos humanos.
Zolo cuestiona la validez jurídica del
“derecho-deber a intervenir” y de la “res-
ponsabilidad de proteger”. En su opi-
nión, la legitimación de la guerra hu-
manitaria equivale a la negación de los
derechos básicos del hombre, comen-
zando por el elemental derecho a la
vida. El tercer capítulo se consagra al
cuestionamiento a algunos argumentos
“liberales” en favor de las intervencio-
nes “humanitarias”.

El capítulo siguiente se inicia con
un estudio sobre la guerra antigua don-
de se abordan distintas doctrinas de
guerra, como la santa (hebraica), la jus-
ta (católica) y la islámica. Esta arqueolo-
gía de la guerra tiene por objeto rastrear
algunos elementos premodernos pre-
sentes en las nuevas guerras, como por
ejemplo el uso preventivo de la fuerza,
la posibilidad de argüir “justa causa” y
la manipulación del derecho humani-
tario para desproteger jurídicamente al
enemigo.

En el quinto capítulo el autor se
sumerge en las aguas turbulentas del
debate sobre la cuestión del “imperio”
con el fin de anudarlo a su estudio acer-
ca de la etiología de la nueva guerra glo-
bal. Con cautela teórica y terminológi-
ca, y sin abandonar una mirada crítica,

acepta el uso del término “imperio” para
hacer referencia a la creciente hegemo-
nía económica, política y militar de Es-
tados Unidos, que puede ignorar siste-
máticamente al derecho internacional,
en especial el derecho de guerra y la
prohibición de agresión. A la vez, resu-
miendo una noción schmittiana, el im-
perio puede moldear sus guerras. Así,
las guerras modernas viabilizan el desa-
rrollo de los procesos de mundializa-
ción y preservan los mecanismos de dis-
tribución internacional de la riqueza.
Consecuentemente, la guerra actual es
global y, en cierto modo, globalizadora.

Las grandes potencias también han
buscado justificar sus guerras de agre-
sión presentándolas como “guerras pre-
ventivas contra el terrorismo global”. Por
ello, en el anteúltimo capítulo, el autor
alerta sobre las implicancias de ciertas
definiciones y usos del concepto de “te-
rrorismo”. Parece preocuparlo el uso
sugestivo, peligrosamente arbitrario y
exclusivamente político, del mote de
“terrorista”. En ese sentido, alude a las
tendenciosas confusiones que llevaron
a considerar “terrorista” la lucha por la
liberación y autodeterminación de algu-
nos pueblos, como fue el prototípico
caso palestino, que evidentemente pre-
ocupa al autor, para quien se han en-
sombrecido las diferencias que solían
distinguir a la guerra del terrorismo. En
su visión, las guerras humanitarias y/o
preventivas, son, también, guerras terro-
ristas.

En el capítulo final Zolo retorna a
la cuestión de la justicia internacional y
profundiza la elaboración de su tesis
central. Reconstruye primero el conjunto
de los argumentos principales de los
“globalistas judiciales”, es decir, aque-
llos que aprueban el desarrollo que ha
tenido la justicia penal internacional.
Ellos destacan la adaptación del dere-

Reseñas
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cho penal a la globalización, su virtual
función preventiva contra la guerra, la
incapacidad de algunas naciones para
juzgar crímenes internacionales y la
necesidad de “castigar a los responsa-
bles” como condición para avanzar en
procesos de pacificación y reconstruc-
ción política.

El optimismo no es unánime.
Zolo comparte numerosas críticas que
han elaborado a lo largo de los años
autores como Hans Kelsen, Hannah
Arendt, Bert Röling y Hedley Bull.
Desde esta perspectiva se vislumbra la
inobservancia de los derechos subjeti-
vos de los imputados y la violación de
principios fundamentales como la im-
parcialidad y objetividad del debido
proceso, la irretroactividad de la ley
penal, los principios de legalidad, de
juez natural, de igualdad ante la ley y
de defensa en juicio de las personas y
de sus derechos. También se afirma la
nula eficacia disuasiva —o preventiva—
de las penas aplicadas por estos tribu-
nales. Como ocurriera en Nüremberg,
las sentencias han sido siempre retri-
butivas y “… nada parece garantizar
que una actividad judicial que aplique
castigos ejemplares a los individuos in-
cida en las dimensiones macroestruc-
turales de la guerra, es decir, pueda
influir en las razones profundas de los
conflictos y la violencia armada…” (p.
175). El proceso penal ha funcionado
como un ritual colectivo y público de
estigmatización y degradación del ven-
cido. El poder ha construido una jus-
ticia a su medida, viciada en sus prin-
cipios más caros.

Existen reiteraciones conceptuales a
lo largo de este ensayo. No obstante, el
trabajo de Danilo Zolo constituye un
aporte sustancial a un debate en curso
en el mundo del derecho y de la política
internacional. Se podrían tachar de ex-
tremas ciertas opiniones del autor. Pero,
visiones ideológicas aparte, el pensamien-
to de Danilo Zolo es sofisticado, su tra-
bajo está debidamente documentado y
su discurso nunca se torna panfletario.

El español Antonio Lazari sostuvo
que Zolo analiza “corrosivamente” a la
justicia penal internacional, demonizan-
do cualquier intento de búsqueda de
justicia, sin brindar alternativas. Discre-
po con esta lectura. Si bien el autor no
elabora alternativas para remediar la si-
tuación que describe, ello no empobre-
ce su trabajo. Zolo intenta comunicar
un patrón. Expone las divergencias en-
tre discurso y realidad en la operatoria
del derecho internacional y su funcio-
nalidad para ciertos intereses. Por an-
gustiosa que resulte la aparente ausen-
cia de alternativas, esta denuncia des-
nuda sinuosidades inadvertidas de la
justicia penal internacional y del dere-
cho internacional en general. La capa-
cidad “constructiva” de los abordajes
críticos no siempre recae en la presen-
tación de alternativas viables, a veces
reposa en la necesidad prioritaria de
deconstruir una errada percepción vi-
gente. El aporte de la obra radica en
desmitificar la imagen de la justicia pe-
nal internacional que ha sido funcional
al poder, para que soluciones menos
sesgadas puedan acoger los genuinos
reclamos de justicia.
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COLABORACIONES

Los trabajos con pedido de publicación deben ser remitidos a Revista
SAAP, Castex 3217 (1425), Ciudad de Buenos Aires, Argentina, o bien
mediante comunicación electrónica a revista@saap.org.ar. Se sugiere
observar las siguientes recomendaciones:

1. Deben presentarse dos copias en papel y una electrónica.

2. Los artículos no deben exceder las 13.000 palabras; las notas no deben
superar las 6.000 palabras; y las reseñas bibliográficas no deben exceder
las 1.300 palabras.

3. Toda aclaración con respecto al trabajo, así como la pertenencia
institucional del/los autor/es y su dirección electrónica, debe consignarse
a continuación del título.

4. Las referencias bibliográficas deberán seguir el siguiente formato: el
apellido del autor, seguido de una coma, y el año, y el número de página
luego de dos puntos para los casos de citas textuales. Por ejemplo:

La democracia y el capitalismo basan su poder en la igualdad y la ganancia,
respectivamente (Quiroga, 2005).

“En efecto, la democracia y el capitalismo establecen diferentes sistemas
de poder, basados en valores casi opuestos: la igualdad y la ganancia”
(Quiroga, 2005: 157).

5. En el apartado bibliográfico, las referencias deben observar el siguiente
orden, separados por comas: apellido del autor, nombre del autor, año
(entre paréntesis), título de la obra (entre comillas si es un artículo, en
itálica si es un libro o el título de una publicación), volumen, tomo, etc.,
lugar de edición, y editorial. Por ejemplo:

Quiroga, Hugo (2005). La Argentina en emergencia permanente, Buenos
Aires, Edhasa.

6. Todos los trabajos deberán ser acompañados de un resumen en castellano
y otro en inglés, de hasta 150 palabras cada uno, y de 5 palabras clave,
también en ambos idiomas.

7. Los trabajos de los autores serán sometidos a referato anónimo.

8. En ningún caso serán devueltos los originales.
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